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5) Pedidos de informes........ooocccoccconncnnnono.. 


- El señor Senador Gallinal solicita se curse 
un pedido de informes con destino a los 
Ministerios de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y, por 
su intermedio, a la Administración de 
Obras Sanitarias del Estado (OSE) y 
a la Unidad Reguladora de Servicios 
de Energía y Agua (URSEA); de Salud 
Pública; de Ganadería, Agricultura y 
Pesca; y de Educación y Cultura y, por 
su intermedio, a la Universidad de la 
República (Facultades de Medicina, de 
Química, de Ciencias y de Agronomía), 
relacionado con los controles y análisis 
científicos que se efectúan a los ríos y 
arroyos de la cuenca del río Santa Lucía. 


El señor Senador Bordaberry solicita se 
curse un pedido de informes con destino al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
y, por su intermedio, a la Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland (Ancap), referido a los contratos 
celebrados entre dicho Ente Autónomo 
y Alcoholes del Uruguay S.A. (ALUR), 
relativos a la compraventa de etanol, 
bioetanol y biodiésel. 


El señor Senador Lacalle Herrera solicita 
se curse un pedido de informes con 
destino al Ministerio de Defensa Nacional 
y, por su intermedio, al Comando de la 
Armada y a la Prefectura Nacional Naval, 
relacionado con el otorgamiento del título 
de Práctico a un Capitán de Fragata. 


El señor Senador Solari solicita se cursen 
los siguientes pedidos de informes: 


con destino al Ministerio de Desarrollo 
Social, relacionado con la situación ha- 
bitacional y el realojo de personas que 
actualmente viven en diversos barrios del 
departamento de Colonia. 


con destino al Ministerio de Salud Pública 
y, por su intermedio, a la Administración 
de Servicios de Salud del Estado (ASSE), 
relacionado con los fallecimientos ocurri- 
dos en los servicios públicos de salud. 


El señor Senador Viera solicita se curse 
un pedido de informes con destino al Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, referido 
a la suspensión de la grabación de una 
entrevista a un periodista en un canal de 
televisión uruguayo. 
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- El señor Senador Penadés solicita se 
curse un pedido de informes con destino 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y, por su 
intermedio, a la Administración de Obras 
Sanitarias del Estado (OSE), relacionado 
con el control de las aguas del río Santa 
Lucía y de sus afluentes. 


- Oportunamente fueron tramitados. 


Solicitudes de licencia e integración 
del CUETDO ccoo inianedn eii 


- El Senado concede las licencias solicita- 
das por los señores Senadores Gallinal, 
Lacalle Herrera y Rosadilla. 


- Notas de desistimiento. Las presentan 
las señoras Verónica Alonso y Ana Lía 
Piñeyrúa y los señores Carlos Gamou, 
Pablo Álvarez, Javier Salsamendi y Juan 
Souza. 


- Quedan convocados los señores Morelli, 
García Costa y Clavijo. 


Renuncia de la doctora Mónica Xavier a 
su cargo de Senadora de la República.... 


- Nota de la señora Senadora. 


- Intervención de varios señores Sena- 
dores. 


Subsidio consagrado en el artículo 5." 
de la Ley n.* 15.900.....ocooccnccocconccnconccnnns 


- Solicitud de la señora Mónica Xavier. 
- Concedida. 


“Respuesta de los ecosistemas acuáti- 
cos a impactos antropogénicos durante 
DOLLY DOT Puccini iia contre 


- Manifestaciones del señor Senador Gallo 
Imperiale. 


- Por moción del señor Senador, el Sena- 
do resuelve enviar la versión taquigráfica 
de sus palabras a OSE, a los Ministerios 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, de Agricultura y Pesca, 
y de Salud Pública, a la Intendencia de 
Canelones, a la Facultad de Ciencias y al 
Instituto de Investigaciones Biológicas 
Clemente Estable. 
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10) Numeral primero del Orden del Día. 
Vuelta a ComisióN....ccccccooononnncnnnnnncncnnono 27 


- Por moción del señor Senador Rosadilla, 
el Senado resuelve que este asunto vuelva 
a la Comisión de Asuntos Internacionales. 


11) Integración del Cuerpo por renuncia 
de la señora Senadora Xavier............ 27 


- Notas de desistimiento. Las presentan el 
señor Roberto Conde, comunicando que 
ha cesado en el cargo de Subsecretario de 
Relaciones Exteriores, pero hasta tanto 
no sea aceptada su renuncia a la Cámara 
de Representantes, se ve obligado a 
desistir a la convocatoria para integrar 
el Senado; y los señores Walter Morodo, 
Jorge Basso y Daniel Olesker. 


- Queda convocado el señor Eduardo 
Fernández. 


12) Tráfico ilícito de armasS.......cooocccnccnnnnos. 27 
- Proyecto de ley por el que se tipifican 
delitos y se modifica el artículo 365 del 


Código Penal. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


13) Protocolo de la Ronda de San Pablo 
al Acuerdo sobre el Sistema Global de 
Preferencias Comerciales entre Países 
en Desarrollo............ooocoocconcccnanonocnnonnnnss 169 


- Proyecto de ley por el que se lo aprueba. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 3 de mayo de 2013. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión ordinaria el próximo martes 7 de mayo, a la hora 
9:30, a fin de informarse de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 
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14) Numeral cuarto del Orden del Día. 
Vuelta a ComisiónN......cooccoccconccnnnnnnnnnnnnes 195 


- Por moción del señor Senador Lorier, el 
Senado resuelve que este asunto vuelva 
a Comisión hasta que el Poder Ejecutivo 
promulgue la ley que eleva a la categoría 
de ciudad a Ecilda Paullier. 


15) "Maestro Julio Castro”........ooococnonocmo*m»*.>*.*..o 196 


- Proyecto de ley por el que se designa con 
ese nombre la Escuela Técnica de Tole- 
do, departamento de Canelones. 


- Sancionado. Vuelve a la Cámara de 
Representantes. 


16) “Eneida Texeira de Basaldúa”.............. 209 


- Proyecto de ley por el que se designa con 
ese nombre la Escuela n.? 54, departa- 
mento de Artigas. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


17) Numeral séptimo del Orden del Día. 
Postergación..cmoconionsniorordncaenaanen 212 


- Por moción de la señora Senadora Moreira, 
el Senado resuelve postergar la considera- 
ción de este punto hasta la próxima sesión. 


18) Solicitudes de venia del Poder Ejecutivo 
para destituir de sus cargos a dos fun- 


cionarios públicos.......o.coccocnocccnccnncncnnno 212 
- Concedidas. 
19) Levantamiento de la sesión.................. 213 


1.9) por el que se aprueba el Acuerdo para la ad- 
quisición de suministros y la prestación recíproca de 
servicios entre el Ministerio de Defensa Nacional de 
la República Oriental del Uruguay y el Departamento 
de Defensa de los Estados Unidos de América, firma- 
do en Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 
16 de abril de 2012 y en Miami, Estados Unidos de 
América, el 21 de mayo de 2012, 

Carp. n.? 1062/2012 — Rep. n.* 794/2013. 


2.) por el que se tipifican delitos y se modifica el 
artículo 365 del Código Penal sobre Tráfico lícito de 
Armas. 

Carp. n.* 845/2012 — Rep. n.* 801/2013 — Anexo l. 
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3.2) por el que se aprueba el Protocolo de la Ronda 
de San Pablo al Acuerdo sobre el Sistema Global de 
Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo, 
suscrito por el Mercosur en Foz de Iguazú, Brasil, el 
15 de diciembre de 2010. 

Carp. n.? 773/2012 — Rep. n.* 802/2013. 


4.9) por el que se designa con el nombre de “David 
Manuel Hugo Roher” la Escuela Técnica de villa Ecil- 
da Paullier, departamento de San José, dependiente 
del Consejo de Educación Técnico-Profesional, Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública. 

Carp. n.? 1092/2012 — Rep. n.* 796/2013. 


5.2) por el que se designa con el nombre de “Maes- 
tro Julio Castro” la Escuela Técnica de Toledo, de- 
partamento de Canelones, dependiente del Consejo 
de Educación Técnico-Profesional, Administración 
Nacional de Educación Pública. 

Carp. n.? 1099/2012 — Rep. n.* 797/2013. 


6.9) por el que se designa con el nombre de “Enei- 
da Texeira de Basaldúa” la Escuela n.” 54, departa- 
mento de Artigas, dependiente del Consejo de Educa- 
ción Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública. 

Carp. n.? 1153/2013 — Rep. n.* 795/2013. 


7.2) por el que se designa con el nombre de “Maes- 
tra Enriqueta Compte y Riqué” el Jardín de Infantes 
n.* 81, departamento de Treinta y Tres, dependiente 
del Consejo de Educación Inicial y Primaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública. 

Carp. n.? 1154/2013 — Rep. n.* 798/2013. 


8.) Informes de la Comisión de Asuntos Admi- 
nistrativos relacionados con las solicitudes de venia 
remitidas por el Poder Ejecutivo, a fin de destituir de 
su Cargo: 


- a un funcionario del Ministerio de Defensa Na- 
cional, “Dirección Nacional de Aviación Civil e Infra- 
estructura Aeronáutica”. (Plazo constitucional vence 
el 11 de junio de 2013). 

Carp. n.* 1156/2013 — Rep. n.* 799/2013. 


- a un funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, “Dirección General de Servicios 
Ganaderos”. (Plazo constitucional vence el 7 de julio 
de 2013). 

Carp. n.* 1170/2013 — Rep. n.* 800/2013. 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario». 


7 de mayo de 2013 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Agazzi, Amo- 
rín, Antognazza, Baráibar, Bordaberry, Chiru- 
chi, Couriel, Da Rosa, Gallo Imperiale, García 
Costa, Heber, Larrañaga, Lorier, Martínez, 
Michelini, Moreira (Carlos), Moreira (Cons- 
tanza), Morelli, Nin Novoa, Pasquet, Penadés, 
Peña, Rosadilla, Rubio, Saravia, Solari, Tajam, 
Topolansky y Viera; y a partir de la hora 10 y 40, 
el señor Senador Fernández supliendo a la señora 
Senadora Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Abreu, Gallinal y Lacalle Herrera; y con aviso, la 
señora Senadora Xavier. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 35 minutos). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “La Presidencia de la Asamblea General destina 
Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se autoriza la contratación, por parte 
de la Banca Oficial, de hasta ciento cincuenta funcio- 
narios provenientes del Banco Bandes Uruguay S.A. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


- por el que se aprueba el Acuerdo entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República Federativa 
del Brasil para el Intercambio de Información en Ma- 
teria Tributaria, y su Protocolo, firmados en la ciudad 
de Brasilia, el 23 de octubre de 2012. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


- por el que se autoriza el ingreso al país de buques 
y personal de las Armadas de la República Argentina, 
del Estado Plurinacional de Bolivia, de la República 
Federativa del Brasil y de la República del Paraguay, 
a efectos de participar en el Ejercicio “ACRUX VI”, el 
cual se realizará en proximidades del puerto de Nue- 
vo Berlín, departamento de Río Negro, en el período 
comprendido entre el 3 y el 20 de junio de 2013. 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 
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El Poder Ejecutivo remite los siguientes Mensajes: 


- por el que solicita la venia correspondiente, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 11 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, para 
conferir el ascenso al grado de Coronel del Ejército 
Nacional, con fecha 1.% de febrero de 2013, a varios 
señores Tenientes Coroneles. 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


- por los que solicita la venia correspondiente, de 
acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del ar- 
tículo 168 de la Constitución de la República, a los 
efectos de designar: 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante la República de 
Rumania al señor Manuel Gonzalo Vieira Merola. 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante la República de 
Chile al señor Rodolfo Camarosano Bersani. 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante la República de 
Nicaragua al señor Carlos Martín Silva Aparicio. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


- por el que solicita la venia correspondiente, de 
conformidad con lo establecido por el numeral 13 
del artículo 168 de la Constitución de la República, 
para designar como Fiscal Letrado Departamental 
de Chuy (Escalafón “N” Magistrados), al doctor José 
Martín Galliazzi Curbelo. 


- por el que solicita la venia correspondiente, de 
conformidad con lo establecido por el numeral 13 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, para 
designar como Fiscal Letrado Suplente Departamen- 
tal (Escalafón “N” Magistrados) a la doctora Silvana 
Ana Pedulla Bellomusto. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATI- 
vOS. 


- por el que comunica la promulgación de los si- 
guientes proyectos de ley: 


- por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender, hasta por un plazo de 
ciento veinte días, el subsidio por desempleo de los 
extrabajadores de Clademar S.A. (Frigorífico Florida). 


- por el que se concede una pensión graciable al 
señor Carlos Borges Galasso. 


- por el que se concede una pensión graciable al 
señor Carlos Leonel Martínez Díaz. 
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- por el que se concede una pensión graciable al 
señor Carlos Omar Alvarez Silva. 


- por el que se concede una pensión graciable al 
señor Antonio Tormo Sena. 


- por el que se otorgan grados honoríficos al per- 
sonal de la Fuerza Aérea Uruguaya fallecido como 
consecuencia del accidente aéreo ocurrido en la Re- 
pública de Haití el día 9 de octubre de 2009. 


- por el que se dictan normas relativas al matrimo- 
nio igualitario. 


- por el que se declara el día 11 de mayo de cada 
año como “Día Nacional de la Resucitación Cardíaca”. 


- por el que se designa con el nombre de “Miguel 
J. Cutinella” la Escuela Técnica de la ciudad de Ta- 
rariras, departamento de Colonia, dependiente del 
Consejo de Educación Técnico-Profesional, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. 


- por el que se aprueba el Convenio Internacional 
del Aceite de Oliva y Aceitunas de Mesa, firmado el 
29 de abril de 2005 en Ginebra, Suiza. 


- por el que se deroga el artículo 288 de la Ley 
n.” 16.060, de 4 de setiembre de 1989, en la redac- 
ción dada por el artículo 124 de la Ley n.” 18.627, de 
2 de diciembre de 2009, sobre Sociedades Comercia- 
les. 

-AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas re- 
mite respuestas de la Administración de Ferrocarri- 
les del Estado (AFE) al cuestionario formulado por 
el señor Senador Gustavo Penadés, en oportunidad 
de la comparecencia del Directorio de AFE ante la 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del 
Senado durante el estudio de la Ley de Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal Ejer- 
cicio 2011. 

-A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO. 


El Ministerio de Defensa Nacional remite un 
mensaje rectificando el de fecha 13 de marzo de 2013, 
por el cual se solicitaron las venias correspondientes 
para conferir los ascensos al grado de Capitán 
de Navío de la Armada Nacional, con fecha 1.% de 
febrero de 2013, de acuerdo con lo establecido por el 
numeral 11 del artículo 168 de la Constitución de la 
República. 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


La Cámara de Representantes remite aprobados 
los siguientes proyectos de ley: 
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- por el que se aprueba el Tratado entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y Ucrania sobre Relacio- 
nes de Amistad y Cooperación, firmado en la ciudad 
de Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 25 
de abril de 2012. 


- por el que se aprueba el Acuerdo de Coopera- 
ción Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la 
República Socialista de Vietnam y el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay, suscrito en la ciudad 
de Hanói, República Socialista de Vietnam, el 15 de 
junio de 2010. 


- por el que se aprueban las modificaciones y am- 
pliaciones que se hicieron al Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional en la Conferencia de Revi- 
sión celebrada en Kampala, República de Uganda, del 
31 de mayo al 11 de junio de 2010, contenidas en las 
Resoluciones 5 y 6, y sus respectivos Anexos. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONALES. 


- por el que se establece el rediseño integral de la 
educación policial y militar. 


- por el que se designan con el nombre de “Com- 
plejo Educativo Matilde Pacheco de Batlle y Ordóñez” 
las Escuelas n.* 59 y 119 del departamento de Mon- 
tevideo, dependientes del Consejo de Educación Ini- 
cial y Primaria, Administración Nacional de Educa- 
ción Pública. 

-A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


- por el que se designa con el nombre de “Gran- 
ja Sánchez” el paraje conocido como Costas de Co- 
rrales, ubicado al sur del departamento de Treinta y 
Tres, a orillas del arroyo Corrales, a tres kilómetros de 
la ruta nacional n.” 8, Brigadier General Juan Antonio 
Lavalleja. 

-A LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y ORDENAMIEN- 
TO TERRITORIAL. 


- por el que se regula la actividad minera de gran 
porte. 

-A LA COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, CO- 
MERCIO, TURISMO Y SERVICIOS. 


Asimismo, comunica: 


- que ha designado, para integrar la Comisión Ad- 
ministrativa del Poder Legislativo que actuará duran- 
te el Cuarto Período de la XLVII Legislatura, a los se- 
ñores Representantes Carlos Varela, Felipe Carballo y 
Carmelo Vidalín. 

-TÉNGASE PRESENTE. 


- que ha aprobado los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se declara el día 11 de mayo de cada 
año como “Día Nacional de la Resucitación Cardíaca”. 
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- por el que se designa con el nombre de “Miguel 
J. Cutinella” la Escuela Técnica de la ciudad de Ta- 
rariras, departamento de Colonia, dependiente del 
Consejo de Educación Técnico-Profesional, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. 


- por el que se deroga el artículo 288 de la Ley 
n.” 16.060, de 4 de setiembre de 1989, en la redac- 
ción dada por el artículo 124 de la Ley n.* 18.627, de 
2 de diciembre de 2009, sobre Sociedades Comercia- 
les. 


- y que ha aceptado las modificaciones introduci- 
das por la Cámara de Senadores a los siguientes pro- 
yectos de ley: 


- por el que se dictan normas sobre los llamados 
a licitación de obras nacionales o binacionales o por 
convenios nacionales e internacionales, dentro de las 
aguas jurisdiccionales y territoriales de la República. 


- por el que se dictan normas relativas al matrimo- 
nio igualitario. 

-AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La señora Senadora Mónica Xavier presenta una 
nota por la cual renuncia al cargo de Senadora de la 
República. 

-HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR LUEGO 
DE LEÍDOS LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva in- 
formados los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se aprueba el Acuerdo para la adquisi- 
ción de suministros y la prestación recíproca de ser- 
vicios entre el Ministerio de Defensa Nacional de la 
República Oriental del Uruguay y el Departamento 
de Defensa de los Estados Unidos de América, firma- 
do en Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 
16 de abril de 2012, y en Miami, Estados Unidos de 
América, el 21 de mayo de 2012, 


- por el que se aprueba el Protocolo de la Ronda 
de San Pablo al Acuerdo sobre el Sistema Global de 
Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo, 
suscrito por el Mercosur en Foz de Iguazú, Brasil, el 
15 de diciembre de 2010. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva infor- 
mados los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se designa con el nombre de “David 
Manuel Hugo Roher” la Escuela Técnica de villa Ecil- 
da Paullier, departamento de San José, dependiente 
del Consejo de Educación Técnico-Profesional, Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública. 
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- por el que se designa con el nombre de “Maestro 
Julio Castro” la Escuela Técnica de Toledo, depar- 
tamento de Canelones, dependiente del Consejo de 
Educación Técnico-Profesional, Administración Na- 
cional de Educación Pública. 


- por el que se designa con el nombre de “Eneida 
Texeira de Basaldúa” la Escuela n.* 54, departamen- 
to de Artigas, dependiente del Consejo de Educación 
Inicial y Primaria, Administración Nacional de Edu- 
cación Pública. 


- por el que se designa con el nombre de “Maes- 
tra Enriqueta Compte y Riqué” el Jardín de Infantes 
n.* 81, departamento de Treinta y Tres, dependiente 
del Consejo de Educación Inicial y Primaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formadas las siguientes solicitudes de venia remitidas 
por el Poder Ejecutivo a fin de destituir de sus cargos: 


- a un funcionario del Ministerio de Defensa Na- 
cional; y 


- a un funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 

-HAN SIDO REPARTIDAS Y ESTÁN INCLUIDAS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Hacienda eleva informados los si- 
guientes proyectos de ley: 


- por el que se deroga el Impuesto a la Concentra- 
ción de Inmuebles Rurales (ICIR). 


- por el que se realizan ajustes a la tributación del 
sector agropecuario. 

-REPÁRTANSE E INCLÚYANSE EN EL ORDEN 
DEL DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN. 


La Suprema Corte de Justicia remite: 


- respuesta a un pedido de informes solicitado por 
el señor Senador Ope Pasquet, relacionado con una 
solicitud de intervención policial realizada el pasado 
15 de febrero en la sede de la citada Corporación. 

“OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR PASQUET. 


- copia de 10 sentencias contra el Poder Legisla- 
tivo y Otro. Acción de Inconstitucionalidad. Artículos 
1.9, 2.2, 10y 11 de la Ley n.* 18.876, de 29 de diciem- 
bre de 2011, sobre el Impuesto a la Concentración de 
Inmuebles Rurales. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 
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La Administración de Obras Sanitarias del Esta- 
do (OSE) remite nota relacionada con las palabras 
pronunciadas por el señor Senador Luis Alberto He- 
ber, en sesión de fecha 21 de abril de 2013, sobre los 
inconvenientes que surgen de la normativa para la 
construcción de complejos de viviendas. 

—-TÉNGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Rivera remite copia 
de la versión taquigráfica de las palabras pronuncia- 
das por el señor Edil Ariel Tejeiro, relacionadas con 
la situación que atravesó durante la dictadura militar. 

-A LA COMISIÓN DE POBLACIÓN, DESARROLLO 
E INCLUSIÓN. 


La Junta Departamental de Soriano remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por 
el señor Edil Fernando Vélez, relacionadas con un infor- 
me de la División Evaluación de Impacto Ambiental de la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente, acerca de la ins- 
talación de una planta aceitera en dicho departamento. 

-A LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE. 


La Junta Departamental de Flores remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas 
por el señor Edil Carlos Mecol: 


- relacionadas con la posible venta del predio don- 
de se ubica la Playa de la Agraciada. 


- relacionadas con la construcción del proyecto 
Antel Arena (Cilindro). 


La Junta Departamental de San José remite copia 
de la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas 
por el señor Edil Alejandro Britos, relacionadas con 
la necesidad de que todas las dependencias de ASSE 
cuenten con camillas especiales para discapacitados. 


La Junta Departamental de Canelones remite: 


- copia de una resolución por la cual manifiesta su 
apoyo al proyecto de ley de Responsabilidad Penal de 
las Empresas en Accidentes de Trabajo, actualmente 
a estudio de la Cámara de Representantes. 


- copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por la señora Edila Pamela De León, 
referidas al tema «Identidad Pedrense: Julio Sosa “El 
Varón del Tango”». 

-TÉNGANSE PRESENTES. 


La Junta Departamental de Paysandú remite: 


- copia de la moción presentada por el señor Edil 
Walter Duarte, referida a las propuestas del SUNCA 
para combatir la siniestralidad laboral. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 
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- copia de la moción presentada por el señor Edil 
Enrique Malel, referida al conflicto entre la Repúbli- 
ca Argentina y el Reino Unido por la soberanía de las 
Islas Malvinas. 

—-TÉNGASE PRESENTE. 


El Grupo “Guerreras de Ley” remite nota relacio- 
nada con la reglamentación de la Ley n.” 18.651, de 
19 de febrero de 2010, sobre Protección Integral de 
Personas con Discapacidad. 

-A LA COMISIÓN DE POBLACIÓN, DESARROLLO 
E INCLUSIÓN». 


4) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Pedro Bordaberry presenta, 
con exposición de motivos, un proyecto de ley por el 
que se establecen normas de conducta para los titula- 
res de cargos políticos y de particular confianza. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN”. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Proyecto de Ley 


NORMAS DE CONDUCTA DE LOS TITULA- 
RES DE CARGOS POLÍTICOS Y DE PARTICU- 
LAR CONFIANZA 


Capítulo 1.- Plan de Gestión Obligatorio e 
Instituto Parlamentario de Evaluación 


Artículo 1.”. Los Ministros del Poder Ejecutivo, 
los ciudadanos designados para ocupar cargos polí- 
ticos y de particular confianza en la Administración 
Central y los Directorios de los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados deberán producir dentro 
de los sesenta días de su designación, el plan de ges- 
tión que se proponen llevar adelante mencionado en 
el artículo anterior. 


Al finalizar cada ejercicio anual, deberán presen- 
tar una rendición de cuentas de lo actuado en el mis- 
mo. En ocasión de la presentación de la rendición de 
cuentas antedicha podrán realizar las adaptaciones y 
modificaciones al plan de gestión. 


Igual obligación comprenderá a los titulares de 
cargos políticos y de particular confianza, depen- 
dientes del Poder Ejecutivo y los representantes del 
Estado en las personas jurídicas de derecho público 
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no estatal y en las empresas de derecho privado, in- 
tegradas mediante participaciones de propiedad de 
organizaciones de Derecho Público, nacionales o ex- 
tranjeras. Estos remitirán sus informes al Instituto 
Parlamentario de Evaluación por intermedio de los 
Ministerios en cuya órbita actúen. 


Dichos planes y rendiciones de cuentas se presen- 
tarán ante el Instituto Parlamentario de Evaluación 
que se crea por la presente ley. 


Artículo 2.”. (Creación).- Créase el Instituto Par- 
lamentario de Evaluación (IPE), como una institu- 
ción dependiente del Poder Legislativo, que tendrá 
por cometido, el seguimiento de la gestión de los car- 
gos políticos y de particular confianza. 


El Instituto Parlamentario de Evaluación estará 
integrado por cinco miembros titulares designados 
mediante el voto de los dos tercios de los integrantes 
de la Asamblea General, dentro de los noventa días 
del inicio de cada Legislatura. Conjuntamente, y por 
el mismo procedimiento se designará un número do- 
ble de suplentes. Las designaciones deberán recaer 
en ciudadanos que por sus condiciones personales y 
técnicas aseguren el cumplimiento de los cometidos 
asignados. 


El desempeño en el Instituto Parlamentario de 
Evaluación es incompatible con cualquier otra activi- 
dad remunerada pública o privada, salvo la docencia. 
Si ocupara algún cargo público, quedará comprendi- 
do en lo establecido por el artículo 21 de la Ley n.? 
17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


La presidencia del Instituto Parlamentario de Eva- 
luación rotará anualmente entre todos los miembros 
que lo integren en titularidad. La Asamblea General 
dispondrá en el momento de la designación, el orden 
en que ocuparán el cargo. 


El Instituto Parlamentario de Evaluación dictará 
su reglamento de funcionamiento, el que deberá ser 
sometido a aprobación de la Asamblea General. 


Artículo 3.”. (Competencia).- Será de competen- 
cia del Instituto Parlamentario de Evaluación: 


1. Recibir de los Ministros de Estado, de los Di- 
rectorios de los Entes Autónomos y de los Servicios 
Descentralizados y de los representantes del Poder 
Ejecutivo en las personas de derecho público no esta- 
tal o empresas de derecho privado con participación 
del Estado, en el inicio del período de gobierno o a 
partir de los sesenta días de su designación, el plan de 
gestión que se proponen llevar adelante. 


2. Recibir al finalizar cada ejercicio anual, una 
rendición de cuentas de lo actuado en el mismo. 
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3. Producir un informe anual sobre el cumpli- 
miento de las metas y objetivos contenidos en los pla- 
nes de gestión. 


4. Sistematizar y conservar la información referi- 
da a la gestión de la Administración Central y de los 
Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados 
que reciba en virtud de la presente ley. 


5. Asesorar a las comisiones parlamentarias y a los 
Legisladores sobre las materias de su competencia. 


Artículo 4.”. (Presupuesto).- El presupuesto del 
Instituto Parlamentario de Evaluación será aprobado 
por la Cámara de Senadores dentro de los 90 (noven- 
ta) días de haber asumido sus integrantes. 


Artículo 5.”. (Rendición de cuentas).- El Institu- 
to Parlamentario de Evaluación rendirá cuentas de su 
gestión, anualmente a la Cámara de Senadores. 


Artículo 6.”. El Instituto Parlamentario de Eva- 
luación elaborará el listado de órganos, cargos y fun- 
ciones obligados por la presente ley. 


Capítulo I1.- Prácticas de Gestión 


Artículo 7.*. (Buenas prácticas de transparencia 
fiscal).- Los titulares de cargos políticos y de parti- 
cular confianza y los representantes del Estado en 
las personas jurídicas de derecho público no estatal 
y en las empresas de derecho privado, nacionales o 
extranjeras, deberán promover, en el ámbito de sus 
competencias, las siguientes buenas prácticas de ges- 
tión: 


A) Clara definición de funciones y responsabili- 
dades. 


Se deberá: 


i) Definir con precisión las funciones de los dife- 
rentes niveles del gobierno. 


1i) Establecer mecanismos claros de coordinación 
y gestión de las actividades presupuestarias y extra- 
presupuestarias. 


iii) Fundamentarse en acuerdos claros las relacio- 
nes entre el gobierno y los organismos no guberna- 
mentales del sector público. 


iv) Ser transparente y pública y ajustarse a nor- 
mas y procedimientos claros que se apliquen sin dis- 
criminación la intervención del gobierno en el sector 
privado. 


B) Marco jurídico y administrativo claro para la 
gestión fiscal 
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Deberá: 


i) Regirse por normas que regulen las opera- 
ciones presupuestarias y administrativas asequibles a 
todo compromiso o gasto de fondos públicos. 


li) Basarse en normas jurídicas explícitas, los 
impuestos, derechos, tasas y contribuciones. 


iii) Ser fácilmente asequibles y comprensibles, los 
reglamentos tributarios enunciándose claramente los 
criterios que regirán toda discrecionalidad adminis- 
trativa en su aplicación. 


iv) Ajustarse a normas éticas claras y amplia- 
mente difundidas, la conducta de los funcionarios 


públicos. 


C) Acceso del público a la información. 


Se deberá proporcionar al público información 
completa sobre las operaciones fiscales pasadas, ac- 
tuales y futuras del gobierno. A tales efectos deberá 
tenerse en cuenta que: 


i) Los documentos presupuestarios, las cuentas 
presupuestarias definitivas y otros informes fiscales 
destinados al público deberán abarcar todas las acti- 
vidades presupuestarias y extrapresupuestarias. Asi- 
mismo, deberá publicarse el saldo fiscal consolidado. 


ii) Se divulgará información comparable a la que 
figura en el presupuesto anual sobre los resultados 
de los dos ejercicios anteriores, así como previsiones 
relativas a los principales agregados presupuestarios 
en los dos ejercicios siguientes. 


iii) Los documentos presupuestarios deberán in- 
cluir estados de cuentas en los que se describan la 
naturaleza y la importancia fiscal de los pasivos con- 
tingentes y el gasto tributario del gobierno central y 
de las actividades cuasi-fiscales. 


iv) Se divulgará información completa sobre el 
nivel y la composición de su deuda y de sus activos 
financieros. 


D) Transparencia en la preparación, ejecución y 
publicación del presupuesto. 


En la documentación presupuestaria deberán es- 
pecificarse los objetivos de política fiscal, el marco 
macroeconómico, las políticas en que se fundamenta 
el presupuesto y los principales riesgos fiscales detec- 
tables, debiendo: 


i) Presentarse una declaración de objetivos de po- 
lítica fiscal y una evaluación de la viabilidad fiscal, 
que sirvan de marco para el presupuesto anual. 
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ii) Especificarse claramente las normas fiscales 
que se hayan adoptado, tales como el requisito de un 
presupuesto equilibrado o límites al endeudamiento 
de los diferentes niveles de gobierno. 


iii) Prepararse y presentarse en un marco ma- 
croeconómico cuantitativo integral y coherente. Asi- 
mismo, deberán incluirse los supuestos principales 
en que se basa el presupuesto. 


iv) Describirse claramente toda política nueva que 
se introduzca en el presupuesto anual. 


v) Identificarse y cuantificarse, toda vez que sea 
posible, los principales riesgos fiscales que podrían 
afectar al presupuesto anual, tales como las variacio- 
nes de los supuestos económicos y la falta de certeza 
con respecto al costo de ciertos compromisos de gas- 
to. 


vi) La información presupuestaria deberá presen- 
tarse de manera que facilite el análisis de las políticas 
y que estimule la rendición de cuentas, teniendo en 
cuenta que: 


E) Deberán especificarse claramente los procedi- 
mientos de ejecución y control de los gastos aproba- 
dos, así como los que se apliquen a la recaudación de 
ingresos, a cuyos efectos: 


i) Se empleará un sistema contable integrado de 
alcance general que constituya una base fiable para 
evaluar las actividades realizadas. 


ii) Los reglamentos sobre adquisiciones y contra- 
tación de personal deberán ser uniformes, y todas las 
partes interesadas deberán tener acceso a ellos. 


iii) La ejecución del presupuesto deberá someter- 
se a una auditoría interna y deberá existir la posibili- 
dad de examinar los procedimientos de auditoría. 


iv) Se informará anualmente a la Asamblea Ge- 
neral sobre las operaciones fiscales. Dichos informes 


serán de acceso público. 


F) Garantías de integridad. 


Los datos fiscales deberán cumplir las normas ge- 
nerales aceptadas sobre la calidad de los datos, en 
especial: 


i) Los datos presupuestarios reflejarán las tenden- 
cias recientes de los ingresos y gastos, la evolución 
macroeconómica básica y compromisos bien defini- 
dos en materia de políticas. 


ii) El presupuesto anual y las cuentas presupuesta- 
rias definitivas indicarán el método contable utilizado 
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(por ejemplo, contabilidad en valores de caja o en va- 
lores devengados) y las normas aplicadas a la recopila- 
ción y presentación de los datos presupuestarios. 


iii) Se brindarán seguridades específicas respec- 
to de la calidad de los datos fiscales. En particular, 
se indicará si los datos de los informes fiscales son 
congruentes entre sí, y si se han conciliado con datos 
pertinentes provenientes de otras fuentes. 


iv) La información fiscal estará sujeta a una eva- 
luación independiente, que comprenderá los pronós- 
ticos fiscales, los pronósticos macroeconómicos, así 
como los supuestos en los que se fundamentan. 


Capítulo 111 - Normas generales 


Artículo 8.”. Los titulares de los cargos políticos 
y de particular confianza están alcanzados por el ré- 
gimen general de obligaciones, prohibiciones e in- 
compatibilidades inherentes al ejercicio de la función 
pública. 


Artículo 9.”. Los funcionarios mencionados en el 
artículo anterior tendrán prohibido: 


A) Negar información o documentación que haya 
sido solicitada de conformidad de la ley. 


B) Valerse del cargo para influir sobre una perso- 
na con el objeto de conseguir un beneficio directo o 
indirecto para sí o para un tercero. 


C) Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma 
dinero o bienes de la institución. 


D) Intervenir en las decisiones que recaigan en 
asuntos en que haya participado privadamente como 
técnico. 


E) Usar en beneficio propio o de terceros infor- 
mación reservada o privilegiada de la que se tenga 
conocimiento en el ejercicio de la función. 


Artículo 10.”. Los funcionarios mencionados an- 
teriormente deberán: 


A) Actuar con imparcialidad, lo que significa con- 
ferir igualdad de tratamiento en igualdad de situacio- 
nes a todas las personas a que refiera o se dirija su 
actividad pública. 


B) Evitar cualquier tratamiento preferencial, dis- 
criminación o abuso del poder o de la autoridad hacia 
cualquier persona o grupo de personas con quienes 
su actividad pública se relacione. 


C) Excusarse de intervenir o podrán ser recusa- 
dos cuando medie cualquier circunstancia que pueda 
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afectar su imparcialidad, estando a lo que resuelva 
su jerarca. 


D) Distinguir y separar los intereses personales 
del interés público. 


E) Adoptar todas las medidas a su alcance para 
prevenir o evitar todo conflicto o conjunción de esos 
intereses en el desempeño de sus funciones. 


F) Actuar con transparencia en el cumplimiento 
de su función. 


G) Asegurar la aplicación del mismo criterio por 
parte de sus subordinados y el libre acceso a la infor- 
mación por parte de todo interesado, con las excep- 
ciones establecidas por la ley. 


H) Ajustarse a las normas de administración fi- 
nanciera aplicables, a los objetivos y metas previstos, 
al principio de buena administración, en el manejo de 
los dineros o valores públicos y la custodia y adminis- 
tración de bienes de organismos públicos. 


Artículo 11.”. (Declaración jurada de implican- 
cias). Los funcionarios mencionados en los artículos 
precedentes, deberán presentar dentro de los treinta 
días de la asunción de su cargo o de la verificación de 
toda nueva situación de implicancia, una declaración 
jurada conteniendo toda clase de vinculación o activi- 
dades que mantengan con empresas o personas con las 
que pudiera establecerse un conflicto de interés, indi- 
vidualizándolas y declarando el tipo de relacionamiento 
o intereses con ellas. Dicha presentación se hará aún 
en los casos dudosos, con las aclaraciones pertinentes. 


Dicha declaración jurada deberá ser presentada, 
ante el superior jerárquico si existiera o ante la Junta 
de Transparencia y Etica Pública. 


Artículo 12.”. (Prohibición de uso indebido de 
bienes públicos). Los funcionarios públicos deberán 
utilizar los bienes muebles e inmuebles pertenecien- 
tes al organismo público en que revistan o asignados 
a su uso o consumo, exclusivamente para el funcio- 
namiento de los servicios a su cargo. 


Artículo 13.”. Está prohibido el uso de locomo- 
ción, combustible, repuestos y servicios de reparacio- 
nes de cargo de toda fuente de fondos públicos, por 
parte de cualquier funcionario público, fuera de lo 
necesario para el cumplimiento de sus tareas. 


En ningún caso el ejercicio de una función 
pública podrá implicar la libre disponibilidad de 
un vehículo perteneciente a cualquier organismo o 
afectado a su uso, fuera de los requerimientos del 
servicio en sentido estricto, salvo las excepciones 
dispuestas legal y reglamentariamente. 
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Los vehículos pertenecientes al organismo público 
o asignados a su uso deberán ser guiados por perso- 
nal con licencia habilitante y no podrán ser aplicados 
para usos de índole particular, salvo los casos excep- 
cionales debidamente justificados. 


Capítulo IV - Sanciones 


Artículo 14.”. El incumplimiento de las obligacio- 
nes que aquí se establecen a los funcionarios públi- 
cos, será sancionado por el IPE de la siguiente forma: 


A) Apercibimiento; 


B) Multa de hasta 10.000 U.I. y en caso de reinci- 
dencia hasta cinco veces más. 


C) Cese en casos graves. 
Exposición de motivos 


En estos momentos se está discutiendo un nuevo 
Estatuto del Funcionario Público. Parece oportuno 
legislar, también, para establecer obligaciones, 
prohibiciones e incompatibilidades para los titulares 
de los cargos políticos y de particular de confianza. 
Ello para asegurar que su gestión se desarrollará en 
un marco de probidad, transparencia y eficiencia y 
completar una visión sobre toda la actividad pública. 


Los referidos funcionarios ocupan posiciones de 
importancia y visibilidad. Por la naturaleza de sus 
cargos deben ser los primeros en asegurar, con su 
conducta y criterios de administración, que el Esta- 
do esté al servicio de los ciudadanos y de la sociedad 
toda. También que su actuación se ajuste a las nor- 
mas de administración financiera aplicables, a los ob- 
jetivos y metas previstos y al principio de una buena 
administración. 


La moderna ciencia de la administración exige 
previsión, la fijación de objetivos, medios, planes de 
gestión y medición de resultados. 


Quien accede a un cargo de jerarquía lo debe ha- 
cer conociendo bien cuál es la visión, la misión de la 
organización que integrará y el plan de gestión que 
llevará a cabo. 


Por ello se entiende necesario complementar los 
proyectos existentes con esta propuesta de regulación 
también de quienes ocupan los cargos políticos de je- 
rarquía en los ministerios y empresas del Estado. 


Este proyecto consta de tres capítulos. El primero 
refiere al plan de gestión y la creación del Instituto 
Parlamentario de Evaluación, el segundo a las prácti- 
cas de gestión y el tercero impone normas de conduc- 
ta a titulares de cargos públicos. 
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En el capítulo I se establece, además, otra obliga- 
ción para los Ministros del Poder Ejecutivo, los ciu- 
dadanos designados para ocupar cargos políticos y 
de particular confianza en la Administración Central 
y los Directores de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. Los mismos deberán producir den- 
tro de los sesenta días de su designación, el plan de 
la gestión que se proponen llevar adelante debiendo 
presentar, al finalizar cada ejercicio anual, una rendi- 
ción de cuentas de lo actuado. 


Igual obligación comprenderá a los titulares de 
cargos políticos y de particular confianza, dependien- 
tes del Poder Ejecutivo y los representantes del Esta- 
do en las personas jurídicas de derecho público no es- 
tatal y en las empresas de derecho privado, integradas 
mediante participaciones de propiedad de organiza- 
ciones de Derecho Público, nacionales o extranjeras. 


A efectos de realizar el seguimiento de la gestión de 
los cargos políticos y de particular confianza, recepcio- 
nar y analizar los mismos, se propone la creación del 
Instituto Parlamentario de Evaluación (IPE). Se prevé 
el mismo como una institución dependiente del Poder 
Legislativo integrada por cinco miembros titulares de- 
signados mediante el voto de los dos tercios de los inte- 
grantes de la Asamblea General, dentro de los noventa 
días del inicio de cada legislatura. Tendrá además el co- 
metido de asesorar a las comisiones parlamentarias y a 
los Legisladores sobre las materias de su competencia. 


En el capítulo II se determinan una serie de bue- 
nas prácticas de gestión a las que deberán ajustarse, 
en el desempeño de sus cargos, los titulares de cargos 
políticos y de particular confianza y los representan- 
tes del Estado en las personas jurídicas de derecho 
público no estatal y en las empresas de derecho pri- 
vado nacionales o extranjeras. 


Finalmente en el capítulo III se establece una se- 
rie de prohibiciones y obligaciones y hace obligatoria 
para los titulares de los cargos políticos y de particular 
confianza la presentación ante el superior jerárquico 
=si existiera—- o ante la Junta de Transparencia y Ética 
Pública, de una declaración jurada de implicancias. La 
misma debe incluir toda clase de vinculación o activi- 
dades que mantengan con empresas o personas con las 
que pudiera establecerse un conflicto de interés, indivi- 
dualizándolas y declarando el tipo de relacionamiento o 
intereses con ellas. 

Pedro Bordaberry. Senador”. 


5) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedi- 
do de informes. 


(Se da del siguiente:) 


7 de mayo de 2013 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Francisco Gallinal, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se curse un 
pedido de informes con destino a los Ministerios de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te y, por su intermedio, a la Administración de Obras 
Sanitarias del Estado (OSE) y a la Unidad Regulado- 
ra de Servicios de Energía y Agua (URSEA); de Sa- 
lud Pública; de Ganadería, Agricultura y Pesca; y de 
Educación y Cultura, y, por su intermedio, a la Uni- 
versidad de la República (Facultades de Medicina, de 
Química, de Ciencias y de Agronomía), relacionado 
con los controles y análisis científicos que se efectúan 
a los ríos y arroyos de la cuenca del río Santa Lucía”. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 10 de abril de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que confiere el art.118 
de la Constitución de la República, vengo a solicitarle 
se dé curso al siguiente pedido de informes al Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y además por su intermedio a OSE y a la 
URSEA, y al Ministerio de Salud Pública; de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca y Educación y Cultura y 
por su intermedio a la Universidad de la República 
(Facultades de Medicina, Química, Ciencias y Agro- 
nomía). 


1.2% se nos remitan copias de todos los informes, 
controles y análisis científicos que se realizan a los ríos 
y arroyos de la cuenca del río Santa Lucía y a este 
especialmente sobre las características del agua (olor, 
gusto, transparencia, presencia de algas, bacterias, 
pesticidas y fertilizantes). 


2.) copias de las resoluciones del Directorio de 
OSE, URSEA, Ministerios y Facultades, sus ante- 
cedentes administrativos y los dictámenes técnicos 
vinculados a la controversia pública sobre la presen- 
cia de elementos extraños en el río Santa Lucía. 


3.2) nómina de los funcionarios, cargo, función e 
idoneidad técnica, que intervinieron en los controles 
y análisis del río. 


4.5) si hay Política Nacional de Aguas, se nos re- 
mita copia de la misma así como de los convenios vi- 
gentes entre los Ministerios, OSE y la Universidad de 
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la República, para su cumplimiento, así como de la 
integración y accionar de los Consejos Nacionales de 
Agua y Regionales de Recursos Hídricos creados por 
Ley n.” 18.610, de 28 de octubre de 2009, 


5.) si se tomaron medidas cautelares por parte de 
OSE como ser la incorporación de filtros granulados 
de carbón activado en la planta de Aguas Corrientes 
(departamento de Canelones) u otras similares. 


Saluda muy atte. 
Francisco Gallinal. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
“El señor Senador Pedro Bordaberry, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución 
de la República, solicita se curse un pedido de informes 
con destino al Ministerio de Industria, Energía y Mine- 
ría y, por su intermedio, a la Administración Nacional 
de Combustibles, Alcohol y Pórtland (Ancap), referido 
a los contratos celebrados entre dicho Ente Autónomo 
y Alcoholes del Uruguay S.A. (ALUR), relativos a la 
compraventa de etanol, bioetanol y biodiésel”. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 19 de abril de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 

Presente 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el ar- 
tículo 118 de la Constitución de la República, solicito 
tenga a bien remitir el siguiente pedido de informes 
al Ministerio de Industria, Energía y Minería, a fin 
de que la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Pórtland (Ancap) informe y remita: 


1.2) Nómina de contratos celebrados entre la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland (Ancap) y Alcoholes del Uruguay S.A. 
(ALUR) relativos a la compraventa de etanol, bioe- 
tanol y biodiésel (vigentes y rescindidos), remitiendo 
copia de los mismos. 


2.2) Copia de las resoluciones del Directorio de 
Ancap por las que se aprobó las suscripción de los 
mismos. 
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3.) Se remitan las actas del Directorio de Ancap 
en las que conste cómo votó cada uno de los integran- 
tes del Directorio en ocasión de la adopción de las 
referidas resoluciones. 


4.5) Se informe en detalle los montos pagados a 
ALUR por parte de Ancap por concepto de reliquida- 
ciones de las compraventas de etanol, bioetanol y bio- 
diésel realizadas durante los años 2010, 2011 y 2012. 


Sin otro particular, lo saluda atentamente. 
Pedro Bordaberry. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Luis Alberto Lacalle Herrera, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 118 
de la Constitución de la República, solicita se curse 
un pedido de informes con destino al Ministerio de 
Defensa Nacional y, por su intermedio, al Comando 
de la Armada y a la Prefectura Nacional Naval, rela- 
cionado con el otorgamiento del título de Práctico a 
un Capitán de Fragata”. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
«Montevideo, 30 de abril de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo dispuesto en el artículo 118 de 
la Constitución de la República, solicito a Ud. ele- 
var el presente pedido de informes al Ministerio de 
Defensa Nacional, Comando de la Armada y Pre- 
fectura Nacional Naval. 


A) Se solicita al Comando de la Armada: 


1) Fotocopia certificado de la Resolución del Co- 
mando de la Armada n.” 90166 mediante la cual se 
otorgó el título definitivo de práctico al C/F (R) Leo- 
nardo Larrosa. 


2) Constancia de que el citado Sr. Larrosa cum- 
plió todos los requerimientos para ser titulado que 
prescribe el Reglamento General del Prácticos (De- 
creto del Poder Ejecutivo 308/86 y modificativos) es- 
pecialmente los requisitos exigidos por el art. 69 de 
dicha norma. 
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B) Se solicita al Ministerio de Defensa Nacional: 


1) Texto que documente la transacción entre ese 
Ministerio y el Sr. Larrosa, que puso fin al litigio “La- 
rrosa, Leonardo c/Estado Ministerio de Defensa Na- 
cional, Acción de Amparo”. Ficha TUE 2-050408/2012, 
tramitado ante el Juzgado Letrado de Primera Instan- 
cia en lo Contencioso Administrativo de 3.* Turno. 


2) Si durante esta tramitación se tuvo en cuenta 
la sentencia del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo n.* 711 de 30 de octubre de 2012 que dice: 
“no correspondía la expedición ni de la habilitación 
provisoria ni del Título de Práctico porque el actor no 
habría aprobado la prueba. El examen práctico final 
previsto en el art. 67 del Reglamento no es una mera 
finalidad como sostiene el actor, sino un requisito in- 
eludible para la obtención del título”. 


Sin otro particular, saluda a Ud. atentamente. 
Luis Alberto Lacalle Herrera. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Pi- 
ñeiro).- “El señor Senador Alfredo Solari, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se cursen los 
siguientes pedidos de informes: 


- con destino al Ministerio de Desarrollo Social, 
relacionado con la situación habitacional y el realojo 
de personas que actualmente viven en diversos ba- 
rrios del departamento de Colonia. 


- con destino al Ministerio de Salud Pública y, por 
su intermedio, a la Administración de Servicios de 
Salud del Estado (ASSE), relacionado con los falleci- 
mientos ocurridos en los servicios públicos de salud. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO”. 


(Textos de los pedidos de informes:) 
“Montevideo, 30 de abril de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


Solicito se sirva cursar al Ministerio de Desarrollo 
Social, al amparo de lo dispuesto por el artículo 118 
de la Constitución de la República, el presente pedido 
de informes. 
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El mismo hace referencia a la situación habitacio- 
nal y realojo de las personas que actualmente viven 
en diversos barrios del departamento de Colonia. 


En ocasión de conversar con los vecinos de dichas 
zonas los mismos han expresado su inquietud respec- 
to a lo que entienden es una actuación no coordinada 
y extremadamente burocratizada entre el Mides, el 
MVOTMA y la Intendencia Municipal de Colonia. 


En tal sentido se solicita se nos informe: 


1. Si mantiene vigencia el proyecto de distribución 
y ocupación de las 150 viviendas que actualmente 
son habitadas por los obreros de Montes del Plata en- 
tre las poblaciones de Villa Malvinas, Villa Ferrando y 
Villa Esperanza. 


2. Si existe un censo de la población que actual- 
mente habita dichas villas. En caso afirmativo se so- 
licita remisión de los datos estadísticos respectivos. 


3. Se nos informe sobre acciones planificadas y cro- 
nograma a cumplirse para el realojo de dichas familias. 
Sería de interés saber cuántas familias quedarán aún en 
las villas, así como qué proyecto se elaboró a su respec- 
to, dado que en muchos casos ocupan terrenos inun- 
dables y no cuentan con los servicios públicos básicos. 


4. Si existe coincidencia entre los diversos orga- 
nismos intervinientes respecto a los criterios que se 
emplearán para el realojo y cuáles son los factores te- 
nidos en cuenta para la adjudicación de viviendas (ej. 
estructura familiar, capacidad de pago, acreditación 
de buena vecindad, vulnerabilidad social, etc.) 


5. Si es cierto que las viviendas de COVIMALVI- 
NAS, originariamente destinadas a la población de 
Villa Malvinas, fueron destinadas a otros grupos so- 
ciales (funcionarios municipales, policiales, etc.). 


6. En caso afirmativo se nos informe específica- 
mente qué acciones se han adoptado o adoptarán 
para mejorar la situación de las personas que habitan 
en Villa Malvinas. 


7. De quién es la titularidad de las tierras que hoy 
ocupan dichos asentamientos (privada, fiscal, muni- 
cipal, etc.), detallando en cada caso. 


8. Se nos remita copia de los informes elevados 
por la Coordinadora Departamental del Mides sobre 
la situación de estas poblaciones y medidas aconseja- 
das por quien es la conocedora in situ de la situación 
de las mismas, Sra. Ana Prieto. 


Sin otro particular, lo saluda atte. 


Alfredo Solari. Senador”. 
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«Montevideo, 2 de mayo de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


En ocasión de la concurrencia de la Sra. Minis- 
tra de Salud y autoridades del Directorio de la Ad- 
ministración de Servicios de Salud del Estado a la 
Comisión de Salud del Senado el día martes 30 de 
mayo próximo pasado, el suscrito solicitó información 
respecto a 10 fallecimientos ocurridos en los servicios 
públicos de salud y expresó la necesidad de comuni- 
car a la población los resultados de las investigaciones 
que se cumplieron a su respecto en el ámbito de la 
Administración. 


Las autoridades de salud, a su vez, manifestaron 
estar cumpliendo acciones al respecto y expresaron 
su desacuerdo en el conocimiento público de tales 
hechos ya que se causaría alarma injustificada en la 
población, así como el ejercicio de una “medicina de- 
fensiva” por parte de los médicos. 


Considerando el número de casos a los que se suma 
otro número similar de denuncias sobre carencias, malos 
tratos (a usuarios y funcionarios), demoras asistenciales y 
otras circunstancias que hacen a una incorrecta atención 
sanitaria a la población, se suma que el primero de los 
casos lleva seis meses de ocurrido, lo que se estima tiem- 
po más que suficiente para la culminación de cualquier 
investigación administrativa. 


Consecuentemente, se solicita a la Presidencia de 
Cámara se sirva cursar al Ministerio de Salud y por su 
intermedio a las autoridades de ASSE —al amparo del 
artículo 118 de la Constitución de la República-— el si- 
guiente pedido de informes a fin de que se determine 
cuáles son “las inexactitudes” a las que hizo referen- 
cia la señora Presidenta de ASSE, Dra. Alba Beatriz 
Silva, sobre el detalle de los fallecimientos ocurridos 
en establecimientos asistenciales públicos respecto 
de los cuales se requirió información y conclusiones 
de las investigaciones cumplidas. 


Concretamente se solicita se informe: 


1. Si los fallecimientos descriptos en el memorando 
adjunto (que forma parte del presente pedido de infor- 
mes y cuya copia oportunamente se entregará a las auto- 
ridades sanitarias) efectivamente ocurrieron. Asimismo 
se informe si la atención sanitaria se brindó en los es- 
tablecimientos asistenciales y circunstancias descriptas. 


2. Si sobre todos los casos se efectuaron las correspon- 
dientes investigaciones de urgencia, investigaciones admi- 
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nistrativas y si se dispusieron sumarios, de corresponder. 
Se solicita se cite los números de expedientes administra- 
tivos por los cuales se tramitan las actuaciones y re- 
soluciones dictadas como cabeza de procedimiento. 


3. Se informe la etapa en que se encuentran. En 
caso de haberse finalizado se solicita copia completa 
de las actuaciones administrativas y en especial reso- 
luciones adoptadas. 


4. Sin perjuicio del estado en que se encuentre, 
se solicita nombre, cargo y función del personal de 
salud que atendió a los usuarios en cada una de las 
circunstancias. 


5. Se informe si en todos y cada uno de los casos 
se cuenta con historias clínicas completas de los pa- 
cientes atendidos. 


6. Se nos informe si alguna de ella ameritó poner 
los hechos en conocimiento de la justicia, por si de 
ellos resultara la comisión de delito. 


7. Qué acciones de apoyo se cumplieron respecto 
a los familiares de los fallecidos. 


Sin otro particular, saluda a Ud. atte. 
Alfredo Solari. Senador. 


1. Óbito fetal en CHPR. (Se reserva nombre y CI de 
la embarazada) 12/11/12; 15.21; 3.* gestación, embarazo 
bien controlado de término (40 semanas), 35 años, “con- 
sulta por contracciones uterinas dolorosas y pérdida del 
tapón mucoso”. Vista por ginecóloga de guardia no consta- 
ta contracciones dolorosas, tono uterino normal y latidos 
fetales normales (Pinard); cuello posterior, 2 cm longitud, 
orificio cervical externo cerrado; genitorragia. “Diagnós- 
tico Preparto se indica alta con control en Policlínica. Se 
explican signos y síntomas de reconsulta precoz”. 


13/11/12; 13.51; consulta por disminución de mo- 
vimientos fetales; al examen no se constatan latidos 
fetales con Pinard ni monitor; cuello centro vaginal 
borrado con 7cm de dilatación... 


El 12/11 debió haber quedado internada para mo- 
nitoreo e inducción del parto, por antecedentes (sífi- 
lis tratada durante actual gestación y pérdida de un 
embarazo gemelar un año antes) y por sintomatología 
(contracciones uterinas) y signología (genitorragia). 


2. Muerte de recién nacido prematuro en policlí- 
nica Badano, Piedras Blancas. (Se reserva nombre y 
CI de la madre). 24/11/12; 04.30. Recién nacido mas- 
culino prematuro severo de 27 semanas; parto a las 
04.30; se pide al CHPR traslado a CTI Neonatal en 
ambulancia especializada supuestamente a las 05.15; 
ante demora, admisionista de Policlínica insiste pero 
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se argumenta que cambio de turno a las 06.00 in- 
terfiere con prestación del servicio. Ambulancia fi- 
nalmente es despachada del CHPR a las 07.30 pero 
en camino se le avisa que recién nacido acababa de 
fallecer. Prematuro cuyas chances de sobrevivir fue- 
ron eliminadas por mantenérselo en establecimiento 
inadecuado para su tratamiento durante tres horas. 


3. Muerte de lactante de 5 semanas en CHPR (Se 
reserva nombre y CI del lactante). 3/12/12; lactante 
de Arévalo (zona rural en Cerro Largo) que “sufre de 
hernia inguinal que se encarcela, con suspensión del 
tránsito intestinal y distensión del abdomen”. Visto en 
Santa Clara se lo deriva al día siguiente al hospital de 
Melo. Evoluciona internado durante más de 24 horas 
de la siguiente forma: “la hernia se reduce espontá- 
neamente; pero el niño impresiona que por la hipoxia 
intestinal se agravó y hace un cuadro de abdomen 
timpánico, vómitos biliosos... Se comunica a Coordi- 
nadora y P Niños para su traslado; niño grave, oclu- 
sión intestinal; hipoxia, necrosis, probable sepsis”. Se 
inicia traslado a Montevideo el 5/12/12 a las 01.30 
arribando a Emergencia a las 07.30. Se realizan exá- 
menes diagnósticos (Radiografía, Ecografía) y repo- 
sición hidroelectrolítica. A las 11.00 ingresa al UCIN 
(Unidad de Cuidados Intensivos de Recién Nacidos) 
para preoperatorio. A las 12.30 fallece sin haber sido 
intervenido. 


Lactante que sufre de hernia inguinal estrangula- 
da, que es visto por tres servicios de salud, que pre- 
senta cuadro clásico de necrosis de asa intestinal, en 
el cual no se realizan a tiempo las intervenciones que 
le hubieran salvado la vida. Si en Melo no había ciru- 
jano que se animara a resecatle el asa, debería haber 
sido derivado al CHPR el día 4/12, en cuanto llegó de 
Santa Clara, para ser operado en forma inmediata. 


4. Muerte de mujer adolescente en el CHPR (No 
poseo nombre ni Cl). Fines del 2012; adolescente de 
16 años, internada durante 10 días en el Hospital 
Pasteur con diagnóstico presunto de tumor de útero. 
Se descompensa por lo que es trasladada al CHPR 
donde fallece por sepsis. 


No son muchos los datos clínicos como para de- 
terminar si esta paciente podría haber sido tratada de 
una forma distinta. Parece evidente que el diagnósti- 
co presuntivo fue incorrecto y que la sepsis genera- 
lizada que le ocasiona la muerte no fue su motivo de 
ingreso al Hospital Pasteur. Se puede presumir que la 
infección que dio lugar al fallecimiento puede haber 
sido una infección intrahospitalaria, mucho más difí- 
cil de combatir exitosamente. 


5. Muerte de parturienta de hospital Paso de los 
Toros (nombre y demás datos son de dominio públi- 
co); 17/3/2013; 03.00; embarazada de 37 semanas, 
multigesta, multípara, que consulta en Emergencia 
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por gentitorragia sin contracciones uterinas; es vista 
por la partera de guardia quien consulta al médico 
de guardia por no haber anestesista ni ginecólogo de 
guardia; este indica que se dé cumplimiento al pro- 
tocolo que señala el inmediato traslado al hospital de 
Durazno o, si no contara con el personal adecuado, al 
de Trinidad en Flores: mientras se realizan averigua- 
ciones con ambos hospitales la partera evalúa que la 
paciente no resistiría el traslado a Flores por lo que 
comienza a inducir mediante maniobras físicas el tra- 
bajo de parto. Al no avanzar rápidamente el parto por 
vía baja la propia partera convoca a la ginecóloga de 
COMPTA, quien no estaba de guardia ni en la mutua- 
lista ni en el hospital, pese a lo cual acude a apoyar 
a la paciente. A las 04.35 se produce el nacimiento 
de un varón algo deprimido. Se retira la ginecóloga 
pensando que la hemorragia cesaría al haberse pro- 
ducido el parto. Se carece de información sobre el 
alumbramiento. Ante el sangrado que se incrementa 
y la depresión del recién nacido, la partera pide ins- 
trucciones al Director del hospital. Este indica tras- 
lado inmediato del RN al CTI de Salto. A las 07.25 
la paciente es vista por el médico de guardia quien 
constata su fallecimiento por shock hipovolémico. 


Entre el inicio de la consulta y el desenlace fatal 
transcurren cuatro horas y media durante las cua- 
les la paciente recibe un tratamiento totalmente in- 
adecuado. No se cumplió el protocolo establecido por 
ASSE; el médico de guardia no se hizo cargo activo 
del caso; la ginecóloga que colaboró voluntariamente 
debería haber permanecido con la paciente hasta que 
parara la genitorragia y el Director debería haber per- 
manecido en el hospital hasta lograr una solución en 
lugar de acompañar al recién nacido a Salto. 


6. Óbito fetal en hospital de Minas (nombre y de- 
más datos son de dominio público); 21/3/2013; 20.00; 
embarazada de 38 semanas consulta por genitorragia, 
vista en servicio de puerta la envían de alta. A las 5 
horas vuelve a consultar por genitorragia constatán- 
dose óbito fetal. 


7. Óbito fetal en hospital de Durazno (nombre y de- 
más datos son de dominio público); 27/3/2013; mujer que 
cursa un embarazo de 6 meses consulta en la mañana en 
Emergencia del hospital por hipertensión y dolor. Tratada 
y dada de alta a las pocas horas. Regresa a las 16.00 del 
mismo día al empeorar su cuadro clínico con convulsiones y 
pérdida de conciencia. Se intenta trasladarla a un estableci- 
miento que tuviera tanto CTI de adultos como pediátrico, lo 
que no se logra. Se le practica cesárea a las 19.30 extrayén- 
dose un feto muerto del sexo femenino. 


Todo indica que esta embarazada consulta en la 
mañana por eclampsia; dada su edad (16 años) debe- 
ría haber permanecido internada y derivada al CHPR 
donde existen los recursos técnicos para resolver su 
eclampsia y darle al recién nacido la mejores chances 
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de sobrevida. Al enviarla para la casa quedó sellado el 
destino del feto. 


8. Autoeliminación de paciente siquiátrico en hos- 
pital de Rivera (nombre y demás datos son de domi- 
nio público); 5 o 6/4/2013. Paciente masculino con 
antecedentes siquiátricos que es internado en un 
apartado sin retirársele los cordones del calzado. Los 
utiliza para suicidarse. 


La internación de pacientes deprimidos estipula 
el retiro de todo elemento que pueda usarse en la au- 
toeliminación, cosa que no se cumplió en este caso. 


9. Muerte de parturienta en hospital de Duraz- 
no (nombre y demás datos son de dominio público); 
17/4/2013; 12.05; embarazada de 27 años a quien 
se le practica una cesárea; los familiares relatan que 
pese a que estaba con hipertensión, se le da de alta 
el viernes 19. Regresa a Emergencia el domingo 21 
con ángor e insuficiencia respiratoria. Se autoriza el 
traslado al CTI de CAMEDUR pero la paciente fallece 
por paro cardíaco antes que este se pueda concretar. 


La paciente presenta una evolución que no se 
compadece con una eclampsia, la que normalmente 
cede con la terminación del embarazo. Faltan datos 
clínicos sobre las condiciones al alta de su cesárea el 
viernes 19, pero la evolución clínica en el muy corto 
plazo evidencia que la misma no fue correcta y perju- 
dicó la evolución de la paciente. 


10. Muerte de paciente con neumopatía aguda al 
ser trasladada al CTI del Hospital Español (nombre 
y demás datos son de dominio público). 23/4/2013; 
04.00; ingresa a Emergencia del Filtro mujer de 52 
años donde se le diagnostica “shock cardiogénico” por 
lo que se busca cama de CTI. Una vez estabilizada se 
comenzó a coordinar su traslado siendo trasladada al 
hospital de Las Piedras (en el Hospital Pasteur había 
cuatro pacientes aguardando para ser internados). 
Continuó la coordinación para encontrarle una cama 
de CTI, descartándose camas en Colonia y Maldona- 
do por la distancia y la gravedad del cuadro. En la tar- 
de del mismo día se consigue una cama en el Hospital 
Español pero la paciente fallece durante el traslado. 


Desde que la paciente ingresa al sistema de servi- 
cios hasta su fallecimiento median por lo menos doce 
horas en que la atención no fue la que demandaba la 
gravedad del cuadro. No parece justificado el traslado 
desde el Filtro al hospital de Las Piedras donde no 
hay CTI ni de adultos ni de niños. No se indica si 
existían o no camas disponibles en instituciones pri- 
vadas o en otras instituciones públicas». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pe- 
dido de informes. 
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(Se da del siguiente: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Tabaré Viera, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República, solicita se curse un pedido de 
informes con destino al Ministerio de Educación y 
Cultura, referido a la suspensión de la grabación de 
una entrevista a un periodista en un canal de televi- 
sión uruguayo. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO”. 


(Texto del pedido de informes: ) 
«Montevideo, 3 de mayo de 2013. 


Sr. Presidente del Senado 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


En ejercicio de las facultades atribuidas por el ar- 
tículo 118 de la Constitución de la República, solici- 
to a usted tramite ante el Ministerio de Educación y 
Cultura el siguiente pedido de informes: 


En los últimos días, Canal 4 Montecarlo, debió 
suspender la grabación de una entrevista al periodis- 
ta Miguel Nogueira, cuyo programa Poder Ciudadano 
fue “levantado” de la grilla de programación de Tele- 
visión Nacional. 


Dicha entrevista estaba siendo realizada por el 
comunicador Luis Alberto Carballo en el programa 
“Algo Contigo”, que se emite diariamente por el men- 
cionado canal, y tenía como tema excluyente el retiro 
del programa Poder Ciudadano del canal oficial. 


De acuerdo a las diferentes versiones difundidas 
en la prensa, el programa se interrumpió y no se emi- 
tió como estaba previsto —el 1.2? de mayo- porque un 
jerarca del Ministerio de Educación y Cultura o de 
Televisión Nacional del Uruguay (TNU) habría llama- 
do ejerciendo presión. 


Ante esto solicitamos se nos responda: 


1. ¿El Ministerio de Educación y Cultura estaba al 
tanto de que se estaba llevando a cabo la mencionada 
grabación en Canal 4 Montecarlo, donde el periodista 
Miguel Nogueira hacía referencia a las decisiones de 
la dirección de Canal 5 Televisión Nacional con res- 
pecto a la “grilla de programación”? 


2. En caso afirmativo, ¿el Ministerio de Educación 
y Cultura, se comunicó con las autoridades de dicho 
medio privado o con la producción del programa “Algo 
Contigo”, para interiorizarse del tenor o característi- 
cas de la entrevista? 
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3. Se ajustan a la realidad los trascendidos de pren- 
sa sobre que “un jerarca de la dirección de Canal 5 
llamó a Canal 4 para que “no se hablara más del tema 
en cuestión”, o para que no se cumpliera alguna ac- 
ción periodística. 


4. ¿El Ministerio de Educación y Cultura tiene al- 
guna objeción en que los comunicadores o periodistas 
de Televisión Nacional se pronuncien sobre las deci- 
siones tomadas? 


5. En caso afirmativo, ¿tomará medidas para evi- 
tar que ello ocurra? 
Tabaré Viera. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Gustavo Penadés, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se curse un pe- 
dido de informes con destino al Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, por 
su intermedio, a la Administración de Obras Sanita- 
rias del Estado (OSE), relacionado con el control de 
las aguas del río Santa Lucía y de sus afluentes. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO”. 


(Texto del pedido de informes: ) 

“Montevideo, 6 de mayo de 2013. 

Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 

Presente 

De mi mayor consideración: 


En uso de las facultades conferidas por el artícu- 
lo 118 de la Constitución de la República solicito se 
curse al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente, y por su intermedio a OSE 
(Obras Sanitarias del Estado) el siguiente pedido de 
informes: 


1. Se indique si se toman muestras de agua en el 
río Santa Lucía y en sus afluentes, en especial del Ca- 
nelón Chico. Indicar la frecuencia con que se hace. 


2. Se exprese si OSÉ cuenta con reactivos para 
detectar la presencia de las algas existentes actual- 
mente y si, en caso de no disponer de los mismos, se 
recurre a laboratorios particulares. 
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3. Se indique qué normas internacionales utiliza 
OSE para determinar la calidad del agua antes y des- 
pués del proceso de purificación. 


4. Se indique si se está utilizando carbón activado 
en el proceso de purificación, y con qué frecuencia y 
cómo se aplica. 


Gustavo Penadés . Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Saludamos y agradece- 
mos la presencia de alumnos y docentes de 5.” y 6.2 
años del Colegio Ibis. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 23 de abril de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

Solicito a usted se sirva cursar al Cuerpo el pedido 
de licencia por los días 7 y 8 de mayo inclusive, por 
motivos particulares, por lo cual pido se convoque a mi 
suplente. 

Saluda a usted muy atentamente. 


Francisco Gallinal. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-17 en 19. Afirmativa. 

Se comunica que la señora Verónica Alonso ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor León 
Morelli, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 7 de mayo de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


Al amparo del artículo 1.” de la Ley n.* 17.827, in- 
ciso D), solicito al Cuerpo me conceda licencia a par- 
tir del día de la fecha y hasta el 14 inclusive, dado que 
me encontraré asistiendo al Foro organizado por el 
Club de Madrid en la ciudad de Ganja, en Azerbaiyán. 


Sin otro particular, saludo a Ud. atentamente. 
Luis Alberto Lacalle Herrera. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 20. Afirmativa. 


Se comunica que la señora Ana Lía Piñeyrúa ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Guiller- 
mo García Costa, a quien ya se ha tomado la promesa 
de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 6 de mayo de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley n.” 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que 
tan dignamente preside, se sirva concederme el uso 
de licencia el día miércoles 8 de mayo desde las 16:00 
horas, por motivos personales. 

Sin más, lo saluda atentamente. 


Luis Rosadilla. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


CÁMARA DE SENADORES 


19-C.S. 


(Se vota:) 
20 en 22. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Carlos Gamou, 
Pablo Álvarez, Javier Salsamendi y Juan Souza han 
presentado notas de desistimiento, informando que 
por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Hebert 
Clavijo, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


7) RENUNCIA DE LA DOCTORA MÓNICA 
XAVIER A SU CARGO DE SENADORA DE LA 
REPÚBLICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar la so- 
licitud de renuncia definitiva al cargo de Senadora de 
la República presentada por la señora Senadora Mó- 
nica Xavier, de la que se dio cuenta durante la lectura 
de los asuntos entrados. 


Léase la nota presentada. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 25 de abril de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General 
Contador Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


Por medio de la presente vengo a presentar renun- 
cia al cargo de Senadora de la República a partir de la 
fecha, cargo para el que fui electa en las Elecciones 
Nacionales de octubre de 2009, por lo que solicito dar 
cuenta de ello al Cuerpo para su consideración. 


Motiva dicha renuncia el cumplimiento de la reso- 
lución de la fuerza política que presido, que establece 
la imposibilidad de ejercer el cargo de Senadora de la 
República y Presidenta del Frente Amplio. 


En el momento de elevar esta renuncia, deseo es- 
pecialmente agradecer al Cuerpo Electoral de la Re- 
pública que confió en reiteradas oportunidades en mi 
persona otorgándome tan magna responsabilidad. 


Agradezco asimismo a todas las personas que des- 
empeñan tareas en esta Casa, en especial al personal 
de Sala y de Secretaría del Senado, por la eficiencia 
y la buena voluntad que siempre han tenido para fa- 
cilitar mi trabajo en este Cuerpo desde mi ingreso al 
mismo en el año 2000. 


20-C.S. 


Saludo al señor Presidente, Senadores y Senado- 
ras, a los Secretarios y Prosecretarios de la Cámara, 
con quienes he compartido el trabajo, a veces duro, a 
veces difícil, pero siempre con respeto y en defensa 
de nuestros legítimos pensamientos. 


Fue un honor para mí haber sido integrante del 
Senado de la República. 


Atentamente. 
Mónica Xavier. Senadora. 
Partido Socialista del Uruguay”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solici- 
tud de renuncia presentada por la señora Senadora 
Xavier. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Varios señores Senadores han levantado sus ma- 
nos solicitando el uso de la palabra para fundar el 
voto, y resulta absolutamente imposible determinar el 
orden en que lo han hecho. Por tal razón, si el Cuerpo 
está de acuerdo, comenzaríamos con quienes repre- 
sentan al Frente Amplio. 


Para fundar el voto, tiene la palabra el señor Se- 
nador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: he vo- 
tado con inmenso dolor esta renuncia. La señora Se- 
nadora Mónica Xavier ha estado muchos años en esta 
Casa y sabemos del profundo respeto y cariño que le 
tiene, así como también de las horas, la dedicación, 
el talento y el trabajo que le ha brindado. En más de 
una oportunidad se han presentado proyectos de ley 
fruto de su esfuerzo, su afán, su pluma y su dedica- 
ción. Ahora, otros quehaceres políticos la requieren. 
La fuerza política la quiere a pleno, en trabajo per- 
manente, y en función de ello optó por tomar esta 
decisión que sé que le ha generado desgarros, como 
a todos nosotros en el día de hoy. Por esa razón he 
acompañado esta decisión difícil y dolorosa —para mí 
y para ella también—, aunque sé que estará en la ta- 
rea política: preside la fuerza política más importante 
del país en este momento, y sobre sus espaldas tiene 
una inmensa responsabilidad. Desde acá, desde esta 
Banca y con mucha humildad, le deseamos la mejor 
de las suertes. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: hemos 
votado afirmativamente, como lo ha hecho la unani- 
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midad de los señores Senadores presentes en Sala, 
de todos los partidos que integran el Senado de la Re- 
pública, aceptando la renuncia que, por anunciada, 
comentada y examinada, no deja de sorprendernos 
en el momento en que se concreta. 


Conocemos a Mónica desde hace muchos años, 
por su militancia en el Frente Amplio. La hemos vis- 
to ocupar cargos de mucha responsabilidad, siem- 
pre con entusiasmo, vocación y sentido unitario, y 
procurando responder a los superiores intereses del 
Frente Amplio, sin perjuicio de haber mantenido en 
todo momento su lealtad y su pertenencia al Partido 
Socialista. 


Más de una vez he dicho que las normas que rigen 
a nuestra fuerza política tienen tanta fuerza como la 
propia Constitución de la República. Como ejemplo, he 
mencionado que cuando en el año 1989 nos negamos a 
aplicar la norma constitucional que habilitaba la multi- 
plicidad de candidaturas a la Presidencia de la Repúbli- 
ca, tuvimos la crisis más grande de la historia del Frente 
Amplio, porque nuestros estatutos no lo permitían. Ese 
es un ejemplo histórico. En este caso, también estamos 
ante una norma ya establecida, con una fundamenta- 
ción y una historia. Entre los distintos Presidentes que 
ha tenido nuestra fuerza política, podemos nombrar, si- 
guiendo el orden de prelación, al General Líber Sereg- 
ni, al doctor Tabaré Vázquez y, luego, al ingeniero Jorge 
Brovetto, quien en su momento tenía una duplicidad 
de actividades pero en poco tiempo renunció para dedi- 
carse exclusivamente a la Presidencia de su partido, ya 
que es un cargo que genera un compromiso muy fuerte 
y eso es lo que hoy se ha hecho pesar. 


Es público y notorio que nuestra fuerza política 
estaba dividida en cuanto a si se podía rever la deci- 
sión de impedir que la doctora Xavier pudiera mante- 
ner el cargo de Senadora y al mismo tiempo ocupar la 
Presidencia del Frente Amplio. Sin embargo, en aras 
de cumplir con las normas y los procedimientos, aca- 
tando las resoluciones y los estatutos actuales, Mó- 
nica -en una actitud realmente ejemplar, que creo 
que configura un excelente antecedente para exigir 
disciplina dentro de nuestra fuerza política— resolvió 
finalmente renunciar al Senado para cumplir con el 
compromiso asumido y dedicarse exclusivamente a la 
tarea de presidir el Frente Amplio. 


Por las razones expuestas, hemos votado favora- 
blemente esta moción, pero lo hacemos con dolor y 
deseándole la mejor de las suertes en su futura tarea, 
que es la de todos los que formamos parte de nuestra 
fuerza política. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor Presidente: creo que 
de los Senadores que estamos aquí presentes, soy el 
que conoce desde hace más tiempo a Mónica. Re- 
cuerdo muy bien las circunstancias vividas con ella 
durante una militancia que era muy difícil, en la 
clandestinidad, durante el año 1974. Y luego de ha- 
ber compartido la militancia partidaria y la lucha por 
un montón de ideas y de proyectos, uno no puede 
más que votar esta renuncia con dolor. Tengo el ab- 
soluto convencimiento de que Mónica ha sido ya no 
una buena Senadora, sino una espectacular Senado- 
ra que demostró -con su compromiso, la fidelidad a 
sus ideas, su capacidad de negociar y su tolerancia— 
que se podía avanzar en proyectos en los cuales ella 
creía con absoluta fortaleza y convencimiento. Por 
sus características personales de trabajo, tolerancia 
y firmeza, logró aportes que me parecen sustanciales 
para la nación y —ni que hablar- para la fuerza políti- 
ca “Frente Amplio” a la que pertenecemos. 


Así se han dado las situaciones y no podemos más 
que reconocer el brillante trabajo de la compañera, 
la Senadora Mónica Xavier —hoy renunciante-, y 
agradecerle su notable aporte a esta Casa, al país y, 
por supuesto, a la fuerza política a la cual pertene- 
ce. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: no por 
conocida deja de ser una sorpresa la decisión de la 
señora Senadora Xavier de presentar renuncia a su 
Banca en el Senado. No nos corresponde a nosotros 
analizar los motivos ni los porqués, pero no podíamos 
mantener callada la voz de los Senadores del Partido 
Nacional. Queremos enviarle un cariñoso saludo a 
una adversaria de fuste, con la que hemos comparti- 
do jornadas que todavía recordamos como importan- 
tes para la vida institucional del país. 


Una mujer que se ha jugado por sus ideas, por sus 
ideales y por su partido político, como lo ha hecho la 
señora Senadora Xavier, hace que todos la admire- 
mos, y lo digo con la más absoluta sinceridad. Sabe- 
mos que en muchísimos temas no compartimos las 
mismas ideas, pero no podemos dejar de reconocer 
en la señora Senadora Xavier —que se ha incorporado 
desde hace mucho tiempo a la vida política nacio- 
nal, en el Senado de la República y ahora presidien- 
do su partido político, el Frente Amplio- la hidalguía, 
la “damasidad” —que sería el sinónimo femenino de 
caballerosidad—, la inteligencia, el don de gentes, la 
vocación de trabajo y una cosa que en política todos 
tienen que resaltar siempre, que es el cumplir con 
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la palabra. Creo que esa es una virtud por la que 
hoy tenemos que homenajear a la Senadora Xavier, 
y en ella a todos los que cuando damos la palabra la 
cumplimos. Esto no refiere al episodio puntual de la 
presentación de su renuncia, sino a que cuando uno 
negociaba, conversaba o intercambiaba opiniones con 
la señora Senadora Xavier, sabía que lo que se acor- 
daba sería cumplido. 


En ese sentido, creo que en el Senado de la Repú- 
blica la vamos a extrañar, tanto en los debates como 
en la defensa de los temas por los que ella sentía una 
particular afinidad: la participación de la mujer en la 
política, la Bancada Bicameral Femenina —de la cual 
fue una de las fundadoras- y los asuntos comprome- 
tidos con las políticas sociales y la salud. Siempre era 
importante escuchar a la Senadora Xavier. En el Se- 
nado nos oímos todos, pero escuchamos solo a algu- 
nos. A una de las que, sin lugar a dudas, escuchába- 
mos siempre con mucha atención, era a la Senadora 
Xavier, a quien desde el Partido Nacional —y con esto 
finalizo, señor Presidente— le vaticinamos que ten- 
drá mucha suerte. Me permito también pronosticar 
que, en un futuro no muy lejano, ella estará llamada 
a cumplir otras responsabilidades tan altas como las 
que hoy cumple en su partido político, volcando nue- 
vamente su inteligencia y su creatividad al servicio de 
los más altos intereses nacionales. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: he votado 
afirmativamente la solicitud de renuncia a su cargo 
de la compañera Mónica, en el entendido de que, en 
realidad, está renunciando a este cargo en el Parla- 
mento para asumir otra responsabilidad política. Eso 
implica que no está renunciando a su actividad, que 
es defender el programa y el futuro que le correspon- 
de al Frente Amplio en el escenario nacional. Creo 
que esta renuncia de la compañera se vota porque así 
lo pidió el Frente Amplio, lo solicitaron las organiza- 
ciones políticas y los representantes de las bases de 
nuestra colectividad política, que la quieren para sí. 
Yo también la quiero aquí, pero soy actor y votante de 
la decisión de que Mónica nos conduzca a todos como 
Presidenta del Frente Amplio, siendo la primera Pre- 
sidenta mujer que tiene nuestra fuerza política. La 
de presidir una fuerza política es una tarea de gran 
responsabilidad y, en este caso, se cumple de acuerdo 
con nuestros estatutos, con una presidencia estable y 
un grupo de construcción. La Senadora Xavier ejerce 
esa responsabilidad con la alegría de saber que se tra- 
ta de una decisión colectiva. 
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Quería decir estas palabras, en primer término, 
como reconocimiento a su persona, por el compro- 
miso que ha tenido desde sus épocas de estudiante, 
siendo una mujer del interior y comprometida con la 
causa de cambiar las estructuras del país. En segun- 
do lugar, quiero destacar su capacidad y, en tercer 
término, su compromiso, fidelidad y entrega por la 
causa. Esta compañera, a partir de esta renuncia, va 
a dejar de pertenecer a su sector para convertirse en 
la Presidenta de todos los frenteamplistas. 


Por estos motivos, acepto y voto afirmativamente 
la renuncia de la Senadora Xavier a su Banca, sa- 
biendo que vamos a contar con ella en otros lugares, 
ahora y en el futuro. 


SEÑOR VIERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: el Partido Co- 
lorado ha votado afirmativamente esta solicitud de 
renuncia. Entendemos que es una renuncia volun- 
taria, como todas; la señora Senadora Xavier eligió 
el camino de presentarse a la elección interna, en 
la que resultó electa Presidenta de su fuerza políti- 
ca, y luego de ello, según los estatutos y los acuerdos 
del Frente Amplio, presenta su renuncia al cargo de 
Legisladora. Ella está dejando un cargo como el de 
Senadora de la República, un cargo legislativo, de 
representación nacional, para ocuparse de los temas 
también públicos y generales dentro de una fuerza 
política. Ambos cargos son de suma responsabilidad, 
por lo que seguramente ella y su fuerza política ha- 
brán entendido que debía priorizar u optar, en este 
caso, por presidir el Frente Amplio. 


Por lo tanto, a nosotros solo nos resta aprobar su 
decisión y recordar —-que es lo que queremos hacer en 
este fundamento de voto— a esa adversaria pero bue- 
na compañera de trabajo, como lo ha sido Mónica Xa- 
vier en este ámbito. Hemos tenido el gusto y el honor 
de participar con ella en Comisiones. Sabemos de su 
valía, de sus condiciones personales e intelectuales, 
y de su dedicación al trabajo demostrada en su labor 
legislativa; por consiguiente, estamos seguros de que 
en este nuevo rol, en esta inmensa responsabilidad 
que asume, va a trabajar con la misma dedicación y 
esmero, poniendo toda su capacidad al servicio de esa 
función. En consecuencia, le deseamos éxito, buenos 
trabajos y, como sigue en la actividad pública y polí- 
tica, seguramente nos encontraremos en el futuro, 
quizás compartiendo otros lugares y destinos de tra- 
bajo. 


Muchas gracias. Es cuanto queríamos manifestar. 


SEÑORA MOREIRA.-- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: es con 
pesar que voto esta renuncia al Senado de una com- 
pañera de trabajo, una vecina de despacho y una 
cómplice en tantos proyectos y luchas contra la des- 
igualdad de género, entre otros. Obviamente, este 
pesar está acompañado por la circunstancia positiva 
que motiva esta renuncia, que es la de que Mónica 
es hoy la Presidenta de nuestra fuerza política; hace 
diez años habría sido impensable que una mujer ocu- 
para ese cargo en una fuerza política del tamaño y la 
envergadura del Frente Amplio. 


Además, quiero señalar que a la ausencia de Su- 
sana Dalmás hoy sumamos la de Mónica. Hemos 
perdido el 50 % de las mujeres que integraban este 
Senado; es decir que la mitad de las mujeres del Se- 
nado hoy ya no están. Esto ocasiona mi pesar, ya que 
sólo quedamos la Senadora Topolansky y quien habla, 
y ciertamente ver reducida la Bancada femenina del 
Senado al 50 % es algo realmente importante. 


Mónica tuvo un rol muy significativo en la coordi- 
nación de la Bancada Bicameral Femenina, donde se 
sentirá enormemente su ausencia; no hay que olvidar 
que esa Bancada estaba compuesta también por tres 
mujeres que ya no están: Glenda Rondán, Beatriz Ar- 
gimón y Margarita Percovich. Esa es la razón por la 
que tanto insistimos con la ley de cupos o de cuotas, 
ya que la tasa de repetición de las mujeres en política 
es varias veces inferior a la de los hombres. 


Hoy me parece que este Senado pierde un refe- 
rente, y en política, las mujeres son insustituibles, 
porque son un recurso muy escaso; esto viola el prin- 
cipio básico de la economía, ya que por ser escaso 
no son más valoradas. Simplemente quiero insistir 
en que el Senado pierde un referente, y la Bancada 
Bicameral Femenina, una coordinadora esencial e in- 
sustituible. También quiero decir que, en lo personal, 
la vamos a extrañar. 


Gracias. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: creo 
que si la actividad política no se practica dentro de 
determinados parámetros, no vale la pena. Esta deci- 
sión de renuncia de la Senadora Xavier tenemos que 
respetarla porque hace a la realidad interna de una 
fuerza política de la importancia del Frente Amplio y 
de quien es, nada más y nada menos, que su Presi- 
denta. Por lo tanto, estamos hablando de definiciones 
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que nos son ajenas. No obstante, lamentamos mu- 
cho la pérdida de una compañera que en este Senado 
siempre se manejó con lealtad y códigos que hacen 
a un relacionamiento político que, a mi juicio, debe 
prevalecer por encima de otras páginas que, en lo ás- 
pero del debate político, a veces terminan siendo aje- 
nas a un sentimiento nacional de respeto que todos 
debemos compartir. 


En la Senadora Xavier destacamos su condición 
de persona tremendamente estudiosa para todas las 
intervenciones que le correspondieron en este Se- 
nado. También queremos resaltar que hemos tenido 
una relación de quince años, tal como comentábamos 
recién con el señor Senador Nin Novoa al recordar 
la fecha desde la cual integramos este Senado de la 
República, compartiendo tareas, en la discrepancia y 
en la coincidencia. 


Por lo tanto, no queríamos dejar pasar esta oportu- 
nidad sin hacer esos comentarios, porque nos importa 
destacar a aquellas personalidades que contribuyen a 
dar un sentido de humanismo, de esfuerzo, de sacrificio 
y de lucha a la política, así como a la gestación de más 
República, más democracia, más libertad. En conse- 
cuencia, con todos esos valores que resaltamos, saluda- 
mos a la Presidenta del Frente Amplio, a la ex-Senadora 
Mónica Xavier, que es una persona con la que mantene- 
mos —y así lo hemos expresado en forma pública- lazos 
de afecto, de amistad y de relacionamiento político. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: por su- 
puesto, hemos votado afirmativamente la renuncia 
presentada por la señora ex-Senadora Xavier: una 
excelente compañera, una mujer muy trabajadora, 
muy sensata, muy equilibrada, con una gran capa- 
cidad de negociación y muy eficiente, que sin duda 
vamos a extrañar, entre otras cosas, porque fue uno 
de los pilares fundamentales, como decía la señora 
Senadora Moreira, en los temas de equidad de géne- 
ro, donde su tarea fue de un liderazgo extraordinaria- 
mente relevante. 


Su salida voluntaria no necesariamente deriva de 
sus deseos, de sus requerimientos o de sus deman- 
das. Mónica Xavier ganó la Presidencia del Frente 
Amplio en muy buena ley, en una elección interna, y 
es esta fuerza política la que la obliga a presentar esta 
renuncia en contra de sus deseos. 


De modo que le mandamos un cariñoso saludo, 
deseándole que pueda cumplir con la tarea de Pre- 
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sidenta de nuestra fuerza política de la mejor mane- 
ra posible para ella, para el Frente Amplio y para el 
propio país. Desde este punto de vista saludamos a 
la ex-Senadora Xavier para que cumpla sus deseos — 
también de la mejor manera posible—, y que el Frente 
Amplio se sienta engalanado por tener una Presiden- 
ta de primerísimo nivel. 


Muchas gracias. 
SEÑOR NIN NOVOA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: la ver- 
dad es que votamos este tipo de renuncias con un 
sentimiento de pesar. El Senado de la República pier- 
de a una gran Legisladora y a una mejor persona, por- 
que con su inteligencia, su gentileza, su capacidad de 
diálogo y su simpatía —ivaya si Mónica es una mujer 
simpática!- se ha ganado el respeto de todos los inte- 
grantes de esta Cámara. Tuve la suerte de compartir 
este ámbito con ella durante trece años, y nos llamá- 
bamos mutuamente “compañeritos de Banca”; nos 
sentábamos uno al lado del otro entre los años 2000 
y 2005, y también en este período. Durante esos tre- 
ce años fui descubriendo a una mujer extraordinaria, 
que nos fue llenando de complicidades y de empatías, 
como ya se ha dicho. 


Pienso que Mónica se destacó por ser una gran 
impulsora y defensora de las cuestiones de género, 
de los derechos de la mujer, así como por sus inva- 
lorables aportes en materia de salud pública, como 
también aquí se ha mencionado. Sin ningún lugar a 
dudas, el Poder Legislativo la va a extrañar, pero sé 
que desde la Presidencia del Frente Amplio va a se- 
guir impulsando políticas en beneficio del Uruguay. 


A Mónica Xavier, a la compañera, a la ex-Senado- 
ra y a la amiga, le deseamos el mejor de los éxitos en 
su futura tarea. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: quiero adhe- 
rir a todas las expresiones volcadas por los señores 
Senadores de todos los partidos políticos y, por su- 
puesto, desearle a Mónica —-como se lo hemos dicho 
desde el primer día— el mejor de los desempeños a la 
cabeza de nuestra fuerza política, porque tiene todas 
las capacidades para poder lograrlo. 
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También quiero expresar que estábamos conven- 
cidos de que podía llevar adelante las dos tareas al 
mismo tiempo; quizá otros no hubiéramos podido, 
pero ella sí, dada su juventud y la experiencia, el em- 
puje, el talento y el compromiso que manifestó y con- 
cretó a lo largo de todo el tiempo de militancia en el 
que la conocimos, que es bastante extenso. 


Por un lado, apoyamos esta renuncia como for- 
ma de apoyo a su nueva tarea, pero al mismo tiempo 
sentimos cierto disgusto, porque nos hubiera gustado 
que pudiera tener otra opción. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GALLO IMPERIALE..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presiden- 
te: realmente es con un sentimiento ambiguo que 
votamos la renuncia de la señora Senadora Xavier. 
Lo primero que sentimos es pesar porque, sin duda, 
estamos perdiendo a una excelente Legisladora, una 
excelente compañera, una mujer que desde su Banca 
y desde su actividad nos dio, a quienes recién nos 
incorporábamos, pruebas y ejemplo de cómo se debe 
actuar en política. 


Tanto su opción como la de nuestra fuerza política 
ha sido que Mónica Xavier pasara a conducir el Fren- 
te Amplio. ¡Vaya si eso es importante! Entendemos 
lo relevante que es el hecho de que nuestra fuerza 
política ponga a su frente a una mujer excelente, pero 
he aquí el porqué de nuestro sentimiento ambiguo: 
tenemos la duda en cuanto a si la incompatibilidad 
determinada por nuestra fuerza política es racional o 
justa a la hora de tomar esta decisión, porque perde- 
mos a una gran Legisladora y la fuerza política la ne- 
cesitaba. Encontramos a una excelente conductora, 
pero sigo teniendo mis dudas sobre si realmente no 
hubiera sido necesario que la ex-Senadora siguiera 
ocupando ese cargo al mismo tiempo que conducía 
nuestra fuerza política. Me parece muy difícil que al- 
guien con sus características y con su personalidad 
no pudiera desempeñar plenamente todas las activi- 
dades; en fin, pienso que Mónica Xavier lo hubiera 
logrado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ROSADILLA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Rosadilla. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: he vo- 
tado favorablemente esta solicitud de renuncia de la 
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compañera Mónica, y ahorraré palabras porque me 
sumo a todas las expresiones de elogio que han pro- 
nunciado Senadores de todos los partidos políticos. 
También la conozco desde hace trece años, y juntos 
hemos compartido despachos, secretaría, etcétera, 
etcétera, pero antes que nada debo decir que le tengo 
un inmenso cariño, porque es una mujer que se hace 
querer, con quien es fácil hablar, porque es llana y 
muy sencilla. 


No me había anotado para hacer uso de la palabra; 
no obstante, quiero decir dos cosas. He votado la 
renuncia de Mónica Xavier sin ningún pesar, porque 
va a ocupar un lugar de honor en la lucha política, 
presidiendo a la fuerza que actualmente tiene el 
mayor caudal electoral del Uruguay. Lo hace luego 
de una elección interna en la que compitió con 
otros compañeros —varios de ellos aquí presentes- y 
a los que les ganó con luz y con justicia. Más aún: 
lo hizo conociendo normas, criterios y acuerdos que 
desembocan en esta situación que tenemos hoy; 
Mónica Xavier debía optar entre ocupar la Presidencia 
del Frente Amplio o continuar ejerciendo la función 
legislativa. 


Quiero agregar que, cuando oportunamente se 
discutió este tema, yo era partidario de que no hu- 
biera ningún tipo de regulación y que cada cual viera 
en el momento si las actividades eran incompatibles 
o no, pero también pienso que una vez que se hacen 
acuerdos hay que respetarlos, y que cuando se lleva 
adelante una lucha electoral con determinadas con- 
diciones, estas se deben aplicar porque, si no, distor- 
sionamos todo. Antes que Legisladora, Mónica Xavier 
es una militante: una militante por la justicia social y 
por la libertad de nuestro pueblo. El militante es mili- 
tante en cualquier parte: en el Senado, en la Cámara 
de Representantes, en un barrio o en un sindicato, ¡y 
vaya si lo es en la Presidencia del Frente Amplio! 


Por lo tanto, como dije antes, he votado esto sin 
ningún pesar, porque Mónica va a seguir militando 
por nuestras ideas —más que nunca o igual que siem- 
pre- desde un lugar de tremenda responsabilidad y 
con todas las virtudes que se han hecho notar. En 
consecuencia, repito, no siento ningún pesar. 


Le hago llegar un enorme abrazo, un saludo y mi 
respaldo en la nueva actividad que va a desempeñar 
con brillo y mucha capacidad de trabajo y de vincula- 
ción, tal como ella lo ha demostrado. 

Es cuanto quería decir, señor Presidente. Gracias. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: también 
quiero suscribir a los conceptos aquí vertidos respecto 
a la trayectoria, personalidad y ejemplo que ha dado 
Mónica Xavier durante tres Legislaturas sucesivas. 


Tuve el privilegio de compartir con ella las dos úl- 
timas —durante ocho años ocupó una Banca ubicada 
detrás de la mía en esta Sala— y siempre mantuvo una 
permanente actitud de diálogo, de tolerancia. A veces 
la pasión del debate nos puede hacer deslizar hacia 
algún desborde verbal, pero nunca vi a Mónica Xavier 
incurrir en actitudes intolerantes, agraviantes o cosa 
por el estilo, sino que, por el contrario, siempre fue un 
ejemplo de respeto por el adversario y de vocación polí- 
tica acendrada; tanto es así, que esa misma vocación la 
llevó a ocupar tres veces una Banca aquí, en el Senado 
de la República, y a ser Presidenta del Frente Amplio. 


Por cierto, no nos vamos a pronunciar —porque 
no nos corresponde hacerlo— sobre la pertinencia de 
la compatibilidad o incompatibilidad; simplemente 
queremos destacar las virtudes cívicas de esta mu- 
jer, vocacional y defensora a ultranza de los temas 
de género. Ahora, seguramente, deja como herede- 
ra en este Senado a Constanza Moreira para lidiar 
con esos temas de género, sobre los que debatimos 
muchas veces con ella —estoy hablando, por ejemplo, 
de la cuotificación de la mujer en cargos políticos o 
de la despenalización del aborto—, pero siempre con 
mutuo respeto. Quería destacar esto, al igual que su 
vocación, su tolerancia y su inteligencia. 


Deseamos a Mónica el mejor de los éxitos, y le 
decimos que, por aquí, la vamos a extrañar. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: en 
la vida, a veces, se bifurcan los caminos, pero lo im- 
portante es el compromiso militante; sabemos que la 
compañera Mónica Xavier lo asume a full. Pertene- 
ce a una fuerza política profundamente democrática 
que, en sus organismos internos, tomó una decisión, 
y es también profundamente democrática la actitud 
de Mónica al aceptarla. No me voy a pronunciar sobre 
la decisión del Frente Amplio, porque me parece que 
la tenemos que aceptar; siempre en la vida política 
hay polémica y existen mayorías y minorías. Esta de- 
cisión habla muy bien de la compañera Mónica, pues 
de esta manera cumple con todos sus compañeros. 


Comparto con el señor Senador Rosadilla que los 
lugares de militancia, si se pone voluntad, fe y dedica- 
ción, importan todos, porque todos forman la trama 
política por la que se expresan los partidos y la cues- 
tión pública en el Uruguay. 
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Mónica tiene por delante una larga carrera con res- 
ponsabilidades políticas, y si bien es verdad lo que ha 
señalado la señora Senadora Moreira en relación a la 
presencia de las mujeres en este Senado, también lo 
es que ganamos la presencia de una mujer en la presi- 
dencia del partido político más grande del país. En fin, 
son situaciones que se presentan a veces en la vida. 


Le deseo a Mónica la mejor de las gestiones y sé 
que con ella contaremos siempre. 


SEÑOR LORIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: adherimos 
al conjunto de las expresiones que se han venido ver- 
tiendo, tanto por parte de los Legisladores de la oposi- 
ción como por los compañeros Senadores de nuestra 
propia fuerza política. 


Simplemente queremos decir que, desde nuestro 
punto de vista, Mónica va a cumplir un enorme e im- 
portantísimo papel en otro lugar, en otro frente de 
lucha —donde la necesitamos mucho, junto con todo 
el equipo que ha conformado, que incluye a tres Vice- 
presidentes-, y que seguramente su acción permitirá 
que nuestra fuerza política salga a conectarse y reco- 
nectarse con sus raíces vitales en todo el país. 


Por eso mismo, señor Presidente, comparto el 
sentimiento ambiguo que han manifestado algunos 
compañeros Legisladores en el sentido de que, por 
un lado, perdemos a una gran compañera y Legis- 
ladora pero, por otro, la tendremos en un lugar muy 
importante y muy especial. Desde ese punto de vista, 
se compensan ambos sentimientos. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ruego al Senado me per- 
mita, desde la Presidencia, adherir totalmente a las 
dos líneas de pensamiento que han compartido todos 
los señores Senadores y señoras Senadoras que se re- 
firieron, respectivamente, al pasaje positivo que ha 
tenido Mónica Xavier por este Cuerpo y a los augurios 
de éxito en su gestión política. 


8) SUBSIDIO CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 5." 
DE LA LEY N.* 15.900 


SEÑOR PRESIDENTE.- La señora Mónica Xa- 
vier ha presentado una solicitud para que, luego de 
aceptada su renuncia al cargo de Senadora, pueda 
acogerse al subsidio consagrado en el artículo 5.” de 
la Ley n.” 15.900, de 21 de octubre de 1987, y sus 
modificativas. 
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Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 2 de mayo de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente: 


Solicito, a partir de que el Senado acepte mi re- 
nuncia, acogerme al beneficio del subsidio consagra- 
do en el artículo 5. de la Ley n.” 15.900 y sus modi- 
ficativas, y en concordancia con el numeral 10) del 
artículo 77 de la Constitución. 


Sin otro particular, atte. 
Mónica Xavier. Senadora”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, ese nu- 
meral 10) del artículo 77 de la Constitución es el que 
exige que este Cuerpo apruebe, por una mayoría es- 
pecial de tres quintos de votos, la concesión del sub- 
sidio. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) “RESPUESTA DE LOS ECOSISTEMAS 
ACUÁTICOS A IMPACTOS ANTROPOGÉNI- 
COS DURANTE 2011 Y 2012” 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
hemos tenido oportunidad de leer un informe reali- 
zado por investigadores de la Facultad de Ciencias, 
basado en un curso de posgrado del Pedeciba, que 
se titula: “Respuesta de los Ecosistemas Acuáticos a 
Impactos Antropogénicos durante 2011 y 2012”. 


El valor que tiene este trabajo es que fue realiza- 
do antes de los episodios de marzo de 2013, cuando 
se produjo el primer fenómeno registrado de flora- 
ción de cianobacterias en la Planta potabilizadora de 
Aguas Corrientes, lo que afectó la calidad del agua 
potable por la presencia de una molécula aromática 
no tóxica. 
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Esto, de alguna manera, ya había sido previsto en 
este informe que dos años antes había realizado un 
equipo de investigadores encabezado por Luis Au- 
briot, Claudia Piccini y Emanuel Machín. 


En la última década se había observado un 
deterioro progresivo importante de la calidad de 
agua de los ecosistemas del Uruguay, evidenciado 
por el incremento de la frecuencia y duración de 
las floraciones de cianobacterias. El deterioro de la 
calidad del agua por efecto de la eutrofización está 
estrechamente ligado al uso productivo de la tierra, 
a la destrucción de los ecosistemas naturales y al 
aporte de aguas residuales urbanas y suburbanas. 
Un caso particular es el río Santa Lucía y su cuenca, 
pues mientras esta tiene una actividad agroindustrial 
intensiva, el cauce principal es utilizado para producir 
agua potable para abastecer aproximadamente al 60 
% de la población del país. La cuenca del río Santa 
Lucía recibe los efluentes de industrias, centros 
urbanos y establecimientos agropecuarios y de 
continuar con esta tendencia de aportes antrópicos 
se pone en riesgo la factibilidad de potabilización del 
agua, según el estudio que había realizado Rafael 
Arocena en el año 2008. 


Durante el monitoreo realizado en la cuenca del 
río Santa Lucía se determinó que el arroyo Canelón 
Chico y el arroyo Canelón Grande presentan una ca- 
lidad de agua de mala a muy mala, según el Índice 
ICA. Ambos arroyos desembocan a 1 km aguas arriba 
de la presa de Aguas Corrientes —a cargo de OSE-, es 
decir, del lugar donde se toma el agua a potabilizar 
para toda el área metropolitana. Una evaluación re- 
ciente de la cuenca del río Santa Lucía muestra que 
el 100 % de la industria frigorífica, de alimentos y de 
bebidas, y el 70 % de lácteos incumple la normativa 
vigente para indicadores de contaminación como el 
fósforo total y el amonio, como fuentes puntuales. 


En este informe se plantean, fundamentalmen- 
te, propuestas de recuperación de la calidad de agua 
del arroyo Canelón Chico, así como medidas de mi- 
tigación en el aporte de nutrientes de material or- 
gánico y de productos agrotóxicos. Se apunta, sobre 
todo, a realizar un tratamiento terciario eficiente en 
el caso de frigoríficos, tambos y aguas residuales de 
la ciudad de Canelones y, en caso de no cumplir con 
esto, a construir humedales artificiales que reciban el 
efluente ya tratado para retener los nutrientes que la 
planta no ha podido captar. También hace mención a 
la importancia que tiene el tema de los desechos ur- 
banos, ya que existen vertederos que se encuentran 
dentro de la cota máxima de inundación del arroyo 
Canelón Chico, y a las medidas que hay que tomar, 
tales como evitar el lixiviado y actuar sobre la agricul- 
tura intensiva determinando una zona de exclusión 
que permita la recuperación de la flora ribereña. 
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En definitiva, se apunta a empezar a resolver los 
problemas que presenta el Frigorífico Canelones, 
que sus efluentes salen de la planta industrial tras 
un tratamiento primario y antes de ser volcados 
al arroyo Canelón Chico reciben un segundo 
tratamiento; a actuar sobre los desechos urbanos de 
la ciudad de Canelones; a actuar sobre un antiguo 
vertedero de basura ubicado a 300 metros del cauce 
del arroyo Canelón Chico; a actuar sobre la planta 
de tratamiento de aguas cloacales de la ciudad de 
Canelones -según ha informado OSE, dicha planta 
cuenta con un tratamiento terciario-; a actuar sobre 
los cultivos de soja en el sentido de identificarlos y 
tener los recaudos necesarios a los efectos de evitar 
el ingreso de fitosanitarios al curso de agua del arroyo 
Canelón Chico. 


Este ha sido un trabajo muy importante -que fue 
previo a los eventos que ocurrieron en la Planta de 
Aguas Corrientes- que, debe alertarnos, dada su 
magnitud, y nos sitúa ante una situación preocupante 
que nos lleva a seguir trabajando. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a OSE, al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, al Mi- 
nisterio de Agricultura y Pesca, al Ministerio de Salud 
Pública, a la Intendencia de Canelones, a la Facultad 
de Ciencias y al Instituto de Investigaciones Biológi- 
cas Clemente Estable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador Gallo Imperiale. 


(Se vota:) 


-22 en 23. Afirmativa. 


10) NUMERAL PRIMERO DEL ORDEN DEL 
DÍA. VUELTA A COMISIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería que el 
Senado ingresara al Orden del Día para considerar el 
asunto que figura en primer término. 


SEÑOR ROSADILLA.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: la Ban- 
cada del Frente Amplio solicita que este proyecto de 
ley regrese a la Comisión de Asuntos Internacionales 
y, por lo tanto, que no se trate en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
del señor Senador Rosadilla en el sentido de que este 
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proyecto de ley retorne a la Comisión de Asuntos In- 
ternacionales. 


(Se vota:) 


-21 en 23. Afirmativa. 


11) INTEGRACIÓN DEL CUERPO POR RENUN- 
CIA DE LA SEÑORA SENADORA XAVIER 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuer- 
po que, en virtud de haberse aprobado la renuncia 
presentada por la señora Mónica Xavier, correspon- 
de convocar a su suplente respectivo, señor Roberto 
Conde. Sin embargo, hemos recibido una comuni- 
cación del señor Roberto Conde informando que ha 
cesado en el cargo de Subsecretario de Relaciones 
Exteriores y presentado nota de renuncia como Re- 
presentante nacional pero que, hasta tanto esta no 
sea aprobada por parte de esa Cámara, se ve en la 
obligación de desistir por esta vez a la convocatoria 
correspondiente para integrar el Senado. 


Por las razones expuestas y habiendo presentado 
nota de desistimiento los señores Walter Morodo, Jor- 
ge Basso y Daniel Olesker, queda convocado el señor 
Eduardo Fernández, a quien ya se ha tomado la pro- 
mesa de estilo. 


12) TRÁFICO ILÍCITO DE ARMAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se tipifican delitos 
y se modifica el artículo 365 del Código Penal sobre 
Tráfico lícito de Armas. (Carp. n.* 845/2012 — Rep. 
n. 801/2013 — Rep. n.* 801/2013 Anexo 1)”. 


(Antecedentes:) 


«Carp. n.” 845/2012 
Rep. n.* 801/2013 
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Comisión de Constitución y Legislación 
Proyecto de ley sustitutivo 


Artículo 1.” (Tenencia y porte no autori- 
zados).- Prohíbese la tenencia y porte de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales rela- 
cionados que no hayan sido debidamente autorizados 
por el Ministerio del Interior, por el Ministerio de De- 
fensa Nacional o por ambos, según corresponda. 
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Se entenderá por armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados a los men- 
cionados en los numerales 3 a 6 del Artículo 1 de la 
Convención Interamericana contra la Fabricación y 
el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, 
Explosivos y Otros Materiales Relacionados aprobada 
por la Ley n.? 17.300, de 22 de marzo de 2001. 


Artículo 2.”. (Destino del material incauta- 
do).- Las armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados que no hayan sido debi- 
damente autorizados serán incautados, sin perjuicio 
de la aplicación de las normas administrativas y pena- 
les correspondientes. 


Artículo 3.”. (Armas de fuego de caza, de- 
portivas o de colección).- Cuando las armas de 
fuego sean de caza, deportivas o de colección y se 
encuentren en la situación prevista en el artículo 1.* 
de la presente ley, serán incautadas y depositadas en 
el Servicio de Material y Armamento del Ministerio 
de Defensa Nacional. 


Sus titulares o quienes acrediten tener derecho 
a que les sean reintegradas, tendrán un plazo de 3 
(tres) meses para acreditar dicho extremo y realizar 
trámites necesarios para su regularización. 


Presentada la respectiva documentación en for- 
ma, serán devueltas a los mismos; de lo contrario 
se producirá su decomiso de pleno derecho una vez 
transcurrido el plazo. 


La reglamentación determinará las armas de fue- 
go que serán consideradas de caza, deportivas o de 
colección. 


Artículo 4.”. (Comercialización de armas de 
fuego).- Los establecimientos que comercializan ar- 
mas de fuego, municiones y otros materiales relacio- 
nados deberán estar autorizados por el Ministerio del 
Interior y el Ministerio de Defensa Nacional. 


También deberán informar a dichas autoridades 
todas las operaciones comerciales que tengan por ob- 
jeto las mercaderías mencionadas dentro de las 72 
(setenta y dos) horas de realizadas. 


Los establecimientos deberán especificar en la fac- 
tura o remito respectivo, el nombre y documento de 
identidad del comprador o vendedor, su domicilio, así 
como la dirección de destino de la mercadería cuando 
corresponda, lo que permitirá justificar su transporte 
desde la casa comercial hasta el lugar de destino. 


Artículo 5.*. (Datos registrales de las armas 
de fuego).- El Ministerio de Defensa Nacional, a tra- 
vés del Servicio de Material y Armamento, brindará 
al Ministerio del Interior, en un plazo no mayor a 48 
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(cuarenta y ocho) horas, la información relativa a los 
datos registrales de las armas de fuego solicitada, así 
como la identificación de sus titulares. 


Artículo 6.”. (Plazo para regularización).- 
Concédese un plazo de 8 (ocho) meses, a contar des- 
de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
a efectos de que: 


a) Quienes ya posean armas de fuego en forma 
antirreglamentaria regularicen su situación ante las 
dependencias del Ministerio del Interior y del Minis- 
terio de Defensa Nacional habilitadas para tal fin. 


b) Se efectúe la entrega voluntaria de cualquier 
arma de fuego que se posea a las dependencias del 
Ministerio del Interior y del Ministerio de Defensa 
Nacional habilitadas para tal fin, sin que deba jus- 
tificarse su procedencia. Las armas recibidas serán 
inmediatamente derivadas al Servicio de Material y 
Armamento del Ministerio de Defensa Nacional a los 
efectos previstos en el artículo siguiente. 


A tales efectos, el Ministerio del Interior hará una 
campaña de información y educación a la población, 
pudiendo hacer uso para la difusión de dicha campa- 
ña, en los medios correspondientes, de las facultades 
que otorga el artículo 141 de la Ley n.* 18.996, de 7 
de noviembre de 2012. 


Artículo 7.”. (Destrucción).- Transcurridos 6 
(seis) meses las armas de fuego, accesorios, muni- 
ciones, explosivos y otros materiales relacionados que 
fueran incautados, decomisados o entregados volunta- 
riamente serán destruidos, salvo aquellos que pudie- 
ran ser utilizados por el Ministerio del Interior o por el 
Ministerio de Defensa Nacional para el cumplimiento 
de sus funciones, según lo establecido, en el artículo 
2.” de la Ley n.” 18.087, de 5 de enero de 2007. 


Aquellos efectos mencionados en el inciso prece- 
dente que fueran objeto de procedimientos adminis- 
trativos o jurisdiccionales, no serán destruidos mien- 
tras dichos procedimientos se hallaren en trámite. 


Artículo 8.”. (Delito de Tráfico internacional 
de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados).- El que realizare 
la importación, exportación, adquisición, venta, en- 
trega, distribución, traslado o transferencia de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados desde o a través del territorio nacional a 
otro Estado sin obtener previamente la autorización 
de todos los Estados concernidos, será castigado con 
tres a doce años de penitenciaría. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien inte- 
gra una organización criminal, la pena será aumenta- 
da en un tercio. 
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Artículo 9.”. (Delito de Tráfico interno, uso 
y fabricación ilegal de armas de fuego, muni- 
ciones, explosivos y otros materiales relaciona- 
dos).- El que de cualquier modo adquiriere, alqui- 
lare, recibiere, transportare, distribuyere, ocultare, 
tuviere en depósito, fabricare, produjere, creare, ar- 
mare, ensamblare o reensamblare, adulterare, ven- 
diere, o de cualquier forma utilizare armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relaciona- 
dos sin autorización o contraviniendo las normas le- 
gales, será castigado con una pena de veinte meses de 
prisión a seis años de penitenciaría. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien inte- 
gra una organización criminal, la pena será aumenta- 
da en un tercio. 


Artículo 10. (Otras medidas).- Cuando el deli- 
to sea competencia de los Juzgados Letrados de Pri- 
mera Instancia Especializados en Crimen Organiza- 
do, serán de aplicación el artículo 9.” de la Ley n.* 
17.835, de 23 de setiembre de 2004, en la redacción 
dada por el artículo 4.” de la Ley n.* 18.494, de 5 de 
junio de 2009 y los artículos 5.”, 6. y 7.? de la Ley n.? 
18.494, de 5 de junio de 2009, en lo pertinente. 


Artículo 11. (Medidas especiales).- Serán 
de aplicación para los delitos establecidos por la pre- 
sente ley las medidas cautelares y el decomiso pre- 
vistos en los artículos 62 y 63 del Decreto - Ley n.” 
14.294, de 31 de octubre de 1974, en la redacción 
dada por el artículo 2.” de la Ley n.* 18.494, de 5 de 
junio de 2009. 
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En ningún caso los materiales incautados podrán 
volver al mercado, aplicándoseles las disposiciones 
sobre destino final establecidas en el artículo 2.* de la 
Ley n.* 18.087, de 5 de enero de 2007. 


Artículo 12. (Competencia).- Amplíase la com- 
petencia de los Juzgados Letrados de Primera Instan- 
cia Especializados en Crimen Organizado prevista por 
el artículo 414 de la Ley n.* 18.362, de 6 de octubre 
de 2008, incorporándose el delito de “Tráfico inter- 
nacional de armas de fuego, accesorios, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados”. 


Incorpórase el delito de “Tráfico interno y fabrica- 
ción ilegal de armas de fuego, accesorios, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados”, cuando 
exista participación de una organización criminal. 


Artículo 13. (Derogaciones).- Derógase el nu- 
meral 12 del artículo 365 del Código Penal aproba- 
do por Ley n.” 9.155, de 4 de diciembre de 1933, en 
la redacción dada por el artículo 216 de la Ley n.” 
15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 16 de abril 
de 2013. 


Rafael Michelini, Miembro Informante; Eber Da 
Rosa (con salvedades), Carlos Moreira (con salve- 
dades), Francisco Gallinal (con salvedades), Ro- 
dolfo Nin Novoa, Eduardo Lorier, Ope Pasquet 
(con salvedades), Constanza Moreira, Luis Rosa- 
dilla». 
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PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 


Ministerio de Defensa Nacional 
Montevideo, 23 de abril de 2012. 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 
Contador Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo, tiene el honor de dirigirse al Cuerpo Legislativo, en 
oportunidad de elevar a su consideración, una iniciativa de ley destinada a crear el 
“Delito de Tráfico de Armas en el Uruguay”. 

Tanto Jueces como Fiscales y la propia sociedad civil, necesitan que 
actualicemos la normativa actual, ante la necesidad de tipificar los delitos de tráfico de 
armas, como forma de fortalecer la legislación en materia de delitos precedentes del * 


lavado de activos. 
No debemos olvidar que el delito de tráfico de armas fue considerado por 


el legislador en la Ley N” 18.494 del 05 de junío de 2009, como delito precedente de 


lavado de activos. 

Pero como bien sabemos, nuestro país aún al día de hoy no ha tipificado 
dicha conducta como delictiva. Estamos frente a una realidad social que merece una 
respuesta urgente, debemos adaptar los sistemas jurídicos a los cambios que sufrió la 
sociedad en cuanto a comportamientos, situaciones y reacciones. : 

Es necesario generar los insumos que necesitan jueces y fiscales para 
lograr llegar al fin último de su trabajo, que es la obtención de justicia. Si bien Uruguay 
está avanzado en cuantó a su normativa, aún no hay una tipificación para delitos como 
el tráfico de armas. 

Resulta primordial promover el desarme de la sociedad civil, y educar en 
cuanto a que, quién decida adquirir un arma de fuego, debe estar preparado 
psicológicamente y haber recibido la capacitación, preparación y entrenamiento 
necesario para lograr un uso adecuado y racional de la misma. 

El término “tráfico de armas” conlleva necesariamente el comercio ilegal 


de armas, por lo que podemos, bajo esta denominación, contemplar el comercio ilegal a 
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nivel intemo y a nivel intemacional, dependiendo del alcance que pretendamos 
atribuirle a la palabra tráfico, 

En este trabajo, se optó por elaborar dos tipos penales diferentes, uno 
relacionado al comercio ilegal que se produce dentro dei territorio nacional y que se 
denominerá delito de “Tráfico ilícito interno y fabricación ilegal de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados” y otro relacionado al 
comercio ¡legal que traspasa nuestras fronteras y que se denominará “Tráfico lícito 
internacional de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados”. 

Esta decisión fue adoptada en virtud de la definición de “Tráfico llicito” 
proporcionada por el artículo 2 de la “Convención interamericana Contra la Fabricación 
y el Tráfico lícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales 
Relacionados”, aprobada por Ley 17.300. 

Debemos resaltar que no podemos restringir el concepto que la 
Convención proporciona, pero sí podemos hacerlo más amplio, esto es, contemplativo 
de un número mayor de acciones en relación a las que fueron previstas a texto expreso. 

En lo que tiene que ver con el Decomiso, se consideró opornna la 
aplicación los artículos 62 y 63 del Decreto Ley 14.294 del 31 de octubre de 1974, en la 
redacción dada por el artículo 2 de la Ley 18.494 del 05 de junio de 2009, por ser un 
texto ampliamente aplicable a estos nuevos tipos penales. 

Siguiendo el mismo criterio, pueden ser de aplicación los artículos 4, 5, 6 
y 7 de la Ley 18,494 del 05 de junio de 2009, en cuanto a las Técnicas de Investigación. 

Otro punto que debe resolverse, refiere a la competencia de los Juzgados 
para atender estos delitos. Para el delito de tráfico internacional, se entendió 
conveniente, que sean competentes exclusivamente los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia Especializados en Crimen Organizado, ya que la propia naturaleza del delito 
indica que debió haber sido cometido por una organización criminal. 

En lo que refiere al delito de tráfico interno y fabricación ilegal de armas, 
se sugiere que sea competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
Especializados en Crimen Organizado, siempre que el tipo penal, involucre a una 
organización criminal; en el resto de los casos debería ser competencia de los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal. 

Se incluirá a texto expreso en el proyecto, que el Ministerio del Interior 
deberá tener acceso a la información que surge del banco de datos del Ministerio de 
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Defensa, en lo que refiere al registro de las armas de fuego, así como también lós datos 
de los titulares de las mismas. Dicha previsión responde a la necesidad del Ministerio 
del Interior de contar con información inmediata, clara y veraz, que le permita actuar de 
forma inmediata al momento de llevarse a cabo un procedimiento policial y se detecte la 
posesión o tenencia de armas de fuego, 

El acceso a este tipo de información permitirá dotar a los procedimientos 
policiales de mayor agilidad, eficacia y eficiencia; repercutiendo en forma directa en la 
actividad judicial, No se debe dejar de precisar, que creadas estas nuevas figuras 
delictivas, la autoridad policial al momento de detectar un arma de fuego, debe 
necesariamente conter con la información adecuada que le permita corroborár en tiempo 
y forma si la misma se encuentra registrada, requerida y a quien pertenece, Si su 
tenencia o porte es legítimo. 

En nuestro Código Penal, en el Capítulo IV - “De las faltas contra la 
integridad fisica”, en el artículo 365 ,.nral. 12%, se encuentra tipificado como falta y no 
como delito el “Uso y retención ilícita de armas”, siendo pasible de una pena de multa, 

De lo expuesto surge que, creándose los delitos de tráfico de armas, la 
línea divisoria entre la tipificación de la conducta antijurídica como falta o como delito 
es muy delgada. Lo cual a posteriori, generara importantes inconvenientes a los fiscales 
y a los jueces al miomento de encuadrar la conducta dentro del tipo previstó para el 
delito y no para la falta. Por supuesto, que los abogados de la defensa insistirán que se 
ha contetido la falta del artículo 365, nrel. 12 y no el delito de tráfico de armas. 

La figura del delito de tráfico ya contempla el accionar previsto como 
falta en el artículo 365,. nral. 12 además de agregar otros. Para que la creación de estos 
nuevos delitos sea plenamente eficaz, debería derogarse la falta prevista en el artículo 
365,'nral. 12 del Código Penal, porque de mantenerse vigente, desvanecería o 
desnaturalizaría ls razón de la existencia de las nuevas figuras penales. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese cuerpo con su mayor 


consideración. 
JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Eduardo Bonomi, 


Eleuterio Fernández Huidobro 
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Ministerio del Interior 


Ministerio de Defensa Nacional 


eii y_otros tad ió El que realizare la e 


exportación, adquisición, venta, entrega, distribución, traslado o transferencia de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados desde o a través del 
territorio nacional a otro Estado sin obtener previamente la autorización de todos los 
Estados concernidos, será castigado con tres a doce años de penitenciaria. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la 
pena será aumentada en un tercio, 


Artí 2. Tráfico ilícito interno y fabricación ilegal de armas de fuez, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados: El que de cualquier modo 
adquiriere, alquilare, recibiere, transportare, distribuyere, ocultare, tuviere en depósito, 
fabricare, produjere, creare, armare, ensamblare o reensamblare, adulterare, vendiere, o 
de cualquier forma utilizare, armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados sin autorización o contraviniendo las normas legales y/o reglamentarias, 
será castigado con una pena de 24 meses de prisión a 6 años de penitenciaria. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la 
pena será aumentada en un tercio. 


Artículo 3. Técnicas de investigación: Serán de aplicación los artículos 4, 5, 6 


y 7 de la Ley 18.494 del 05 de junio de 2009, cuando el delito sea competencia de los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado. 
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Artículo 4.- Decomiso: Serán de aplicación para ambos delitos, los artículos 62 
y 63 del Decreto Ley 14.294 del 31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el 


artículo 2 de la Ley 18,494 del 05 de junio de 2009. 


Artículo 5. Destino: Las armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados, que fueran decomisados serán destruidos, salvo, aquellos 
que pudieran ser utilizados por el Ministerio del Interior o por el Ministerio de Defensa 
Nacional para el cumplimiento de sus funciones, según lo establecido en las normas 


relativas a dicha materia. 


Artículo 6. Competencia: Amplíase la cornpetencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado prevista por el artículo 414 de 
la Ley 18.362 del 6 de octubre de 2008, incorporándose el delito de “Tráfico ¡lícito 
internacional de armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados”. 

Incorporase el delito de “Tráfico ilícito interno y fabricación ilegal de armas de 
fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados”, cuando 
exista participación de una organización criminal. 


Articulo 7. Base de datos del Ministerio de Defensa Nacional: El Ministerio 


de Defensa Nacional, a través del Servicio de Material y Armamento, brindará al 
Ministerio del Interior la información relativa a las armas de fuego requeridas y la 
identificación de sus titulares. 


Artículo 8. Derogación expresa: Derógase el numeral 12? del artículo 365 del 


Código Penal. 


Artículo 9: Concédase un plazo de seis meses, a contar desde la fecha de 
entrada en vigencia de la presente Ley, a efectos de que: 

a) Quienes posean armas de fuego en forma ilegal o antireglamentaria 
regularicen su sirueción ante los organismos correspondientes. 

b) Efectúen la entrega voluntaria de las mismas en el Servicio de Material y 
Armamento del Ministerio de Defensa Nacional. 
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Disposiciones citadas 


CÓDIGO PENAL 


LIBRO Mi 
TITULO | - DELAS FALTAS 
CAPITULO IV - DE.LAS FALTAS CONTRA LA INTEGRIDAD FISICA 


Será castigado con 10 UR. (diez unidades reajustables) a 100 UR. (cien unidades 

reajustables) de multa o prisión equivalente: 

1. (Omisión de señales o reparos. en lugares públicos, en defensa de las personas). El 
que omia colocar las señales y reparos prescriptos por la ley o la autoridad para 
defender a las personas en un lugar de tránsilo púbico, o remueva dichas señales 
o reparos o apague los faroles colocados como señal. 


2. (Arrojamiento de cosas o substancias en lugares de tránsito público, en detrimento 
de las personas). El que arroja en un lugar de tránsito público, o ertun Jugar 
privado, pero por donde circulan personas, cosas susceptibles de lesionar, ensuciar 
o molestar 


3. (Suspensión de cosas en lugares de tránsito público, en detrimento de las 
personas). El que suspende en un lugar de tránsito público, A 
por donde circulan personas, objetos cuya caida es susceptible de lesionar, 
ensuciar o molestar. 


4. Derogado 


5. (Asustamiento de animales en lugares públicos). El que asustando animales en un 
lugar público o accesible al público, pusiera en peligro las personas o las 
propiedades. 


6. (Velocidad excesiva en la conducción de animales o vehiculos). El que en lugares 
de tránsito público condujere animales o vehículos con velocidad excesiva o 
prohibida por las ordenanzas 


7. (Omisión de reparos y defensas en las máquinas). E! que omitiere los reparos o 
defensas impuestos por la prudencia, para prevenir el peligro emanado de las 
máquinas y calderas de vapor. 


8. (Omisión de precauciones en el uso de calderas). El que usare calderas de vapor 
nuevas o restauradas, sin haber adoptado previamente las medidas destinadas a 
evitar su explosión. 


9. (Introducción, depósito, venta, etc., clandestina, de substancias explosivas). El que 
sin permiso de la autoridad o sin las debidas precauciones, fabrica o introduce en 
el país o tiene en depósito, o vende o transporta materias explosivas. 


10. (Omisión por el dueño, de precauciones, respecto de las construcciones ruinosas). 
El propietario poseedor o encargado de un edificio que descuidare la reparación o 
demolición de una construcción que amenazare caerse. 


1. rca por el director de una obra, de las precauciones debidas). El director de 
la construcción o demolición de una obra, que omitiere las medidas adecuadas. en 
defensa de las personas y de las propiedades. 
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12. (Uso y retención ¡licita de armas). El.que usare armas, sin estar facultado para 
ello, o retuviere aquéllas cuya tenencia se hallare prohibida. 


13. (Disparo de armas de fuego y de petardos en poblado). El que dentro de poblado o 
en sitio público, o frecuentado, disparare armas de fuego, petardos, u otros 
proyectiles, que causaren peligro o alarma. 


14. (Omisión en la guarda de un enfermo menta! peligroso). El encargado de una 
persona afectada de una enfermedad mental o psíquica, que descuidare su 
vigilancia, cuando elio representare un peligro para el enfermo o para los demás. 

15. (Omisión en la denuncia de un enfermo mental peligroso). El médico que habiendo 
asistido o examinado a una persona afectada de una enfermedad mental o psiquica 
que represente un peligro para el enfermo o para los demás, omitiere dar aviso a la 
autoridad, 


16. (Hipnotismo o letatgia ícitas). El que coloca a otro con su consentimiento en un 
estado de letargia o de hipnosis, o lo somete a un tratamiento que suprima la 
conciencia o la voluntad, cuando del hecho pueda derivarse un daño para el 
paciente. 

La disposición no se aplica cuando el hecho se ejecutare por un médico con un fin 
cientifico o terapéutico. 

17. El que ocupare los lugares reservados para las personas con discapacidad en los 
estacionamientos de vehículos sin tener la condición de tal. 


FUENTE: Ley N? 15.903, de 10 de noviembro de 1987, 
articulo 216 


Numeral 4 — Loy N* 16,088, de 25 de octubre de 1989, 
articulo 12 


Numeral 17 - Loy N* 18,651, de 19 de febrero de 2010, 
artículo 87 
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Ley N? 18.996, 
de 7 de noviembre de 2012 


SECCIÓN IV 
INCISOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL 
INCISO 08 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 


Artículo 141 - Los titulares de servicios de radiodifusión de radio, los titulares 
de servicios de radiodifusión de televisión abierta, los titulares de servicios de 
televisión para abonados en sus señales propias y las señales de televisión 
cuya programación sea establecida en Uruguay y que sean difundidas o 
distribuidas por servicios para abonados, deberán permitir el uso gratuito de 
hasta quince minutos diarios, no acumulables, para realizar campañas de bien 
público sobre temas tales como salud, educación, niñez y adolescencia, 
convivencia, seguridad vial y derechos humanos, por parte de organismos 
públicos y personas públicas no estatales, de acuerdo a lo dispuesto por el 
Poder Ejecutivo. La Secretaria de Comunicación Institucional creada por el 
artículo 55 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, recepcionará las 
solicitudes correspondientes y ejercerá la coordinación de las mismas a efectos 
de tramitar su autorización mediante resolución del Presidente de la República, 
previa intervención del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Dichas campañas no podrán utilizarse para fines propagandisticos de los 
partidos políticos ni podrán incluir la voz, imagen o cualquier otra referencia que 
individualice a funcionarios públicos que ocupen cargos electivos o de 
particular confianza 


La Unidad Reguladora de los Servicios de Comunicación (URSEC) estará a 
cargo de controlar su aplicación. 
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Ley N* 18,494, 
de 5 de junio de 2009 


Artículo 1*.- Sustitúyense los artículos 1”, 2”, 3”, 6%, 7”, 8”, 14, 16 y 19 de la 
Ley N? 17 835, de 23 de setiembre de 2004, por los siguientes: 
“ARTÍCULO 1*.- Todas las personas fisicas o juridicas sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay estarán obligadas a informar las"transacciones, 
realizadas o no, que en los usos y costumbres de la respectiva actividad 
resulten inusuales, se presenten sin justificación económica o legal evidente 
o se planteen con una complejidad inusitada o injustificada. También deben 
ser informadas las transacciones financieras que involucren activos sobre 
cuya procedencia existan sospechas de ilicitud, a efectos de prevenir el 
delito de lavado de activos tipificado en los artículos 54 y siguientes del 
Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974 -incorporados por el 
artículo 5” de la Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998- y de prevenir 
asimismo el delito tipificado en el artículo 16 de la presente ley. En este 
último caso, la obligación de informar alcanza incluso a aquellas operaciones 
que -aun involucrando activos de origen lícito- se sospeche que están 
vinculadas a las personas fisicas o jurídicas comprendidas en el artículo 15 
de la presente ley o destinados a financiar cualquier actividad terrorista. 


La información deberá comunicarse a la Unidad de Información y Análisis 
Financiero (UIAF) del Banco Central del Uruguay, en la forma que 'éste 
reglamentará. 


La obligación de informar comprenderá asimismo a: i) las empresas que 
presten servicios de arrendamiento y custodia de cofres de seguridad, de 
transporte de valores y de transferencia o envío de fondos, ¡i) los fiduciarios 
profesionales y lil) las personas físicas o Jurídicas que, en forma profesional, 
presten desde Uruguay asesoramiento en materia de inversiones, 
colocaciones y otros negocios financieros a clientes, cualesquiera sea su 
residencia o nacionalidad. La supervisión de la actividad de estos sujetos 
obligados estará a cargo del Banco Central del Uruguay. 


El incumplimiento de la obligación de informar determinatá' la aplicación, 
según “las circunstancias del caso, de las sanciones “y medidas 
administrativas previstas en el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre : de 

* 1982, con la redacción 'dada por la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 
1992 y las modificaciones introducidas por las Leyes N* 17.523, de 4 de 
agosto de 2002 y N* 17 613, de 27 de diciembre de 2002". 


"ARTÍCULO 2”.- Con las mismas condiciones también estarán sujetos a.la 
obligación establecida en el artículo anterior: 
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1) los casinos, 


11) las inmobiliarias y otros intermediarids en transacciones que involucren 
inmuebles, 


ll) los escribanos, cuando lleven a cabo operaciones para su cliente, 
relacionadas gon las actividades siguientes: 


a. compraventa de bienes inmuebles; 
b. administración del dinero, valores u otros activos del cliente; 
c. administración de cuentas bancarias, de ahorro o valores; 


d. organización de aportes para la creación, operación o administración 
de sociedades; 


e. creación, operación o administración de personas jurídicas u otros 
institutos jurídicos y 


f. compraventa de establecimientos comerciales. 
Iv) los rematadores, 


V) las personas físicas o jurídicas dedicadas a la compra y la venta de 
antiguedades, obras de arte y metales y piedras preciosos, 


VI) los explotadores de zonas francas, con respecto a los usos y actividades 
que determine la reglamentación; 


VII) las personas físicas o juridicas que a nombre y por cuenta de terceros 
realicen transacciones o administren en forma habitual sociedades 
comerciales, 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer, por vía reglamentaria, los 
requisitos que deberán cumplir estos sujetos obligados, para el registro de 
transacciones, el mantenimiento de los respectivos asientos y la debida 
identificación de los clientes. Cuando los sujetos obligados participen en un 
organismo gremial que por el número de sus integrantes represente 
significativamente a la profesión u, oficio de que se trate, el organismo de 
control en materia de lavado de dinero y financiamiento del terronsmo podrá 
coordinar con dichas entidades la mejor manera de instrumentar el 
cumplimiento por parte de los agremiados o asociados de sus obligaciones 
en la materia. Si'no existieran dichas entidades, el órgano de control podrá 
crear comisiones interinstitucionales cuya integración, competencia y 
funcionamiento serán establecidos por la reglamentación. 


40-C.S. CÁMARA DE SENADORES 7 de mayo de 2013 


El incumplimiento de las obligaciones -previstas en el presente artículo 
determinará la aplicación por parte del Poder Ejecutivo de una multa mínima 
de 1.000 Ul (mil Unidades Indexadas) y una multa máxima de 20:000.000 Ul 
(veinte millones de Unidades Indexadas) según las circunstancias del caso, 
la conducta y el volumen de negocios habituales del infractor y previo 
informe de la Unidad de información y Análisis Financiero del Banco Central 
cel Uruguay”. 


"ARTÍCULO 3*.- La comunicación será reservada. Ningún sujeto obligado, 
incluyendo las personas relacionadas contractualmente con él, podrá poner 
en conocimiento de las personas participantes o de terceros las actuaciones 
e informes que. sobre ellas realicen o produzcan, en cumplimiento de la 
obligación impuesta en los artículos 1?, 2? y 17 de la presente ley. 


Una vez recibido el reporte, la Unidad de Información y Análisis Financiero 
podrá instruir a quien lo haya formulado sobre la conducta a seguir con 
respecto a las transacciones de que se trate y a la relación comercial con el 
cliente. Si en el plazo de tres dias hábiles la Unidad no imparte instrucciones, 
el obligado podrá adoptar la conducta que estime más adecuada a sus 
intereses. 


Toda vez que la Unidad de Información y Análisis Financiero reciba un 
reporte de operación sospechosa deberá guardar ésfricta reserva respecto 
de la identidad del sujeto obligado que lo haya formulado, así como de la 
identidad del firmante del mismo, Esta información sólo será revelada a 
instancias de la justicia penal competente, por resolución fundada, cuando 
ésta entienda que resuita relevante para la causa". 


"ARTÍCULO 6”.- La Unidad de Información y Análisis Financiero, por 
resolución fundada, podrá instruir a las instituciones sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay para cue impidan, por un plazo de hasta setenta 
y dos horas. la realización de operaciones sospechosas de involucrar fondos 
cuyo origen proceda de los delitos cuya prevención procura la presente ley. 
La decisión deberá comunicarse inmediatamente a la Justicia Penal 
competente, la cual, consideradas las circunstancias del caso, determinará si 
correspondiere, sin previa notificación, la inmovilización de los activos de los 
participes. La resolución que adopte el Juez Penal competente, sea 
disponiendo o denegando la inmovilización de los fondos, será comunicada a 
la Unidad de Información y Análisis Financiero, la que a $u vez deberá 
poneria en conocimiento de las instituciones sujetas al control del Banco. 
Central del Uruguay involucradas”. 


“ARTÍCULO 7”.- Sobre la base del principio de recipracidad, el-Banco Central 
cel Uruguay, a través de ¡a Unidad de Información y Análisis Financiero, 
podrá intercambiar información relevante para la investigación de los delitos 
de lavado de activos y financiación del terrorismo con las autoridades de 
otros Estados que. ejerciendo competencias homólogas, lo soliciten 
fundadamente. Con esa finalidad, podrá además suscribir memorandos de 
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entendimiento. Para este efecto, sólo se podrá suministrar información 
protegida por normas de confidencialidad si se cumplen los siguientes 
requisitos: 


A) El organismo requirente se comprometerá a utilizar la información al solo 
y específico objeto de analizar los hechos constitutivos del lavado ce 
activos originados en delitos precedentes que estén incluidos en el 
artículo 8%, así como del delito previsto por el articulo 16 de la presente 
ley; 


B) respecto a la información 'y documentación que reciban, tanto el 
organismo requirente como sus funcionarios, deberán estar sometidos a 
lás mismas obligaciones de secteto profesional que rigen para la Unidad 
de Información y Análisis Financiero y sus funcionarios; 


C) los antecedentes suministrados sólo podrán ser utilizados en un proceso 
penal o administrativo en el Estado requirente, previa autorización de la 
Justicia Panal del país requerido, que se otorgará de acuerdo con las 
normas de cooperación jurídica internacional”. 


"ARTÍCULO 8*.- Los delitos tipificados en los artículos 54 a 57 del Decreto- 
Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, se configurarán también cuando 
su objeto material sean los bienes, productos o instrumentos provenientes de 
delitos tipificados por nuestra legislación vinculados a las siguientes 
actividades: 


1. crímenes de genocidio, crimenes de guerra y de lesa humanidad 
tipificados por la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006; 


2. terrorismo; 
3. financiación del terrorismo; 


4. contrabando superior a U$S 20.000 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América): 


5. tráfico ¡lícito de armas, explosivos, municiones o material destinado.a su 
producción; 


6. tráfico ilícito de órganos, tejidos y medicamentos; 
7. “tráfico ilícito y trata de personas; 


8. extorsión; 
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9. secuestro; 
10. proxenetismo; 
11, tráfico ilícito de sustancias nucleares; 
12. tráfico ilicito de obras de arte, animales o materiales tóxicos, 
13. estafa; 
4. apropiación indebida; 


45. los deitos contra la Administración Pública incluidos en el Titulo /V del 
Libro 1! del Código Penal y los establecidos en la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998 (delitos de corrupción púbica); 


16. quiebra fraudulenta; 
17. insolvencia fraudulenta; 


18. el delito previsto en el artículo 5” de la Ley N* 14.095, de 17 de 
noviembre de 1972 (insolvencia societaria fraudulenta); 


19. los delitos previstos en la Ley N* 17,011, de 25 de setiembre de 1998 y 
sus modificativas (delitos marcarios); 


20. los delitos previstos en la Ley N* 17.616, de 10 de enero de 2003 y sus 
modificativas (delitos contra la propiedad intelectuab); 


21. las conductas delictivas previstas en la Ley N* 17.815, de 5 de setiembre 
de 2004, en los artículos 77 a 81 de la Ley N” 18.250, de 6 de enero de 
2008 y todas aquellas conductas ilícitas previstas en el Protocolo 
Facultativo de la Convención de los Derechos del Niño sobre venta, 
prostitución infantil y utilización en pornografía o que refieren a trata, 
tráfico o explotación sexual de personas; 


22. la falsificación y la alteración de moneda previstas én los artículos 227 y 
228 del Código Penal". 


"ARTÍCULO 34.- Decláranse de naturaleza terrorista los delitos que se 
ejecutaren con la finalidad de intimidar a una población u obligar a un 
gobierno o a una organización internacional, a realizar un acto a a 
abstenerse de hacerlo mediante la utilización de armas de .guerra, 
explosivos, agentes químicos o bacteriológicos o cualquier otro medio idóneo 
para aterrorizar a la población, poniendo en peligro la vida, la integridad 
física, la libertad o la seguridad de un número indeterminado de personas La 


7 de mayo de 2013 CÁMARA DE SENADORES 43-C.S. 


conspiración y los actos preparatorios se castigarán con la tercera parte de la 
pena que correspondería por el delito consumado”. 


"ARTÍCULO 16.- El que organizare o, por el medio que fuere, directa o 
indirectamente, proveyere O recolectare fondos. para financiar una 
organización terrorista o a un miembro de ésta o a un terrorista individual, 
con la intención que se utilicen o a sabiendas que serán utilizados, en todo o 
en parte, en las actividades delictivas descritas en el artículo 14 de la 
presente ley, independientemente de su acaecimiento y aun cuando ellas no 
se desplegaren en el territorio nacional, será castigado con una pena de tres 
a dieciocho años de penitenciaria”. 


"ARTÍCULO 19.- Todas las personas físicas o jurídicas sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay que transporten dinero en efectivo, metales 
preciosos u otros instrumentos monetarios a través de la frontera por un 
monto superior a U$S 10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos de 
América) deberán comunicarlo al Banco Central del Uruguay, en la forma en 
que determinará la reglamentación que éste dicte. 


Toda otra persona que transporte dinero en efectivo, metales preciosos u 
otros instrumentos monetarios a través de la frontera por un monto superior a 
U$S 10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) deberá 
declararlo a la Dirección Nacional de Aduanas, en la forma que determinará 
la reglamentación, 


El incumplimiento de esta obligación determinará, para los sujetos 
comprendidos en el inciso primero del presente artículo, la aplicación de las 
sanciones establecidas en el artículo 1% de la presente ley; para los 
señalados en el inciso segundo, la imposición de una multa por parte del 
Poder Ejecutivo, cuyo máximo podrá ascender hasta el monto de la cuantía 
no declarada, consideradas las circunstancias del caso. 


Constatado el transporte de fondos o valores en infracción a lo dispuesto 
en el presente articulo, la autoridad competente procederá a su detención, 
adoptará inmediatamente las medidas pertinentes a efectos de la instrucción 
del correspondiente procedimiento administrativo y solicitará, dentro de las 
cuarenta y ocho horas hábiles siguientes, las medidas cautelares necesarias 
para asegurar el derecho del Estado al cobro de la multa prevista en el 
inciso precedente. El Juez fijará el término durante el cual se mantendrán las 
medidas decretadas, el que no podrá ser mayor a seis meses y que podrá 
ser prorrogado cuando resultare insuficiente por.causas no imputables a la 
Administración. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la 
autoridad competente solicitará inmediatamente la orden judicial de 
incautación, cuando existan sospechas fundadas de que los fondos o valores 
no declarados provienen de alguno de los delitos tipificados en la presente 
ley, aun cuando hayan sido cometidos en el extranjero, bajo la condición de 
que la conducta constituye también delito en la ley uruguaya. La prueba de 
un origen diverso producida por el titular de los fondos o valores incautados 
determinará la devolución de los mismos, sin perjuicio de las medidas 
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cautelares que se dispusieren para asegurar el pago de la multa prevista en 
este artículo. La resolución judicial que deniegue la devolución será apelable, 
aun en etapa presumanal”. 


Artículo 2” - Sustitúyense los artículos 52 y 63 del Decreto-Ley N” 14,294, de 
31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 5” de la Ley 
N?* 17.016, de 22 de octubre de 1998, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 62. (Medidas cautelares). 


62.1. (Universalidad de la aplicación). El tribunal penal competente adoptará 
por resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier estado 
de la causa e incluso en el presumario, las medidas cautelares necesarias 
para asegurar la disponibilidad de los bienes sujetos a eventual decomiso 
como consecuencia de la comisión de cualquiera de los delitos previstos en 
la presente ley o delitos conexos con éstos. 


En el caso de que las medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa 
presumanal, éstas caducarán de pleno derecho si, en un plazo de dos años 
contados desde que las mismas se hicieron efectivas, el Ministerio Público 
no solicita el enjuiciamiento 


62.2, (Procedencia). Las medidas cautelares se adoptarán cuando el tribunal 
pena! competente estime que son indispensables para la protección del 
derecho dei Estaco de disponer de estos bienes una vez decomisados y 
siempre que exista peligro de lesión o frustración del mismo por la demora 
del proceso, 


En ningún caso se exigirá contracautela pero el Estado responderá por los 
daños y perjuicios causados por las medidas cautelares adoptadas, si los 
bienes afectados no son finalmente decomisados. 

La Junta Nacional de Drogas podrá requerir al Ministerio Público que 
solicite la adopción de medidas cautelares sobre los bienes y productos del 
delito que le pudieran ser adjudicados por sentencia 


62.3. (Facultades del tribunal). El tribunal penal competente podrá: 


a) apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la entiende 
más eficiente; 


b) establecer su alcance y término de duración; y 


c) disponer la modificación, sustitución .o cese de la medida cautelar 
adoptada. 


62.4. (Recursos). Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún 
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incidente.o petición podrá: detener su tumplimiento. 


Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas adoptadas 
en forma completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificarán 
una vez cumplidas. 


La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar será 
recurrible mediante recursos de reposición y apelación, pero la interposición 
de los mismos no suspenderá su ejecución. 


62.5, (Medidas especificas). El tribunal penal competente podrá disponer 
las medidas que estime indispensables, entre otras, la prohibición de 
innovar, la anotación preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la 
designación de veedor o auditor, la de interventor o cualquier otra que sea 
idónea para el cumplimiento de la finalidad cautelar. 


La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las facultades 
del interventor debiéndose procurar, en lo posible, la continuidad de la 
explotación intervenida, El tribunal fijará la retribución del interventor la cual, 
si fuere mensyal, no podrá exceder de la que percibiere en su caso un 
gerente con funciones de administrador en la empresa intervenida, la que se 
abonará por el patrimonio intervenido y se imputará a la que se fije como 
honorario final. 


62.6. (Medidas provisionales). El tribunal penal competente podrá adoptar, 
comó medida provisional o anticipada, el remate de los bienes que se 
hubieran embargado o, en general, se encontraren sometidos a cualquier 
medida cautelar, que corran riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse o 
desvalorizarse O cuya conservación irrogue perjuicios oO gastos 
desproporcionados a su valor. 


En estos casos, el tribunal penal competente podrá disponer su remate y 
depositar el producto en unidades indexadas u otra unidad de medida que 
permita asegurar la preservación del valor, a la orden del tribunal y bajo el 
rubro de autos". 


"ARTÍCULO 63. (Decomiso).- 


63.1. (Concepto). El decomiso es la privación con carácter definitivo de 
algún bien, producto o Instrumento, por decisión del tribunal penal 
competente a solicitud del Ministerio Público, como consecuencia jurídica 
accesoria de la actividad ilícita. La providencia ejecutoriada que lo disponga 
constituirá título de traslación del dominio y se inscribirá en los Registros 
Públicos correspondientes. 


63.2. (Ámbito objetivo). En la sentencia definitiva de condena por alguno de 
los delitos previstos en ta presente ley o delitos conexos, el tribunal penal 
competente dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 
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a) los. estupefacientes y sustancias psicotrópicas- prohibidas que fueran 
incautadas en el proceso, 


b) los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad 
preparatoria punible; 


c) los bienes y productos que procedan del delito; 


d) los bienes y productos que procedan de la aplicación-de los provenientes 
del delito, comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan 
los 


e) los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos 
provenientes de! delito 


63.3. (Decomiso por equivalente) Cuando tales bienes, productos e 
instrumentos no pudieran ser decomisados, el tribunal penal competente 
dispondrá el decomiso de cualquier otro bien del condenado por un valor 
equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá que aquél pague una multa 
de idéntico valor, 


63,4, (Decomiso de pleno derecho). Sin perjuicio de lo expresado, el tribunal 
pena! competente, en cualquier etapa del proceso en la que el indagado o 
imputado mo fuera habido, librará la orden de prisión respectiva y 
transcurridos seis meses sin que haya variado la situación, caducará todo 
derecho que el mismo pueda tener sobre los bienes, productos o 
instumentos que se hubiesen cautelarmente incautado, operando el 
decomiso de pieno derecho 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
inmovilización de activos al amparo de lo ecictado por el artículo 6” de la Loy 
N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no offecieran prieba 
de que los mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos en la 
presente ley o delitos conexos en un plazo de seis meses, caducará todo 
derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, operando el 
decomiso de pleno derecho, 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
incautación de fondos o valoras no declarados, al'amparo de lo edictado por 
el artículo 19 de la Ley N* 17,035, de 23 de setiembre de 2004, si sus 
titulares no ofrecieran prueba que los mismos tienen un origen diverso a los 
delitos previstos en la presente ley o delitos conexos en un plazo de seis 
meses, caducará todo derecho que pudieran tener: sobre los “fondos 
inmovilizados, operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes o productos 
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provenientes de delitos tipificados en la presente ley o delitos conexos, si en 
el plazo de seis meses no compareciere ningún. interesado, operará el 
decomiso de pleno derecho. 


63.5. (Ámbito subjetivo). El decomiso puede alcanzar los bienes enumerados 
en los incisos anteriores de ¡os que el condenado por alguno de los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos sea el beneficiario final y 
respecto de cuya ¡legítima procedencia no haya aportado una justificación 
capaz de contradecir los indicios recogidos en la acusación, siempre que el 
valor de los mencionados bienes sea desproporcionado respecto de la 
actividad lícita que desarrolle y haya declarado. Podrán ser objeto de 
decómiso el dinero, los bienes 'y los demás efectos adquiridos en un 
momento anterior a aquél en que se ha desarrollado la actividad delictiva del 
reo, siempre que el tribunal penal competente disponga de elementos de 
hecho aptos para justificar una conexión razonable con la misma actividad 
delictiva. 


A los fines del decomiso se considerará al condenado por los delitos 
previstos en la presente ley o conexos con éstos, beneficiario final de los 
bienes, aun cuando figuren a nombre de terceros o de cualquier otro modo 
posea, a través de persona física o jurídica intermedia. 


La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán 
resueltos por el tribunal penal competente". 


Artículo 3*.- En los procesos de competencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado, la reserva no regirá el 
plazo de un año que establece el artículo 113 del Código del Proceso Penal a 
los efectos del diligenciamiento de prueba que, por su naturaleza, deba 
producirse sin conocimiento del indagado. 


Artículo 4*.- Sustitúyense los artículos 9% a 12 de la Ley N* 17.835, de 23 
setiembre de 2004, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 9”. (Entrega vigilada). 


9.1. Con fines de investigación, a requerimiento del Ministerio Público, el 
Juez Penal competente podrá autorizar la circulación y entrega vigilada de 
dinero en efectivo, metales preciosos u otros instrumeritos monetarios, 
sustancias tóxicas, estupefacientes, psicotrópicos, precursores u otra 
sustancia prohibida, o cualquier otro bien que pueda ser objeto de un delito 
que sea de competencia de los Juzgados Letrados de" Primera Instancia 
Especializados en Crimen Organizado, por resolución fundada, bajo la más 
estricta reserva y confidencialidad. 


9.2. Para adoptar estas medidas el Juez deberá tener en cuenta en cada 
caso concreto su necesidad a !los fines de la investigación, según la 
importancia del delito, las posibilidades de vigilancia y el objetivo de mejor y 
más eficaz cooperación internacional. 
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9.3. Por entrega vigilada se entiende la técnica de permitir que remesas 
ilícitas o sospechosas de los bienes o sustancias detalladas en el 
inciso primero entren, transiten o salgan del territorio nacional, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de las autoridades competentes, con el 
propósito de identificar a las personas y organizaciones involucradas en la 
comisión de los delitos referidos o con el de prestar auxilio a autoridades 
extranjeras con ese mismo fin. 


Las remesas ilicitas cuya entrega vigilada se haya acordado, podrán ser 
interceptadas y autorizadas a proseguir intactas o habiéndose retirado o 
sustituido tota! o parcialmente las sustancias ¡ilícitas que contengan". 


Artículo 5* (Vigilancias electrónicas).- En la investigación de cualquier delito 
se podrán utilizar todos los medios tecnológicos disponibles a fin de facilitar su 
esclarecimiento. 


La ejecución de las vigilancias electrónicas será ordenada por el Juez de la 
investigación a requerimiento del Ministerio Público. El desarrollo y la colección 
de la prueba deberá verificarse bajo la supervisión del Juez competente, El 
Juez competente será el encargado de la selección del material destinado a ser 
utilizado en la causa y la del que descartará por no referirse al objeto 
probatorio. 


El resultado de las pruebas deberá transcribirse en actas certificadas a fin de 
que puedan ser incorporadas al proceso y el Juez está obligado a la 
conservación y custodia de los soportes electrónicos que las contienen, hasta 
el cumplimiento de la condena. 


Una vez designada la defensa del intimado, las actuaciones procesales serán 
puestas a disposición de la misma para su control y análisis, debiéndose 
someter el material al indagado para el reconocimiento de voces e imágenes. 


Quedan expresamente excluidas del objeto de estas medidas las 
comunicaciones de cualquier indole que mantenga el indagado con su defensor 
y las que versen sobre cuestiones que no tengan relación con el objeto de la 
investigación. 


Artículo 6”. (Del colaborador). - 


6.1. El Ministerio Público, en cualquier etapa del proceso penal, podrá 
acordar con una persona que haya incurrido en delitos que sean competencia. 
de los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado, la reducción de la pena a recaer hasta la mitad del mínimo y del 
máximo o aun no formular requisitoria según la circunstancia del caso, 'si: 


A) Revelare la identidad de autores, coautores, cómplices o encubridores de 
los hechos investigados o de otros conexos, proporcionando datos 
suficientes que permitan el procesamiento de los sindicados o la 
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resolución definitiva del caso o un significativo progreso de la 
investigación. 


B) Aportare información que permita incautar materias primas, 
estupefacientes, dinero, sustancias inflamables o explosivas, armas o 
cualquier otro objeto o elemento cue pueda servir para la comisión de 
pu planificarlos e incluso recuperar objetos o bienes procedentes de 
os mismos. 


A los fines de la exención de pena se valorará especialmente la información 
que permita desbaratar una organización, grupo o banda dedicada a la 
actividad delictiva de referencia. 


La reducción o exención de pena no procederá respecto de la pena de 
inhabilitación. 


6.2. Será condición necesaria para la aplicación de esta ley que el 
colaborador abandone la actividad delictiva o la asociación ilícita a la que 
pertenece. 


6.3. La declaración del colaborador deberá prestarse dentro de los 180 días 
en que manifestó su voluntad de acogerse a! beneficio. En esa declaración el 
colaborador deberá revelar toda la información que posea para la 
reconstrucción de los hechos y la individualización y captura delos autores. 


Artículo 7*. (Agentes encubiertos).- 


7.1. A solicitud del Ministerio Público y con la finalidad de investigar los delitos 
que ingresan en la órbita de su competencia, los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia Especializados en Crimen Organizado podrán, mediante resolución 
fundada, autorizar a funcionarios públicos a actuar bajo identidad supuesta y a 
adquirir y transportar objetos, efectos e instrumentos de delito y diferir la 
incautación de los mismos. La identidad supuesta será otorgada por el 
Ministerio del Interior por el plazo de seis meses prorrogables por periodos de 
igual duración, quedando legítimamente habilitados para actuar en todo lo 
relacionado con la investigación concreta y a participar en el tráfico jurídico y 
social bajo tal identidad. 


La resolución por la que se acuerde deberá consignar el nombre verdadero 
del agente y la identidad supuesta con la que actuará en el caso concreto. La 
resolución será reservada y deberá conservarse fuera de las actuaciones con 
la debida seguridad 


La información que vaya obteniendo el agente encubierto deberá ser puesta a 
la mayor brevedad posible en conocimiento de quien autorizó la investigación. 
Asimismo, dicha información deberá aportarse al proceso en su integridad y se 
valorará por el órgano judicial competente. 
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7.2. Los funcionarios públicos que hubieran actuado en una investigación con 
identidad falsa, de conformidad a lo previsto en el numeral precedente, podrán 
mantener dicha identidad cuando testifiquen en el proceso que pudiera 
derivarse de los hechos en que hubieran intervenido y siempre que se acuerde 
mediante resolución judicial motivada, siéndoles de aplicación lo previsto en los 
articulos 8% a 10 de la presente ley. Ningún funcionario público podrá ser 
obligado a actuar como agente encubierto. 


7.3. Cuando la actuación del agente encubierto pueda afectar dérechos 
fundamentales como la intimidad, el domicilio o la inviolabilidad “de las 
comunicaciones entre particulares, el agente encubierto deberá solicitar al 
órgano judicial competente la autorización que al respecto establezca la 
Constitución y la ley, así como cumplir con las demás previsiones Jegales 
aplicables. 


7.4, El agente encubierto quedará exento de responsabilidad criminal por 
aquellas actuaciones que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la 
investigación, siempre que guarden la debida- proporcionalidad con la finalidad 
de la misma y no constituyan una provocación al delito. Para poder proceder 
penalmente contra el mismo por las actuaciones realizadas a los fines de la 
investigación, el Juez competente para conocer en la causa, tan pronto como 
tenga conocimiento de la actuación de algún agente encubierto en la misma, 
requerirá informe relativo a tal circunstancia de quien hubiere autorizado la 
identidad supuesta, en atención al cual, resolverá lo que a su criterio proceda. 


Artículo 8”. (Protección de victimas, testigos y colaboradores).- 

8,1, Los testigos, las víctimas cuando actúen como tales, los peritos y los 
colaboradores en los procesos de competencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado podrán ser sometidos 
a medidas de protección cuando existan sospechas fundadas de que corre 
grave riesgo su vida o integridad fisica tanto de ellos como de sus familiares. 


8.2. Las medidas de protección serán las siguientes: 
1. La protección física de esas personas a cargo de la autoridad policial. 


2. Utilización de mecanismos que impidan su identificación visual por parte 
de terceros ajenos al proceso cuando debe comparecer a cualquier 
diligencia de prueba. 


3. Que sea citado de manera reservada, conducido en vehículo oficial y que 
se establezca una zona de exclusión para recibir su declaración. 


4. Prohibición de toma de totografías o registración y divulgación de su 
imagen tanto por particulares como por los medios de comunicación. 


5. Posibilidad de recibir su testimonio por "medios audiovisuales u otras 
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tecnologías adecuadas. 


6. La reubicación, el uso de otro nombre y el otorgamiento de nuevos 
documentos de identidad debiendo la Dirección Nacional de Identificación 
Civil adoptar todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter 
secreto de estas medidas. 


7. Prohibición total o parcial de revelar información acerca de su identidad o 
paradero. 


8. Asistencia económica en casos de reubicación la que será provista con 
cargo al artículo 464, numeral 3) de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987, 


8.3. Las medidas de protección descriptas en el inciso anterior serán 
adoptadas por el Juez a solicitud del Ministerio Público o a petición de la 
víctima, testigo, perito o colaborador y serán extensibles a los familiares y 
demás personas cercanas que la resolución judicial determine, 


8.4. Podrán celebrarse acuerdos con otros Estados a los efectos de la 
reubicación de víctimas, testigos o colaboradores. 


8.5. “Las resoluciones que se adopten en cumplimiento de los 
incisos anteriores tendrán carácter secreto y se estamparán en expediente 
separado que quedará en custodia del Actuario del Juzgado. 


Artículo 9*.- El funcionario público que, en razón o en ocasión de su cargo, 
revele:las medidas. de protección de naturaleza secreta, la ubicación de las 
personas reubicadas o la identidad en aquellos casos en que se haya 
autorizado el uso de una nueva, será castigado con pena de dos a seis años de 
penitenciaria e inhabilitación absoluta de dos a diez años. 


Artículo 10.- El que utilizare violencia o intimidación con la finalidad de influir 
directa o indirectamente en quien sea denunciante, parte o imputado, abogado, 
procurador, perito, intérprete o testigo para que modifique su actuación en el 
proceso o incumpla sus obligaciones con la Justicia, será castigado con la pena 
de doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaria. Si el autor del hecho 
alcanzara su objetivo se aplicarán las reglas de la coparticipación criminal, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 60 numeral 2* del Código Penal. 


La realización de cualquier acto atentatorio contra la vida, integridad, libertad, 
libertad sexual o bienes, como represalia de aquel que haya utilizado la 
violencia o intimidación con la finalidad de influir directa o indirectamente del 
modo previsto en el inciso primero, se considerará agravante del delito 
respectivo y la pena del mismo se aumentará en un tercio en su mínimo y su 
máximo. 


Artículo 11.- Sin perjuicio de lo.establecido por el literal A) del articulo 32 del 
Código del Proceso Penal, procederá la extradición en los delitas establecidos 
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en el Decreto-Ley N” 14,294, de 31 de octubre de 1974, los precedentes de los 
delitos tipificados en los artículos 54 a 57 del citado Decreto-Ley y los 
establecidos en la Ley N” 17.835, de 23 de setiembre de 2004. 


Artículo 12 - Sustitúyese el literal A) del artículo 10 de la Ley N” 18.401, de 
22 de octubre de 2008, por el siguiente: 


"A) Recibir, solicitar, analizar y remitir a la Justicia competente, cuando 
corresponda, la información sobre transacciones financieras y otras 
informaciones que estime de utilidad a efectos de impedir los delitos de 
lavado de activos y financiación del terrorismo previstos por la normativa 
vigente”. 


Articulo 13.- Sustitúyese el numeral 1) del inciso tercero del artículo 414 de 
la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


"1) Los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Título IV del 
Libro ll del Código Penal, con excepción de los previstos en los 
artículos 171 y 173 y los establecidos en la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1988”. 


Artículo 14. (Derogaciones).- Deróganse los artículos 21 de la Ley N* 17.835, 
de 23 de setiembre de 2004, 8” de la Ley N* 17.835, en la redacción dada por 
el artículo 28 de la Ley N” 18.026, de 25 de setiembre de 2006, 67 del Decreto- 
Ley N” 14.294, de 31 de oclubre de 1974, en la redacción dada por el 
artículo 68 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, los incisos cuarto 
y quinto del articulo 63 del Decreto-Ley N” 14.294, de 31 de octubre de 1974, 
incorporados por el artículo 67 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 
2005 y 125 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006, en la redacción 
dada por el artículo 48 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008. 
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Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008 


Artículo 414.- Créase en el Poder Judicial a partir del 1? de enero de 2009 dos 
cargos de Juez Letrado de Primera Instancia en la Capital con destino a la creación de 
dos nuevos Juzgados Letrados de Primera instancia en materia Penal con 
especialización en Crimen Organizado, con sede en la ciudad de Montevideo, cuya 
competencia será la siguiente: 


En todo el territorio nacional, en los siguientes casos: 


1) Los delitos previstos en los articulos 54 a 57 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, incorporados por el artículo 5” de la Ley N* 17,016, de 22 de 
octubre de 1998 y sus modificativas. 


2) Los delitos previstos en los articulos 14 a 16 de Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, en la redacción dada por la presente ley 


3) Los delitos tributarios previstos en el Código Tributario y en el Decreto-Ley 
N? 15.294, de 23 de junio de 1982. 


4) El delito de quiebra fraudulenta. 
5) El delito de insolvencia fraudulenta. 


6) El delito previsto en el artículo 5” de la Ley N* 14.095, de 17 de noviembre de 
1972 (Insolvencia societaria fraudulenta). 


7) El delito previsto en el articulo 76 de la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893. 
B) Tráfica de armas 


9) También serán competentes para entender en los casos de inmovilización de 
activos establecidos en el articulo 6” de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 
2004, e incautación de fondos o valores no declarados al amparo del artículo 19 
de la citada ley. 


10)jLas conductas delictivas previstas en la Ley N* 17,815, de 6 de setiembre de 
2004, en los artículos 77 a 81 de la Ley N* 18.250, de 6 de enero de 2008, y 
todas aquellas conductas lícitas previstas en el Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía o que refieran a 
trata, tráfico o explotación sexual de personas, cuando tales delitos sean 
cometidos por un grupo criminal organizado, estándose en cuanto a la definición 
de este a la ya establecida en la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, (*) 


En los departamentos de Montevideo y Canelones en ¡os siguientes casos: 


1) Los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Titulo ¡V del Libro !l 
del Código Penal y los establecidos en la Ley N” 17,060, de 23 de diciembre de 
1998 (delitos de corrupción pública), cuyo monto real o estimado sea superior a 
US$ 20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América). (*) 


2) Falsificación y alteración de moneda previstas en los artículos 227 y 228 del 
Código Penal. 

3) Cuando sean cometidos por un grupo delictivo organizado: los delitos previstos 
en los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley N” 14.294, de 31 de octubre de 1974 y 
sus modificativas, los previstos en la Ley N*” 17,011, de 25 de setiembre de 1998 
y sus modificativas; los previstos en la Ley N* 9.739, de 19 de diciembre de 1937 
y sus modificativas; los reatos de estafa y de apropiación incebida. 
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Se entiende por grupo delictivo organizado un conjunto estructurado de tres o más 
personas que exista durante “cierto .tiempo y que actúe concertadamente con el 
propósito de cometer dichos delitos, con miras a oblener, directa o indirectamente, un 
beneficio económico u otro beneficio de orden material. 


Cuando se trate de los delitos indicados en el inciso anterior, los Juzgados Letfados 
de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado tendrán competencia en 
todo el territorio nacional, si hubieran prevenido. 


Se entenderá que existió prevención cuando el Juzgado Letrado Especializado en 
Crimen Organizado hubiera iniciado una investigación criminal y a sus efectos, hubiera 
dispuesto medidas tales como entrega vigilada, vigilancia electrónica o actuación de 
agentes encubiertos o colaboradores. 


Las contiendas de competencia o.excepciones de incompetencia que se planteen 
con respecto a los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado no tendrán efecto suspensivo y lo actuado por el Juez incompetente, será 
válido hasta que se declare por resolución firme su incompetencia. 


Los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal de todo el país que estén 
conociendo, en cualquier etapa del procedimiento, en casos que a partir del 1% de 
enero de 2009 son competencia exclusiva de los Juzgados Especializados, habrán de 
continuar entendiendo en ellos hasta su finalización, 


En los casos de reiteración de delitos que correspondan al fuero especializado y al 
común, serán competentes para entender en ellos los Juzgados Especializados. 
Consecuentemente, también serán competentes para resolver la unificación de penas 
entre causas especiales y comunes. 


(*) FUENTE: Numeral 1%), inciso 3") - Ley N* 18,914 de 22/06/2012, 
artículo 42 


Numeral 10), inciso 2*) - Ley N” 18.914 de 22/06/2012, 
artículo 5*. 


incisos finales agregado/s por. Ley N” 18.514 de 26/06/2009, 
articulo 1*, 
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Ley N* 18.233, 
de 22 de diciembre de 2007 


PROTOCOLO CONTRA LA FABRICACIÓN Y EL TRÁFICO ILÍCITOS DE 
ARMAS DE FUEGO, SUS PIEZAS Y COMPONENTES Y MUNICIONES, 
QUE COMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 

CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 


Artículo Único.- Apruébase el Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico 
llícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional adoptado en la ciudad de Nueva York, el 31 de 
mayo de 2001. 
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CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 
CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 


Artículo 1 
Finalidad 


El propósito de la presente Convención es promover la cooperación para 
prevenir y combatir más eficazmente la delincuencia organizada transnacional. 


Artículo 2 
Definiciones 
Para los fines de la presente Convención: 


a) Por "grupo delictivo organizado" se entenderá un grupo estructurado de 
tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe 
concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, 
directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden 
material; 


b) Por "delito grave" se entenderá la conducta que constituya un delito punible 
con una privación de libertad máxima de al menos cuatro años o con una pena 
más grave; 


c) Por “grupo estructurado” se entenderá un grupo no formado fortuitamente 
para la comisión inmediata de un delito y en el que no necesariamente se haya 
asignado a sus miembros funciones formalmente definidas ni haya continuidad 
en la condición de miembro o exista una estructura desarrollada: 


d) Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o 
incorporales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o 
instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre dichos 
activos; 


e) Por “producto del delito" se entenderá los bienes de cualquier índole 
derivados u obtenidos directa o indirectamente de la comisión de un delito; 


f) Por “embargo preventivo" o "incautación" se entenderá la prohibición 
temporal de transferir, convertir, enajenar o mover bienes, o la custodia o' el 
control temporales de bienes por mandamiento expedido por un tribuna! u otra 
autoridad competente; 


7 de mayo de 2013 CÁMARA DE SENADORES 57-C.S. 


g) Por "decomiso" se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes 
por decisión de un tribunal o de otra autoridad competente; 


h) Por "delito determinante" se entenderá todo delito del que se derive un 
producto cue pueda pasar a constituir materia de un delito definido en el 
artículo 6 de la presente Convención; 


i) Por "entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en dejar que 
remesas ilícitas o sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo 
atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus 
autoridades competentes, con el fin de investigar delitos e identificar a las 
personas involucradas en la comisión de éstos; 


j) Por "organización regional de integración económica” se entenderá una 
organización constituida por Estados soberanos de una región determinada, a 
la que sus Estados miembros han transferido competencia en las cuestiones 
regidas por la presente Convención y que ha sido debidamente facultada, de 
conformidad con su procedimientos internos, para firmar, ratificar, aceptar o 
aprobar la Convención o adherirse a ella; las referencias a los "Estados Parte" 
con arreglo a la presente Convención se aplicarán a esas organizaciones 
dentro de los limites de su competencia. 


Artículo 3 
Ámbito de aplicación 


1. A menos que contenga una disposición en contrario, la presente 
Convención se aplicará a la prevención, la investigación y el enjuiciamiento de: 


a) Los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente 
Convención; y 


b) Los delitos graves que se definen en el artículo 2 de la presente 
Convención; cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la 
participación de un grupo delictivo organizado. 


2. Alos efectos del párrafo 1 del presente artículo, el delito será de carácter 
transnacional si: 


a) Se comete en más de un Estado; 


b) Se comete dentro de un solo Estado pero una parte sustancial de su 
preparación, planificación, dirección o contro! se realiza en otro Estado; 


c) Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación de un 
grupo delictivo organizado que realiza actividades delictivas en más de un 
Estado; o 


d) Se comete en un solo Estado pero tiene efectos sustanciales en otro 
Estado. 
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Artículo 4 
Protección de la soberanía 


1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente 
Convención en consonancia con los principios de igualdad soberana e 
integridad territorial de los Estados, asi como de no intervención en los asuntos 
internos de otros Estados. 


2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado 
Parte para ejercer, en el territorio de otro Estado, jurisdicción o funciones que el 
derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus autoridades, 


Artículo 5 
Penalización de la participación en un grupo delictivo organizado 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra indole cue 
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente: 


a) Una de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de los 
que entrañen el intento o la consumación de la actividad delictiva: 


1) El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un 
propósito que guarde relación directa o indirecta con la obtención de un 
beneficio económico u otro beneficio de orden material y, cuando así lo 
prescriba el derecho interno, que entrañe un acto perpetrado por uno de los 
participantes para llevar adelante ese acuerdo o que entrañe la participación de 
un grupo delictivo organizado; 


1) La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y actividad 
delictiva general de un grupo delictivo organizado o de su intención de cometer 
los delites en cuestión, participe activamente en: 


a. Actividades ilícitas del grupo de'ictivo organizado; 


b. Otras actividades del grupo delictivo organizado, a sabiendas de'que su 
participación contribuirá al logro de la finalidad delictiva antes descrita; 


b) La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento 
en aras de la comisión de un delito grave que entrañe la participación de un 
grupo delictivo organizado. 


2. El conocimiento, la intención, la finalidad, el propósito o el acuerdo a que 
se refiere el párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de circunstancias 
fácticas objetivas. 


3. Los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la participación de un 
grupo delictivo organizado para la penalización de los delitos tipificados con 
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arreglo al inciso ¡) del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo velarán por 
que su derecho interno comprenda todos los delitos graves que entrañen la 
participación de grupos delictivos organizados. Esos Estados Parte, así como 
los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la comisión de un acto que 
tenga por objeto llevar adelante el acuerdo concertado con el propósito de 
cometer los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 
1 del presente articulo, lo notificarán al Secretario General de las Naciones 
Unidas en el momento de la firma o del depósito de su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión 
a ella. 


Articulo 6 
Penalización de! blanqueo del producto del delito 


1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra indole 
que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente: 


a) i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos 
bienes son producto del delito, con el propósito de ocultar o disimular el origen 
ilícito de los bienes o ayudar a cualquier persona involucrada en la comisión del 
delito determinante a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos; 


ii) La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, origen, uticación, 
disposición, movimiento o propiedad de bienes o del legítimo derecho a éstos, 
a sabiendas de que dichos bienes son producto del delito; 


b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico: 


i) La adquisición posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el 
momento de su recepción, de que son producto del delito; 


ii) La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados 
con arreglo el presente articulo, así como la asociación y la confabulación para 
cometerios, el intento de cometerlos, y la ayuda, la incitación, la facilitación y el 
asesoramiento en aras de su.comisión. 


2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del 
presente artículo: 


a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la 
gama más amplia posible de delitos determinantes, 


b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes todos los delitos 
graves definidos en el articulo 2 de la presente Convención y los delitos 
tipificados con arreglo a los articulos 5, 8 y 23 de la presente Convención. Los 
Estados Parte cuya legislación establezca una lista de delitos determinantes 
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incluirán entre éstos, como mínimo, una amplia gama de delitos relacionados 
con grupos delictivos organizados: 


c) A los efectos del apartado b), los delitos determinantes incluirán los delitos 
cometidos tamo dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte 
interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la jurisdicción de un 
Estado Parte constituirán delito determinante siempre y cuando el acto 
correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se 
haya cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno 
del Estado Parte que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito 
se hubiese cometido allí; 


d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones 
Unidas una copia de sus leyes destinadas a dar aplicación al presente artículo 
y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes o una descripción de 
ésta; 


e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un 
Estado Parte, podrá cisponerse que los delitos tipificados en el párrafo 1 del 
presente artículo no se aplicarán a las personas que hayan cometido el delito 
determinante: 


f) El conocimiento, la intención o la finalidad que se requieren como elemento 
de un delito tipificado en el párrafo 1 del presente articulo podrán inferirse de 
circunstancias fácticas objetivas. 


Articulo 7 
Medidas para combatir el blanqueo de dinero 
1. Cada Estado Parte: 


a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de 
los bancos y las instituciones financieras no bancarias y, cuando proceda, de 
otros órganos situados dentro de su jurisdicción que sean particularmente 
susceptibles de utilizarse para el blanqueo de dinero a fin de prevenir y detectar 
todas las formas de blanqueo de dinero, y en ese régimen se hará hincapié en 
los requisitos relativos a la identificación del cliente, el establecimiento de 
registros y la denuncia de las transacciones sospechosas; 


b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación de los articulos 18 y 27 de la 
presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y 
cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el 
blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derectro 
interno, las autoridades judiciales), sean capaces de cooperar e intercambiar 
información a nivel naciona! e internacional de conformidad con las condiciones 
prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de 
establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro 
nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles 
actividades de blanqueo de dinero 
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2. Los Estados Parte 'considotarán la posibilidad de aplicar medidas viables 
para detectar y vigilar el movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos 
negociables perinentes, con sujeción a salvaguardias que garanticen la debida 
utilización de la información y sin restringir en modo alguno la circulación de 
capitales lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los 
particulares y las entidades comerciales notifiquen las transferencias 
transfronterizas de cantidades elevadas de efectivo y de títulos negociables 
pertinentes. 


3. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con 
arreglo al presente artículo y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro 
artículo de la presente Convención, se insta a los Estados Parte a que utilicen 
como guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, 
interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero. 


4. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación 
a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades 
judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de 
combatir el blanqueo de dinero. 


Artículo 8 
Penalización de la corrupción 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que 
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 


intencionalmente: 


a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa 
o indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho 
o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se 
abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales; 


b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o 
indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o 
en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se 
abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales. 


2. Caca Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas 
legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito los 
actos a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo cuando esté involucrado 
en ellos un funcionario público extranjero o un funcionario internacional. Del 
mismo modo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de tipificar como 
delito otras formas de corrupción. 


3. Cada Estado Parte adoptará también las medidas que sean necesarias 
para tipificar como delito la participación como cómplice en un delito tipificado 
con arreglo al presente artículo. 
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4. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo y del artículo 9 de la 
presente Convención, por "funcionario público" se entenderá todo funcionario 
público o persona que preste un servicio público conforme a la definición 
prevista en el derecho interno y a su aplicación con arreglo al derecho penal del 
Estado Parte en el que dicha persona desempeñe esa función. 


Artículo 9 
Medidas contra la corrupción 


1. Además de las medidas previstas en el artículo8 de la presente 
Convención, cada Estado Parte, en la medida en que proceda y sea compatible 
con su ordenamiento jurídico, adoptará medidas eficaces de carácter 
legislativo, administrativo o de otra índole para promover la integridad y para 
prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos. 


2. Cada Estado Parte adoptará medidas encaminadas a garantizar la 
intervención eficaz de sus autoridades con miras a prevenir, detectar y castigar 
la corrupción de funcionarios públicos, incluso dotando a dichas autoridades de 
suficiente independencia para disuadir del ejercicio de cualquier influencia 
indebida en su actuación. 


Artículo 10 
Responsabilidad de las personas jurídicas 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de 
conformidad con sus principios jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad 
de personas juridicas por participación en delitos graves en que esté 
involucrado un grupo delictivo organizado, así como por los delitos tipificados 
con arreglo alos articulos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención, 


2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad 
de las personas jurídicas podrá ser de indole penal, civil o administrativa. 


3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que 
incumba a las personas naturales que hayan perpetrado los delitos. 


4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones 
penales o no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas 
sanciones monetarias, a las personas jurídicas consideradas responsables con 
arreglo a! presente artículo. 


Artículo 11 
Proceso, fallo y sanciones 
1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados: con 


arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención con sanciones 
que tengan en cuenta la gravedad de esos delitos, 
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2. Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades 
legales discrecionales ce que disponga conforme a su derecho interno en 
relación con el enjuiciamiento de personas por los delitos comprendidos en la 
presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas 
para hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en 
cuenta la necesidad de prevenir su comisión. 


3. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 
de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, 
de conformidad con su derecho interno y tomando debidamente en 
consideración los derechos de la defensa, con miras a procurar que al. imponer 
condiciones en relación con la decisión de conceder la libertad en espera de 
juicio o la apelación se tenga presente la necesidad de garantizar la 
comparecencia del acusado en todo procedimiento penal ulterior. 


4. Cada Estado Parte velará por que sus tribunales u otrás autoridades 
competentes tengan presente.la naturaleza grave de los delitos comprendidos 
en la presente Convención al considerar la eventualidad de conceder la libertad 
anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declarádas 
culpables de tales delitos. 


5, Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho 
interno, un plazo de prescripción prolongado dentro del cual pueda iniciarse el 
proceso por cualquiera de los delitos comprendidos en la presente Convención 
y un plazo mayor cuando el presunto delincuente haya eludido la 
administración de justicia, 


6. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de 
que la: descripción de los delitos tipificados con arregio a ella y de los medios 
jurídicos de defensa aplicables o demás principios jurídicos que informan la 
legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados 
Parte y de que esos delitos han de ser perseguidos y sancionados de 
conformidad con ese derecho. 


Artículo 12 
Decomiso e incautación 


1. Los Estados Parte adoptarán, en la medida en que lo permita su 
ordenamiento juridico interno, las medidas que sean necesarias para autorizar 
el decomiso: 


a) Del producto de ¡os delitos comprendidos en la presente Convención o de 
bienes cuyo valor corresponda al de dicho producto; 


b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a ser 
utilizados en la comisión de los delitos comprendidos en la presente 
Convención. 
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2. Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para 
permitir la identificación, la localización, el embargo preventivo o la incautación 
de cualquier bien a que se refiera el párrafo 1 del presente articulo con miras a 
su eventual decomiso. 


3, Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcial o 
totalmente en otros bienes, esos bienes podrán ser objeto de las medidas 
aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo. 


4. Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de 
fuentes lícitas, esos bienes podrán, sin menoscabo de cualquier otra facultad 
de embargo preventivo o incautación, ser objeto de decomiso hasta el valor 
estimado del producto entremezciado. 


5. Los ingresos u otros beneficios derivados del producto del delito, de bienes 
en los que se haya transformado o convertido el producto del delito o de bienes 
con los que se haya entremezciado el producto del delito también podrán ser 
objeto de las medidas previstas en el presente artículo, de la misma manera y 
en el mismo grado que el producto del delito. 


6. Para los fines del presente articulo y dei articulo 13 de la presente 
Convención, cada Estado Parte facultará a sus tribunales u otras autoridades 
competentes para ordenar la presentación o la incautación de documentos 
bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán negarse a 
aplicar las disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto 
bancario. 


7. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un 
delincuente que demuestre el origen lícito del presunto producto del delito o de 
otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea conforme con 
los principios de su derecho interno y con la indole del proceso judicial u otras 
actuaciones conexas. 


8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de 
los derechos de terceros de buena fe. 


9. Nada de lo dispuesto an el presente artículo afectará al principio de que las 
medidas en él previstas se definirán y aplicarán de conformidad con el derecho 
interno de los Estados Parte y con sujeción a éste, 


Artículo 13 
Cooperación internacional para fines de decomiso 


1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que 
tenga jurisdicción para conocer de un delito comprendido en la presente 
Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo 
u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente 
Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en 
que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 
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a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden 
de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 


b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé 
cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un 
tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con 
lo dispuesto en el párrafo 1 del articulo 12 de la presente Convención en la 
medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo 
u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 que se 
encuentren en el territorio del Estado Parte requerido. 


2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga 
jurisdicción para conocer de un delito comprendido en la presente Convención, 
el Estado Perte requerido adoptará medidas encaminadas a la.identificación, la 
localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los 
bienes, el equipo u otros instumentos mencionados en el párrafo 1 del 
artículo 12 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que 
habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una 
solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado 
Parte requerido. 


3. Las disposiciones del articulo 18 de la presente Convención serán 
aplicables mutatis mutandis al presente artículo. Además de la información 
indicada en el párrafo 15 del articulo 18, las solicitudes presentadas de 
conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 


a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del 
presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso y 
una éxposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte 
requirénte que sean lo suficientemente 'explicitas para que el Estado Parte 
requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 


b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del 
presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso 
expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una 
exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de 
ejecución que se solicita dar a la orden; 


c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente articulo, 
una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una 
descripción de las medidas solicitadas. y 


4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en 
los párrafos 1 y 2 del presente articulo conforme y con sujeción a lo dispuesto 
en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los tratados, 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar 
vinculado al Estado Parte requirente. 


5. Cada Estado Pane proporcionará al Secretario General de las Naciones 
Unidas una copia de sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al 
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presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes y 
reglamentos o una descripción de ésta. 


6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas 
mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un 
tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como 
la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito. 


7. Los Estados Parte podrán denegar la cooperación solicitada con arreglo al 
presente artículo si el delito al que se refiere la solicitud no es un delito 
comprendido en la presente Convención. 


8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de 
los derechos de terceros de buena fe. 


9. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar tratados, 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia 
de la cooperación internacional prestada con arreglo al presente artículo. 


Artículo 14 
Disposición del producto del delito o de los bienes decomisados 


1. Los Estados Parte dispondrán del producto del delito o de los bienes que 
hayan decomisado con arreglo al artículo 12 o al párrafo 1 del artículo 13-de la 
presente Convención de conformidad con su derecho interno y sus 
procedimientos administrativos. 


2. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo al 
artículo 13 de la presente Convención, los Estados Parte, en la medida en que 
lo permita su derecho interno y de ser requeridos a hacerlo, darán 
consideración prioritaria a la devolución del producto del delito o de los bienes 
decomisados al Estado?Parte requirente a fin de cue éste pueda indemnizar a 
las victimas del delito o devolver ese producto del delito o esos bienes a sus 
propietarios legítimos. 


3 Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo a 
los artículos 12 y 13 de la presente Convención, los Estados Parte podrán 
considerar en particular la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos en el 
sentido de: 


a) Aportar el valor de dicho producto del delito o de «dichos bienes, o los 
fondos derivados de la venta de dicho producto o de dichos bienes o una parte 
de esos fondos, a la cuenta designada de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado c) del párrafo 2 del articulo 30 de la presente Convención y a 
organismos intergubernamentales especializados en la lucha contra la 
delincuencia organizada; 


b) Repartirse con otros Estados Parte, sobre la base de un criterio general o 
definido para cada caso, ese producto del delito o esos bienes, o los fondos 
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derivados de la venta de ese producto o de esos bienes, de conformidad con 
su derecho interno o sus procedimientos administrativos. 


Artículo 15 
Jurisdicción 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
establecer su jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arreglo a los 
artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención cuando: 


a) El delito se cometa en su territorio; o 


b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de 
una aeronave registrada conforme a sus leyes en el momento de la comisión 
del delito, 


2. Con sujeción a lo dispuesto en e! articulo 4 de la presente Convención, un 
Estado Parte también podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales 
delitos cuando: 


a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales; 


b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona 
apátrida que tenga residencia habitua! en su territorio; o 


c) El delito: 


1) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 de la 
presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión 
de un delito grave dentro de su territorio; 


ii) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso li) del apartado b) del 
párrafo 1 del artículo 6 de la presente Convención y se cometa fuera de su 
territorio con miras a la comisión, dentro de su territorio, de un delito tipificado 
con arreglo a los incisos ¡) o 1) del apartado a) o al inciso ¡) del apartado .) del 
párrafo 1 del artículo 6 de la presente Convención. 


3. A los efectos del párrafo 10 del articulo 16 de la presente Convención, 
cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer 
su jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención 
cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte 
no lo extradite por elsolo hecho de ser uno de sus nacionales. 


4. Cada Estado Parte pocrá también adoptar las mecidas que sean 
necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos comprendidos 
en la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su 
territorio y el Estado Parte no lo extradite. 
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5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 ó 
2 del presente articulo ha recibido notificación, o tomado conocimiento par otro 
conducto, de que otro u otros Estados Parte están realizando una 
investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los mismos 
hechos, las autoridades competentes de esos Estados Parte se consultarán, 
según proceda, a fin de coordinar sus medidas. 


6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente 
Convención no excluirá el ejercicio de las competencias penales establecidas 
por los Estados Parte de conformidad con su derecho interno. 


Artículo 16 
Extradición 


1. El presente articulo se aplicará a los delitos comprendidos en la presente 
Convención o a los casos en que un delito al que se hace referencia en los 
apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 3 entrañe la participación de un 
grupo delictivo organizado y la persona que es objeto de la solicitud de 
extradición se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre y 
cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible con arreglo al 
derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido. 


2. Cuando da solicitud de extradición se base en varios delitos graves 
distintos, algunos de los cuales no estén comprendidos en el ámbito del 
presente artículo, el Estado Parte requerido podrá aplicar el presente artículo 
también respecto de estos últimos delitos. 


3. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se 
considerará incluido entre los delitos que dan lugar a extradición en todo 
tratado de extradición vigente entre los Estados Parte. Los Estados Pante se 
comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado 
de extradición que celebren entre sí. 


4. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado 
recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula 
ningún tratado de extradición, podrá considerar la presente Convención como 
la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo. 


5. Los Estados Parte que supediten la extradición a la existencia de un 
tratado deberán: 


a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, informar al 
Secretario General de las Naciones Unidas de si considerarán o no la presente 
Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de extradición 
en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente Convención; y 
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b) Si no consideran la presente Convención como la base juridica de la 
cooperación en materia de extradición, esforzarse, cuando proceda, por 
celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte en la presente 
Convención a fin de aplicar el presente artículo, 


6. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente artículo como 
casos de extradición entre ellos. 


7. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho 
interno del Estado Parte requerido o en los tratados de extradición aplicables, 
incluidas, entre otras, las relativas al requisito de una pena minima para la 
extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede 
denegar la extradición. 


8. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán 
agilizar los procedimientos de extradición y simpificar los requisitos probatorios 
correspondientes con respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo. 


9. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de 
extradición, el Estado Parte requerido podrá, tras haberse cerciorado de que 
las circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, y a solicitud del Estado 
Parte requirente, proceder a la detención de la persona presente en su territorio 
cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la 
compirecencia de esa persona en los procedimientos de extradición. 


10. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si 
no lo extradita respecto de un dellto al que se aplica el presente artículo por el 
solo hécho de ser uno de sus nacionales, estará obligado, previa solicitud del 
Estado Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora injustificada 


manera en que lo harian respecto de cualquier otro delito de carácter grave con 
arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados 
cooperarán entre sí, en particular en lo que respecta a los aspectos procesales 
y probatorios, con miras a garantizar la eficiencia de dichas actuaciones, 


11. Cuando el derecho interno de un Estado Parta le permita concecer la 
extradición o, de algún otro modo, la entrega de uno de sus nacionales sólo a 
condición de que esa persona sea devuelta a ese Estado Parte para cumplir la 
condena que le haya sico impuesta como resultado del juicio o proceso por el 
que se haya solicitado la extradición o la entrega, y cuando ese Estado Parte y 
el Estado Parte que solicite la extradición acepten esa opción, así como otras 
condiciones que estimen apropiadas, esa extradición o entrega conditional 
será suficiente para que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 
10 del presente artículo. 


12 Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una 
condena es denegada por el hecho de que la persona buscada es nacional del 
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Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de conformidad 
con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado 
Parte requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto 
pendiente de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte 
requirente. 


13. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a 
toda persona contra la que se haya iniciado una instrucción en relación con 
cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente articulo, incluido el 
goce de todos los derechos y garantias previstos por el derecho interno del 
Estado Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona. 


14. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse 
como la imposición de una obligación de extraditar si al Estado Parte requerido 
tiene motivos justificados para presumir que la solicitud se ha presentado con el 
fin de perseguir o castigar a una persona por razón de su sexo, raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento 
ocasionaria perjuicios a la posición de esa persona por cualquiera de estas 
razones. 


15. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición 
únicamente porque se considere que el delito también entraña cuestiones 
tributarias. 


16. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando 
proceda, consultará al Estado Parte requirente para darle amplia oportunidad 
de presentar sus opiniones y de proporcionar información pertinente a su 
alegato. 


17. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y 
multilaterales para llevar a cabo la extradición o aumentar su eficacia. 


Artículo 17 
Traslado de personas condenadas a cumplir una pena 


Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda 
persona que haya sido condenada a pena de prisión o a otra pena de privación 
de libertad por algún delito comprendido en la presente Convención a fín de 
que complete allí su condena. 


Artículo 18 
Asistencia judicial reciproca 
1 Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial reciproca 
respecto de investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados 


con los delitos comprendidos en la presente Convención con arreglo a lo 
dispuesto en el articulo 3 y se prestarán también asistencia de esa índole 
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cuando el Estado Parte requirente tenga motivos razonables para sospechar 
que el delito a que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del 
erticulo 3 es de carácter transnacional, así como que las víctimas, los testigos, 
el producto, los instrumentos o.las pruebas de esos delitos se encuentran en el 
Estado Parte requerido y que el delito entraña la participación de un grupo 
delictivo organizado, 


2 Se prestará asistencia judicial reciproca en la mayor medida posible 
conforme a las leyes, tratados, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado 
Parte requerido con respecto a investigaciones, procesos y actuaciones 
judiciales relacionados con los delitos de los que una persona jurídica pueda 
ser considerada responsable de conformidad con el articulo 10 de la presente 
Convención en el Estado Parte requirente. 


3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el 
presente articulo podrá solicitarse para cualquiera de los fines siguientes: 


a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas; 

b) Presentar documentos judiciales; 

c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos; 

a) Examinar objetos y lugares; 

e) Facilitar Información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos, 


f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes 
pertinentes, incluida la documentación pública, bancaria y financiera, así como 
la documentación social o comercial de sociedades mercantiles; 

g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u 
otros elementos con fines probatorios: 


h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte 
requirente; 


¡) Cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del 
Estado Parte requerido. 


4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un 
Estado Parte podrán, sin que se les solicite previamente, transmitir información 
relativa a cuestiones penales a una autoridad competente de otro Estado Parte 
si creen que esa información podría ayudar a la autoridad a emprender o 
concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a una 
petición formulada por este último Estado'Parte con arrealo a la presente 
Convención. 


5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo 
se hará sin perjuicio de las indagaciones y procesos penales que tengan lugar 
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en el Estado de las autoridades competentes que facilitan la información. Las 
autoridades competentes que reciben la información deberán acceder a toda 
solicitud de que se respete su carácter confidencial, incluso temporalmente, o 
de que se impongan restricciones a su utilización. Sin embargo, ello no obstará 
para que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, información que 
sea exculpatoria de una persona acusada, En tal caso, el Estado Parte receptor 
notificará al Estado Parte transmisor antes de revelar dicha información y, si as! 
se le solicita, consultará al Estado Parte transmisor. Si, en un caso excepcional, 
no es posible notificar con antelación, el Estado Parte receptor informará sin 
demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación. 


6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones 
dimanantes de otros tratados bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que 
rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial recíproca. 


7. Los párrafos 9 a 29 del presenta artículo se aplicarán a las solicitudes que 
se formulen con arreglo al presente artículo siempre que no medie entre los 
Estados Parte interesados un tratado de asistencia judicial recíproca. Cuando 
esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa indole se aplicarán 
las disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados 
Parte convengan en aplicar, en su lugar, los párrafos 9 a 29 del presente 
artículo, Se insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen estos 
párrafos si facilitan la cooperación, 


8. Los Estados Parte no Invocarán el secreto bancario para denegar la 
asistencia judicial reciproca con arreglo al presente artículo. 


9. Los Estados Parte podrán negarse a prestar la asistencia judicial reciproca 
con arreglo al presente artículo invocando la ausencia de doble incriminación. 
Sin embargo, de estimario necesario, el Estado Parte requerido podrá prestar 
asistencia, en la medida en que decida hacerlo a discreción propia, 
independientemente de que la conducta esté o no tipificada como delito en el 
derecho interno del Estado Parte requerido 


10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el 
territorio de un Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte 
para fines de identificación, para prestar testimonio o para que ayude de alguna 
otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente 
Convención podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes: 


a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento; 


b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, 
con sujeción a las condiciones que éstos consideren apropiadas. 


11. Alos efectos del párrafo 10 del presente articulo: 
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a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la 
obligación de mantenerla detenida, salvo que el Éstado Parte del que ha sido 
trasladada solicite o autorice otra cosa; 


b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su 
obligación de devolverla a la custodia dol Estado Parte del que Ha sido 
trasladada, según convengan de antemano o de otro modo las autoridades 
competentes de ambos Estados Pana; 


c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado 
Parte del que ha sido trasiadada que inicie procedimientos de extradición para 
su devolución; 


0) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al 
que ha sido trastadaca se computará como parte de la pena que ha de cumplir 
en el Estado de! que ha sido trasladada. 


12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una 
persona de conformidad con los párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de 
acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no podrá ser 
enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de su 
libertad personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación 
con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado 
del que ha sido trasladada. 


13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de 
recibir solicitudes de asistencia judicial recíproca y facultada para darles 
cumplimiento o para transmitirias a las autoridades competentes para su 
ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial de un Estado Parte 
disponha de un régimen distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado 
Parte podrá designar a otra autoridad central que desempeñará la misma 
función para dicha región o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán 
por el rápido y edecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes 
recibidas. Cuando la autoridad central transmita la solicitud a una autoridad 
A TE ON DER PE O 
solicitud por parte de dicha autoridad. Gada Estado Parte notificará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención 
o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central que haya sido 
designada a tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial reciproca y cualquier 
otra comunicación pertinente serán transmitidas a las autoridades centrales 
designadas por los Estados Parte. La presente disposición no afectará al 
derecho de cualquiera de los Estados Parte a exigir que estas solicitudes y 
comunicaciones le sean enviadas por via diplomática y, en circunstancias 
urgentes, cuando los Estados Parte convengan en ello, por conducto de la 
Organización Internacional! de Policía Criminal, de ser posibie. 


14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por 
cualquier medio capaz de registrar un texto escrito, en un idioma aceptable 
para el Estado Parte requerido, en condiciones que permitan a dicho Estado 
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Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará al Secretario 
General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento 
de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de 
adhesión a ella, el idioma o idiomas que sean aceptables para cada Estado 
Pante. En situaciones de urgencia, y cuando los Estados Pane convengan en 
ello, las solicitudes podrán hacerse oralmente, debiendo ser confirmadas sin 
demora por escrito. 


15. Toda solicitud de asistencia judicial reciproca contendrá lo siguiente: a) La 
identidad de la autoridad que hace la solicitud; b) El objeto y la indole de las 
investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que se refiere la 
solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar 
dichas investigaciones, procesos o actuaciones; c) Un resumen de los hechos 
pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación de 
documentos judiciales; d) Una descripción de la asistencia solicitada y 
pormenores sobre cualquier procedimiento particular que el Estado Parte 
requirente desee que se aplique; e) De ser posible, la identidad, ubicación y 
nacionalidad de toda persona interesada, y f) La finalidad para la que se solicita 
la prueba, información o actuación. 


16. El Estado Parte requerido podrá pedir información complementaria 
cuando sea necesaria para dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con 
su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento. 


17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del 
Estado Parte requerido y en la medida en que ello no lo contravenga y sea 
factible, de conformidad con los procedimientos especificados en la solicitud. 


18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales 
del derecho interno, cuando una persona se encuentre en el territorio de un 
Estado Parte y tenga que prestar declaración como testigo o perito ante 
autoridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud 
del otro, podrá permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no 
es posible o conveniente que la persona en cuestión comparezca 
personalmente en el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte 
podrán convenir en que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del 
Estado Parte requirente y en que asista a ella una autoridad judicial del Estado 
Parte requerido. 


19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo 
consentimiento del Estado Parte requerido, la información o las pruebas 
proporcionadas por el Estado Parte requerido para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada de lo 
dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente 
revele, en sus actuaciones, información o pruebas que sean exculpatorias de 
una persona acusada, En este último caso, el Estado Parte requirente notificará 
al Estado Parte requerido antes de revelar la información o las pruebas y, si asi 
se le solicita, consultará al Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, 
no es posible notificar con antelación, el Estado Parte requirente informará sin 
demora al Estado Parte requerido de dicha revelación 
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20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido 
mantenga reserva acerca de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo 
en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado Parte requerido 
no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato al Estado Parte 
requirente. 


21. La asistencia judicial reciproca podrá ser denegada: 


a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el 
presente articulo; 


b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo 
solicitado podría menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u 
otros intereses fundamentales; 


cj Cuando el derecho intemo del Estado Parte requerido prohiba a sus 
autoridades actuar en la forma solicitada con respecto a un delito análogo, si 
éste hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales 
en el ejercicio de su propia competencia; d) Cuando acceder a la solicitud sea 
contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte requerido en lo relativo a la 
asistencia judicial recíproca. 


22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial 
reciproca únicamente porque se considere que el delito también entraña 


asuntos fiscales. 


23. Toda denegación de asistencia judicial reciproca deberá fundamentarse 
debidamente. 


24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial 
recíproca lo antes posible y tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus 
posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte requirente y que estén 
debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado Parte 
requerido responderá a las solicitudes razonables que formule el Estado Parte 
requirente respecto de la evolución del trámite de la solicitud. El Estado Parte 
requirente informará con prontitud cuando ya no necesite la asistencia 
solicitada. 


25. La asistencia judicial reciproca podrá ser diferida por el Estado Parte 
requerido si perturbase investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en 
curso. 


26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del 
presente artículo o de diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del 
presente artículo, el Estado Parte requerido consultará al Estado Parte 
requirente para considerar si es posible: prestar la asistencia solicitada 
supeditándola a las condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte 
requirente acepta la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado 
Parte deberá observar las condiciones impuestas. 
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27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el 
testigo, perito u otra persona que, a instancias del Estado Parte requirente, 
consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en una 
investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte 
requirente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna 
otra restricción de su libertad personal en ese territorio por actos. omisiones o 
declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el 
territorio del Estado Parte requerido. Ese saivoconducto cesará cuando el 
testigo, perito u otra persona haya tenido, durante quince días consecutivos o 
duranto el periodo acordado por los Estados Parte después de la fecha en que 
se le haya informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya no 
requerian su presencia, la oportunidad de salir del país y no obstante 
permanezca voluntariamente en ese territorio o regrese libremente a él 
después de haberlo abandonado. 


28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán 
sufragados por el Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte 
interesados hayan acordado otra cosa, Cuando se requieran a este fin gastos 
cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Parte se consultarán para 
determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, así como 
la manera en que se sufragarán los gastos. 


29. El Estado Parte requerido: 


a) Facilitará al Estado Pane requirente una copia de los cocumentos oficiales 
y otros documentos o datos que obren en su poder y a los que, conforme a su 
derecho interno, tenga acceso el público en general; 


b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue 
apropiadas, proporcionar al Estado Parte requirente una copia total o parcial de 
los documentos oficiales o de otros documentos o datos que obren en su poder 
y que, conforme a su derecho interno, no estén al alcance del público en 
general. 


30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de 
celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales que sirvan a los fines 
del presente artículo y que, en la práctica, hagan efectivas sus disposiciones o 
las refuercen. 


Articulo 19 
Investigaciones conjuntas 


Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales en virtud de los cuales, en relación con 
cuestiones que son objeto de investigaciones, procesos o actuaciones 
judiciales en uno o más Estados, las autoridades competentes puedan 
establecer órganos mixtos de investigación. A falta de acuerdos o arreglos de 
esa indole, las investigaciones conjuntas podrán llevarse a cabo mediante 
acuerdos concertados caso por caso. Los Estados Parte participantes velarán 
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por que la soberanía del Estado Parte en cuyo territorio haya de efectuarse la 
investigación sea plenamente respetada. 


Artículo 20 
Técnicas especiales de investigación 


1. Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento 
jurídico interno, cada Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades y en 
las condiciones prescritas por su derecho interno, las medidas que sean 
necesarias para permitir el adecuado recurso a la entrega vigilada y, cuando lo 
considere apropiado, la utilización de otras técnicas especiales de 
investigación, como la vigilancia electrónica o de otra indole y las operaciones 
encubiertas, por sus autoridades competentes en su territorio con objeto de 
combatir eficazmente la delincuencia organizada, 


2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente 
Convención, se alienta a los Estados Parte a que celebren, cuando proceda, 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados para utilizar esas 
técnicas especiales de investigación en el contexto de la cooperación en el 
plano internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán 
respetando plenamente el principio de la igualdad soberana dé los Estados y al 
ponerlos en práctica se cumplirán estrictamente las condiciones en elos 
contenidas. 


3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del 
presente articulo, toda decisión de recurrir a esas técnicas especiales de 
investigación en el plano internacional se adoptará sobre la base de cada caso 
particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos 
financieros y los entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los 
Estadés Parte interesados. 


4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional 
podrá, con el consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la 
aplicación de métodos tales como interceptar los bienes, autorizarlos a 
proseguir intactos o retirarios o sustituirlos total o parcialmente. 


Articulo 21 
Remisión de actuaciones penales 
Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse actuaciones 
penales para el enjuiciamiento por un delito comprendido en la presente 
Convención cuando se estime que esa remisión obrará en beneficio de la 
debida administración de justicia, en particular en casos en que intervengan 
varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso. 
Artículo 22 


Establecimiento de antecedentes penales 
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Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra indole 
que sean necesarias para tener en cuenta, en las condiciones y para los fines 
que estime apropiados, toda previa declaración de culpabilidad, en otro Estado, 
de un presunto delincuente a fin de utilizar esa información en actuaciones 
penales relativas a un delito comprendido en la presente Convención. 


Artículo 23 
Penalización de la obstrucción de la justicia 


Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra indole que 
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente: 


a) El uso de fuerza fisica, amenazas o intimidación, o la promesa, el 
ofrecimiento o la concesión de un beneficio indebido para inducir a falso 
testimonio u obstaculizar la prestación de testimonio o la aportación de pruebas 
en un proceso en relación con la comisión de uno de los delitos comprendidos 
en la presente Convención; 


b) El uso de fuerza fisica, amenazas o intimidación para obstaculizar el 
cumplimiento de las funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los 
servicios encargados de hacer cumplir la ley en relación con la comisión de los 
delitos comprendidos en la presente Convención. Nada de lo previsto en el 
presente apartado menoscabará el derecho de los Estados Parte a disponer de 
legislación que proteja a otras categorías de funcionarios públicos 


Artículo 24 
Protección de los testigos 


1 Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus 
posibilidades para proteger de manera eficaz contra eventuales actos de 
represalia o intimidación a los testigos que participen en actuaciones penales y 
que presten testimonio sobre delitos comprendidos en la presente Convención, 
asÍ como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas. 


2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán 
consistir, entre otras, sin perjuicio de los derechos del acusado, incluido el 
derecho a las garantías procesales, en: 


a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, 
incluida, en la medida de lo necesario y lo posible, su reubicación, y permitir, 
cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar información relativa a 
su identidad y paradero: 


b) Establecer normas probatorias que permitan que el testimonio de los 
testigos se preste de modo que no se ponga en peligro su seguridad, por 
ejemplo aceptando el testimonio por conducto de tecnologías de comunicación 
como videoconferencia u otros medios adecuados. 
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3. Lós Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos con otros Estados para la reubicación de las personas mencionadas 
en el párrafo 1 del presente artículo. 


4. Las disposiciones del presente artículo también serán aplicables a las 
víctimas en el caso de que actúen como testigos. 


Artículo 25 
Asistencia y protección a las victimas 


1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus 
posibilidades para prestar asistencia y protección a las víctimas de los delitos 
comprendidos en la presente Convención, en particular en casos de amenaza 
de represalia o intimidación. 


2. Cada Estado Parte establecerá procedimientos adecuados que permitan a 
las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Convención obtener 
indemnización y restitución, 


3. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se 
presenten y examinen las opiniones y preocupaciones de las víctimas en las 
etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin que 
ello menoscabe los derechos de la defensa. 


Artículo 26 


Medidas para intensificar la cooperación con las autoridades encargadas 
de hacer cumplir la ley 


1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las 
personas que participen o hayan participado en grupos delictivos organizados 
a: 


a) Proporcionar información útil a las autoridaces competentes con fines 
investigativos y probatorios sobre cuestiones como: 


1) La identidad, la naturaleza, la composición, la estructura, la ubicación o las 
actividades de los grupos delictivos organizados; 


'i) Los vinculos, incluidos los vinculos internacionales, con otros grupos 
delictivos organizados; 


ii) Los delitos que los grupos delictivos organizados hayan cometido o 
puedan cometer; 


b) Prestar ayuda efectiva y concreta a las autoridades competentes que 
pueda contribuir a privar a los grupos delictivos organizados de sus recursos o 
del producto del delito. 
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2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en los casos 
apropiados, la mitigación de ta pena de las personas acusadas que presten una 
cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento respecto de los 
delitos comprendidos en la presente Convención. 


3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad 
con los principios fundamentales de su derecho interno, la concesión de 
inmunidad judicial a las personas que presten una cooperación sustancial en la 
investigación o el enjuiciamiento respecto de los delitos comprendidos en la 
prasente Convención. 


4. La protección de esas personas será la prevista en el artículo 24 de la 
presente Convención. 


5. Cuando una de las parsonas mencionadas en el párrafo 1 del presente 
Sunlencia +: las cltcaindra competemits de Dto Esad Hart, los Mitad 


arreglos, de conformidad con su derecho interno, con ps ri a la eventual 
concesión, por el otro Estado Parte, del trato enunciado en los párrafos 2 y 3 
del presente artículo, 


Artículo 27 
Cooperación en materia de cumplimiento de la ley 


1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus 
respectivos ordenamientos jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la 
eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley orientadas a combatir lós 
delitos comprendidos en la presente Convención. En particular, cada Estado 
Parte adoptará medidas eficaces para. 


a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y 
servicios competentes y, de ser necesario, establecerios, a fin de facilitar el 
intercambio seguro y rápido de información sobre todos los aspectos de los 
delitos comprendidos en la presente Convención, así como, sí los Estados 
Parte interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras 
actividades delictivas; 


b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con 
respecto a delitos comprendidos en la presente Convención acerca de: 


i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente 
implicadas en tales delitos o la ubicación de otras personas interesadas; 


li) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión 
de esos delitos; 


ii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o 
destinados a utilizarse en la comisión de esos delitos; 
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c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de 
sustancias que se requieran para fines de análisis o investigación; 


d) Facilitar una coordinación eficaz entre sus orcanismos, autoridades y 
servicios competentes y promover el intercambio de personal y otros expertos, 
incluida la designación de oficiales de enlace, con sujeción a acuerdos o 
arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados; 


e) Intercambiar información con otros Estados Parte sobre los medios y 
métodos concretos empleados por los grupos delictivos organizados, asi como, 
cuando proceda, sobre las rutas y los medios de transporte y el uso de 
identidades falsas, documentos alterados o falsificados u otros medios de 
encubrir sus actividades; 


f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra 
indole adoptadas con miras a la pronta detección de los delitos comprendidos 
en la presente Convención. 


2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, 
considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales en materia de cooperación directa entre sus respectvos 
organismos encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o 
arreglos ya existan, de enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre 
los Estados Parte interesados, las Partes podrán considerar la presente 
Convención coro la base para la cooperación en materia de cumplimiento de 
la ley respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención. Cuando 
proceda, los Estados Parte recurrirán plenamente a la celebración de acuerdos 
y arreglos, incluso con organizaciones internacionales o regionales, con miras a 
aumehtar la cooperación entre sus respectivos organismos encargados de 
hacer cumplir la ley. 


3, Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus 
posibilidades para hacer frente a la delincuencia organizada transnacional 
cometida mediante el recurso a la tecnología moderna. 


Artículo 28 


Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la naturaleza 
de la delincuencia organizada 


1. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de analizar, en consulta con 
los circulos científicos y académicos, las tendencias de la delincuencia 
organizada en su territorio, las circunstancias en que actúa la delincuencia 
organizada, así como los grupos profesionales y las tecnologías involucrados. 


2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir 
experiencia analítica acerca de las actividades de la delincuencia organizada, 
tanto a nivel bilateral como por conducto de organizaciones internacionales y 
regionales. A tal fin, se establecerán y aplicarán, según proceda, definiciones, 
normas y metodologías comunes. 
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3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de vigilar sus políticas y las 
medidas en vigor encaminadas a combatir la delincuencia organizada y 
evaluarán su eficacia y eficiencia. 


Artículo 29 
Capacitación y asistencia técnica 


í. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o 
perfeccionará programas de capacitación especificamente concebidos para el 
personal de sus servicios encargados de hacer cumplir la ley, incluidos fiscales, 
jueces de instrucción y persona! de aduanas, así como para el personal de otra 
indole encargado de la prevención, la detección y el control de los delitos 
comprendidos en la presente Convención. Esos programas podrán incluir 
adscripciones e intercambios de personal. En particular y en la medida en que 
lo permita el derecho interno, guardarán relación con: 


a) Los métodos empieados en la prevención, la detección y el control de los 
delitos comprendidos en la presente Convención; 


b) Las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente implicadas en 
delitos comprendidos en la presente Convención, incluso en los Estados de 
tránsito, y las medidas de lucha pertinentes; 


c) La vigilancia del movimiento de bienes de contrabando; 


d) La detección y vigilancia de los movimientos cel producto del delito o de 
los bienes, el equipo u otros instrumentos utilizados para cometer tales delitos y 
los métodos empleados para la transferencia, ocultación o disimulación de 
dicho producto, bienes, equipo u otros instrumentos, asi como los métodos 
utilizados para combatir el blanqueo de dinero y otros delitos financieros; 


e) El acopio de pruebas; 
f) Las técnicas de control en zonas y puertos francos; 


9) El equipo y las técnicas modernos utilizados para hacer cumplir la ley, 
incluidas la vigilancia electrónica, la entrega vigilada y las operaciones 
encubiertas; 


h) Los métodos utilizados para combatir la delincuencia organizada 
transnacional mediante computadoras, redes de telecomunicaciones y otras 
formas de la tecnología moderna; y 


i) Los métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos, 


2. Los Estados Parte se prestarán asistencia en la planificación y ejecución 
de programas de investigación y capacitación encaminados a intercambiar 
conocimientos especializados en las esferas mencionadas en el párrafo 1 del 
presente artículo y. a tal fin, también recurrirán, cuando proceda, a 


7 de mayo de 2013 CÁMARA DE SENADORES 83-C.S. 


conferencias y seminarios regioríales e internacionales para promover la 
cooperación y fomentar el exameh de los problemas de interés común, 
incluidos los problemas y necesidades especiales de los Estados de tránsito 


3 Los Estados Parte promoverán actividades de capacitación y asistencia 
técnica que faciliten la extradición y la asistencia judicial recíproca, Dicha 
capacitación y asistencia técnica podrán incluir la enseñanza de idiomas, 
adscripciones e intercambios de personal entre autoridades centrales u 
organismos con responsabilidades pertinentes 


4. Cuando haya acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales vigentes, los 
Estados Parte intensificarán, en la medida necesaría. sus esfuerzos por 
optimizar las actividades operacionales y de capacitación en las organizaciones 
internacionales y regionales, así como en el marco de otros «acuerdos o 
arreglos blaterales y multilaterales pertinentes. 


Articulo 30 


Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo 
económico y la asistencia técnica 


1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación 
óptima de la presente Convención en la medida de lo posible, mediante la 
cooperación internacional, teniendo en cuenta los efectos adversos de la 
pecan organizada en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible 
en pa r. 


2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible y 
en forma coordinada entre sí, así como con organizaciones internacionales y 


regionales, por 


a) intensificar su cooperación en los diversos niveles con los paises en 
desarrollo con miras a fortalecer las capacidades de esos paises para prevenir 
y combatir la delincuenca organizada transnacional; 


b) Aumentar ¡a asistencia financiera y matenal a fin de apoyar los esfuerzos 
de los paises en desarrolo para combatir con eficacia ia delincuencia 
organizada transnacional y ayudarles a aplicar satistactoriamente la presente 
Convención; 


c) Prestar asistencia técnica a los palses en desarrollo y a los países con 
economías en transición para ayudarles a satisfacer sus necesidades 
relacionadas con la aplicación de la presente Convención. A tal fin, los Estados 
Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias adecuadas y periódicas a 
una cuenta especificamente designada a esos efectos en un mecanismo de 
financiación de las Naciones Unidas. Los Estados Parte también podrán 
considerar en particular la posibilidad, conforme a su derecho interno y a las 
disposiciones de la presente Convención, de aportar a la cuenta antes 
mencionada un porcentaje del dinero o del valor correspondiente del producto 


84-C.S. CÁMARA DE SENADORES 7 de mayo de 2013 


del delito o de los bienes ¡ilícitos decomisados con arreglo a lo dispuesto en la 
presente Convención; 


d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según 
proceda, para que se sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo al 
presente artículo, en particular proporcionando un mayor número de programas 
de capacitación y equipo moderno a los países en desarrollo a fin de ayudarles 
a lograr los objetivos de la presente Convención. 


3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos 
existentes en materia de asistencia externa ni otros arreglos de cooperación 
financiera en los planos bilateral, regional o internacional. 


4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales sobre asistencia material y logistica, teniendo en cuenta los 
arreglos financieros necesarios para hacer efectiva la cooperación internacional 
prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar y combatir la 
delincuencia organizada transnacional, 


Articulo 31 
Prevención 


1. Los Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y 
establecer y promover prácticas y políticas óptimas para la prevención de la 
delincuencia organizada transnacional. 


2. Los Estados Parte procurarán, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, reducir las oportunidades actuales o 
futuras de que dispongan los grupos delictivos organizados para participar en 
mercados lícitos con el producto del delito adoptando oportunamente medidas 
legislativas, administrativas o de otra indole. Estas medidas deberían centrarse 
en: 


a) El fortalecimiento de la cooperación entre los organismos encargados de 
hacer cumplir la ley o el ministerio público y las entidades privadas pertinentes, 
incluida la industria; 


b) La promoción de la elaboración de normas y procedimientos concebidos 
para salvaguardar la integridad de las entidades públicas y de las entidades 
privadas interesadas, así como códigos de conducta para profesiones 
pertinentes, en particular para los abogados, notarios públicos, asesores 
fiscales y contadores; 


c) La prevención de ¡a utlización indebida por parte de grupos delictivos 
organizados de licitaciones públicas y de subsidios y licencias concedidos por 
autoridades públicas para realizar actividades comerciales; 
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d) La prevención de la utilización indebida de personas jurídicas por parte de 
grupos delictivos organizados, a este respecto, dichas medidas podrían incluir 
las siguientes: 


i) El establecimiento de registros públicos de personas jurídicas y naturales 
involucradas en la constitución, la gestión y la financiación de personas 


jurídicas; 


li) La posibilidad de inhabilitar por mandato judicial o cualquier medio 
apropiado durante un periodo razonable a las personas condenadas por delitos 
comprendidos en la presente Convención para actuar como directores de 
personas jurídicas constituidas en sus respectivas jurisdicciones; 


ii) El establecimiento de registros nacionales de personas inhabilitadas para 
actuar como directores de personas jurídicas; y 


iv) El intercambio de información conterida en los registros mencionados en 
los incisos ¡) y ¡ii) del presente apartado con las autoridades competentes de 
otros Estados Parte. 


3. Los Estados Parte procurarán promover la reintegración social de las 
personas condenadas por delitos comprendidos en la presente Convención. 


4. Los Estados Parte procurarán evaluar periódicamente los instrumentos 
jurídicos y las prácticas administrativas pertinentes vigentes a fin de detectar si 
existe el peligro de que sean utilizados indebidamente por grupos delictivos 
organizados. 


5. Los Estados Parte procurarán sensibilizar a la opinión pública con respecto 
a la existencia, las causas y la gravedad de la delincuencia organizada 
transnacional y la amenaza que representa, Cuando proceda, podrá difundirse 
información a través de los medios de comunicación y se adoptarán medidas 
para fomentar la participación pública en los esfuerzos por prevenir y combatir 
dicha delincuencia. 


6. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones 
Unidas el nombre y la dirección de la autoridad o las autoridades que pueden 
ayudar a otros Estados Parte a formular medidas para prevenir la delincuencia 
organizada transnaciona!. 


Los Estados Parte colaborarán entre sí y con las organizaciones 
unermnacionales y regionales pertinentes, según proceda, con miras a promover 
y formular las medidas mencionadas en el presente articulo. Ello incluye la 
participación en proyectos internacionales para la prevención de la delincuencia 
organizada transnacional, por ejemplo mediante la mitigación de las 
circunstancias que hacen vulnerables a los grupos socialmente marginados a 
las actividades de la delincuencia organizada transnacional, 


Artículo 32 
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Conferencia de las Partes en la Convención 


1. Se establecerá una Conferencia de las Partes en la Convención con objeto 
de mejorar la capacidad de los Estados Parte para combatir la delincuencia 
organizada transnacional y para promover y examinar la aplicación de la 
presente Convención. 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de 
las Partes a más tardar un año después de la entrada en vigor de la presente 
Convención. La Conferencia de las Partes aprobará reglas de procedimiento y 
normas que rijan las actividades enunciadas en los párrafos 3 y 4 del presente 
articulo (incluidas normas relativas al pago de los gastos resultantes de la 
puesta en marcha de esas actividades). 


3. La Conferencia de las Partes concertará mecanismos con miras a lograr 
los objetivos mencionados en el párrafo 1 del presente articulo, en particular a: 


a) Facilitar las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los 
artículos 29, 30 y 31 de la presente Convención, alentando inclusive la 
movilización de contribuciones voluntarias; 


b) Facilitar el intercambio de información entre Estados Parte sobre las 
modalidades y tendencias de la delincuencia organizada transnacional y sobre 
prácticas eficaces para combatirla; 


cu) Cooperar con las organizaciones internacionales y reglonales y las 
organizaciones no gubernamentales pertinentes; 


d) Examinar periódicamente la aplicación de la presente Convención; 


e) Formular recomendaciones para mejorar la presente Convención y su 
aplicación. 


4. Alos efectos de los apartados d) y e) del párrafo 3 del presente articulo, la 
Conferencia de las Partes obtendrá el necesario conocimiento de las medidas 
adoptadas y de las dificultades encontradas por los Estados Parte en aplicación 
de la presente Convención mediante la información que ellos le faciliten y 
mediante los demás mecanismos de examen que establezca la Conferencia de 
las Partes. 


5. Cada Estado Parte facilitará a la Conferencia de las Partes información 
sobre sus programas, planes y prácticas, asi como sobre las medidas 
legislativas y administrativas adoptadas para aplicar la presente Convención, 
según lo requiera la Conferencia de las Partes. 

Artículo 33 


Soacretaría 
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1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de 
secretaría necesarios a la Conferencia de las Partes en la Convención. 


2. La secretaría: 


a) Prestará asistencia a la Conferencia de las Partes en la realización de las 
actividades enunciadas en el artículo 32 de la presente Convención y 
organizará los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes y ¡es 
prestará los servicios necesarios; 


b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de 
información a la Conferencia de las Partes según lo previsto en el párrafo 5 del 
artículo 32 de la presente Convención; y 


c) Velará por la coordinación necesaria con la secretaria de otras 
organizaciones internacionales y regionales pertinentes. 


Artículo 34 
Aplicación de la Convención 


1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, las medidas que sean necesarias, 
incluidas medidas legislativas y administrativas, para garantizar el cumplimiento 
de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención, 


2. Los Estados Parte tipificarán en su derecho interno los delitos tipificados de 
conformidad con los articulos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención 
indepehdientemente del carácter transnacional o la participación de un grupo 
delictivo organizado según la definición contenida en el párrafo 1 del artículo 3 
de la “presente Convención, salvo en la medida en que el artículo 5 de la 
presente Convención exija la participación de un grupo delictivo organizado. 


3. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las 
previstas en la presente Convención a fin de prevenir y combatir la delincuencia 
organizada transnacional. 


Artículo 35 
Solución de controversias 


1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con 
la interpretación o aplicación de la presente Convención mediante la 
negociación. 


2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la 
interpretación o la aplicación de la presente Convención que no pueda 
resolverse mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a 
solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses 
después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han 
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podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de 
esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de 
Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la Corte. 


3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, 
aceptación o aprobación de la presente Convención o adhesión a ella, declarar 
que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás 
Estados Parte no quedarán vinculados por el párrato 2 del presente artículo 
respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 


4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 
3 del presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva 
notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 36 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 


1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados de! 
12 al 15 de diciembre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la 
Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002. 


2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las 
organizaciones regionales de integración económica siempre que al menos uno 
de los Estados miembros de tales organizaciones haya firmado la presente 
Convención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente 
articulo. 
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Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el 
alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la 
presente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al 
depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia, 


4, La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados 


con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención, Dichas 
organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación 
pertinente dol alcance de su competencia. 


Artículo 37 
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Relación con los protocolos 
1. La presente Convención podrá complementarse con uno o más protocolos. 


2. Para pasar a ser parte en un protocolo, los Estados o las organizaciones 
regionales de integración económica también deberán ser parte en la presente 
Convención. 


3. Los Estados Parte en la presente Convención mo quedarán vinculados por 
un protocolo a menos que pasen a ser parte en el protocolo de conformidad 
con sus disposiciones. 


4. Los protocolos de la presente Convención se interpretarán juntamente con 
ésta, teniendo en cuenta la finalidad de esos protocolos. 


Artículo 38 
Entrada en vigor 


1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la 
fecha en que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión. A los efectos del presente párrafo, los 
instúfentos depositacos por una organización regional de integración 
ecoriómica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados 
miemíbros de tal organización. 


2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que 
ratifique, acepte o apruebe la presente Convención o se adhiera a ella después 
de haberse depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, la presente Convención entrará en vigor el trigésimo 
día después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el 
instrumento pertinente 


Artículo 39 
Enmienda 


1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la 
presente Convención, los Estados Parte podrán proponer enmiendas por 
escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuación 
comunicará tóda enmienda propuesta a los Estados Parte y ala Conferencia 
de las Pártes en la-Convención para que la examinen y decidan al respecto, La 
Confereneia de las Partes hará todo lo posible por lograr un consenso sobre 
cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un 
consenso' y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda 
exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte 
presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes. 


2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con 
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un número de votos igual al número de sus Estados miembros que sean Partes 
en la presente Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de 
voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 


3. Toda enmienda aprobada de conformidad con e! párrafo 1 del presente 
articulo estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados 
Parte, 


4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de 
la fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas un instumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa 
enmienda, 


5, Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados 
Parte que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados 
Parte quedarán sujetos a las disposiciones de la presente Convención, así 
como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o 
aprobado 


Artículo 40 
Denuncia 


1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante 
notificación escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia 
surtirá efecto un año después de a fecha en que el Secretario General haya 
recibido la notificación, 

2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser 
Partes en la presente Convención cuando la hayan denunciado todos sus 
Estados miembros. 


3. La denuncia de la presente Convención con arreglo al párrafo 1 del 
presente artículo entrañará la denuncia de sus protocolos. 


Artículo 41 
Depositario e idiomas 


1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la 
presente Convención. 


2. El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas 


EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos gobiernos, han firmado la presente 
Convención, 
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PROTOCOLO CONTRA LA FABRICACIÓN Y EL TRÁFICO ILÍCITOS, 
QUE COMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 
CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 


|. Disposiciones generales 
Articulo 1 


Relación con la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional 


1, El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional! y se interpretará juntamente 
con la Convención. 

2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al 
presente Protocolo, a menos que en él se disponga otra cosa. 


3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo se 
considerarán delitos tipificados con arreglo a la Convención. 


Artículo 2 
Finalidad 


La finalidad del presente Protocolo es promover, facilitar y reforzar la 
cooperación entre los Estados Parte con el propósito de prevenir, combatir y 
erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones. 


Artículo 3 
Definiciones 
Para los fines del presente Protocolo: 


a) Por "arma de fuego” se entenderá toda arma portátil que tenga cañón y 
que lance, esté concebida para lanzar o pueda transformarse fácilmente para 
lanzar un balín, una bala o un proyectil por la acción de un explosivo, excluidas 
las armas de fuego antiguas o sus réplicas. Las armas de fuego antiguas y-sus 
réplicas se definirán de conformidad con el derecho interno. En ningún caso, 
sin embargo, podrán incluir armas de fuego fabricadas después de 1899; 


b) Por "piezas y componentes" se entenderá todo elemento o elemento de 
repuesto especifica mente concebido para un arma de fuego e indispensable 
para su funcionamiento, incluidos el cañón, la caja o el cajón, el cerrojo o el 
tambor, el cierre o el bloqueo del cierre y todo dispositivo concebido o'adaptado 
para disminuir el sonido causado por el disparo de un arma de fuego; 

c) Por "municiones" se entenderá el cartucho completo o sus componentes, 
entre ellos las vainas, los cebos, la carga propulsora, las balas o proyectiles 
utilizados en las armas de fuego, siempre que esos componentes estén de por 
sí sujetos a autorización en el respectivo Estado Parte; 

d) Por "fabricación Hicita” se entenderá la fabricación o el montaje de armas 
de fuego, sus piezas y componentes o municiones: 


i) A partir de piezas y componentes que hayan sido objeto de tráfico ilícito; 
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ii) Sin Iicencia,o autorización'de una autoridad competente del Estado Parte 
en que se realice la fabricación o el montaje, o 


li) Sin marcar las armas de fuego en el momento de su fabricación, de 
conformidad con el artículo 8 del presente Protocolo; 


La concesión de licencia o autorización respecto de la fabricación ce piezas y 
componenjas se hará de conformidad con el derecho interno; 


e) Por "tráfico ilícito" se .entenderá la importación, exportación, adquisición, 
venta, entrega, traslado o transferencia de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones desde o a través del territorio de un Estado Parte al 
de otro Estado Parte si cualquiera de los Estados Partes interesados no lo 
autoriza conforme a lo dispuesto en el presente Protocolo o si las armas de 
fuego no han sido marcadas conforme a lo dispuesto en el artículo 8 del 
presente Protocolo; 


f) Por "localización" se entenderá el rastreo sistemático de las armas de fuego 
y, de ser posible, de sus piezas y componentes y municiones, desde el 
fabricante al comprador, con el fin de ayudar a las autoridades competentes de 
los Estados Parte a detectar, investigar y analizar la fabricación y el tráfico 
ilícitos. 


Artículo 4 
Ámbito de aplicación 


1. A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo 
se aplicará a la prevención ce la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de 
fuego, Sus piezas y componentes y municiones y a la investigación y el 
enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente 
Protocolo cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la 
participación de un grupo delictivo organizado. 

2. El presente Protocolo no se aplicará a las transacciones entre Estados ni a 
las transferencias estatales cuando la aplicación del Protocolo pudiera 
perjudicar el derecho de un Estado Parte a adoptar medidas en aras de la 
seguridad nacional en consonancia con la Carta de las Naciones Unidas. 


Artículo 5 
Penalización 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas o de otra indole que 
sean necesarias para tipificar como delito las siguientes conductas, cuando se 
cometan intencionalmente: 

a) La fabricación ¡lícita de armas de fuego, sus piezas y componentes y 
municiones, 

b) El tráfico ilícito de armas de fuego, sus piezas y componentes y 
municiones; 

c) La falsificación o la obliteración, supresión o alteración ilícitas de la(s) 
marca(s) de un arma de fuego requerida(s) de conformidad con el articulo 8 del 
presente Protocclo 
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2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra 
indole que sean necesarias para tipificar corro delito las siguientes conductas: 

1 in ages € lo pi lc e CR Je da la 
tentativa de comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 Yel 
presente artículo o la participación en él como cómplice; y 

b) La organización, dirección ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento 
para la comisión de un delito tipificado con afreglo al párrafo 1 del presente 
artículo. 

Articulo 6 


Decomiso, incautación y disposición 


1. A reserva delo dispuesto en el artículo 12 dela Convención, los Estados 
Parte adoptarán, en la mayor medida posible de conformidad con, su 
ordenamiento jurídico interno, las medidas que sean necesarias para permitir el 
decomiso de las armas de fuego, sus plezas y componentes y municiones que 
hayan sico objeto de fabricación o tráfico ilícitos. 

2. Los Estados Parte adoptarán, de conformidad con su orcenamiento juridico 
interno, las medidas necesarias para impedir que las armas de fuego. sus 

piezas y componentes y municiones que hayan sido objeto de fabricación o 

Cor Dallas alga ds panes. de pardas 50 abia, en particular 
mediante la incautación y destrucción de esas armas de fuego, sus piézas y 
componentes y municiones, a menos que se haya autorizado oficialmente otra 
forma de disposición, siempre y cuando se hayan marcado las armas de fuego 
y se hayan registrada los métodos para la disposición de esas armas de fuego 
y munidones. 

1, Provención 
Artículo 7 
Registros 

Cada Estado Parte garantizará el manterimiento, por un período no inféxrior a 
diez años, de la información relativa a las armas de fuego y, cuahdo sea 
apropiado y factible, de la información relativa a sus piezas y componentes y 
municiones que sea necesaria para localizar e identificar las armas de fuego y, 
cuando sea apropiado y factible, sus piezas y componentes y municiones que 
hayan sido objeto de fabricación o tráfico ilícitos, así como para evitar y 
detectar esas actividades. Esa información incluirá: 


a) Las marcas pertinentes requeridas de conformidad con el artículo 8 del 
presente Protocolo; 

b) En los casos que entrañen transacciones internacionales con armas de 
fuego, sus piezas y componentes y municiones, las fechas de emisión y 
expiración de las licencias o autonzaciones correspondientes, el pals de 
exportación, el país de importación, los países de tránsito, cuando proceda, y el 
receptor final, así como la descripción y la cantidad de los artículos. 


Articulo 8 
Marcación do las armas de fuego 
1. Alos efectos de identificar y localizar cada arma de fuego, los Estados 
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Parte: 

a). En el momento de la fabricación de cada arma de fuego exigirán que ésta 
sea marcada ton una marca distintiva que indique el nombre del fabricante, el 
pais o lugar de fabricación y el número de serie, o mantendrán cualquier otra 
marca distintiva y fácil de emplear que ostente simbolos geométricos sencillos, 
junto con un código numérico y/o allanumérico, y que permita a todos los 
Estados Parte identificar sin dificultad el país de fabricación; 


b) Exigirán que se aplique a toda arma de fuego importada una merca 
sencilla y apropiada que permita identificar el pais de importación y, de ser 
posible, el año de ésta, y permita asimismo a las autoridades competentes de 
ese país localizar el arma de fuego, así como una marca distintiva, si el arma 
de fuego no la lleva. Los requisitos del presente apartado no tendrán que 
aplicarse a'la importación temporal de armas de fuago con fines lícitos 
verificables; 


c) Velarán por que, en el momento en que se transfiera un arma de fuego de 
las existencias estatales a la utilización civil con carácter permanente, se 
aplique a dicha arma la marca distintiva apropiada que permita a todos los 
Estados Parte identificar el pais que realiza la transferencia. 


2. Los Estados Parte alentarán a la industia de fabricación de armas de 
fuego a formular medidas contra la supresión o la alteración de las marcas. 


Artículo 9 
Desactivación de las armas de tuego 


Todo Estado Parte que, de conformidad com su derecho interno, mo 
reconozca como arma de fuego un arma desactivada adoptará las medidas que 
sean necesarias, incluida la tipificación de delitos específicos, si procede, a fin 
de prevenir la reactivación ilícita de las armas de fuego desactivadas, en 
consonancia con los siguientes principios generales de desactivación: 

a) Todas las piezas esenciales.de un arma de fuego desactivada se tornarán 
permanentemente inservibles y no susceptibles de ser retiradas, sustituidas o 
modificadas de cualquier forma -que pueda permitir su reactivación; 

b) Se adoptarán disposiciones para que una autoridad competente verifique, 


cuándo proceda, las medidas de desactivación a fin de garantizar que las 
modificaciones aportadas al arma de fuego la inutilizan permanentemente; 


€) ta verificación por una autoridad competente comprenderá la expedición 
de un certificado o la anotación en un registro en que se haga constar la 
desactivación del arma de fuego o la inclusión de una marca a esos efectos 
claramente visible en el arma de fuego. 


Articulo 10 


Requisitos generales para sistemas de licencias o autorizaciones de 
exportación, importación y tránsito 
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1. Cada Estado Parte establecerá o mantendrá un sistema eficaz de licencias 
o autorizaciones de exportación e importación, así como de medidas aplicables 
al tránsito internacional, para la transferencia de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones 


2. Antes de emitir licencias o autorizaciones de exportación para la 
expedición de armas de fuego, sus piezas y compenentes y municiones, cada 
Estado Parte se asegurará de que: 


a) Los Estados importadores hayan emitido las correspondientes licencias o 
autorizaciones; y 

b) Los Estados de tránsito hayan al menos comunicado por escrito, con 
anterioridad a la expedición, que no se oponen al tránsito, sin pefidicio de los 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales destinados a favorecer a los 
Estados sin litoral. 

3. La licencia o autorización de exportación e importación y la documentación 
que la acompañe contendrán conjuntamente información que, como mínimo, 
comprenda el lugar y la fecha de emisión, la fecha de expiración, el país de 
exportación, el país de importación, el destinatario final, una descripción y la 
cantidad de las armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones y, 
cuando haya tránsito, ¡os países de. tránsito. La información contenida en la 
licencia de importación deberá facilitarse a los Estados de tránsito con 
antelación. 

4. El Estado Parte importador notificará al Estado Parte exportador, previa 


solicitud, la recepción de las remesas de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones que le hayan sido enviadas. 

5. Cada Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades, las medidas 
necesarias para garantizar que los procedimientos de licencia o autorización 
sean seguros y que la autenticidad de los documentos de licenciá o 
autorización pueda ser verificada o validada. 

6. Los Estados Parte podrán adoptar procedimientos simplificados para la 
importación y exportación temporales y para el tránsito de armas de fuego, sus 
piezas y componentes y municiones para fines lícitos verificables, tales como 
cacerías, prácticas de tiro deportivo, pruebas, exposiciones o reparaciones. 


Artículo 11 
Medidas de seguridad y prevención 
A, fin de detectar, prevenir y eliminar el robo, la pérdida o la desviación, así 


“como la fabricación y el tráfico ¡licitos de armas de fuego, sus piezas y 


componentes y municiones, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas 
para: 

a) Exigir que se garantice la seguridad de las armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones en el curso de su fabricación, de su importación y 
exportación y de su tránsito a través de su territorio, y 


b) Aumentar la eficacia de los controles de importación, exportación y 
tránsito, incluidos, cuando proceda, los controles fronterizos, así como de la 
cooperación transfronteriza entre los servicios policiales y aduaneros. 


Artículo 12 
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Información 


1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Convención, los 
Estados Parte intercambiarán, de conformidad con sus respectivos 
ordenamientos jurídicos y administrativos internos, información pertinente para 
cada caso especifico sobre cuestiones como los fabricantes, agentes 
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comerciales, importadores y exportadores y, de ser posible, transportistas | 


autorizados de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones. 


* 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Convención, los 


Estados Parte intercambiarán, de conformidad con sus respectivos 
ordenamientos juridicos y administrativos internos, información pertinente sobre 
cuestiones como: 

a) Los grupos delittivos organizados efectiva o presuntamente involucrados 
en la fabricación o el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones; 


b) Los medios de ocultación utilizados en la fabricación o el tráfico ilícitos de 
armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, asi como las formas 
de detectarlos; 


c) Los métodos y medios, los lugares de expecición y de destino y las rutas 
que habitualmente utilizan los grupos delictivos organizados que participan en 
él tráfico ilícito de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones; y 


d), Experiencias de carácter legislativo, así como prácticas y medidas 
conexas, para prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de 
armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones. 


3, LoS Estados Parte se facilitarán o intercambiarán, según proceda, toda 
infotmación cientifica y tecnológica pertinente que sea dé utilidad para las 


E autoridades encargadas de hacer cumplir la ley a fin de reforzar mutuamente 


su capacidad de prevenir, detectar e investigar la fabricación y el tráfico ilicitos 
de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones y de enjuiciar a las 
personas involucradas ermesas actividades ilicitas. 


4. Los Estados Parte cdoperarán en la localización de las armas de fuego, 
sus piezas y componentes y municiones que puedan haber sido objeto de 
fabricación o tráfico ilícitos. Esa cooperación incluirá la respuesta rápida de los 
Estados Parte a toda solicitud de asistencia para localizar esas armas de 
fuego, sus piezas y componentes y municiones, dentro de los medios 
disponibles 


5. Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento juridico o a 
cualesquiera acuerdos internacionales, cada Estado Parte garantizará la 
confidencialidad y acatará las restricciones impuestas a la utilización de toda 
información que reciba de otro Estado Parte de conformidad con el presente 
artículo, incluida “información de dominio privado sobre transacciones 
cómerciales, cuando así lo solicite el Estado Parte que facilita la información. Si 
no es posible mantener la confidencialidad, antes de revelar la información se 
dará cuenta de ello al Estado Parte que la facilitó. 


Artículo 13 
Cooperación 
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1. Los Estados Parte cooperarán en los planos bilateral, regional e 
internacional a fin de prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico 
ilicitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones. 


2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 13 del artículo 18 de la 
Convención, cada Estado Parte designará un órgano nacional o un punto de 
contacto central encargado de mantener el enlace con los demás Estados 
Parte en toda cuestión relativa al presente Protocolo, ( 


3. Los Estados Parte procurarán cbtener el apoyo y la cooperación de los 
fabricantes agentes comerciales, importadores, exportadores, corredores y 
transportistas comerciales de armas de fuego, sus piezas y componentes y 
municiones, a fin de prevenir y detectar las actividades ilícitas mencionadas en 
el párrafo 1 cel presente artículo. 


Artículo 14 
Capacitación y asistencia técnica 


Los Estados Parte cooperarán entre sí y con las organizaciones 
internacionales pertinentes, según proceda, a fin de que los Estados Parte que 
lo soliciten reciban la formación y asistencia técnica requeridas para reforzar su 
capacidad de prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de 
armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, incluida la asistencia 
técnica, financiera y material que proceda en las cuestiones enunciadas en los 
artículos 29 y 30 de la Convención. 


Artículo 15 
Corredores y corretaje 


1. Gon miras a prevenir y combatir la fabricación y el tráfico ¡licitos de armas 
de fuego, sus piezas y componentes y municiones, los Estados Parte que aún 
no lo hayam hecho considerarán la posibilidad de establecer un sistema de 
reglamentación de las actividades de las personas dedicadas al corretaje. Ese 
sistema podría incluir una o vañas de las siguientes medidas: 


a) Exigir ta inscripción en un registro de los corredores que actúen en su 
territorio; 

b) Exigir una licencia o autorización para el ejercicio del corretaje; o 

c) Exigir cue en las licencias oO autorizaciones de importación y de 


exportación, o en la documentación adjunta a la mercancia, se consigne el 
nombre y la ubicación de los corredores que intervengan en la transacción. 


2. Se alienta a los Estados Parte que hayan establecido un sistema de 
autorización de las operaciones de corretaje como el descrito en el párrafo 1 
del presente artículo a que incluyan datos sobre los ccrredores y las 
operaciones de corretaje en sus intercambios de información efectuados con 
arreglo al articulo 12 del presente Protocolo y a que mantengan un registro de 
corredores y de las operaciones de corretaje conforme a lo previsto en el 
articulo 7 del presente Protocolo, 


Il. Disposiciones finales 
Articulo 16 
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Solución de controversias 


1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con 
la interpretación o aplicación de! presente Protocolo mediante la negociación. 


2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la 
interpretación o la aplicación del presente Protocolo que no pueda resolverse 
mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud de 
uno de esos Estados Parte, someterse a asvitraje. Si, seis meses después de 
la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse 
de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esas Partes podrá 
remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud 
conforme al Estatuto de la Corte. 


3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, rabficación, 
aceptación o aprobación del presente Protocolo o de la adhesión a él, declarar 
que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás 
Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo 
respecto de todo Estado Parte que haya hecto esa reserva. 


4, El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 
3 del presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva 
notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 17 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 


1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados en la 
Sede de las Naciones Unidas en Nueva Yark desde el trigésimo día después 
de su aprobación por la Asamblea General hasta el 12 de diciembre de 2002. 


2 El presente Protocolo también estará abieno a la firma de las 
orgatiizaciones regionales de integración económica siempre que al menos uno 
de lo3 Estados miembros de tales organizaciones haya firmado el presente 
Protocolo de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, 


3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación, 
Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. Las organizaciones 
regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación si par lo menos uno de sus Estados 
miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. 
Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier 
modificación pertinente del alcance de su competencia. 


4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u 
organizaciones regionales ce integración económica que cuenten por lo menos 
con un Estado miembro que sea Parte en el presente Protocolo. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones 
regionales de integración económica declararán el alcance de su competencia 
con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas 
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organizaciones comunicarán también ai depositario cualquier modificación 
pertinente del alcance de su competencia. 


Artículo 18 
Entrada en vigor 


1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la 
fecha en que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adnesión, a condición de que no entre en vigor antes 
de la entrada en vigor de la Convención. A los efectos del presente párrafo, los 
instrumentos depositados por una organización regional de integración 
económica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados 
miembros de tal organización. 


2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que 
ratifique, acepte o apruebe el presente Protocolo o se adhlera a él después de 
haberse depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día 
después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el 
instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al 
párrafo 1 del presente artículo, si ésta es posterior. 


Articulo 19 
Enmienda 
1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del 


* presente Protocolo, los Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito 


al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuación comunicará 
toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes 
en' la Convención para que la examinen y decidan al respecto. Los Estados 
Parte en el presente Protocolo reunidos en la Conferencia de las Partes harán 
todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han 
agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se he llegado a un 
acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una 
mayoría de dos tercios de los Estados Parte en el presente Protocolo presentes 
y votantes en la sesión de la Conferencia de las Panes. 


2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con 
un número de votos igual al número de sus Estados miembros que sean Partes 
en el presente Protocolo. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de 
voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 


3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados 
Parte. 


4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de 
la fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa 
enmienda. 
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5, Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados 
Parte que hayan expresado su consentimiento a! respecto. Los demás Estados 
Parte quedarán sujetos a las disposiciones del presente Protocolo, así como a 
cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado 

Artículo 20 
Denuncia 

1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante 
notificación escrita al Secretano General de las Naciones Unidas. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General haya 
recibido la notificación. 

2 Las orgarizaciones regionales de integración económica dejarán de ser 
Partes en el presente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus 
Estados miembros. 

Artículo 21 
Depositario e idiomas 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del 
presente Protocolo. 

2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretaño General de las Naciones Unidas. 

EN* FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos gobiernos, han firmado el presente Protocolo. 

(SIGUEN FIRMAS) 
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Ley N* 18.087, 
de 5 de enero de 2007 


ARMAS REMITIDAS POR LA JUSTICIA AL SERVICIO DE MATERIAL 
Y ARMAMENTO DEL EJERCITO 


”.- Los titulares de las armas remitidas al Servicio de Material y Armamento 
del Ejército por disposición de la Justicia, antes de que se cumplan tres años de su 
ingreso al depósito judicial deberán proceder a su regularización documental y retiro, 
acreditando previamente en forma fehaciente estar habilitados para ello por decisión 
judicial o, en su defecto, proporcionando prueba documental que acredite no poder 
disponer del arma por haberio denegado el Juzgado competente o por mantenerse la 
misma aún a disposición del mismo. 


Artículo 2”.- Con las armas que no hayan sido retiradas o regularizada su situación 
de la manera indicada en el articulo anterior, se procederá por parte del Servicio de 
Material y Armamento del Ejército de la siguiente manera: 


A) Aquellas que por sus características, condiciones de uso y estado sean factibles 
de integrar la cadena de abastecimiento de las Fuerzas Armadas y de la Policía 
Nacional, serán reacondicionadas y puestas a disposición del Ministerio 
correspondiente. 


B) Las que por sus características o antigúedad, sean catalogadas como piezas de 
colección, serán puestas a disposición del Comando General del Ejército para ser 
integradas a las colecciones de los museos de sus dependencias. 


C) Las armas a las que por sus características o estado de conservación no pueda 
dársele alguno de los destinos precedentemente previstos, serán destruidas: 


El Servicio de Material y Armamento del Ejército dará cuenta de lo actuado al Poder 
Judicial. 


Artículo 3*.- Los actuales titulares de las armas que se encuentren comprendidos en 
lo previsto por el artículo 1? de la presente ley, dispondrán de un plazo de ciento 
ochenta días a partir de la vigencia de la misma para su regularización documental. 


Vencido dicho plazo, se procederá de acuerdo 2 lo dispuesto en el artículo 2” de la 
presente ley. 


Artículo 4*.- Derógase la Ley N* 16.145, de 9 de octubre de 1990, y todas las normas 
que directa o indirectamente se opongan a lo establecido en la presente ley. 
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Ley N” 17.300, 


de 22 de marzo de 2001 


Artículo  Unico.- Apruébase la Convención Interamericana contra la 
Fabricación y el Tráfico llícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y 
otros Materiales Relacionados, adoptada en el XXIV Periodo Extraordinario de 
Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos y suscrita por la República el 14 de noviembre de 1997, 
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ARMAS DE FUEGO, MUNICIONES, EXPLOSIVOS Y 
OTROS MATERIALES RELACIONADOS 


CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA FABRICACION Y 
EL TRAFICO ILICITO 


Artículo !.- Definiciones 
A los efectos de la presente Convención, se entenderá por: 


1. "Fabricación ¡licta”: la fabricación o el ensamblaje de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados: 


a) a partir de componentes o partes ilícitamente traficados: o 


b) sin licencia de una autoridad gubernamental competente del Estado Parte 
donde se fabriquen o ensamblen; o 


c) cuando las armas de fuego que lo requieran no sean marcadas en el 
momento de fabricación. 


2. "Tráfico ilícito": la importación, exportación, adquisición, venta, entrega, 
traslado o transferencia de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados desde o a través del territorio de un Estado Parte al de 
otro Estado Parte si cualquier Estado Parte concernido no lo autoriza. 


3. "Armas de fuego": 


a) cualquier arma que conste de por lo menos un cañón por el cual una bala o 
proyectil puede ser descargado por la acción de un explosivo y que haya 
sido diseñada para ello o pueda convertirse fácilmente para tal efecto, 
excepto las armas antiguas fabricadas antes del siglo XX o sus réplicas; o 


b) cualquier otra arma o dispositivo destructivo tel como bomba explosiva, 
incendiaria o de gas, granada, cohete, lanzacohetes, misil, sistema de 
misiles y minas. 


4."Municiones”: el cartucho completo o sus componentes, incluyendo 
cápsula, fulminante, carga propulsora, proyectil o bala que se utilizan en las 
armas de fuego. 


5. "Explosivos" toda aquella sustancia o articulo que se hace, se fabrica o se 
utiliza para producir una explosión, detonación, propulsión o efecto pirotécnico, 
excepto: 
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a) sustancias y artículos que no son en si mismos explosivos; o 


b) sustancias y artículos mencionados en el anexo de la presente 
Convención. 


6. "Otros materiales relacionados”. cualquier componente, parte o repuesto 
de un arma de fuego o accesorio que pueda ser acoplado a un arma de fuego. 


7. "Entrega vigilada". técnica consistente en dejar que remesas ilícitas o 
de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren 
en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades 
competentes, con el fin de identificar a las personas involucradas en la 
comisión de delitos mencionados en el Artículo IV de esta Convención. 


Artículo II. Propósito 
El propósito de la presente Convención es: 


impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ¡lícitos de armas de 
fuego; municiones, explosivos y otros materiales relacionados; promover y 
facilitar entre los Estados Partes la cooperación y el intercambio de información 
y de expenencias para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico 
ilicitos. de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados. 


> 


Artículo ll. Soberanía 


1. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que se derivan de la 
presente Convención de conformidad con los principios de igualdad soberana e 
integridad territorial de los Estados y de no intervención en los asuntos internos 
de otros Estados. 


2. Un Estado Parte no ejercerá en el territoio de otro Estado Parte 
jurisdicción ni funciones reservadas exclusivamente a las autoridades de ese 
otro Estado Parte por su derecho interno, 


Artículo IV. Medidas legislativas 


1. Los Estados Partes que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas 
legislativas o de otro carácter que sean necesarias para tipificar como delitos 
en su derecho interno la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados. 
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2.A reserva de los respectivos principios constitucionales y conceptos 
fundamentales de los ordenamientos Jurídicos de los Estados Partes, los delitos 
que se tipifiquen conforme al párrafo anterior incluirán la participación en la 
comisión de alguno de dichos delitos, la asociación y la confabulación para 
cometerlos, la tentativa de cometerdos y la asistencia, la incitación, la 
facilitación o el asesoramiento en relación con su comisión. 


Artículo V. Competencia 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
declararse competente respecto de los delitos que haya tipificado de 
conformidad con esta Convención cuando el delito se cometa en su territorio, 


2. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para 
declararse competente respecto de los delitos que haya tipificado de 
conformidad con esta Convención cuando el delito sea cometido por uno de 
sus nacionales o por una persona que tenga residencia habitual en su territorio. 


3. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
declararse competente respecto de los delitos que haya tipificado de 
conformidad con esta Convención cuando el presunto delincuente se encuentre 
en su territorio y no lo extradite a otro país por motivo de la nacionalidad del 
presunto delincuente. 


4. La presente Convención no excluye la aplicación de cualquier otra regla de 
jurisdicción penal establecida por un Estado Parte en virtud de su legislación 
nacional. 


Articulo Vi. Marcaje de armas de fuego 


1. A los efectos de la identificación y el rastreo de las armas de fuego a que 
se refiere el artículo 1.3.a), los Estados Partes deberán: 


a) requerir que al fabricarse se marquen de manera adecuada el nombre del 
fabricante, el lugar de fabricación y el número de serie; 


b) requerir el marcaje adecuado en las armas de fuego importadas de manera 
que permita identificar el nombre y la dirección del importador; y 


Cc) requerir el marcaje adecuado de cualquier arma de fuego confiscada o 
decomisada de conformidad con el Articulo Vll.1 que se destinen para uso 
oficial a 


2. Las armas de fuego a que se refiere el Artículo 1.3.b) deberán marcarse de 
manera adecuada en el momento de su fabricación, de ser posible. 
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Articulo VII. Confiscación o decomiso 


1. Los Estados Partes se comprometen a confiscar o decomisar las armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que hayan sido 
objeto de fabricación o tráfico ilícitos. 


2. Los Estados Partes adeptarán las medidas necesarias para asegurarse de 
que todas las armas de luego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados que hayan sio incautados, confiscados o cecomisados como 
consecuencia de su fabricación o tráfico ilicitos no lleguen a manos de 
particulares o del comercio gor la via de subasta, venta u otros medios 


Artículo Vil! Medidas de seguridad 


Los Estados Partes, a los efectos de eliminar pérdidas o desviaciones, se 
comprometen a tomar las medidas necesarias para garantizar la seguridad de 
las armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que 
se importen, exporten o estén en tránsito en sus respectivos territorios. 


Artículo (X. Autorizaciones o licencias de exportación, importación y tránsito 


1. Los Estados Partes establecerán o mantendrán un sistema eficaz de 
licencias o autorizaciones de exportación, importación y tránsito internacional 
para'las transferencias de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados. 


2.Los Estados Partes no permitirán el tránsito de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados hasta que el Estado 
Parte receptor expida la licencia o autorización correspondiente. 


3. Los Estados Panes, antes de autorizar los embarques de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados para su exportación, 
deberán asegurarse de que los países importadores y de tránsito han otorgado 
las licencias o autorizaciones necesarias. 


4. El Estado Parte importacor informará al Estado Parte exportador que lo 
solicite de la recepción de los embarques de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados. 


Artículo X. Fortalecimiento de los controles en los puntos de exportación 


Cada Estado Parte adoptará las medidas que puedan ser necesarias para 
detectar e impedir el tráfica ¡lícito de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados entre su territorio y el de otros Estados Partes, 
mediante el fortalecimiento de los controles en los puntos de exportación: 
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Artículo Xi. Mantenimiento de información 


Los Estados Partes mantendrán, por un tiempo razonable, la información 
necesaria para permitir el rastreo y la identificación de armas de fuego que han 
sido fabricadas o traficadas i¡licitamente, para permitirles cumplir con las 
obligaciones estipuladas en los artículos XIIl y XVII. 


Artículo XI Confidencialidad 


Á reserva de las obligaciones impuestas por sus Constituciones o por 
cualquier acuerdo internacional, los Estados Partes garantizarán la 
confidencialidad de toda información que reciban cuando así lo solicite el 
Estado Parte que suministre la información. Si por razones legales no se 
pudiera mantener dicha confidencialidad, el Estado Parte que suministró la 
información deberá ser notificado antes de su divulgación. 


Artículo XII. Intercambio de información 


1. Los Estados Partes intercambiarán entre sí, de conformidad con sus 
respectivas legislaciones intemas y los tratados aplicables, información 
pertinente sobre cuestiones tales como: 


a) productores, comerciantes, importadores, exportadores y, cuando sea 
posible, transportistas autorizados de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados; 


b) los medios utilizados para ocultar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados y las 
maneras de detectarlos: 


c) las rutas que habitualmente utilizan las organizaciones de delincuentes 
que participan en el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados; 


d) experiencias, prácticas y medidas de carácter legislativo para impedir, 
combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilicitos de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados; y 


e) técnicas, prácticas y legislación contra el lavado de dinero relacionado con 
la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos 
y otros materiales relacionados. 


2. Los Estados Partes proporcionarán e intercambiarán, según corresponda, 
información científica y tecnológica pertinente para hacer cumplir la ley y 
mejorar la capacidad de cada uno para prevenir, detectar e investigar la 
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fabncación y el tráfico ilícitos de armas de fuego; municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados y para procesar penalmente a los responsables. 


3.Los Estados Partes cooperarán en el rastreo de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados que pudieran haber 
sido fabricados o traficados ilícitamente. Dicha cooperación incluirá dar 
respuesta pronta y precisa a las solicitudes de rastreo. 


Artículo XIV. Cooperación 


1.Los Estados Partes cooperarán en el plano bdateral, regional e 
internacional para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilicitos 
de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados. 


2. Los Estados Partes identificarán una entidad nacional a un punto único de 
contacto que actúe como enlace entre los Estados Partes, asi como entre ellos 
y el Comité Consultivo establecido en el Artículo XX, para fnes de cooperación 
e intercambio de información, 


Artículo XV. Intercambio de experiencias y capacitación 


1.Los Estados Partes cooperarán en la formulación de programas de 
intercambio de experiencias y capacitación entre funcionarios competentes y 
colaborarán entre sí para facilitarse el acceso a equipos o tecnología que 
hubieren demostrado ser eficaces en la aplicación de la presente Convención. 


5 
2.Los Estados Partes colaborarán entre sí y con los organismos 
internacionales pertinentes, según proceda, para cerciorarse de que exista en 
sus territorios capacitación adecuada para impedir, combatir y erradicar la 
fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados. Dicha capacitación incluirá, entre otras cosas: 


a) La identificación y el rastreo de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados; 


b) La recopilación de información de inteligencia, en particular la relativa a la 
identificación de los responsables de la fabricación y el tráfico ilícitos y a los 
métodos de transporte y las técnicas de ocultamiento de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados; y 


c) El mejoramiento de la eficiencia del personal responsable de la búsqueda y 
detección, en los puntos convencionales y no convencionales de entrada y 
salida, de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados traficados ¡licitamente. 


Artículo XVI. Asistencia técnica 


Los Estados Partes cooperarán entre si y con los organismos internacionales 
pertinentes, según proceda, a fin de que aquellos Estados Partes que lo 
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soliciten reciban la asistencia técnica necesaria para fortalecer su capacidad 
para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, incluida la 
asistencia técnica en los temas identificados en el articulo XV.2. 


Articulo XVII. Asistencia jurídica mutua 


1. Los Estados Partes se prestarán la más amplia asistencia juridica mutua, 
de conformidad con sus leyes y los tratados aplicables, dando curso y 
respondiendo en forma oportuna y precisa a las solicitudes emanadas de las 
autoridades que, de acuerdo con su derecho interno, tengah facultades para la 
investigación o procesamiento de las actividades ilícitas descritas en la 
presente Convención, a fin de obtener pruebas y tomar otras medidas 
necesarias para facilitar los procedimientos y actuaciones referentes a dicha 
investigación o procesamiento. 


2. A los fines de la asistencia jurídica mutua prevista en este articulo, cada 
Estado Parte podrá designar una autoridad central o podrá recurrir a 
autoridades centrales según se estipula en los tratados pertinentes u otros 
acuerdos. Las autoridades centrales tendrán la responsabilidad de formular y 
recibir solicitudes de asistencia en el marco de este artículo, y se comunicarán 
directamente unas con otras a los efectos de este artículo. 


Artículo XVIII. Entrega vigilada 


1, Cuando sus respectivos ordenamientos jurídicos internos lo permitan, los 
Estados Partes adoptarán las medidas necesarias, dentro de sus posibilidades, 
para que se pueda utilizar de forma adecuada, en el plano internacional, la 
técnica de entrega vigilada, de conformidad con acuerdos o arreglos 
mutuamente convenidos, con el fin de descubrir a las personas implicadas en 
delitos mencionados en el artículo IV y de entablar acciones legales contra 
ellas. 


2. Las decisiones de los Estados Partes de recurrir a la entrega vigilada se 
adoptarán caso por caso y podrán, cuando sea necesario, tener en cuenta 
arreglos financieros y los relativos al ejercicio de su competencia por los 
Estados Partes interesados. 


3. Con el consentimiento de los Estados Partes interesados, las remesas 
ilícitas sujetas a entrega vigilada podrán ser interceptadas y autorizadas a 
proseguir intactas o habiéndose retirado o sustituido total o parcialmente las 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados. 


Artículo XIX. Extradición 


1. El presente artículo se aplicará a los delitos que se mencionan en el 
artículo IV de esta Convención. 


2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se 
considerará incluido entre los delitos que den lugar a extradición en todo 
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tratado de extradición vigente entre los Estados Partes. Los Estados Partes se 
comprometen a incluir tales delitos como casos ce extradición en todo tratado 
de extradición que concierten entre si 


3. Si un Estado Parte que supedita ta extradición a la existencia de un tratado 
recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte, con el que no lo 
vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar la presente Convención 
como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se 
aplica el presente artículo, 


4 Los Estados Partes que no supediten la extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente articulo como 
casos de extradición entre ellos. 


5. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación 
del Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, 
incluidos los motivos por los que se puede denegar la extradición. 


6. Si la extradición solicitada por un delito al que se aplica el presente artículo 
se deniega en razón únicamente de la nacionalidad de la persona objeto de la 
solicitud, el Estado Parte requerido presentará el caso ante sus autoridades 
competentes para su enjuiciamiento según los criterios, leyes y procedimientos 
aplicables por el Estado requerido a esos delitos cuando son cometidos en su 
territorio, El Estado Parte requerido y el Estado Parte requirente podrán, de 
conformidad con sus legislaciones nacionales, convenir de otra manera con 
respecto a cualquier enjuiciamiento a que se refiere este párrafo. 


Artículo XX. Establecimiento y funciones del Comité Consultivo 


1. Cen el propósito de lograr los abjetivos de esta Convención, los Estados 
Partes establecerán un Comité Consultivo encargado de: 


a) Promover el intercambio de información a que se refiere esta Convención, 


b) facilitar el intercambio de información sobre legislaciones nacionales y 
procedimientos administrativos de los Estados Partes; 


c) fomentar ta cooperación entre las dependencias nacionales de enlace a fin 
de detectar exportaciones e importaciones presuntamente ilícitas de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; 


d) promover la capacitación, el intercambio de conocimientos y experiencias 
entre los Estados Partes, la asistencia técnica entre ellos y las 
organizaciones intemacionales pertinentes, así como los estudios 
académicos; 


e) solicitar a otros Estados no Partes, cuando corresponda, información sobre 
la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos 
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y otros matariales relacionados; y 
f) promover medidas que faciliten la aplicación de esta Convención. 


2. Las decisiones del Comité Consultivo serán de naturaleza recomencatoria. 


3. El Comité Consultivo deberá mantener la confidencialidad de cualquier 
información que reciba en el cumplimiento de sus funciones, si así se le 
solicitare. 


Artículo XXI. Estructura y reuniones del Comité Consultivo 


1. Ej Comité Consultivo estará integrado por un representante de cada 
Estado Parte. 


2. El Comité Consultivo celebrará una reunión ordinaria anual y las reuniones 
extraordinarias que sean necesarias. 


3. La primera reunión orcinaria del Comité Consultivo se celebrará dentro de 
los noventa díaz. siguientes al depósito del décimo instrumento de ratificación 
de esta Convención. Esta reunión se celebrará en la sede de la Secretaria 
General de la Drganización de los Estados Americanos, a menos que un 
Estado Parte ofrezca la Sede. 


4. Las reuniones del Comité Consultivo se celebrarán en el lugar .que 
acuerden los Estados Partes en la reunión ordinaria anterior. De no haber 
ofrecimiento de Sede, el Comité Consultivo se reunirá en la sede de la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 


5. El Estado Fiarte anfitrión de cada reunión ordinaria ejercerá la Secretaria 
pro témpore del ¡Comité Consultivo hasta la siguiente reunión ordinaria Cuando 
la reunión ordinaria se celebre en la Sede de la Secretaria General de la 
Organización de: los Estados Amencanos, en ella se elegirá el Estado Parte 
que ejercerá la Secretaria pro témpore, 


6. En consulta won los Estados Partes, la Secretaría pro témpore tendrá a su 
cargo las siguientles funciones: 


a) Convocar las reuniones ordinarias y extraordinarias del Comité Consultivo; 
b) elaborar el proyecto de temario de las reuniones, y 
c) preparar losiproyectos de informes y actas de las reuniones 


7. El Comité Gonsultivo elaborará su reglamento interno y lo adoptará por 
mayoría absoluta. 
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Artículo XXIL Firma 


La presente Convención está abierta a la firma de los Estados Miembros de 
la Organización de los Estados Americanos 


Artículo XXII!I, Ratificación 


La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en la Secretaria General de la Organización de los 
Estados Americanos. 


Artículo XXIV, Reservas 


Los Estados Partes podrán formular reservas a la presente Convención al 
momento de aprobarla, firmaria o rabficaria siempre que no sean incompatibles 
con el objeto y los propósitos de la Convención y versen sobre una o más 
disposiciones específicas. 


Artículo XXV. Entrada en vigor 


La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. Para cada 
Estado que ratifique la Convención después de haber sido depositado el 
segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo 
Sr apartir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de 
ratificación. 


Artículo XXVI. Denuncia 


1. La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualesquiera de los 
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado 
en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
Transcurridos seis meses a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante y 
permanecerá en vigor para los demás Estados Partes. 


2.La denuncia no afectará las solicitudes de información o asistencia 
formuladas durante la vigencia de la Convención para el Estado denunciante. 


Artículo XXVII. Otros acuerdos o prácticas 


1. Ninguna de las normas de la presente Convención será interpretada en-el 
sentido de impedir que los Estados Partes se presten reciprocamente 
cooperación al amparo de lo previsto en otros acuerdos internacionales. 
bilaterales o multilaterales, vigentes o que se celebren entre ellos, o de 
cualquier otro acuerdo o práctica aplicable. 


2.Los Estados Partes podrán adoptar medidas más estrictas que las 
previstas en la presente Convención sí, a su juicio, tales medidas son 
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convenientes para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos 
de armas de fuego, municiones, explosivos y otros máteriales relacionados. 


Artículo XXVIIl, Conferencia de los Estados Partes 


Cinco años después de entrada en vigor la presente Convención, el 
depositario convocará una Conferencia de los Estados Partes para examinar el 
funcionamiento y la aplicación de esta Convención. Cada Conferencia decidirá 
la fecha en que habrá de celebrarse la siguiente. 


Artículo XXIX, Solución de controversias 


Las controversias que puedan surgir en torno a la aplicación o interpretación 
de la Convención serán resueltas por la vía diplomática o, en su defecto, por 
cualquier otro medio de solución pacífica que acuerden los Estados Partes 
involucrados 


Artículo XXX. Depósito 


El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que 
enviará copia certificada del texto para su registro y publicación a la Secretaria 
de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las 
Naciones lnidas. La Secretaria General de la Organización de los Estados 
Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organización las 
firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación y denuncia, así como las 
reservas que hubiere, 


ANEXO 


El término "explosivos" no incluye: gases comprimidos; líquidos inflamables; 
dispositivos activados por explosivos tales como bolsas de aire de seguridad 
(air bags) y extinguidores de incendio; dispositivos activados por propulsores 
tales como cartuchos para disparar clavos; fuegos artificiales adecuados para 
usos por parte del público y diseñados principalmente para producir efectos 
visibles o audibles por combustión, que contienen compuestos pirotécnicos y 
que no proyectan ni dispersan fragmentos peligrosos como metal, vidrio o 
plástico quebradizo: fulminante de papel o de plástico para pistolas de juguete; 
dispositivos propulsores de juguete que consisten en pequeños tubos 
fabricados de papel o de material compuesto o envases que contienen una 
pequeña carga de pólvora propulsora de combustión lenta que al funcionar no 
estallan ni producen una llamarada extema excepto a través de la boquilla o 
escape; y velas de humo, balizas, granadas de humo, señales de humo, luces 
de bengala, dispositivos para señales manuales y cartuchos de pistola de 
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señales tipo "Very", diseñadas para producir efectos visibles para fines de 
señalización que contienen compuestos de humo y cargas na deflagrantes 


Hecho en el XXIV Periodo Extraordinario de Sesiones de la Asamblea 
General de la Organización de los Estados Americanos y suscrita por la 
República el 14 de noviembre de 1997, 
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Decreto Ley N” 14.294, 
de 31 de octubre de 1974 


Artículo 62.- (Medidas cautelares).- 


62.1. (Universalidad de la aplicación). El tribunal penal competente 
adoptará por resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier 
estado de la causa e incluso en el presumario, las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la disponibilidad de los bienes sujetos a eventual 
decomiso como consecuencia de la comisión de cualquiera de los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos con éstos.En el caso de que las 
medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa presumarial, éstas 
caducarán de pleno derecho si, en un plazo de dos años contados desde que 
las mismas se hicieron efectivas, el Ministerio Público no solicita el 
enjuiciamiento. 


62.2. (Procedencia). Las medidas cautelares se adoptarán cuando el 
tribunal penal competente estime que son indispensables para la protección del 
derecho del Estado de disponer de estos bienes una vez decomisados y 
siempre que exista peligro de lesión o frustración del mismo por la demora del 
proceso. En ningún caso se exigirá contracautela pero el Estado responderá 
por los daños y perjuicios causados por las medidas cautelares adoptadas, si 
los bienes afectados no son finalmente decomisados. La Junta Nacional de 
Drogas podrá requerir al Ministerio Público que solicite la adopción de medidas 
cautelares sobre los bienes y productos del delito que le pudieran ser 
adjudicados por sentencia 


62.3. (Facultades del tribunal). El tribunal penal competente podrá: 


a) apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la entiende 
más eficiente; 


b) establecer su alcance y término de duración; y 


c) disponer la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar 
adoptada. 


62.4. (Recursos). Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún 
incidente o petición podrá detener su cumplimiento. 


Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas adoptadas 
en forma completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificarán una 
vez cumplidas. 

La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar será 
recurrible mediante recursos de reposición y apelación, pero la interposición de 
los mismos no suspenderá su ejecución. 


62.5. (Medidas especificas). El tribunal penal competente podrá disponer 
las medidas que estime indispensables, entre otras, la prohibición de innovar, 
la anotación preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la designación de 
veedor o auditor, la de interventor o cualquier otra que sea idónea para el 
cumplimiento de la finalidad cauteiar 


La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las facultades 
del interventor debiéndose procurar, en lo posible, la continuidad de la 
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explotación intervenida. E! tribunal fijará la retribución del interventor la cual, si 
fuere mensual, no podrá exceder de la que percibiere en su caso un gerente 
con funciones de administrador en la empresa intervenida, la que se abonará 
por el patrimonio intervenido y se imputará a la que se fije como honorario final 


62.6. (Medidas provisionales). El tribunal penal competente podrá adoptar, 
como medica provisional o anticipada, el remate de los tienes que se hubieran 
embargado p, en general, se encontraren sometidos a cualquier medida 
cautelar, que corran riesgo de perecer deteriorarse, depreciarse o 
desvalorizarse 0 cuya conservación  irogue perjuicios 0 gastos 
desproporcionados a su valor. 


En estos casos, el tribunal penal competente podrá disponer su remate y 
depositar el producto en unidades indexadas u otra unidad de medida que 
permita asegurar la preservación del valor, a la orden del tribunal y bajo cl 
rubro de autos. 


FUENTE: Loy N" 18.494 de 05/06/2009 
articulo 22 


Artículo 63.- (Decomiso).- 


63.1. (Concepto). El decomiso es la privación con carácter definitivo de 
algún bien, producto o instrumento, por decisión del tribunal penal competente 
a solicitud del Ministerio Público, como consecuencia jurídica accesoria de la 
actividad llícita. La providencia ejecutoriada que lo disponga constituirá título de 
trasláción del domirio y se inscribirá en los Registros Públicos 
correspondientes. 


63.2. (Ambito objetivo). En la sentencia definitiva de condena por alguno de 
los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, el tribunal penal 
competente dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 


a) los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran 
incautadas en el proceso; 


b) los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad 
preparatoria punible; 


Cc) los bienes y productos que procedan del delito; 


d) los bienes y productos que procedan de la aplicación de los provenientes 
del delito, comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan 
transformado o convertido los provenientes del delito y los bienes y 
productos con los que se hayan mezclado los provenientes del delito 
hasta llegar al valor estimado de éstos; 


e) los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos 
provenientes del delito. 


63.3, (Decomiso por equivalente). Cuando tales bienes, productos e 
instrumentos no pudieran ser decomisados, el tribunal penal competente 
dispondrá el decomiso de cualquier otro bien del condenado por un valor 
equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá qué aquél pague una multa de 
idéntico valor, 
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63.4. (Decomiso de pleno derecho). Sin perjuicio de lo expresado, el 
tribunal penal competente, en cualquier etapa del proceso en la que el 
indagado o imputado no fuera habido, librará la orden de prisión respectiva y 
transcurridos seis meses sin que haya variado la situación, caducará todo 
derecho que el mismo pueda tener sobre los bienes, productos o instrumentos 
que se hubiesen cautelarmente incautado, operando el decomiso de pleno 
derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
inmovilización de activos al amparo de lo edictado por el articulo 6” de la Ley 
N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no ofrecieran prueba de 
que los mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos en la presente 
ley o delitos conexos en un plazo de seis meses, caducará todo derecho que 
pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, operando el decomiso de pleno 
derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
incautación de fondos o valores no declarados, al amparo de lo edictado por el 
artículo 19 de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no 
ofrecieran prueba que los mismos tienen un origen diverso a los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos en un plazo de seis meses, 
caducará todo derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, 
operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes o productos 
provenientes de delitos tipificados en la presente ley o delitos conexos, si en el 
plazo de seis meses no compareciere ningún interesado, operará el decomiso 
de pleno derecho. 


63.5. (Ambito subjetivo). El decomiso puede alcanzar los bienes 
enumerados en los incisos anteriores de los que el condenado por alguno de 
los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos sea el beneficiario final 
y respecto de cuya ilegítima procedencia no haya aportado una justificación 
capaz de contradecir los indicios recogidos en la acusación, siempre que el 
valor de los mencionados bienes sea desproporcionado respecto de la 
actividad licita que desarrolle y haya declarado. Podrán ser objeto de decomiso 
el dinero, los bienes y los demás efectos adquiridos en un momento anterior a 
aquél en que se ha desarrollado la actividad delictiva del reo, siempre que el 
tribunal penal competente disponga de elementos de hecho aptos para 
justificar una conexión razonable con la misma actividad delictiva. 


A los fines del decomiso se considerará al condenado por los delitos 
previstos en la presente ley o conexos con éstos, beneficiario final de los 
bienes, aun cuando figuren a nombre de terceros o de cualquier otro modo 
posea, a través de persona física o jurídica intermedia. 


La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán 
resueltos por el tribunal penal competente, 


FUENTE: Loy N” 18.494 de 0506/2009 
artículo 2? 
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Decreto N* 12/005 
de 11 de enero de 2005 


VISTO: que con fecha 7 de julio de 2004, el Consejo del Mercado Común 
(CMC), del Mercado Común del Cono Sur (MERCOSUR), aprobó mediante la 
Decisión 15/04, el Memorándum de Entendimiento para el Intercambio de 
Información sobre la Fabricación y el Tráfico llícitos de Armas de Fuego, 
Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados entre los Estados 
Partes.- 


CONSIDERANDO: |) que el artículo 9no. de la mencionada Decisión del 
CMC, establece que "Los Estados Partes deberán incorporar la presente 
Decisión a sus ordenamientos jurídicos nacionales y poner en vigencia las 
disposiciones legislativas, reglamentarias y administrativas necesarias para su 
cumplimiento, antes del tro. de junio de 2005".- 


II) que a los efectos previstos, y teniendo presente que el mecanismo 
aprobado busca potenciar la buena cooperación contra el accionar del crimen 
organizado mediante acciones conjuntas y coordinadas que permitan el 
intercambio ágil y seguro de la información requerida, se estima adecuado 
incorporario al derecho interno para permitir su aplicación.- 


111) que cada Parte deberá comunicar por vía diplomática a la Presidencia Pro 
Tempore del MERCOSUR el Punto Focal que establecerá a los efectos del 
mecanismo aprobado, el cual será el encargado de recibir de los otros Estados 
Partes las solicitudes de información en el ámbito de su competencia, trasmitir 
las respuestas y formular solicitudes a los demás Estados Partes.- 


IV) que conforme a lo dispuesto por el artículo Gto. del Memorándum de 
Entendimiento mencionado, las autoridades encargadas de la aplicación del 
mismo en nuestro País, deberán comunicar al Punto Focal, el nombre del o los 
funcionarios responsables de diligenciar la información a que se refiere la 
Decisión CMC N* 15/04.- 


ATENTO: a los precedentemente expuesto, y lo dispuesto por la Ley 17.300 
de fecha 7 de marzo de 2001 y al artículo 38 y 42 del Protocolo Adicional al 
Tratado de Asunción sobre la Estructura Institucional del MERCOSUR - 
Protocolo de Ouro Preto -aprobado por nuestro País por la Ley 16.712 de 22 de 
agosto de 1995.- 


El Presidente de la República, 
Decreta: 
2 Apruébase el Memorándum ce Entendimiento para el 
Intercambio de Información sobre la Fabricación y el Tráfico llicitos de Armas 


de Fuego, Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados, aprobado 
por Decisión CMC N* 15/04 adoptada en Puerto Iguazú el 7 de julio de 2004.- 
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Artículo 2”. Las autoridades responsables de nuestro Pals, mencionadas en 
el artículo Gto para la aplicación del Memorándum, aprobado por la Decisión 
CMC N” 15/04, deberán comunicar al Ministerio de Relaciones Exteriores 
dentro del plazo de 30 (treinta) días de la entrada en vigor del presente 
Decreto, el nombre del o los funcionarios responsables de diligenciar la 
información de su competencia conforme a lo previsto en el artículo 5to. de la 
precitada Decisión.- 


Artículo 3% Comuniquese, publiguese, pase al Comando General del 
Ejército, a la Dirección Nacional de Inteligenca de Estado, para su 
conocimiento y demás efectos. Cumplido, archivese.- 
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Decreto N* 231/002 
de 18 de junio de 2002 


VISTO: la reglamentación vigente en materia de adquisición y tenencia de 
armas de fuego y municiones. 


CONSIDERANDO: 1) que es de interés de la Administración el adecuar y 
actualizar la normativa existente en materia de adquisición y tenencia de armas 
de fuego y municiones. 


1) que el control del Estado en la materia, forma parte de uno de sus 
cometidos esenciales, que es la seguridad pública. Y en tal sentido resulta 
primordial que las armas en general, sean registradas y declaradas a los 
efectos de contar con un adecuado control con relación a la tenencia y porte de 
las mismas. 


1II) a tales efectos se entiende debe velarse en el sentido que por quienes 
adquieran armas, no representen riesgo, ni peligro social alguno y sean 
idóneos en el manejo de las mismas, adecuando de esta forma el interés de la 
Administración con el de los particulares. 


IV) que las condiciones y requisitos, cuyo cumplimiento los adquirentes, 
tenedores y portadores de armas de fuego deberán acreditar conforme a las 
disposiciones del nuevo texto mormativo, tiene por finalidad evitar el peligro 
ínsito en ta utilización de las mismas y adaptar, actualizar y armonizar ta 
normativa en la mateña a la nueva realidad social, lo que a su vez se traducirá 
en una mayor declaración y registro de las armas existentes en la sociedad. 


V) que en concordancia con las legislaciones más modermas en la materia - 
como la canadiense o la suiza- sin abandonar el control sobre el arma en sí, se 
debe de apuntar substancialmente a la persona que va a poseería o utilizarla. Y 
es en consecuencia que se establecen como exigencias primordiales el no 
poseer antecedentes, el obtener una certificación de aptitud psicofisica; una 
constancia laboral o justificativo de ingresos y fundamentalmente una 
adecuada capacitación a través ce un certificado de idoneidad en el 
conocimiento y manejo de armas de fuego. 


VI) que existe un importante número de armas sin registrar por lo que debe 
priorizarse que el Estado posea una información actualizada y completa, 
acerca de las armas existentes en el país, como de los titulares de los 
derechos de tenencia y porte de las mismas. 


Vil) que la normativa debe traducir que en la práctica el adquirente, tenedor o 
portador de armas sin registrar opte por regularizar su situación, para lo cual 
debe habilitarse el registro de las mismas pero sujeto a las exigencias que la 
presente normativa contempla. 
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ATENTO: ajo precedentemente expuesto: 


El Presidente de la República, 
Decreta: 
Artículos 1* a 11: Ver Decreto 652/970, de .22 de diciembre de 1970, 


Articulo 12 Sustivúyese el artículo 192do del Decreto 2605/943 de 7 de 
octubre de 1943, por el siguiente: 


"Articulo 192d0.- Deciáranse de uso exclusivo del Ejército Nacional, Armada 
Nacional, Fuerza Aérea Uruguaya y la Policia, con la excepción establecida en 
el articulo siguiente, además de las expresadas en el Decreto-Ley 1297, de 
fecha 8 de mayo ce 1876 y Decreto de 12 de noviembre de 1896, las similares 
a éstas - todas las armas largas de fuego para cartuchos de fuego central y 
bala de calibre superior a 6.5 m/m; - las apropiadas para uso de gases 
agresivos; las pistolas automáticas de toda marca o clase, de calibres 
superiores a 7.65 m/m y las pistolas semiautomáticas de toda marca o clase, 
de calibres supenores a Y m/m; quedando en consecuencia, prohibida su 
importación al pais por cuenta de particulares o por instituciones oficiales o 
privadas. Esta disposición rige, igualmente, para la munición correspondiente a 
lasarmas mencionadas y todos los proyectiles que puedan emplearse sin 
armas de fuego, como bombas de avión, cargas de profundidad, torpedos, y 
demás elementos de uso militar que a juicio del Servicio de Material y 
Armamento y del Servicio de Construcciones, Reparaciones y Armamentos, 
puecan emplearse para actos de sabotaje; y para los cartuchos de gases y 
elementos similares.* 


Artículo 13. Sustitúyese .el artículo 204to. del Decreto 2505/943 de 7 de 
octubre de 1943, en la redacción dada por el artículo tro. del Decreto 125/987 
de 17 de marzo de 1987, por el siguiente: 


"Artículo 204to.- Todas las armas y municiones no mencionadas en el artículo 
192co. serán consideradas de libre comercio y sometidas a las disposiciones 
establecidas en los artículos correspondientes de los titulos VI y VII de esta 
reglamentación. 


Serán consideradas municiones de libre comercio aquellas que no se 
encuentran comprendidas en el articulo 201ro. y las que no exceden los 
valores máximos de velocidad inicial y energía, ambas en la boca del arma, 
que con carácter taxativo se establecen a continuación, con exclusión de las 
apropiadas para ¡as armas declaradas de uso exclusivo para las Fuerzas 
Armadas y Policía en el articulo 192do. 


Cartuchos de fuego central para revólver... V.¡...413 m/s...E...53 kg./m. 
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Cartuchos de fuego central para rifles... V.¡,..969 m/s...E...341 kg./m. 


Para efectuar las solicitudes de importación previstas en el Título VI de esta 
Reglamentación, se deberán establecer las características de la munición, para 
cada caso en particular, adjuntando fotocopia del catálogo de fábrica”. 


Artículo 14*. Otórgase un plazo de 180 (ciento ochenta) dias, a partir de la 
publicación del presente Decreto, a los efectos de que regularicen su situación 
todos aquellos actuales tenedores o poseedores de armas de fuego 
gestionando el THATA y la obtención de la "Guía de Posesión de Armas" 
correspondiente, al amparo de la presente normativa. 


Artículo 15. Ver Decreto 652/970, de 22 de diciembre de 1970. 
Artículo 16%, Comuniquese, publíquese y archívese. 
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Decreto N* 382/999, 
de 7 de diciembre de 1999 


VISTO: La necesidad de actualizar y adecuar el decreto 630/980 de 2 de 
diciembre de 1980 referido a las normas que regulan el sistema de expedición 
de los denominados "Certificados de Habilitación Policial". 


CONSIDERANDO: !) Que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 7* de la 
Constitución Nacional, todos los habitantes de la República tiene derecho a ser 
protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y 
propiedad, estableciendo además el artículo 26, en cuanto a los procesados y 
penados, que debe perseguirse su reeducación, la aptitud para el trabajo y la 
profilaxis del delito, a los efectos ce reinsertarlos socialmente. 


11) Que por mandato constitucional ningún habitante de la República puede ser 
privado de lo que la ley no prohibe, ni obligado a hacer lo que ésta no manda - 
artículo 10 de la Constitución». 


II) Que como consecuencia lógica de la aplicación de los principios 
constitucionales enunciados, la autoridad policial debe limitarse a extender las 
certificaciones que correspondan sobre los individuos, sólo cuando exista en 
sus registros la acreditación de haber cometido un delito o una resolución 
judicial que prohiba hacer o realizar determinada actividad, siendo la entidad a 
quien va dirigido el Certificado y no la autoridad policial, quien debe realizar-la 
calificación de aptitud o idoneidad correspondiente. 


IV) Por tal motivo y no ser la Policía quien determina o no dicha habilitación, 
corresponde técnicamente sustituir la denominación de "Certificado de 
Habilitación Policial” que hasta ¡a fecha se le ha dado al documento que 
aquella expide, por el de "Certificado de Antecedentes Judiciales”. 


ATENTO: a lo precedentemente expuesto. 


El Presidente de la República, 
Decreta: 
o 1% Las Dependencias competentes def Ministerio del Interior 


expedirán "Certificados de Antecedentes Judiciales”, de acuerdo a las 
disposiciones que a continuación se establecen. 
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Artículo _2*. Los datos de los promluarios existentes en las distintas 
dependencias del Ministerio del Interior, son por principio reservados, 
quedando su uso limitado a las instituciones del Estado, 


Artículo 3% Cuando se extienda un "Certificado de Antecedentes Judiciales”, 
solamente se podrán consignar en él, las resoluciones y sentencias judiciales 
que hubieren recaido sobre el individuo, y, en todo caso, será el destinatario 
quien calificará la aptitud del sujeto, para aquello que fuere necesario según las 
circunstancias, 


Artículo 4? - Está especialmente prohibido, consignar en el referido 
Certificado hechos que no tengan su fundamento en una conducta condenada 
por la ley y acreditada por la justicia competente. 


Artículo 5% Los Certificados de Antecedentes Judiciales, se expedirán a 
solicitud de los interesados con indicación del destino, tomándoseles impresión 
decidactilar y acreditándose identidad con la Cédula de Identidad 
correspondiente; pero se entregarán directamente a la autoridad facultada para 
exigirlo de acuerdo a las leyes, decretos y convenios internacionales suscritos 
por el país. 

Artículo 6%. En todo Certificado se hará constar en su anverso lo siguiente: 
"Este documento solamente justifica que su titular se encuentra en las 


condiciones previstas en este decreto, cuyo texto se transcribe integramente al 
dorso". 


Artículo 7%. El Certificado de Antecedentes Judiciales caducará a los tres 
meses de ser expedido. 


Artículo 8% Derógase el Decreto 630/980 de 2 de diciembre de 1980 y 
demás disposiciones que se opongan expresa o tácitamente a lo preceptuado 
en el presente decreto. 


Artículo 9%. Comuníquese, etc. 
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Decreto N* 652/970 
de 22 de diciembre de 1970 


Capítulo | 
Del título de habilitación para la adquisición y tenencia de armas de fuego 


Artículo 1%. La adquisición y tenencia de armas de fuego quedará sujeta a 
las siguientes disposiciones, 


Artículo 2?. Toda persona mayor de 18 años que desee adquirir armas de 
fuego deberá obtener prewiamente un Título de Habilitación para la Adquisición 
y Tenencia de Armas er adelante T.H.A.T.A.-, expedido por la Jefatura de 
Policía del departamento en que se domicilie, tramitado —cuando se trate de 
personas domiciliadas er el interior del país- a través de las respectivas 
Seccionales Policiales. 


Dicho título tendrá validez en todo el territorio nacional a partir de la fecha de su 
expedición; pudiendo ser renovado cumpliendo idénticas formalidades que para 
la expedición original con excepción de la presentación del certificado de 
idoneidad previsto en el artículo 6*. 


En los casos de transferencia de la propiedad o posesión de armas de fuegode 

libro comercio, se prohíbe la entrega efectiva de las armas, sin la presentación 

del Título de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de Armas a que se 
refiere este Decreto, cuando el mismo sea exigible. 

FUENTE: Decrelo N* 231/002, de 18/06/2002, 

articulo 1%. 


Artículo 3? Quedan exceptuadas de la obtención del Título de Habilitación 
para la Adquisición y Tenencia de Armas las siguientes personas: 


A) Mientras duren en sus funciones: Ministros de la Suprema Corte de Justicia, 
Miembros del Poder Legislativo, Ministros y Subsecretarios de Estado, 
Secretario y Prosecretario de la Presidencia de la República, Presidente de 
COPRIN, Director y Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
Director y Subdirector de la Oficina del Servicio Civil, Personal Diplomático y de 
Organismos Internacionales, Miembros de los Directorios de los Entes 
autónomos y Servicios Descentralizados, Intendentes Municipales, Jefes y 
Subjefes de Policia, Jueces Letrados y Ministros de Tribunales, Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación: Fiscales Letrados Nacionales, Fiscales 
Letrados Departamentales y Fiscales Letrados Adjuntos, con competencia en 
matería penal; y turistas que ingresan al pais para la práctica de la caza 
deportiva que cumplan con las reglamentaciones vigentes. 
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B) Personal Superior en actividad o en retiro de las Fuerzas Armadas y de la 

Policia Nacional, Sub-Oficiales de las Fuerzas Armadas y Sub-Oficiales y 
Clases de la Policia Nacional en actividac o en retiro 

FUENTE: Decreto NN? 247/004, de 20/07/2004, 

artículo 19 

Decreto N* 231/002, de 18/06/2002, 

artículo 2% 

Decreto N* 18€/000, de 28/06/2000, 

artículo 1% 

Decreto N* 617/972, de 12/09/1972, 

articulo 1* 


Articulo 4? Fijase un plazo de 6 meses, a contar de la fecha de publicación 
de este Decreto, para que los actuales tenedores de armas, gestionen la 
obtención del Titulo aludido. 


Artículo 5% Para la expedición y vigencia del THATA la respectiva Jefatura 
de Policia tendrá presente fundamentalmente el Certificado de Antecedentes 
Judiciales expedido de conformidad con lo establecido por el Decreto 382/999 
de fecha 7 de diciembre de 1999 y que el gesdonante no se encuentre 
comprendido en lo dispuesto por el artículo 80 inciso 6* de la Constitución de la 
República. Si del referido Certificado surgieran antecedentes, el Ministerio del 
Interior valorará la naturaleza, entidad y antiguedad del ilícito penal a los 
efectos de determinar si los mismos constituyen un impedimento para expedir 
dicho documento o para determinar su caducidad en el caso que ya hubiera 
sido expedido, comunicándolo en este último caso de acuerdo a lo dispuesto 
en el artículo 27* del presente 


FUENTE: Docreso N* 231/002, de 18/06/2002, 
artículo 3 


Artículo 6? La solicitud del THATA se realizará mediante formularios 
numerados confeccionados al efecto, donde se indicará: nombre, domicilio, 
documento de identidad, edad, impresión dígito pulgar, y firma del solicitante, 
mediante datos suministrados con exhibición de documentos y bajo declaración 
jurada. 


El. interesado deberá presentar los siguientes documentos: Fotocopia de la 
cédula de identidad cuyo original se exhibirá al receptor; constancia de 
tramitación del Certificados de Antecedentes Judiciales (Decreto 382/999 de 7 
de diciembre de 1999); "Certificado de Aptitud Psicofisica" expedido por los 
profesionales e instituciones habilitadas por el Ministerio de Salud Pública, y 
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constancia laboral o justificativo de ingresos. Cuando el THATA se tramite por 
primera vez, el interesado deberá presentar además un “Certificado de 
idoneidad de conocimientos básicos sobre seguridad y manejo de armas”, de 
conformidad con lo establecido en el literal f- del artículo 5* del Decreto 
342/001 de fecha 28 de agosto de 2001, el que podrá ser expedido por los 
Centros de Formación de la Policía Nacional (Escuela Nacional de Policía y 
Escuelas de Policias Departamentales); Escuela de Educación física y Tiro del 
Ministerio de Defensa Nacional; Unidades Militares del interior del país con 
polígonos donde se puedan impartir los cursos correspondientes; e 
Instituciones Privadas de capacitación habilitadas por el Ministerio del Interior. 
Los formularios podrán ser llenados en las casas especializadas en la venta de 
armas y que estando debidamente registradas en la Jefatura de Policía de su 
domicilio y en el Servicio de Material y Armamento, cumplan —a juicio de estas 
autoridades- con todos los requisitos y disposiciones reglamentarias vigentes, y 
hayan demostrado solvencia y responsabilidad en el ramo de armería. 
FUENTE: Decreto N*231/002, de 18/06/2002, 
articulo 4* 


Artículo 7*. La tramitación de la "Guia de Posesión de Armas” será gratuita, 
debiendo abonarse solamente las sumas correspondientes a los Proventos por 
Guía y a las multas que diere lugar conforme los valores fijados por el art B1 
de la ley “6.320 de 1* de noviembre de 1992. La solicitud para obtener el 
THATA tendrá un costo que será fijado por el Poder Ejecutivo de acuerdo a lo 
establecido por el art. 2? del Decreto Ley 15.046 de 5 de agosto de 1980. 

FUENTE: Decreto N” 490/982, de 30/12/1982, 
artículo 1* 


Artículo 8. Para la adquisición y tenencia de cualquier tipo de arma de fuego 
sin distinción de calibre, modelo o sistema, salvo las que se encuentran 
comprendidas en las excepciones del art. 13%, se requerirá la obtención del 
“Titulo de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de Armas”. 

FUENTE: Decreto N? 231/002, de 18/08/2002, 
artículo $* 


Artículo 9”. Derogado. 
FUENTE: Decreto N” 231/002, do 18/08/2002, 
artículo 15? 


Texto origina!: No obstante, las personas exceptuadas en el artículo 
anterior deberán gestionar el Titulo de Habilitación para la Adquisición 


y Tenencia de Armas” toda vez que sollcter autorización para “porte de 
armo”, cualquiera ses el calibre o tipo de armas. 
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Artículo 40. El "Titulo de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de 
Armas” tendrá una vigencia de cinco años, sin perjuicio de su caducidad en 
caso de que su titular cometa un ilicito penal o hayan desaparecido las 
condiciones indicadas en el art. 5? de este Decreto, debiendo comunicarse su 
cancelación de acuerdo a lo dispuesto por el art. 27”. 

FUENTE: Decreto N* 231/002, de 18/06/2002, 
artículo 6* 


Artículo 11. Para tramitar la "Guía de Posesión de Armas" ante el Servicio de 
Material y Armamento, será indispensable la presentación del "THATA". 

FUENTE: Decroto N* 231/002, de 18/08/2002, 

artículo 7* 


Articulo 12. Fuera de los casos previstos en el numeral 12 del artículo 365 
del Código Penal, la violación de las normas precedentes sobre "Titulo de 
Habilitación para la Adquisición y Tenencia de Armas”, dará lugar a la retención 
del arma hasta tanto el interesado cumpla con todos los requisitos exigidos y 
hará incurrir al infractor en multa de dos a diez mil pesos. 


El arma retenida quedará depositada en el Servicio de Material y Armamento, 
previo los trámites vigentes, por un lapso de seis meses a efectos de su 
regularización. 


Vencido ese plazo, que se computará desde el momento de la retención, el 
Servicio de Material y Armamento, dará a dicha arma el destino que sus 
reglamentaciones dispongan. 


En caso de tratarse de armas que por su naturaleza no estén comprendidas en 
las reglamentaciones como de libre comercio, procederá a su comiso, y serán 
puestas a disposición de la Jefatura de Policia correspondiente, cuando fueran 
necesarias al Servicio, y depositadas en el Servicio de Material y Armamento 
en los demás casos. 


Artículo 13. Se entiende por armas de fuego, a los efectos de este Capitulo, 
toda arma de fuego, cualquiera sea el nombre que se le conozca, capacitada o 
diseñada para arrojar un proyectil o proyectiles por acción de un explosivo, 
como asimismo las cajas de mecanismos o acciones, silenciadores o 
amortiguadores de ruido, o cualquier aparato de destrucción en el que se 
emplee explosivo para su funcionamiento. 


Las armas de avant-carga, las de retrocarga de modelo anteriores a 1890 y 
calibre no inferior a 10 mm., así como los revólveres para munición de ignición 
por espiga modelo "Lafoucheux” cualquiera sea su calibre y todas aquellas 
armas que a juicio del Ministerio de Defensa Nacional reúnan determinadas 
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condiciones, no se incluirán en la definición anterior y no les alcanzarán las 
disposiciones del presente Decreto. 


Capítulo 11 
Del Porte de Armas 


Artículo 14. El “porte de armas” quedará sujeto a las siguientes 
disposiciones. 


Artículo 15. Para portar armas, el interesado deberá obtener previamente 
permiso de la autoridad policial. 


A estos efectos el interesado deberá presentarse por escrito en formularios 
numerados ante la Jefatura de Policía de su Departamento o ante la Seccional 
Policía donde reside, en los cuales consignará sus datos personales y el motivo 
de la solicitud, 


Dicha solicitud deberá ir acompañada de la exhibición del "THATA" y Guía o 
Guías de Posesión de armas correspondientes; comprobante de la tramitación 
del certificado de antecedentes judiciales; "certificado de aptitud psicofisica" 
expedido por profesionales e instituciones habllitadas por el Ministerio de Salud 
Pública y constancia laboral o justificativo de ingresos. Cuando el porte de 
armas se tramite por primera vez, el interesado deberá presentar además un 
"certificado de idoneidad para el porte y empleo de armas de fuego”, de 
conformidad con lo establecido en el literal f- del articulo Sto. del Decreto 
342/001 de fecha 28 de agosto de 2001, el que podrá ser expedido por los 
Centros de Formación de la Policia Nacional (Escuela Nacional de Policía y 
Escuelas de Policía Departamentales), la Escuela de Educación Física y Tiro 
del Ministerio de Defensa Nacional; Unidades Militares del interior del país con 
polígonos donde se puedan impartir los cursos correspondientes; € 
Instituciones Privadas de capacitación habilitadas por el Ministerio del Interior. 


Las Jefaturas de Policia después de recabar la información podrán conceder o 
negar por resolución fundada los permisos que se soliciten. 


El Ministerio del Interior por resolución fundada y cumpliéndose con los 
requisitos reglamentarios vigentes, podrá expedir permisos de porte de armas”. 
FUENTE: Docroto N” 231/002, de 18/06/2002, 

articulo 8* 


Artículo 16, El permiso de porte de armas que se otorgue contendrá: número 
de permiso, datos filiatorios de la persona a quien se expide, una fotografía 
actual tipo carne, firma e impresión dígito pulgar del solicitante, número de 
cédula de identidad, fecha de nacimiento, individualización de las armas 
autorizadas a portar, número de guias de posesión de arma, número del 
THATA, lugar, fecha de expedición del documento y vencimiento. 


129-C.S. 


130-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


El permiso de porte de armas autoriza a portar efectivamente una Única arma 

de las autorizadas, tiene carácter personal e intransferible y deberá ser llevado 
consigo por el titular y ser exhibido toda vez que la autoridad policial lo solicite. 

FUENTE: Decroto N* 231/002, de 18/06/2002, 

articulo $ 


Artículo 17, El permiso para porte de armas estará limitado a las armas de 
puño; será válido en todo el territorio nacional tendrá carácter precarip y 
revocable por la autoridad que lo expidiera cuando hayan variado las 
condiciones de su otorgamiento. 


Su vigencia será de dos años; pudiendo ser renovado cumpliendo idénticas 
formalidades que para la expedición original con excepción de la presentación 
del certificado de idoneidad para el porte y empleo de armas de fuego. 


La persona que extraviare el permiso de porte de armas deberá denunciarlo 
ante la Seccional Policial correspondiente. 


FUENTE: Decreto N* 231/002 de 18/08/2002, 
articuto 10 


Aífículo 18 Quedan exceptuados de la obligación de obtener el permiso de 
“porte de armas" las personas incluidas en el artículo 3? del presente decreto. 


Inciso 2? Derogado 
FIJENTE: Decreto N* 231/02, de 18/08/2002, 
articulo 19 


Texto original Enciso 29: igual excepción aicanzará a los poseedores de 
las armas indicadas en el articulo 8%, mientras éstas no sean utilizadas 


con fines de defensa. 


Artículo 19. La prohibición de llevar armas sin permiso se limita al uso o 
porte personal de ellas, no alcanzando a las que se posean y mantengan en el 
domicilio o bienes del tenedor, o se transporten en el equipaje con fines 
deportivos, siempre que en estos casos se disponga de la "Guía de Posesión 
de Armas” y del "Titulo de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de 
Armas” en los casos en que éste fuera exigible. 


Artículó 20. Para que se considere transporte de armas, éstas deberán estar 
descargadas y acondicionadas en cajas, estuches o envoltorios que impidan su 
utilización inmediata. ] 


No se admitirá como excusa la manifestación de la persona en cuyo poder se 
hallare un arma sin autorización de porte y no acondicionada de acuerdo a lo 
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dispuesto en el inciso anterior, de que la llevara a componer, limpiar, adquirir 
municiones o para cumplir con los irámites que exige este decreto. 


Artículo 21. El permiso de "porte de armas” no autoriza a llevarlas en los 
actos electorales, asambleas, manifestaciones, juegos o diversiones en locales 
cerrados o al aire libre, cabaret, boites, vinerias, bailes públicos, despachos de 
bebidas alcohólicas, ni en los casos en que disposiciones especiales 
prohibieran hacerlo. 


Por resolución debidamente fundada, las Jefaturas de Policía podrán autorizar 
al gestionante —salvo que las leyes dispongan otra cosa- a portar armas en 
algunos o todos los lugares aludidos, lo que se hará constar en el respectivo 
permiso. a 

Queda facultada la Policia para practicar registro de armas en todos los sitios 
públicos o abiertos al público. 


Artículo 22. Las oficinas públicas que cuenten con funcionarios que por 
razón de sus cometidos deben usar armas en el ejercicio de sus cargos, 
remitirán al Ministerio. del Interior una relación de las personas que se 
encuentren en esas condiciones, con indicación de los nombres, domicilios y 
cargos que ocupan, asi como también de los departamentos donde dichas 
funciones son ejercidas 


Artículo 23. El Ministerio del Interior remitirá la expresada relación a las 
Jefaturas de Policla del domicilio del funcionario que deberá portar armas, las 
que una vez que se haya cumplido con los trámites necesarios para la 
obtención del permiso de "porte de armas” expedirán si corresponde en cada 
caso y para cada funcionario, el permiso respectivo. 


Artículo 24. Todo cese en el cargo de los funcionarios públicos a que se 
refiere el artículo 22 de este decreto, se comunicará al Ministerio del Interior a 
los efectos de disponer la revocación del permiso para "porte de armas” y su 
eliminación de los registros respectivos 


Artículo 25. El permiso para “porte de armas” que se concede a los 
funcionarios públicos de acuerdo a los artículos 22 y siguientes de este decreto 
sólo los autorizan a llevarlas en el ejercicio de sus funciones o con motivo de 
ejercerlas, no obstante zu carácter revocable tendrán validez por todo el tiempo 
que dure los cometidos que motivaron su concesión, pudiendo ser retiradas por 
la Jefaturas de Policía en los casos que corresponda. 
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Capítulo III 
Disposiciones generales 
Artículo 26. Las Jefaturas de Policia deberán dar trámite preferencial y 


urgente a las solicitudes de expedición de “Títulos de Habilitación para la 
Adquisición y Tenencia de Armas" y a las solicitudes de permisos de "porte de 
armas”. 


Articulo 27. Las Jefaturas de Policia llevarán un registro donde diariamente 
se anotarán los "Títulos de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de 
Armas” y los permisos de “porte de armas” que se expidan asi como tas 
correspondientes cancelaciones. 

Mensua'mente las Jefaturas de Policía remitirán a la Oficina de Armamento, 
Balística y Equipos Policiales una relación de los "Titulos de Habilitación para la 
Adquisición y Tenencia de Armas” y los permisos de "porte de armas” que se 
concedieran, así como las cancelaciones que se produzcan. 

La Oficina de Armamento, Balística y Equipos Policiales llevará un registro al 
día y enviará a su vez al Servicio de Material y Armamento una relación 
mensual de "Titulos de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de Armas" 
concedidos y cancelados y una relación de los permisos de "Porte de Armas”, 
concedidos, con indicación, en este último caso de caracteristicas del arma de 
que se trate. El Servicio de Material y Armamento remitirá por su parte, a la 
Oficina de Armamento, Balistica y Equipos Policiales una relación mensual de 
las "Guías de Posesión de Armas" que se expidan 


FUENTE: Decreto N* 231/002, de 18/08/2002, 
, articulo 11 


Articulo 28. Se entiende por arma, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 
365 inciso 12 del Código Panal, las de fuego, las apropiadas para el uso de 
gases agresivos, los puñales, estletes, bastones con espada y otra arma 
oculta, los bastones de hierro u otro material igualmente contundente, los 
llamados "puños americanos” y en general todo utensilio cortante, punzante o 
contundente que no fuere indispensable para el ejercicio del oficio o industria 
del que los cargare. 


Artículo 29. Deróganse expresamente los decretos de fecha 27 de marzo de 
1919 y 30 de junio de 1931, sobre "porte de armas” y el decreto 601/969 de 2 
de diciembre de 1969, sobre adquisición, tenencia y porte de armas, y todos 
aquellos que se opongan al presente Decreto 


Artículo 30. Comuniquese, publiquese, etc. 
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Decreto-Ley N* 10.415, 
de 13 de febrero de 1943 


Artículo 1% Decláranse de fabricación exclusiva por el Estado, salvo las 
excepciones que se establecen en el presente decreto-ley, los agresivos 
químicos y gases de combate pertenecientes a cualquier tipo. 


lo 2”. Facúltase al Poder Ejecutivo para declarar de fabricación exclusiva 
por el Estado, los explosivos detonantes, rompedores y progresivos o pólvoras. 


Artículo 3%. Hasta tanto el Poder Ejecutivo no haga uso de la facultad que le 
confiere el artículo 2% de este decreto-ley podrá conceder permiso de 
fabricación de explosivos a las personas o instituciones que él considere 
oportuno; permiso que se concederá estableciendo su carácter precario. 

Las personas o instituciones autorizadas deberán ajustarse, en cada caso, al 
régimen especial que aquél determinará, siendo condición imprescindible para 
la concesión de permisos de fabricación de explosivos de los tipos detonantes 
y rompedores, que la fábrica esté dirigida técnicamente por un químico 
industrial con título expedido o revalidado por la Universidad de la República, 


Articulo 4. La preparación de nitro-derivados orgánicos, susceptibles de 
descomposición brusca, con efectos mecánicos apreciables, será autorizada 
por el Pode Ejecutivo en las fábricas de celuloide, colodión, seda artificial, 
clorato de potasio, aluminio en polvo y demás productos en cuya composición 
intervengan aquellos. 

Esta autorización será siempre de carácter precario y subordinada a la 
obligación de emplear dichas substancias en la elaboración de los 
correspondientes productos. 


Artículo 5”. El Poder Ejecutivo permitirá la fabricación de agresivos químicos 
en laboratorios, con fines científicos, como asimismo su fabricación en calidad 
de productos intermediarios de otros inocuos. 

Para fines didácticos y siempre que se realicen los ensayos en 
establecimientos de enseñanza públicos, la fabricación experimental de 
agresivos químicos se realizará sin requerir autorización. 


Artículo 6*. Salvo los casos determinados en forma expresa en el artículo 
precedente, la fabricación de agresivos químicos y gases de combate sedrá de 
competencia exclusiva del Servicio de Material y Armamento del Ejército y del 
Arsenal de Marina. ' 
Artículo 7”. El Poder ejecutivo tomará las medidas pertinentes respecto a las 
condiciones de seguridad que deberán adoptarse en todas las fábncas de 
explosivos o establecimientos considerados peligrosos como asimismo 
respecto a la conservación, empleo, venta y transporte de materias explosivas, 
y venta de armas de fuego y municiones 
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Artículo 8% Todo transporte de malehas explosivas en el territorio de la 
República será acompañado de una guía expedida por el organismo que el 
Poder Ejecutivo detesmine, con valores impresos según la siguiente escala, 


NS 
Hasta 50 Mg MELO coococcocccicciincrnconos» 45.00 
Más de 50 lag meto ..................:....0 90.00 
Más de 125 kg nelo ....................... 180.00 
Más de 1.000 kg neto ........ a 270.00 


Estos valores se ajustarán anualmente por el Poder Ejecutivo a través de la 
Dirección del Servicio de Material y Armamento en función de las variaciones 
que se produzcan en el indice de costo de vida, según estadísticas que 
publique la Dirección General de Estadística y Censos. 


El ajuste se efectuará el 1? de octubre de cada año y entrará en vigencia el 1? 
de enero del año siguiente”. 


FUENTE: Ley N" 15.075, de 7/11/1980, 
artículo 1* 


Artículo 9”. Las Intendencias Municipales de los Departamentos de la 
República están obtigadas a facilitar al Poder ejecutivo o a los organismos 
dependientes de aquél, los informes y colaboración que les sean requeridos 
para el cumplimiento de este decreto-ley. 


Articulo 10. Será cendición indispensable para la concesión de autorizaciones 
para instalaciones de fábricas o depósitos de explosivos, para la fabricación de 
agresivos químicos en las condiciones determinadas en el articulo 5” del 
presente decreto-ley, como también para trabajar con explosivos, .la 
presentación de un certificado de conducta expedido por la autoridad policial 
superior del Departamento de residencia del interesado o demás condiciones y 
garantias de seguridad que establezca el Poder Ejecutivo. 


Artículo 11. A los efectos del asesoramiento que, en materia de explosivos se 
juzgare necesario, podrá el Poder Ejecutivo disponer la creación de 
Comisiones honorarías, integradas por funcionarios que designen los 
Ministerios en razón de sus cargos administrativos. 


Artículo 12 Las operaciones aduaneras de importación, exportación y tránsito 
que se realicen en les renglones de explosivos, armas de fuego y municiones 
para las mismas, deberán ser previamente autorizadas por el Ministerio de 
Defensa Nacional. 


Artículo 13 El Poder Ejecutivo determinará el sistema y tipo de las armas y 
municiones de uso excuusivo del Ejército, la Marina y la Policía, prohibiendo, en 
consecuencia, su importación, venta, adquisición y tenencia por particulares o 
por instituciones oficiales o privadas. 
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Artículo 14, Prohibese la importación, fabricación, venta y adquisición de 
munición incendiaria, explosiva o perteneciente al tipo dum-dum (proyectil con 
envoltura metálica, sin punta y núcleo de plomo hueco o deformáble), 
cualquiera sea su calibre. 


Artículo 15. Toda arma o munición cuya tenencia se hallare prohibida, que 
fuere hallada en poder de particulares, será decomisada sin perjuicio de las 
sanciones de orden penal y administrativo que corresponda, siempre que la 
posesión de las mismas hubiera sido prohibida, asimismo, por disposiciones 
anteriores En el caso de que su prohibición fuera de reciente data, como 
consecuencia única de lo establecido en los artículos 13 y 14 de este decreto- 
ley, se procederá en la forma-que disponen los artículos 31 de la Constitución 
de la República y 492 del Código Civil, para lo cual se estará al plazo 
establecido en el articulo 20. 

Una vez vencido el mismo, se procederá en la forma que determina el apartado 
primero de este articulo. 


Artículo 16. Las armas y municiones no comprendidas dentro de las 
prohibiciones establecidas en los artículos 13 y 14, serár consideradas de libre 
comercio. 

La posesión de las mismas -con excepción de las de tiro al blanco deportivo y 
las escopetas de caza de todo calibre para cartuchos de perdigón- queda 
subordinada a la tenencia de una Guia de posesión de arma. 


Artículo 17 La guía de posesión de arma a que se refiere el artículo 16 inciso 
segundo, del citado decreto-ley 10.415, de 13 de febrero de 1943, tendrá un 
valor impreso de N$ 25.00 (veinticinco nuevos pesos) y será expedida por el 
organismo que haya determinado o determine el Poder Ejecutivo. 


Este valor será ajustado conforme a lo dispuesto en el artículo 8”. 


FUENTE: Ley N* 15.075, de 7/11/1980, 
artículo 1*. 


Artículo 18. Toda arma que carezca de Guía, encontrada en poder de 
particulares, será retenida hasta que el interesado cumpla con los requisitos 
que establece el articulo 17, y sin perjuicio de la sanción a que diere lugar el 
hecho. 


Artículo 19. El producido por concepto de expedición de Guias, establecida en 
los articulos 8* y 17 de este cdecreto-ley, se destinará a los proventos propios 
del Servicio de Material y Armamento del Ejército. 


Artículo 20 Establécese un plazo que no podrá exceder de un año a partir de 
la vigencia de la reglamentación del presente decreto-ley, para que los 
establecimientos considerados peligrosos se coloquen dentro de las 
condiciones que establecerá la misma en cumplimiento de lo que determina el 
artículo 7% y para que los actuales poseedores de armas cumplan con el 
requisito establecido en el artículo 17. 
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Artículo 21.Las contravenciones a lo establecido en este decreto+ley, como 
asimismo las infracciones a las disposiciones reglamentarias del mismo, serán 
sancionadas administrativamente con multas de $10.00 a $100.00, sin 
perjuicio de las sanciones penales del caso cuando el hecho comportare la 
comisión de un delito. 


Artículo 22.El importe de las multas que se aplicaren ingresará a los proventos 
propios del Servicio de Material y Armamento del Ejército; pero su percepción 
estará subordinada al regisvo en libretas talonarias, intervenidas por la 
Contaduría General de la Nación. : 
Articulo 23. El Poder Ejecutivo reglamentará el presente decreto-ley. 


Artículo 24. Comuniquese, publiquese e insértese en el R. N. 
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Comisión de Constitución y Legislación 
ACTA N.* 97 


En Montevideo, el día nueve de abril del año dos 
mil trece, a la hora catorce y cuarenta y cinco minu- 
tos, se reúne la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Constan- 
za Moreira; y señores Senadores Francisco Gallinal, 
Eduardo Lorier, Rafael Michelini, Carlos Moreira, 
Rodolfo Nin Novoa y Luis Rosadilla. 

Faltan con aviso los señores Senadores Eber Da 
Rosa y Ope Pasquet. 

Preside la señora Senadora Constanza Moreira, 
Presidenta de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la señora Secretaria Teresa 
Paredes y el señor Prosecretario subrogante, Alejan- 
dro Aguerre. 

Asuntos entrados: 

Por Secretaría se da cuenta de los siguientes: 

— Carpeta n.” 1165/2013. PROPUESTA DE GO- 
BIERNO DE LOS CANDIDATOS A LA PRESIDEN- 
CIA DE LA REPÚBLICA. Se establecen normas para 
su presentación ante la Corte Electoral y se regula su 
publicación. Proyecto de ley con exposición de mo- 
tivos presentado por el señor Senador Luis Alberto 
Lacalle Herrera. (Distribuido n.” 1998/2013). 

— Nota del Consejo Consultivo Baires, de fecha 30 
de marzo de 2013, por la que comunica la resolución 
adoptada en relación al voto desde el exterior de los 
uruguayos que residen fuera del país. 

— Nota del Consejo Consultivo Río de Janeiro, de 
fecha 6 de abril de 2013, por la que remite adjun- 
to “Pedido de Reglamentación del artículo 77 de la 
Constitución de la República”. 

La señora Presidenta informa sobre una jornada 
organizada por la Institución Nacional de Derechos 
Humanos que se realizará en el día de mañana. 
Solicita al señor Senador Michelini que estudie el 
tema y elabore una síntesis para la primera sesión 
de mayo. 

Nota de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 2 
de abril de 2013, en respuesta a la Nota n.* 71/12, de 
18 de octubre de 2012, en relación a la denuncia de 
violencia sexual que plantearan un grupo de expre- 
sas políticas y la solicitud de creación de un Juzgado 
y Fiscalía Especializados en investigación y segui- 
miento de crímenes de lesa humanidad. (Carpeta n.* 
1015/2012). 

El señor Senador Rosadilla propone que se invi- 
te a los señores Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia a efectos de conocer los fundamentos de su 
respuesta. La señora Presidenta dispone que se remi- 
ta la versión taquigráfica de la sesión del día de hoy 
y pone a votación la moción formulada. Se vota: 5 en 
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5. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se resuelve coordinar 
el día en que serán recibidos los señores Ministros. 

Orden del Día: 

1.9) Carpeta n.* 845/2012. TRÁFICO ILÍCITO DE 
ARMAS. Se tipifican delitos y se modifica el artículo 
365 del Código Penal. Mensaje y proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo (Distribuido n.* 1343/2012). 

La señora Presidenta pone a consideración de los 
señores Senadores el artículo 1.” (comunica que se 
trabajará sobre el Distribuido n.* 1961/2013). 

El señor Senador Rosadilla sugiere dejar librada a 
la reglamentación la definición de "armas de fuego”. 
Manifiesta su acuerdo con la separación de los temas 
de “tenencia” y “destino de las armas” que propone 
el Ministerio de Defensa Nacional. 

El señor Senador Lorier señala que debería in- 
cluirse el término “transporte”, propuesto por la Fe- 
deración Uruguaya de Tiro Práctico y la Asociación de 
Coleccionistas de Armas y Municiones del Uruguay. 

Luego de un intercambio de consideraciones, se 
acuerda definir en una sesión posterior la ubicación 
del tema de transporte. 

Los señores Senadores intercambian opiniones 
respecto al concepto de “materiales relacionados”. 

El señor Senador Michelini señala que debería 
agregarse el artículo la” delante de “Ley n.* 17.300”. 

Se vota por incisos. Artículo 1.”. Sustitutivo. Inciso 
primero: Se vota sin modificaciones: 5 en 7. Afirmati- 
va. Se rectifica la votación: 6 en 7. Afirmativa. 

Artículo 1.*. Sustitutivo. Inciso segundo: Se vota 
con modificaciones de redacción: 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 1.1, aditivo. 

El señor Senador Carlos Moreira sugiere que el 
inciso segundo finalice en los términos "serán incau- 
tadas”. 

Varios Señores Senadores intercambian opiniones 
sobre la conveniencia de incluir las normas adminis- 
trativas en el inciso primero. 

Artículo 1.%/1. Aditivo. Se vota por incisos. Inciso 
primero. Se vota sin modificaciones: 7 en 7. Afirma- 
tiva. UNANIMIDAD. 

En consideración el inciso segundo. 

Los señores Senadores intercambian opiniones 
respecto a emplear el criterio de descripción de las 
armas o de los usuarios sobre la conveniencia de esta- 
blecer el lugar donde serán depositadas las armas in- 
cautadas. Asimismo, varios señores Senadores hacen 
consideraciones sobre los términos “propietarios”, 
“tenedores” y "usuarios habilitados”. El señor Sena- 
dor Gallinal propone la frase "teniendo sus titulares 
o quienes acrediten tener derecho a que le sean re- 
integradas” y eliminar la segunda mención que hace 
el inciso a “los interesados”, cambiando la expresión 
por “a los mismos”. 

El inciso segundo se pone a votación por párrafos. 

Artículo 1.%/1. Aditivo. Inciso segundo, primer pá- 
rrafo. Se vota: con modificaciones: 6 en 6. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD 


138-C.S. 


Inciso segundo, segundo párrafo. Se vota con mo- 
dificaciones: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Inciso segundo, tercer párrafo. Se vota con modi- 
ficaciones de redacción: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

En consideración el inciso tercero. 

Los señores Senadores intercambian consideracio- 
nes respecto al plazo. La señora Presidenta sugiere se- 
parar la disposición que regula las armas de caza en un 
artículo separado con nomen juris que dé cuenta de la 
excepción. El señor Senador Michelini manifiesta su 
preferencia de que se establezca en un solo artículo. 

Los señores Senadores Lorier, Gallinal, Nin No- 
voa, Michelini y Rosadilla se refieren al ordenamiento 
del articulado y se acuerda que se elabore por Secre- 
taría una propuesta de ordenamiento. El señor Sena- 
dor Nin Novoa propone que el artículo 4.” se ubique a 
continuación del artículo 1.?. Varios señores Senado- 
res manifiestan su acuerdo. 

El señor Senador Michelini propone que se poster- 
gue la consideración del tercer inciso. Los señores Se- 
nadores manifiestan su acuerdo con la postergación. 

Artículo 1.*/1. Aditivo. Inciso tercero: Se posterga. 

En consideración el inciso cuarto. 

La señora Presidenta expresa que también debie- 
ra incluirse en este inciso la determinación del plazo, 
de modo de que también quede librado a la reglamen- 
tación. 

Se acuerda poner la disposición a votación y de- 
finir su ubicación en una sesión posterior. Artículo 
1.9/1. Aditivo. Inciso cuarto. Se vota sin modificacio- 
nes: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El señor Senador Michelini adelanta su conside- 
ración respecto del artículo 3.” en el sentido de que 
resulta excesiva la exigencia de intervención de un 
juez. La señora Presidenta expresa su acuerdo con 
la precisión. 

Los artículos aprobados quedan redactados de la 
siguiente manera: 

“Artículo 1.*. (Tenencia y porte no autorizados).- 
Prohíbese la tenencia y porte de armas de fuego, mu- 
niciones, explosivos y otros materiales relacionados 
que no hayan sido debidamente autorizados por el 
Ministerio del Interior y por el Ministerio de Defensa 
Nacional. 

Se entenderá por armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados a los men- 
cionados en los numerales 3 a 6 del Artículo I de la 
Convención Interamericana contra la Fabricación y 
el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, 
Explosivos y Otros Materiales Relacionados aprobada 
por la Ley n.? 17.300, de 22 de marzo de 2001. 

Artículo 1.*%/1 Aditivo. (Destino del material incau- 
tado).- Las armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados que no hayan sido debi- 
damente autorizados serán incautados, sin perjuicio 
de la aplicación de las normas administrativas y pena- 
les correspondientes. 
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Cuando las armas de fuego sean de caza, deportivas 
o de colección y se encuentren en la situación prevista 
en el presente artículo, serán incautadas y depositadas 
en el Servicio de Material y Armamento del Ejército 
Nacional. Sus titulares o quienes acrediten tener dere- 
cho a que le sean reintegradas, tendrán un plazo de 3 
(tres) meses para acreditar dicho extremo y realizar los 
trámites necesarios para su regularización. Presentada 
la respectiva documentación en forma, serán devueltas 
a los mismos; de lo contrario se producirá su decomiso 
de pleno derecho una vez transcurrido el plazo. 

Inciso tercero — Se posterga. 

La reglamentación determinará las armas de fue- 
go que serán consideradas de caza, deportivas o de 
colección”. 

2.) Carpeta n.* 1125/2012. FALTAS, CONSERVA- 
CIÓN Y CUIDADO DE LOS ESPACIOS PÚBLICOS. 
Normas. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes (Distribuido n.” 1918/2012). 

Los señores Senadores resuelven postergar su tra- 
tamiento. 

3.2) Carpeta n.* 475/2011. FORTALECIMIENTO 
DE LA TRANSPARENCIA PÚBLICA. Se modifica el 
régimen vigente. Mensaje y proyecto de ley remitido 
por el Poder Ejecutivo (Distribuido n.* 625/2011). 

Los señores Senadores resuelven postergar su tra- 
tamiento. 

El señor Senador Gallinal propone que se invite al 
señor Ministro de Industria, Energía y Minería a efec- 
tos de que informe sobre una resolución del Poder 
Ejecutivo de 4 de marzo del corriente año, relaciona- 
da con decisiones del Directorio de UTE. 

El señor Senador Michelini propone que se le en- 
víe la versión taquigráfica de las palabras pronuncia- 
das por el señor Senador Gallinal, al señor Ministro 
de Industria, Energía y Minería y que la Comisión 
sesione, a efectos de recibirlo, en la última semana 
del mes de abril. 

Resoluciones: 

Se resuelve que por Secretaría se elabore el calen- 
dario de sesiones de las Comisiones en las que pat- 
ticipan los señores Senadores miembros a efectos de 
definir dos sesiones extraordinarias para recibir a los 
señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia y 
al señor Ministro de Industria, Energía y Minería. 

Volver a sesionar el próximo martes 16 de abril a 
efectos de continuar con la consideración del proyecto 
de ley por el que se regula el tráfico ilícito de armas. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido n.* 2010/2013, que forma par- 
te de la presente. 

A la hora dieciséis y cincuenta y cinco minutos, se 
levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman la señora Presidenta y la señora 
Secretaria. 


Constanza Moreira, Presidenta; Teresa Paredes, 
Secretaria. 
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ACTA N.* 98 


En Montevideo, el día dieciséis de abril del año 
dos mil trece, a la hora catorce y cuarenta y dos mi- 
nutos, se reúne la Comisión de Constitución y Legis- 
lación de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Constan- 
za Moreira; y señores Senadores Eber Da Rosa, An- 
tonio Gallicchio, Francisco Gallinal, Carlos Moreira, 
Rodolfo Nin Novoa, Ope Pasquet y Luis Rosadilla. 

Falta con aviso el señor Senador Eduardo Lorier. 

Preside la señora Senadora Constanza Moreira, 
Presidenta de la Comisión. 

Actúan en Secretaría las señoras Secretarias de 
Comisión Teresa Paredes y Rosa De León y el señor 
Prosecretario subrogante, Alejandro Aguerre. 

Asuntos entrados: 

Por Secretaría se da cuenta de los siguientes: 

— Nota L n.* 434/2013 de la Presidencia del Sena- 
do, de fecha 9 de abril de 2013, por la que remite ofi- 
cios de la Suprema Corte de Justicia relacionados con 
una Acción de Inconstitucionalidad interpuesta con- 
tra los artículos 1.”, 2.*, 10 y 11 de la Ley n.* 18.876, 
de 29 de diciembre de 2011 (Se reparte Distribuido 
n. 2017/2013). 

— Nota del Ministerio de Educación y Cultura, de 
fecha 15 de abril de 2013, por la que el señor Mi- 
nistro, Dr. Ricardo Ehrlich, junto al Fiscal de Corte, 
Dr. Jorge Díaz, solicitan ser recibidos para brindar 
opinión sobre el proyecto de ley a estudio referente 
al Código del Proceso Penal (Carpeta n.* 418/2010 - 
Distribuido n.” 558/2010). 

Orden del día: 

1.9) Carpeta n.* 845/2012. TRÁFICO ILÍCITO DE 
ARMAS. Se tipifican delitos y se modifica el artículo 
365 del Código Penal. Mensaje y proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo (Distribuido n.” 1343/2012). 

La señora Presidenta, en nombre de la Bancada 
del Frente Amplio, presenta un texto sustitutivo al 
articulado que, por Secretaría, se reparte a los señores 
Senadores miembros. Se procede a dar lectura al 
artículo 1.” e incisos primero, segundo y cuarto del 
artículo 1./1 aditivo, que fueron aprobados en la 
pasada sesión de la Comisión de 12 de abril. 

La señora Presidenta propone reconsiderar el 
artículo 1.%/1 aprobado y que el mismo se estructure 
solo con el inciso primero. Asimismo, propone 
conformar un artículo separado, que se identifica 
como 1.%/2, con cuatro incisos cuyos textos figuraban 
en el artículo 1./1, y sugiere darle el nomen juris 
“Armas de fuego de caza, deportivas o de colección”; a 
su vez retira el inciso tercero postergado. 

Se reconsidera y se votan en conjunto: Artículo 
1.9/1 aditivo y artículo 1.%2 aditivo con nomen juris: 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2.” sustitutivo, de la 
segunda propuesta de redacción presentada. 

El señor Senador Rosadilla manifiesta su des- 
acuerdo con el inciso cuarto que refiere a la exigencia 
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de certificar la inexistencia de antecedentes judicia- 
les. 

Varios señores Senadores intercambian opiniones. 
El señor Senador Nin Novoa señala que hay exigen- 
cias que ya están vigentes en la reglamentación. 

La señora Presidenta sugiere finalizar el inciso 
primero a continuación de “Ministerio de Defensa 
Nacional”. 

El señor Senador Pasquet propone sustituir en 
el inciso segundo la expresión “en las cuales partici- 
pen” por la frase “que tengan por objeto” al referir- 
se a las mercaderías mencionadas. El señor Senador 
Gallinal propone sustituir el término “transacciones” 
por “operaciones comerciales” en el inciso segundo, 
y consecuentemente también en el nomen juris. En 
el inciso tercero sugiere sustituir la palabra “tránsito” 
por “transporte”. 

Artículo 2. sustitutivo.- Se vota: con modificacio- 
nes: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3.” sustitutivo, de la 
segunda propuesta de redacción presentada. 

La señora Presidenta corrige la redacción y señala 
que debe decir “información relativa a los datos”. 

Artículo 3.” sustitutivo.- Se vota: con modificacio- 
nes de redacción: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 4.* sustitutivo, de la 
segunda propuesta de redacción presentada. 

Los señores Senadores intercambian considera- 
ciones respecto al literal b) y sobre la mención al pla- 
zo en el inciso cuarto. 

El señor Senador Pasquet propone finalizar el li- 
teral b) en la expresión “sin que deba justificarse su 
procedencia”. 

El señor Senador Gallinal propone para el inciso 
cuarto, eliminar la frase “en el plazo antes mencio- 
nado”. 

Artículo 4.” sustitutivo.- Se vota: con modificacio- 
nes: 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. En conside- 
ración el artículo 9.” en la redacción segunda pro- 
puesta. 

Luego de un intercambio de opiniones sobre los 
conceptos de incautación y decomiso, así como sobre 
la concesión de un plazo, el señor Senador Gallinal 
propone agregar el término “incautados” antes de 
“decomisados”. El señor Senador Rosadilla propone 
comenzar la disposición diciendo “Transcurridos 6 
meses”. Para una mejor redacción, el señor Senador 
Pasquet sugiere suprimir la coma luego del término 
“relacionados”. 

Artículo 9.” sustitutivo.- Se vota: con modificacio- 
nes: 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se ubicará a 
continuación del artículo 4.*. 

En consideración el artículo 5.” sustitutivo, de la 
segunda propuesta de redacción presentada. 

El señor Senador Pasquet manifiesta sus reservas 
con la proliferación de verbos que presenta la redac- 
ción y expresa que no votará la disposición. 

La señora Presidenta informa que realizó con- 
sultas con asesores en materia de técnica legislativa 
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quienes afirmaron que, si se trata de delitos, es más 
clara la enumeración explícita. 

El señor Senador Da Rosa propone que la Presi- 
dencia de la Comisión realice consultas con especia- 
listas en derecho penal sobre el alcance de los verbos 
que figuran en la redacción. El señor Senador Ga- 
llicchio propone votar el resto de los artículos en la 
redacción sustitutiva propuesta. 

Artículo 5.” sustitutivo.- Se vota: sin modificacio- 
nes: 5 en 6. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6.” sustitutivo, de la 
segunda propuesta de redacción presentada. 

Varios señores Senadores intercambian opiniones 
sobre el alcance del plazo establecido en el proyecto 
de ley, así como la posibilidad de reducir las catego- 
rías verbales que presenta la redacción. 

El señor Senador Rosadilla propone un cuarto in- 
termedio de 5 minutos. Se vota: 5 en 6. Afirmativa. 
Es la hora 17 y 23 minutos. 

Finalizado el cuarto intermedio, se reanuda la se- 
sión. 

La señora Presidenta pone a votación los restantes 
artículos del proyecto de ley en la redacción sustitu- 
tiva presentada. 

Artículo 6.” sustitutivo.- Se vota: sin modificacio- 
nes: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 7.” sustitutivo.- Se vota: sin modificacio- 
nes: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 8.” sustitutivo.- Se vota: sin modificacio- 
nes: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 10 sustitutivo.- Se vota: sin modificacio- 
nes: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 11 sustitutivo.- Se vota: sin modificacio- 
nes: 4 en 5. Afirmativa. 

El señor Senador Nin Novoa propone al señor Se- 
nador Rafael Michelini como Miembro Informante. 
Se vota: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El proyecto de ley sustitutivo aprobado, queda re- 
dactado de la siguiente manera: 

“Artículo 1.?. (Tenencia y porte no autorizados).- 
Prohíbese la tenencia y porte de armas de fuego, mu- 
niciones, explosivos y otros materiales relacionados 
que no hayan sido debidamente autorizados por el 
Ministerio del Interior y por el Ministerio de Defensa 
Nacional. 

Se entenderá por armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados a los men- 
cionados en los numerales 3 a 6 del Artículo I de la 
Convención Interamericana contra la Fabricación y 
el Tráfico llícitos de Armas de Fuego, Municiones, 
Explosivos y Otros Materiales Relacionados aprobada 
por la Ley n.* 17.300, de 22 de marzo de 2001. 

Artículo 2.”. (Destino del material incautado).- 
Las armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados que no hayan sido debida- 
mente autorizados serán incautados, sin perjuicio de 
la aplicación de las normas administrativas y penales 
correspondientes. 


CÁMARA DE SENADORES 


7 de mayo de 2013 


Artículo 3.”. (Armas de fuego de caza, deportivas 
o de colección).- Cuando las armas de fuego sean de 
caza, deportivas o de colección y se encuentren en 
la situación prevista en el artículo 1 .? de la presen- 
te ley, serán incautadas y depositadas en el Servicio 
de Material y Armamento del Ministerio de Defensa 
Nacional. 

Sus titulares o quienes acrediten tener derecho a 
que le sean reintegradas, tendrán un plazo de 3 (tres) 
meses para acreditar dicho extremo y realizar los trá- 
mites necesarios para su regularización. 

Presentada la respectiva documentación en for- 
ma, serán devueltas a los mismos; de lo contrario 
se producirá su decomiso de pleno derecho una vez 
transcurrido el plazo. 

La reglamentación determinará las armas de fue- 
go que serán consideradas de caza, deportivas o de 
colección. 

Artículo 4.”. (Comercialización de armas de fue- 
go).- Los establecimientos que comercializan armas 
de fuego, municiones y otros materiales relacionados 
deberán estar autorizados por el Ministerio del Inte- 
rior y el Ministerio de Defensa Nacional. 

También deberán informar a dichas autoridades 
todas las operaciones comerciales que tengan por ob- 
jeto las mercaderías mencionadas dentro de las 72 
(setenta y dos) horas de realizadas. 

Los establecimientos deberán especificar en la 
factura, o remito respectivo, el nombre y documento 
de identidad del comprador o vendedor, su domici- 
lio, así como la dirección de destino de la mercadería 
cuando corresponda, lo que permitirá justificar su 
transporte desde la casa comercial hasta el lugar de 
destino. 

Artículo 5.”. (Datos registrales de las armas de 
fuego).- El Ministerio de Defensa Nacional, a través 
del Servicio de Material y Armamento, brindará al 
Ministerio del Interior, en todo momento que se re- 
quiera, la información relativa a los datos registrales 
de las armas de fuego requeridas, así como la identi- 
ficación de sus titulares. 

Artículo 6.*. (Plazo para regularización).- Con- 
cédese un plazo de 8 (ocho) meses, a contar desde 
la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, a 
efectos de que: 

Quienes ya posean armas de fuego en forma an- 
tirreglamentaria regularicen su situación ante los or- 
ganismos correspondientes. 

Se efectúe la entrega voluntaria de cualesquier 
arma de fuego que se posea al Servicio de Material y 
Armamento del Ministerio de Defensa Nacional sin 
que deba justificarse su procedencia. 

A tales efectos, el Ministerio del Interior hará una 
campaña de información y educación a la población, 
pudiendo hacer uso para la difusión de dicha campa- 
ña, en los medios correspondientes, de las facultades 
que otorga el artículo 141 de la Ley n.* 18.996, de 7 
de noviembre de 2012. 
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Artículo 7.*. (Destrucción).- Transcurridos 6 (seis) 
meses las armas de fuego, accesorios, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados que fueran 
incautados, decomisados o entregados voluntaria- 
mente serán destruidos, salvo aquellos que pudieran 
ser utilizados por el Ministerio del Interior o por el 
Ministerio de Defensa Nacional para el cumplimiento 
de sus funciones, según lo establecido en el artículo 
2.” de la Ley n.” 18.087, de 5 de enero de 2007. 

Artículo 8.”. (Delito de Tráfico internacional de 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros mate- 
riales relacionados).- El que realizare la importación, 
exportación, adquisición, venta, entrega, distribu- 
ción, traslado o transferencia de armas de fuego, mu- 
niciones, explosivos y otros materiales relacionados 
desde o a través del territorio nacional a otro Estado 
sin obtener previamente la autorización de todos los 
Estados concernidos, será castigado con tres a doce 
años de penitenciaría. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien inte- 
gra una organización criminal, la pena será aumenta- 
da en un tercio. 

Artículo 9. (Delito de Tráfico interno, uso y 
fabricación ilegal de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados).- El que 
de cualquier modo adquiriere, alquilare, recibiere, 
transportare, distribuyere, ocultare, tuviere en depósito, 
fabricare, produjere, creare, armare, ensamblare o 
reensamblare, adulterare, vendiere, o de cualquier forma 
utilizare armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados sin autorización o contraviniendo 
las normas legales, será castigado con una pena de veinte 
meses de prisión a seis años de penitenciaría. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien inte- 
gra una organización criminal, la pena será aumenta- 
da en un tercio. 

Artículo 10. (Otras medidas).- Cuando el delito 
sea competencia de los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia Especializados en Crimen Organizado, se- 
rán de aplicación el artículo 9.* de la Ley n.* 17.835, 
de 23 de setiembre de 2004, en la redacción dada por 
el artículo 4.” de la Ley n.” 18.494, de 5 de junio de 
2009 y los artículos 5.”, 6.” y 7.* de la Ley n.” 18.494, 
de 5 de junio de 2009, en lo pertinente. 

Artículo 11. (Medidas especiales).- Serán de 
aplicación para los delitos establecidos por la presente 
ley las medidas cautelares y el decomiso previstos en 
los artículos 62 y 63 del Decreto - Ley n.” 14.294, de 
31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el 
artículo 2.” de la Ley n.* 18.494, de 5 de junio de 2009. 

En ningún caso los materiales incautados podrán 
volver al mercado, aplicándoseles las disposiciones 
sobre destino final establecidas en el artículo 2.* de la 
Ley n.* 18.087, de 5 de enero de 2007. 

Artículo 12. (Competencia).- Amplíase la compe- 
tencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
Especializados en Crimen Organizado prevista por el 
artículo 414 de la Ley n.” 18.362, de 6 de octubre de 
2008, incorporándose el delito de "Tráfico internacio- 


CÁMARA DE SENADORES 


141-C.S. 


nal de armas de fuego, accesorios, municiones, ex- 
plosivos y otros materiales relacionados”. Incorpórase 
el delito de “Tráfico interno y fabricación ilegal de 
armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados”, cuando exista partici- 
pación de una organización criminal. 

Artículo 13. (Derogaciones).- Derógase el nume- 
ral 12 del artículo 365 del Código Penal aprobado por 
Ley n.” 9.155, de 4 de diciembre de 1933, en la re- 
dacción dada por el artículo 216 de la Ley n.? 15.903, 
de 10 de noviembre de 1987”. 

2.) Carpeta n.* 1125/2012. FALTAS, CONSERVA- 
CIÓN Y CUIDADO DE LOS ESPACIOS PÚBLICOS. 
Normas. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes (Distribuido n.” 1918/2012). 

Los señores Senadores resuelven postergar su tra- 
tamiento. 

3.2) Carpeta n.” 475/2011. FORTALECIMIENTO 
DE LA TRANSPARENCIA PÚBLICA. Se modifica el 
régimen vigente. Mensaje y proyecto de ley remitido 
por el Poder Ejecutivo (Distribuido n.” 625/2011). 

Los señores Senadores resuelven postergar su tra- 
tamiento. 

A la hora diecisiete y cuarenta y cuatro minutos, 
se levanta la sesión. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido n.* 2022/2013 y que forma par- 
te de la presente. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman la señora Presidenta y la señora 
Secretaria. 


Constanza Moreira, Presidenta; Teresa Paredes, 
Secretaria. 


ACTA N.? 100 


En Montevideo, el día veintinueve de abril del año 
dos mil trece, a la hora diecisiete y cinco minutos, se 
reúne en sesión extraordinaria la Comisión de Cons- 
titución y Legislación de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Constan- 
za Moreira y señores Senadores Eduardo Lorier, Ra- 
fael Michelini, Carlos Moreira, Rodolfo Nin Novoa, 
Ope Pasquet y Luis Rosadilla. 

Faltan con aviso los señores Senadores Eber Da 
Rosa y Francisco Gallinal. 

Concurre el señor Director de Gestión Legislativa, 
César González. 

Preside la señora Senadora Constanza Moreira, 
Presidenta de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la señora Secretaria de Co- 
misión Teresa Paredes y el señor Prosecretario subro- 
gante, Alejandro Aguerre. 

La señora Presidenta dispone que se incluya en 
el Orden del Día de la próxima sesión del martes 7 
de mayo, el proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes por el que se declara feriado no 
laborable el día 8 de julio de 2013 para la ciudad de 
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San Carlos, departamento de Maldonado, con motivo 
de conmemorarse los doscientos cincuenta años de 
su fundación. Carpeta n.* 1172/2013 - Distribuido n.* 
2029/2013. 

Orden del Día: 

1.) Carpeta n.* 845/2012. TRÁFICO ILÍCITO DE 
ARMAS. Se tipifican delitos y se modifica el artículo 
365 del Código Penal. Mensaje y proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo (Distribuido n.” 1343/2012). 

La señora Presidenta propone que se reconsidere 
el artículo 1.*. 

Artículo 1.?. Se reconsidera: 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Varios señores Senadores intercambian opiniones 
respecto a la exigencia de autorizaciones por parte del 
Ministerio del Interior y del Ministerio de Defensa Na- 
cional y sobre la inclusión del término “explosivos”. El 
señor Senador Rosadilla expresa que en el futuro el 
contenido de la disposición en consideración debería 
estar en el ámbito de un organismo estrictamente civil. 
El señor Senador Pasquet propone que se sustituya la 
conjunción “y” por una coma a continuación de “Mi- 
nisterio del Interior” y se agregue al final del inciso la 
frase "o por ambos, según corresponda”. 

Artículo 1.*.- Se vota con modificaciones: 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Los señores Senadores intercambian opiniones 
respecto al artículo 4.*. 

La señora Presidenta pone a votación la reconsi- 
deración del artículo 5.”. 

Artículo 5.”. Se reconsidera: 6 en 7. Afirmativa. 

La señora Presidenta informa que el Ministerio 
del Interior sugirió la inclusión de un plazo a efectos 
de la dinámica de la información que debe brindar el 
Servicio de Material y Armamento. 

El señor Senador Rosadilla considera que los Re- 
gistros deben estar en línea con una base de datos 
común a ambos Ministerios. Propone que se agregue, 
a continuación de “Ministerio del Interior” la frase 
“en un plazo no mayor a 48 (cuarenta y ocho horas). 

Luego de varias consideraciones expresadas por 
los señores Senadores, el señor Senador Ope Pasquet 
propone cambiar el adjetivo “requeridas” por *solici- 
tadas” en referencia a las armas de fuego. 

Artículo 5.”.- Se vota con modificaciones: 6 en 7. 
Afirmativa. 

La señora Presidenta pone a reconsideración el 
artículo 6.*. 

Artículo 6.”. Se reconsidera: 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Luego de varias consideraciones, la señora Presi- 
denta propone para el literal a), sustituir la expresión 
“los organismos correspondientes” por “las depen- 
dencias del Ministerio del Interior y del Ministerio 
de Defensa Nacional habilitadas para tal fin”. Para el 
literal b) propone sustituir “al Servicio de Material y 
Armamento del Ministerio de Defensa Nacional” por 
la frase antes señalada, de modo de armonizar la dis- 
posición. 
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El señor Senador Pasquet propone que se diga 
“cualquier arma de fuego”. 

De varias propuestas realizadas, se acuerda agre- 
gar un párrafo final, en el literal b), que diga: "Las 
armas recibidas serán inmediatamente derivadas al 
Servicio de Material y Armamento del Ministerio de 
Defensa Nacional a los efectos previstos en el artículo 
siguiente”. 

Artículo 6.*. Sustitutivo.- Se vota: 7 en 7. Afirma- 
tiva. UNANIMIDAD 

El señor Senador Pasquet propone la reconsidera- 
ción del artículo 7.*. 

Artículo 7.”. Se reconsidera: 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

El señor Senador Pasquet argumenta que el plazo 
no contempla el tiempo que lleva la sustanciación de 
los recursos y señala la importancia de que las ar- 
mas no sean destruidas hasta tanto no sean resueltos 
los mismos. Propone un inciso segundo aditivo que 
exprese: “Aquellos efectos mencionados en el inci- 
so precedente que fueran objeto de procedimientos 
administrativos o jurisdiccionales, no serán destrui- 
dos mientras dichos procedimientos se hallaren en 
trámite”. 

Artículo 7.” Sustitutivo.- Se vota: 7 en 7. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. 

Los señores Senadores intercambian considera- 
ciones respecto al artículo 12 que amplía la compe- 
tencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
Especializados en Crimen Organizado e incorpora los 
delitos de Tráfico interno y Tráfico Internacional. 

El señor Senador Pasquet propone una redacción 
que diga: “la competencia de los Juzgados Letrados 
de Primera Instancia Especializados en Crimen Or- 
ganizado se entenderá referida a los delitos previstos 
por los artículos 8.” y 9.” de la presente ley. 

La señora Presidenta expone sobre la posibili- 
dad de modificar el numeral respectivo de la Ley n.? 
18.362. 

El señor Senador Michelini propone que se elabo- 
re una redacción para presentar en la oportunidad de 
su consideración por el Plenario. 

La señora Presidenta informa que en la sesión del 
16 de abril próximo pasado se designó como Miembro 
Informante al señor Senador Rafael Michelini. 

Se acuerda no reconsiderar el artículo 12. 

El proyecto de ley sustitutivo aprobado, queda re- 
dactado de la siguiente manera: 

“Artículo 1.?. (Tenencia y porte no autorizados).- 
Prohíbese la tenencia y porte de armas de fuego, mu- 
niciones, explosivos y otros materiales relacionados 
que no hayan sido debidamente autorizados por el 
Ministerio del Interior, por el Ministerio de Defensa 
Nacional o por ambos, según corresponda. 

Se entenderá por armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados a los men- 
cionados en los numerales 3 a 6 del Artículo I de la 
Convención Interamericana contra la Fabricación y 
el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, 
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Explosivos y Otros Materiales Relacionados aprobada 
por la Ley n.* 17.300, de 22 de marzo de 2001. 

Artículo 2.?. (Destino del material incautado).- 
Las armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados que no hayan sido debida- 
mente autorizados serán incautados, sin perjuicio de 
la aplicación de las normas administrativas y penales 
correspondientes. 

Artículo 3.”. (Armas de fuego de caza, deportivas 
o de colección).- Cuando las armas de fuego sean de 
caza, deportivas o de colección y se encuentren en 
la situación prevista en el artículo 1. de la presen- 
te ley, serán incautadas y depositadas en el Servicio 
de Material y Armamento del Ministerio de Defensa 
Nacional. 

Sus titulares o quienes acrediten tener derecho a 
que le sean reintegradas, tendrán un plazo de 3 (tres) 
meses para acreditar dicho extremo y realizar los trá- 
mites necesarios para su regularización. 

Presentada la respectiva documentación en for- 
ma, serán devueltas a los mismos; de lo contrario 
se producirá su decomiso de pleno derecho una vez 
transcurrido el plazo. 

La reglamentación determinará las armas de fue- 
go que serán consideradas de caza, deportivas o de 
colección. 

Artículo 4.”. (Comercialización de armas de fue- 
go).- Los establecimientos que comercializan armas 
de fuego, municiones y otros materiales relacionados 
deberán estar autorizados por el Ministerio del Inte- 
rior y el Ministerio de Defensa Nacional. 

También deberán informar a dichas autoridades 
todas las operaciones comerciales que tengan por ob- 
jeto las mercaderías mencionadas dentro de las 72 
(setenta y dos) horas de realizadas. 

Los establecimientos deberán especificar en la 
factura, o remito respectivo, el nombre y documento 
de identidad del comprador o vendedor, su domici- 
lio, así corno la dirección de destino de la mercadería 
cuando corresponda, lo que permitirá justificar su 
transporte desde la casa comercial hasta el lugar de 
destino. 

Artículo 5.”. (Datos registrales de las armas de 
fuego).- El Ministerio de Defensa Nacional, a través 
del Servicio de Material y Armamento, brindará al 
Ministerio del Interior, en un plazo no mayor a 48 
(cuarenta y ocho) horas, la información relativa a los 
datos registrales de las armas de fuego solicitada, así 
como la identificación de sus titulares. 

Artículo 6.” (Plazo para regularización).- Con- 
cédese un plazo de 8 (ocho) meses, a contar desde 
la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, a 
efectos de que: 

a) Quienes ya posean armas de fuego en forma 
antirreglamentaria regularicen su situación ante las 
dependencias del Ministerio del Interior y del Minis- 
terio de Defensa Nacional habilitadas para tal fin. 

b) Se efectúe la entrega voluntaria de cualquier 
arma de fuego que se posea a las dependencias del 
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Ministerio del Interior y del Ministerio de Defensa 
Nacional habilitadas para tal fin, sin que deba jus- 
tificarse su procedencia. Las armas recibidas serán 
inmediatamente derivadas al Servicio de Material y 
Armamento del Ministerio de Defensa Nacional a los 
efectos previstos en el artículo siguiente. 

A tales efectos, el Ministerio del Interior hará una 
campaña de información y educación a la población, 
pudiendo hacer uso para la difusión de dicha campa- 
ña, en los medios correspondientes, de las facultades 
que otorga el artículo 141 de la Ley n.* 18.996, de 7 
de noviembre de 2012. 

Artículo 7.”. (Destrucción).- Transcurridos 6 (seis) 
meses las armas de fuego, accesorios, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados que fueran 
incautados; decomisados o entregados voluntaria- 
mente serán destruidos, salvo aquellos que pudieran 
ser utilizados por el Ministerio del Interior o por el 
Ministerio de Defensa Nacional para el cumplimiento 
de sus funciones, según lo establecido en el artículo 
2.” de la Ley n.” 18.087, de 5 de enero de 2007. 

Aquellos efectos mencionados en el inciso prece- 
dente, que fueran objeto de procedimientos adminis- 
trativos o jurisdiccionales, no serán destruidos mien- 
tras dichos procedimientos se hallaren en trámite. 

Artículo 8.*. (Delito de Tráfico internacional de 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros mate- 
riales relacionados).- El que realizare la importación, 
exportación, adquisición, venta, entrega, distribu- 
ción, traslado o transferencia de armas de fuego, mu- 
niciones, explosivos y otros materiales relacionados 
desde o a través del territorio nacional a otro Estado 
sin obtener previamente la autorización de todos los 
Estados concernidos, será castigado con tres a doce 
años de penitenciaría. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien inte- 
gra una organización criminal, la pena será aumenta- 
da en un tercio. 

Artículo 9.*. (Delito de Tráfico interno, uso y fa- 
bricación ilegal de armas de fuego, municiones, ex- 
plosivos y otros materiales relacionados).- El que 
de cualquier modo adquiriere, alquilare, recibiere, 
transportare, distribuyere, ocultare, tuviere en depó- 
sito, fabricare, produjere, creare, armare, ensamblare 
o reensamblare, adulterare, vendiere, o de cualquier 
forma utilizare armas de fuego, municiones, explosi- 
vos y otros materiales relacionados sin autorización o 
contraviniendo las normas legales, será castigado con 
una pena de veinte meses de prisión a seis años de 
penitenciaría. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien inte- 
gra una organización criminal, la pena será aumenta- 
da en un tercio. 

Artículo 10. (Otras medidas).- Cuando el delito 
sea competencia de los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia Especializados en Crimen Organizado, se- 
rán de aplicación el artículo 9.* de la Ley n.* 17.835, 
de 23 de setiembre de 2004, en la redacción dada por 
el artículo 4.” de la Ley n.* 18.494, de 5 de junio de 
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2009 y los artículos 5.*, 6.* y 7.* de la Ley n.” 18.494, 
de 5 de junio de 2009, en lo pertinente. 

Artículo 11. (Medidas especiales).- Serán de 
aplicación para los delitos establecidos por la presente 
ley las medidas cautelares y el decomiso previstos en 
los artículos 62 y 63 del Decreto - Ley n.” 14.294, 
de 31 de octubre de 1974, en la redacción dada por 
el artículo 2.” de la Ley n.* 18.494, de 5 de junio de 
2009. 

En ningún caso los materiales incautados podrán 
volver al mercado, aplicándoseles las disposiciones 
sobre destino final establecidas en el artículo 2.* de la 
Ley n.* 18.067, de 5 de enero de 2007. 

Artículo 12. (Competencia).- Amplíase la compe- 
tencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
Especializados en Crimen Organizado prevista por el 
artículo 414 de la Ley n.”. 18.362, de 6 de octubre 
de 2008, incorporándose el delito de “Tráfico inter- 
nacional de armas de fuego, accesorios, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados”. 
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Incorpórase el delito de “Tráfico interno y fabrica- 
ción ilegal de armas de fuego, accesorios, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados”, cuando 
exista participación de una organización criminal. 

Artículo 13. (Derogaciones).- Derógase el nume- 
ral 12 del artículo 365 del Código Penal aprobado por 
Ley n.? 9.155, de 4 de diciembre de 1933, en la re- 
dacción dada por el artículo 216 de la Ley n.” 15.903, 
de 10 de noviembre de 1987”. 

A la hora diecinueve y veinte minutos, se levanta 
la sesión. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido n.* 2037/2013 y que forma par- 
te de la presente. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman la señora Presidenta y la señora 
Secretaria. 


Constanza Moreira, Presidenta; Teresa Paredes, 
Secretaria». 


Proyecto de ley sustitutivo aprobado por la Comisión |] Proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo 
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Artículo 1”. (Tenencia y porte no autorizados).- 
Prohibese la tenencia y porte de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados 
que no hayan sido debidamente autorizados por el 
Ministerio del Interior, por el Ministerio de Dofensa 
Nacional o por ambos, según corresponda. 


Se entenderá por armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados a los 
mencionados en los numerales 3 a 6 del Artículo | de la 
Convención interamericana contra la Fabricación y el 
Tráfico llícitos de Armas de Fuego, Municiones, | 
Explosivos y Otros Materiales Relacionados aprobada 
por la Ley N” 17.300, de 22 de marzo de 2001. 


Artículo 2*. (Destino del material incautado).- Las | Adit 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
matoriales rolacionados que no hayan sido debidamonto 
autorizados serán incautados, sin perjuicio de la 
aplicación de las normas administrativas y penales 
correspondientes. 


Articulo 3”. (Armas de fuego de caza, deportivas o de 
colección).- Cuando las armas de fuego sean de caza, 
deportivas o de colocción y se encuentren en la 
situación ista en el articulo 1” de la le 
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serán incautadas y depositadas en el Servicio de 
Material y Armamento del Ministerio de Defensa 
Nacional. 
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Sus titulares o quienes acrediten tener derecho a 
que les sean reintegradas, tendrán un plazo de 3 (tres) 
meses para acreditar dicho extremo y realizar los 
trámites necesarios para su regularización. 


Presentada la rospectiva documentación en forma, 
serán devueltas a los mismos; de lo contrario se 
producirá su decomiso de pleno derecho una vez 
transcurrido el plazo. 


La reglamentación determinará las armas de fuego 
que serán consideradas de caza, deportivas o de 
colección. 


Artículo 4%. (Comercialización de armas de fuego).- 
Los establecimientos que comercializan armas de fuego, 
municiones y otros materiales relacionados deberán 
estar autorizados por el Ministerio del Interior y el 
Ministerio de Defensa Nacional. 


También deberán informar a dichas autoridades 
todas las operaciones comerciales que tengan por 
¡objeto las mercaderías mencionadas dentro de las 72 
(setenta y dos) horas de realizadas. 

Los establecimientos deberán especificar en la 
| factura o remito respectivo, el nombre y documento de 
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AS A 


como la dirección de destino de la mercadería cuando 
Base de datos del Ministerio de Defensa 


corresponda, lo que permitirá justificar su transporte 
desde la casa comercia! hasta el lugar de destino. 
ME no a través del 
Servicio de Material y Armamento, brindará al Ministeno del 
Interior la información relativa a las armas de fuego 
requeridas y la identificación de sus titulares 


Artículo 5”. (Datos registrales de las armas).- El 
Ministerio de Defensa Nacional, a través del Servicio de 
Material y Armamento, brindará al Ministerio del Interior, en 
un plazo no mayor a 48 (cuarenta y ocho) horas, la 
información relativa a los datos registrales de las armas de 
fuego solicitada, así como la identificación de sus titulares. 


Artículo 6”. (Plazo para regularización).- Concédese Sust 
un plazo de 8 (ocho) meses, a contar desde la fecha de ' 
entrada en vigencia de la presente ley, a efectos de que: | 


a) Quienes ya posean armas de fuego en forma 
antirreglamentana regulancen su situación ante las 
dependencias del Ministerio del Interior y del 
Ministerio de Defensa Nacional habilitadas para 
tal fin. 


b) Se efectúe la entrega voluntaria de cualquier arma 
de fuego que se posea a las dependencias del 
Ministerio del Interior y del Ministorio de 
Defensa Nacional habilitadas para tal fin, sin 
que deba justificarse su procedencia. Las 

armas recibidas serán inmediatamente 


Artículo Y: Concédase un plazo de seis meses, a contar 
desde la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, a 
efectos de que: 

a) Quienes posean armas de fuego en forma ¡legal o 
antirreglamentaria regularicen su situación ante los 
organismos correspondientes. 


b) Efectúen la entrega voluntaria de las mismas en el 
Servicio de Material y Armamento del Ministerio de 
Defensa Nacional. 
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derivadas al Servicio de Matenial y Armamento del 
Ministerio de Defensa Nacional a los efectos 
previstos en el articulo siguiente. 


A tales efectos, el Ministerio del interior hará una 
campaña de información y educación a la población, 
| pudiendo hacer uso para la difusión de dicha campaña, 
en los medios correspondientes, de las facultades que 
| otorga el artículo 141 de la Ley N*18.996, de 7 de 
| noviembre de 2012. 


Artículo 5. Destino: Las armas de fuego, accesorios, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados, que 
fueran decomisados serán destruidos, salvo, aquellos que 
pudieran ser utilizados por el Ministerio del Interior o por el 
Ministerio de Defensa Nacional para el cumplimiento de sus 
funciones, según lo establecido en las normas relativas a 
lic teria 


Articulo 7”. (Destrucción).- Transcurridos 6 (seis) 
meses las armas de fuego, accesorios, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados que fueran 
incautados, decomisados o entregados voluntariamente 
serán destruidos, salvo aquellos que pudieran ser utilizados 
por el Ministerio del interior o por el Ministerio de Defensa 
Nacional para el cumplimiento de sus funciones, según lo 
establecido en el artículo 2? de la Ley'N* 18.087, de 5 de | 
enero de 2007. 


Aquellos efectos mencionados en el inciso 
precedente, que fueran objeto de procedimientos 
administrativos o jurisdiccionalos, no során destruidos 
mientras dichos procedimientos se hallaren en trámite. 
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castigado con tres a doce años de penitenciaria. 
Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una 
organización criminal, la pena será aumentada en un tercio. 


Articulo 9”. (Del Y 

fabricación ilegal de armas de fuego, municiones, explosivos 
y otros materiales relacionados).- El que de cualquier modo 
adquiriere, alquilare, recibiere, transportare, distribuyere, 
ocultare, tuviere en depósito, fabricare, produjere, creare, 
armare, ensamblare o reensamblare, adulterare, vendiere, o 
de cualquier forma utilizare armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados sin autorización o 
contraviniendo las normas legales, será castigado con una 
pena de veinte meses de prisión a seis años de 
penitenciaria. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una 
organización criminal, la pena será aumentada en un tercio. 


castigado con tres a doce años de penitenciaria 


Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una 
organización criminal, la pena será aumentada en un tercio. 


Artículo 2. Tráfico ilícito interno y fabricación legal de 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados: El que de cualquier modo adquiriere, alquilare, 
recibiere, transportare, distribuyere, ocultare, tuviere en 
depósito, fabricare, produjere, creare, armare, ensamblare o 
reensambiare, adulterare, vendiere, o de cualquier forma 
utilizare, armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados sin autorización o contraviniendo las 
normas legales y/o reglamentarias, será castigado con una 
pena de 24 meses de prisión a 6 años de penitenciaria. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una 
organización criminal, la pena será aumentada en un tercio 
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, (Otras medidas).- Cuando el delito sea Cím 
competencia > los Juzgados Letrados de Primera Instancia 

Especializados en Crimen Organizado, serán de aplicación 

el artículo 9* de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 

2004, en la redacción dada por el artículo 4? de la Ley 
N* 18.494, de 5 de junio de 2009 y los artículos 5”, 6” y 7%. 
de la Ley N* 18.494, de 5 de junio de 2009, en lo 
pertinente. 


Articulo_3. Técnicas de investigación: 
aplicación los artículos 4, 5, 6 y 7 de la Ley 18.494 del 05 de 
junio de 2009, cuando el delito sea competencia de los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en 
Crimen Organizado. 


Artículo 11. (Medidas especiales).- 
aplicación para los delitos establecidos por la presente 
ley las medidas cautelares y el decomiso previstos en 
¡los artículos 82 y 63 del Decreto - Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, en la redacción dada por el articulo 2* de la 
Ley N* 18.494, de 5 de junio de 2009. 


En ningún caso los materiales incautados podrán 
volver al mercado, aplicándoseles las disposiciones 
sobre destino final establecidas en el artículo 2* de la 
Ley N* 18.087, de 5 de enero de 2007. 


Articulo 4. Decomiso: Serán de aplicación para ambos 
delitos, los artículos 62 y 63 del Decreto Ley 14.204 del 31 
de octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 2 de 
la Ley 18.494 del 05 de junio de 2009. 


Artículo 6, Competencia. Ampliase la competencia de 
los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados 
en Crimen Organizado prevista por el artículo 414 de la Ley 
18.362 del 6 de octubre de 2008, incorporándose el delito de 


(Competencia).- Ampliase la competencia 
de los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
Especializados en Crimen Organizado prevista por el 
artículo 414 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, 
i ndose el delito de "Tráfico internacional de armas 


"S'9-0S1 


SHAJOUVNAS HA VAVIAYO 


£TO% SP OÁBUI AP Z 


Proyecto de ley sustitutivo aprobado por la Comisión ARE: Proyocto de ley remitido por el Poder Ejecutivo 
de fuego, accesonos, municiones, explosivos y otros "Tráfico lícito internacional de armas de fuego, accesorios, 
materiales relacionados”, municiones, explosivos y otros materiales relacionados” . 
pop o armas Incorporase el delito de “Tráfico ilícito interno y 
ilegal de armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos fabricación al de armas de fuego, accesorios, 
y otros matenales relacionados”, cuando exista participación municiones, paseis y otros materiales relacionados". 


ii di cuando exista participación de una organización criminal. 


Artículo 13. (Derogaciones).- Derógase el numeral 12 
del artículo 365 del Código Penal aprobado por Ley 
N? 9.155, de 4 do diciembre de 1933, en la redacción 
dada por el artículo 216 de la Ley N” 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987. 


. Derogación expresa: Derógase el numeral 
12* del artículo 365 del Código Penal 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
—En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: la Comi- 
sión de Constitución y Legislación me ha conferido 
el honor de designarme para informar el proyecto 
de ley sustitutivo del enviado por el Poder Ejecutivo, 
que se ha rotulado como Tráfico Ilícito de Armas. Si 
bien este proyecto tiene algunos aspectos vinculados 
al tráfico ilícito de armas, más bien plantea la regu- 
larización de la tenencia y porte de armas por parte 
de la población. 


Antes de referirme al proyecto de ley quisiera ha- 
cer una salvedad: la tenencia de armas por parte de 
la población tiene múltiples enfoques y abordajes, y 
no solo en el Uruguay. Precisamente, este es uno de 
los temas más discutidos hoy en Estados Unidos, que 
debe ser uno de los países más armados del mundo y 
donde la adquisición de armas se realiza con enorme 
facilidad. 


Las armas muchas veces están vinculadas a todo 
tipo de situación; facilitan las muertes por violencia 
doméstica o son parte del delito y de la rapiña, pero 
también son múltiples los efectos de accidentes. Si 
bien no tengo cifras en Uruguay, puedo decir que en 
Estados Unidos —ya que lo nombramos- hay más de 
3.000 muertes por accidentes vinculados a la tenen- 
cia de armas en las casas, muchos de ellos de niños 
que han visto a sus padres con las armas y que, cuan- 
do estos no están, intentan manipularlas, generando 
un accidente y una muerte. 


A su vez, el tema de las armas está vinculado a 
otros aspectos que tienen que ver con nuestros proce- 
sos de independencia o revolucionarios y que la gente 
relaciona mucho con la libertad. En algunos casos, 
esto se vive con tal fanatismo que las armas se ponen 
por encima de la fuerza de las ideas. Volviendo al caso 
de Estados Unidos, debo decir que conozco a algunos 
ciudadanos norteamericanos muy de izquierda que, 
sin embargo, no están de acuerdo con el desarme que 
se plantea por parte del Gobierno —el mismo Gobier- 
no que ellos han apoyado y votado—, porque vinculan 
el tema de las armas con los derechos ciudadanos. 


Todos estos cruces y discusiones filosóficas vincu- 
ladas a las armas no están exentos de la polémica que 
se pueda suscitar en nuestra población, en un país 
que tiene más armas de las que pensamos, y tampo- 
co en la propia Bancada oficialista, que llega a este 
proyecto de ley con diferentes abordajes y miradas. 


CÁMARA DE SENADORES 


7 de mayo de 2013 


Algunos —entre los que me encuentro- pensamos que 
esto es un avance a la hora de intentar regularizar 
y restringir el uso y porte de armas y, otros, legíti- 
mamente y con todo derecho, consideran que debe 
haber una tenencia y porte responsable y que por eso 
corresponde una regulación, pero, a su vez, no com- 
parten que no se permita una libre —naturalmente 
también responsable- adquisición. 


Por lo tanto, voy a dejar de lado la discusión filo- 
sófica —y la jurídica que podría devenir— para directa- 
mente abordar el proyecto de ley en sí, respecto del 
cual todos los que hemos trabajado -incluso los que 
no lo votan por lo vinculado a las cláusulas penales— 
podemos tener abordajes muy diferentes, pero coin- 
cidimos en que tiene que haber una legislación que 
regularice, responsabilice y vincule el arma de fuego 
con su titular, quien naturalmente tendrá que estar 
registrado y ser responsable por ella. 


Antes de ingresar en el análisis de este proyecto de 
ley, quiero agregar que esta iniciativa se embarca en 
la discusión de la defensa de la vida y de la seguridad, 
tema que planteó el señor Presidente de la República 
en junio del año pasado. Si bien algún integrante del 
Senado podría decir que este proyecto de ley no era 
uno de los que estaba sobre la mesa porque ingresó 
en abril del año pasado, es cierto que se incorporó rá- 
pidamente al paquete de iniciativas a considerar, en 
la medida en que una de sus partes —y no solamente 
la relativa a las cláusulas penales- tiene que ver con 
la verificación de aquellas armas que están en poder 
de los delincuentes. En estos casos los jueces y poli- 
cías no pueden hacer nada si la persona que porta un 
arma dice que la encontró, aunque haya sido robada 
o no tenga identificación, no pudiéndose tipificársele 
delito alguno. Esta es la situación actual y aunque se 
sepa que la persona tiene antecedentes o que dicha 
arma puede estar vinculada a delitos que ya se come- 
tieron, no se puede hacer nada. 


Por lo tanto, dejando los aspectos filosóficos de 
lado y volcándonos de lleno al tema que ha planteado 
el Presidente de la República y que ha determinado 
que el Senado y la Cámara de Representantes vota- 
ran varias leyes al respecto, ahora nos abocamos a dar 
el primer paso en esta Cámara con este proyecto de 
ley que regulariza y registra las armas. En consecuen- 
cia, luego de aprobada esta iniciativa, se procederá 
al decomiso y posterior destrucción de las armas no 
registradas. 


El proyecto de ley venía presentado de otra mane- 
ra pues, como podrán ver en el material que preparó 
la Secretaría, comenzaba con dos artículos —impor- 
tantes a nuestro entender- referidos a las cláusulas 
penales y al tráfico ilícito internacional e interno, que 
terminaron siendo los artículos 8.* y 9.”. Esto se hizo 
así porque para nosotros, si bien hay normativa pe- 
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nal vinculada a estos aspectos que en este caso se 
amplían —se trata de normas que fueron discutidas y 
quizás algunos de los señores Senadores que no las 
votan tendrán fundamentos bien serios para ofrecer 
porque son artículos muy amplios—, lo cierto es que 
en muchas circunstancias, aun con una legislación 
restrictiva y precisa, delincuentes vinculados al trá- 
fico de armas han podido eludir la responsabilidad 
ante la Justicia. Nosotros creemos que, tanto si Uru- 
guay es un paso de tráfico de armas como si hay una 
organización criminal que se dedica a su distribución 
interna, esto debería penarse con todo el peso de la 
ley y no debería haber huecos que impidan a los jue- 
ces fallar al respecto. Este proyecto de ley no impide 
que la población tenga armas pero castiga con mucha 
dureza a quienes realizan tráfico ilegal, tanto inter- 
nacional como interno. A partir de la aprobación de 
este proyecto de ley, las armas deberán ser adquiridas 
en comercios establecidos o tendrán que ser importa- 
das bajo los regímenes legales correspondientes, por 
lo que habrá un registro del arma y su titular podrá 
pedir la tenencia o la tenencia y el porte. De esta 
forma, todas las armas estarán regularizadas; inclu- 
so, incorporamos —a pedido del Poder Ejecutivo- un 
artículo adicional que le permitirá ir creando de a 
poco un registro de municiones y balas usadas vincu- 
ladas a cada arma. Se me ha dicho que cada bala usa- 
da tiene una identificación muy particular y, por lo 
tanto, se autorizará al Ministerio del Interior a crear 
este registro que permitirá tener un control de las 
municiones y balas usadas, información que podrá 
ser utilizada luego ante un crimen, un delito o una 
balacera. Reitero que no se prohíbe la tenencia de 
armas sino que se la regulariza; y también estamos 
haciendo un llamado a la población para que las regu- 
laricen a través de ciertos mecanismos. Por ejemplo, 
el artículo 6. dispone que quienes quieran regula- 
rizar sus armas podrán hacerlo en un plazo de ocho 
meses, por supuesto que una vez que se promulgue 
la ley y en el caso de que la Cámara de Representan- 
tes comparta nuestro criterio. En esos ocho meses, 
con el apoyo de la publicidad correspondiente y en los 
lugares que los Ministerios del Interior y de Defensa 
Nacional habiliten para ese fin, se podrán regularizar 
las armas. Pero si la persona no quiere regularizar las 
armas por la razón que sea o no quiere tenerlas en la 
casa y desea sacárselas de encima, las podrá entregar 
en las dependencias que los Ministerios del Interior y 
de Defensa Nacional determinen para tal fin, sin te- 
ner que justificar procedencia alguna. Se trata de una 
suerte de amnistía. Reitero: si una persona tiene un 
arma porque la heredó, la compró en un lugar irregu- 
lar o ilegal, perdió los papeles o por la razón que sea 
y no quiere tenerla ni regularizarla, la puede entregar 
en las dependencias correspondientes sin justificar 
su procedencia. Inclusive, se nos ha preguntado qué 
pasa, por ejemplo, si una persona que ha delinquido 
entrega un arma, o si delinque, deja el arma en una 
casa, se va y otra persona la entrega. ¿Qué pasa si una 
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vez entregada el arma se verifica que esta correspon- 
dió a tal o cual situación de delito? Estamos siendo 
muy claros en este artículo en el sentido de que no 
hay que justificar procedencia y, por lo tanto, estamos 
generando un estímulo para que se entreguen las ar- 
mas. Si solicitáramos justificación de procedencia, 
seguramente toda esta normativa sería inocua y no 
serviría, porque toda persona que tenga un arma en 
forma irregular y no desee regularizarla, no tiene otro 
camino más que ocultarla y mantenerla en su casa y 
ivaya a saber con qué fin termina siendo usada! 


En cambio ahora, por el literal b) de este artículo 
6.2, estamos brindando un mecanismo para que esas 
armas se puedan entregar y la población no tenga que 
brindar ninguna justificación. 


Señor Presidente: voy a repasar brevemente los 
artículos vinculados a este proyecto de ley que regu- 
lariza la tenencia y porte de armas. 


En el artículo 1.” se prohíbe la tenencia y porte 
de armas no autorizadas, trámites mediante, por los 
Ministerios del Interior y de Defensa Nacional, según 
corresponda. El proyecto de ley enviado por el Po- 
der Ejecutivo venía muy laxo y acá se especifica cuá- 
les son las armas de fuego, municiones, explosivos 
y otros materiales relacionados con los mencionados 
en los numerales 3 a 6 del Artículo 1 de la Conven- 
ción Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico 
Tlícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y 
Otros Materiales Relacionados, ratificada por la Ley 
n.* 17.300, de 22 de marzo de 2001. Hacemos esta 
especificación porque parecería lógico que no debería 
tratarse de una lista que careciera de un marco re- 
gulado en la propia ley interna, que pudiera generar 
dudas con respecto a los materiales y las armas de las 
que estamos hablando. 


En el artículo 2.” se establece que, a partir de este 
proyecto de ley, aquellas armas que no están regula- 
rizadas serán decomisadas y se aplicarán las normas 
administrativas y penales correspondientes. 


En el artículo 3.” se trata un tema que fue muy 
discutido y, personalmente, aspiraría a que el deba- 
te no se repitiera en el Senado pues, a mi juicio, el 
asunto lo trabajamos bien. En el Uruguay existe una 
suerte de colectivos que están vinculados a las armas 
de fuego, dado que se dedican a la caza —que tiene 
una regulación diferente a esta—, al deporte, al tiro o 
a la colección. Al efecto, hay ciertas fechas o días en 
el año en que parte de nuestra población tiene como 
costumbre ir a cazar y, más allá del éxito o no del em- 
prendimiento, se da un transporte de armas de fuego, 
y puede ocurrir que no siempre coincidan los titula- 
res con quienes las transportan. En tales circunstan- 
cias puede darse, por ejemplo, una detención y un 
decomiso, pero en tal caso estamos resguardando, por 
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el artículo 3.%, que los titulares o quienes acrediten 
el derecho a portar esas armas presenten los papeles 
para que se las reintegren, si están reglamentaria- 
mente al día. 


Señor Presidente: no quisimos instituir la regla- 
mentación por ley con el fin de establecer qué arma 
es de caza, cuál es deportiva y cuál de colección. 
Cabe destacar que parecería que no necesariamente 
las armas de colección son las antiguas; alguien pue- 
de aducir que son armas de colección algunas mucho 
más modernas. Obviamente, están fuera de todo esto 
las armas de guerra. 


Si bien esto no cambia de la noche a la mañana, en 
un par de años, armas que todavía pueden conside- 
rarse que no son antiguas en poco tiempo lo serán y, 
por lo tanto, pasan a ser de colección. En cuanto a las 
armas deportivas, puede ocurrir que se acredite un 
nuevo ítem en los eventos deportivos y se designe un 
arma diferente o, con respecto a las armas de caza, 
puede pasar que en el futuro se considere que tal o 
cual arma se prohíbe o se autoriza. Y no solo sucede 
esto con las armas, sino también con las municiones 
porque, en ocasiones, hay armas que están permitidas 
para la caza siempre que tengan determinadas muni- 
ciones. Por lo expuesto, preferimos dejar que estos 
puntos se establezcan en la reglamentación. Luego se 
podrá llamar a los Ministerios correspondientes y so- 
licitarla, aunque los diferentes colectivos insistieron 
mucho con que existiera una suerte de legislación so- 
bre este punto en la propia ley. Nosotros optamos por 
la reglamentación y, en todo caso, veremos cómo fun- 
ciona. Entendemos que así va a ser mucho más fácil 
y que las autoridades podrán interactuar con estos 
colectivos para elaborar la reglamentación. Es más; 
creemos que juega a favor de ellos, porque si el día de 
mañana se habilita, por ejemplo, un ítem deportivo 
para una nueva arma, debería cambiarse la ley para 
autorizarla, y todos sabemos que ello es más comple- 
jo que la modificación de un decreto, que puede ser 
más fácil y estar más cerca de la realidad. 


El artículo 4.%, más allá de alguna modificación 
que haya sufrido, ya estaba redactado cuando el pro- 
yecto de ley se iba a votar en el mes de diciembre. 
Refiere a que las casas de venta o comercios sean 
autorizados por los Ministerios correspondientes, no 
solo para que haya una regulación completa en todo 
esto, sino para que se les pueda pedir responsabili- 
dades a las Carteras y no queden agujeros en la ley, 
vinculados a quienes comercializan las armas. 


Hay también un inciso tercero, que no es menor, 
teniendo en cuenta que estamos restringiendo la 
venta de armas y municiones. Evidentemente, puede 
ocurrir, sobre todo en el interior, cuando las armas 
tienen por destino establecimientos agropecuarios, 
que el transporte no sea realizado por el titular, sino 
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por un hijo, un pariente, o un empleado. Por eso se 
prevé que la documentación de la mercadería sea una 
especie de autorización de transporte en esos casos. 


En el caso del artículo 5.%, señor Presidente, creo 
que estamos laudando un tema de celo entre los dos 
Ministerios. Aquí hay que tener mucho cuidado, pero 
lo cierto es que el Ministerio de Defensa Nacional, a 
través del Servicio de Material y Armamento, ha dado 
seguridades a todo el mundo en cuanto al registro 
que lleva y en cuanto a que las armas no se evapo- 
ran. Ese es otro problema, porque muchos podemos 
preguntarnos si en estos procedimientos realmente 
se destruyen todas las armas. Está claro que una vez 
que se destruyen ya no hay forma de contabilizarlas, 
y si alguna de esas armas no llegó a esa etapa, igual- 
mente va a figurar como destruida. En ese caso, en- 
tonces, mañana puede aparecer, aquí o en otro país, y 
engrosar el tráfico de armas; o, aunque su destino no 
sea una organización criminal, puede venderse para 
que se cometa un delito. El Servicio de Material y Ar- 
mamento del Ministerio de Defensa Nacional no ha 
recibido objeciones y da ciertas seguridades en cuan- 
to al depósito y la posterior destrucción. 


Pero así como este Servicio ha sido muy celoso 
en el registro y demás, también es cierto que —quizás 
por ese mismo motivo— la información pedida por el 
Ministerio del Interior no ha llegado a la velocidad 
necesaria. Hay quienes han sugerido que cuando esa 
Cartera solicite la información, haya un Juez de por 
medio, y algunos señores Senadores creen que esto 
debería ser así. Nosotros entendemos que lo mejor es 
que, tal como lo establece este artículo, a las 48 horas 
el Ministerio de Defensa Nacional, a través del Servi- 
cio de Material y Armamento, brinde la información 
al Ministerio del Interior, que tendrá que designar un 
responsable. Naturalmente, esa información será re- 
servada y solo usada a los efectos para los cuales ha 
sido pedida. 


En otros países, este servicio no solo le corres- 
ponde al Ministerio del Interior y no al Ministerio de 
Defensa Nacional, sino que está a cargo de la pro- 
pia Policía, por lo que la información se obtiene muy 
rápidamente, pero siempre puede ocurrir que, en la 
medida en que no hay equilibrios y contrapesos, se 
brinde en forma muy amplia. A los coleccionistas, 
por ejemplo, les preocupa esa posibilidad y aspiran 
a que la información, que para ellos puede tener un 
valor, no esté en manos de todos. Por eso se estableció 
que el registro esté a cargo del Servicio de Material 
y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional y 
que la información sea solicitada por el Ministerio del 
Interior, de tal manera que existan los equilibrios co- 
rrespondientes. 


En el artículo 6.%, como ya señalé, se establece un 
plazo para entregar o regularizar las armas. 
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El artículo 7.” regula la destrucción de las armas, 
con la salvedad que se hace en el inciso segundo. Esto 
surge de una inquietud planteada por el señor Se- 
nador Pasquet, que nosotros compartimos. Concre- 
tamente, se establece que si está en trámite algún 
recurso para clarificar la legalidad de las armas que 
fueron incautadas por cualquier mecanismo, no se 
destruyan hasta que concluyan los procedimientos 
correspondientes. 


Luego se incluiría el artículo 7.* bis, que en su 
momento fundamentaremos, que refiere al registro 
de balas y municiones. 


Los artículos 8.” y 9.” refieren al tráfico interna- 
cional y al tráfico interno, uso y fabricación ilegal de 
armas de fuego. Sé, señor Presidente, que se puede 
argumentar, con fundamento, que estas dos disposi- 
ciones son muy amplias, y esto no nos gusta, pero 
lo cierto es que no hemos encontrado una redacción 
mejor y no queremos quitar medios a los Jueces para 
enfrentar estas situaciones. En nuestra opinión, estos 
no deberían ser delitos que pudieran no juzgarse o 
ante los cuales la sociedad toda tuviera una actitud 
contemplativa; quien desarrolla actividades de trá- 
fico internacional o interno de armas, en todas sus 
facetas, debe ser castigado severamente porque, de 
lo contrario, todo el resto del proyecto de ley de nada 
vale, es letra muerta. Es más: el delito de tráfico in- 
ternacional de armas -—así lo establece el artículo 10- 
siempre va a ser competencia de los Juzgados Letra- 
dos de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado, porque en el 99 % de los casos, cuando 
hay tráfico internacional de armas, hay una organiza- 
ción criminal detrás. Además, estamos hablando de 
organizaciones pesadas, de manera que solo Jueces 
especializados pueden combatir con pericia y exper- 
ticia este delito. Los delitos de tráfico interno, en 
cambio, solo van a ser competencia de estos Juzgados 
Especializados cuando el Juzgado que reciba el caso 
constate que hay una organización criminal detrás. 


Se me preguntará por qué no destinamos todos los 
delitos de tráfico interno, uso y fabricación ilegal de 
armas a los Juzgados Especializados. Lo que ocurre 
es que, en ese caso, si a cualquier joven —aunque re- 
cién haya cumplido los 18 años- se lo encuentra con 
un arma, el delito sería competencia de los Juzgados 
Especializados y estos terminarían abarrotados de ex- 
pedientes. Estos Juzgados deben estar especializados, 
precisamente, en crimen organizado, y no ocuparse 
del caso de alguien que comete un delito con un arma 
obtenida en forma ilegal. 


En el artículo 11 —que en mi opinión debería estar 
antes del artículo 8.”, pero quedará ahí-—, se estable- 
cen las medidas de aplicación para la incautación, el 
decomiso y demás, para que haya un régimen legal 
claro con respecto a cómo se decomisan las armas. 
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Como dije, pienso que el artículo 11 debería ir des- 
pués del 7.*, que trata de la destrucción de las armas. 


Del artículo 12 ya hablé cuando me referí al 10. 


En el artículo 13 se deroga el numeral 12 del 
artículo 365 del Código Penal, aprobado por la Ley 
n. 9.155, que está referido al uso y retención ilícita 
de armas y se vincula con el tema de las faltas, que 
estamos estudiando en la Comisión de Constitución 
y Legislación. Debemos tener cuidado de que no 
queden incongruencias cuando se aprueben este texto 
legal, las modificaciones al Código Penal y el proyecto 
denominado “Faltas, Conservación y Cuidado de los 
Espacios Públicos”. La Cámara de Representantes 
aprobó este último incluyendo una cláusula con 
respecto al tráfico de armas que ahora estamos 
intentando eliminar, además de derogar el numeral 
12 del artículo 365 del Código Penal. Esperamos que 
cuando se terminen de aprobar las modificaciones al 
Código Penal -que, por información que he recibido, 
será aprobado por la Cámara de Representantes en el 
mes de mayo o, a más tardar, en junio—, este conjunto 
de normas tengan congruencia. Por lo tanto, hago 
un llamado a todos los señores Senadores y señoras 
Senadoras que integran esta Comisión para que 
pongan especial hincapié en estos temas, porque en el 
mismo momento se van a estar aprobando diferentes 
textos legales. 


He concluido con la explicación de los artículos de 
este proyecto de ley. 


Vuelvo a repetir: podrá haber una gran discusión 
filosófica con respecto al tema de las armas, pero 
quiero que quede claro que hoy no estamos apro- 
bando la prohibición de la tenencia de armas, sino 
su regularización estricta -entendemos que es así-, 
porque no queremos que los ciudadanos posean ar- 
mas en situaciones irregulares. Creemos que esta es 
la dirección correcta, porque no se prohíbe que quien 
desee tener un arma pueda hacerlo, siempre que 
cumpla con todos los pasos correspondientes. 


Espero que este proyecto de ley sea aprobado rápi- 
damente en el día de hoy y que luego suceda lo mis- 
mo en la Cámara de Representantes para que pueda 
transformarse en ley. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: vamos a 
acompañar este proyecto de ley, cuyos propósitos ge- 
nerales compartimos, sin perjuicio de votar negativa- 
mente algunas disposiciones particulares. 
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Reitero: compartimos el propósito que inspira esta 
iniciativa, que es el de racionalizar la tenencia y el 
porte de armas, así como todo lo que tenga que ver 
con ellas, por la vía de la reglamentación. Todos sa- 
bemos que los problemas de violencia y el empleo de 
armas en la generación de esa violencia son de pri- 
mera magnitud; a todos nos preocupa esa situación y 
es bueno tomar medidas para enfrentarla. Pensamos 
que este proyecto de ley va en esa línea, puesto que 
ataca la cuestión de la proliferación de las armas en 
el seno de nuestra sociedad, procurando —-como bien 
se ha dicho- no prohibirlas, sino regular, acotar y su- 
jetar su tenencia a la intervención de los organismos 
estatales, cuando corresponda. Es en ese sentido que 
estamos de acuerdo con el proyecto de ley. 


Y porque compartimos su inspiración general, en 
el seno de la Comisión trabajamos junto con los seño- 
res Senadores representantes de otros partidos con 
la finalidad de mejorar, en lo posible, el texto del pro- 
yecto. Creo que todos sabemos que así ha sido, y que 
los representantes de la oposición hemos trabajado 
a la par de los integrantes del oficialismo, procuran- 
do cumplir con nuestra obligación, que es elaborar el 
mejor texto legal posible, por lo menos para nosotros. 
Señalo esto porque a veces escuchamos comenta- 
rios -que, por supuesto, son políticos- que pueden 
dar lugar a que el ciudadano que no está informado y 
que no conoce cómo funcionan las cosas aquí aden- 
tro, suponga que estamos en una especie de batalla 
campal permanente, con el Gobierno de un lado y la 
oposición del otro; que no nos ponemos de acuerdo 
ni siquiera para darnos los buenos días; que en todos 
los proyectos que se discuten, el Gobierno está de un 
lado y la oposición del otro; y que no hay acuerdo 
posible ni colaboración o ayuda, sino un permanente 
palo en la rueda por parte de la oposición ante el afán 
legislativo del Gobierno. Nosotros sabemos que no es 
así; acá todos trabajamos, todos ayudamos; natural- 
mente, en algunos puntos discrepamos, pero supongo 
que nadie se alarmará ni se afligirá por eso. En gene- 
ral, la tónica del trabajo legislativo que se desarrolla 
en las Comisiones de este Cuerpo es de colaboración 
y armonía, sin perjuicio de las discrepancias políti- 
cas naturales, que no solo son admisibles, sino que es 
esencial que existan en el seno de una sociedad plu- 
ralista. Me parecía necesario hacer estas precisiones. 


No voy a reiterar comentarios sobre normas acer- 
ca de las cuales ya se ha expresado el señor Miembro 
Informante, sino que me limitaré a señalar aquellos 
artículos con los cuales discrepamos y que no vamos 
a acompañar, que son el 8.” y el 9.%, o sea, los que 
contienen las normas penales del proyecto de ley; el 
primero, referido al tráfico internacional y el segun- 
do, al tráfico interno. 


Nos parece bien que las disposiciones sustancia- 
les del régimen de tenencia y porte de armas tengan 
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el amparo y el refuerzo de las normas penales, pero 
el asunto está en redactar esas normas de tal mane- 
ra que cumplan con su finalidad y, al mismo tiempo, 
garanticen los derechos de las personas. Á nuestro 
juicio, estas normas penales no cumplen con el se- 
gundo aspecto de la cuestión, es decir, no garantizan 
adecuadamente los derechos de las personas. A este 
respecto, nos parece muy claro el informe que brindó 
a la Comisión el Instituto Uruguayo de Derecho Penal 
de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República, firmado por el doctor Rodrigo López Cres- 
pi, en el que señala —diría que con severidad- ciertos 
problemas de técnica legislativa que, en definitiva, 
comprometen los derechos de la persona a la que se 
impute la comisión de alguno de estos delitos. 


En el caso del delito referido en el artículo 8.” del 
proyecto de ley, el tráfico internacional, hay una gran 
cantidad de conductas incriminables, que se castigan 
con penas que van de tres a doce años de penitencia- 
ría, por lo que el delito es inexcarcelable, lo que quie- 
re decir que no se puede otorgar la libertad provisio- 
nal a quien sea procesado y privado de su libertad por 
habérsele imputado un delito de estas características. 
Quien piense en el tráfico internacional como una 
actividad desarrollada únicamente por organizacio- 
nes criminales, terroristas, narcotraficantes o simila- 
res, no verá ningún inconveniente en que la sanción 
penal sea muy severa; nosotros compartimos ese pun- 
to de vista, pero el problema es que la figura es tan 
amplia que pueden resultar atrapados por ella quie- 
nes no tengan nada que ver con organizaciones cri- 
minales y realicen actividades que no son raras, por 
lo menos en algunos lugares del país, como pueden 
ser las fronteras. A modo de ejemplo voy a mencionar 
la simple entrega de armas de fuego, municiones, ex- 
plosivos y otros materiales relacionados —no estamos 
hablando de la compraventa ni de importación o ex- 
portación, sino de la simple entrega— que puede ocu- 
rrir en Semana de Turismo o en alguna otra ocasión 
similar, entre grupos de amigos de un lado y otro de 
la frontera —sobre todo con Brasil—, que acostumbran 
organizar partidas de caza o hacer campamentos para 
cazar, pasando de un lado al otro. Si en esos casos se 
produce alguna infracción a las normas, naturalmen- 
te, las autoridades tienen que actuar para castigar la 
transgresión; el problema es que con este proyecto de 
ley estamos castigando eso con una pena de tres años 
de penitenciaría, que nos parece muy severa. Frente 
a este tipo de situaciones, creo que sería conveniente 
dar al Juez un margen de flexibilidad, con una pena 
de prisión que permita, si es que tiene que procesar, 
excarcelar rápidamente. 


Lo más importante es abarcar todas las situacio- 
nes que puedan surgir, e insisto con el ejemplo de las 
partidas de caza que se dan en Semana de Turismo 
u ocasiones similares, yendo de un lado a otro en la 
frontera con Brasil. Inclusive, en el río Uruguay, en la 
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frontera con Argentina, también hay grupos de ami- 
gos que salen de cacería y podrían incurrir en una en- 
trega de armas fuera de las condiciones previstas por 
este texto, que requiere la autorización de todos los 
Estados concernidos. En definitiva, si vamos a casti- 
gar esta conducta con penas de penitenciaría, creo 
que realmente estaríamos excediendo la severidad 
que corresponde utilizar. 


Y a nuestro juicio, si se quiere, esto sería lo menos 
grave, porque refiere al tráfico internacional, que es 
algo que se dará en menos ocasiones que las conduc- 
tas previstas en el artículo siguiente, el 9.%, relativo al 
tráfico interno. En este caso la preocupación es mu- 
cho mayor, porque para describir la conducta incrimi- 
nada se utilizan quince verbos nucleares. Como sabe- 
mos, el verbo nuclear es la médula de la disposición 
penal, es lo que dice qué es lo que está prohibido. Al 
utilizar quince verbos nucleares, ampliamos enorme- 
mente el radio de la sanción penal. Ese tipo de téc- 
nica legislativa, que utiliza gran cantidad de verbos 
nucleares, no es la que se usa comúnmente en nues- 
tros países, en los del sistema continental europeo de 
Derecho. Estas son técnicas propias de la legislación 
anglosajona —tal como lo señala el Instituto Uruguayo 
de Derecho Penal de la Universidad de la República-—, 
que utiliza muchos verbos, algunos de los cuales no 
son de fácil diferenciación. 


En este artículo se usan los términos “transpor- 
tare”, “distribuyere”, “ensamblare o reensamblare” y 
también se habla del que “de cualquier forma uti- 
lizare”. Esta última expresión —“de cualquier forma 
utilizare”-, es una especie de comodín, pues bajo 
esta figura cabe absolutamente todo lo que el Juez 
quiera poner dentro de ella. Cabe preguntarse qué es 
utilizar de cualquier forma, no armas de fuego sola- 
mente, sino también municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados. La expresión es, de por sí, 
amplísima, pero hay que tener presente que esta nor- 
ma especial debe leerse en conexión con las normas 
generales del Código Penal, que regulan las hipótesis 
de coparticipación: la coautoría y la complicidad. Son 
normas que amplifican el tipo y que atrapan, no so- 
lamente al que realiza la conducta prevista en el ver- 
bo nuclear, sino también al que auxilia o colabora de 
cualquier manera en la realización de esa conducta. 
El cómplice de quien utiliza de cualquier manera un 
arma de fuego, municiones, explosivos o materiales 
relacionados, puede ser cualquiera, por lo que esto 
es de una amplitud realmente alarmante, tal como se 
señala —insisto, con severidad- en el informe del Ins- 
tituto Uruguayo de Derecho Penal de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República. Es muy 
peligrosa la ampliación que puede darse simplemente 
por aplicación de las normas del Código Penal en ma- 
teria de complicidad y coautoría. 
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Además, si pensamos en el funcionamiento 
del otro dispositivo amplificador del tipo, que es 
la tentativa, aumenta la gravedad de la situación. 
Cuando se incrimina la tentativa, como lo hace 
nuestro Derecho, castigamos al que comienza 
a ejecutar la conducta típica, aunque no llegue a 
consumartla. Si fuéramos a castigar a alguien por la 
tentativa de utilizar de cualquier forma armas de 
fuego, etcétera, insisto, estaríamos generando una 
incriminación amplísima. 


Se podrá decir que el sentido común de los Jueces 
corregirá estas imperfecciones y pondrá las cosas en 
su sitio; pero, justamente, lo que tenemos que tra- 
tar de hacer es no dejar la libertad de los ciudadanos 
en manos del buen sentido de los Jueces. Acá deben 
establecerse las garantías de la ley, dándole al Juez 
el espacio mínimo indispensable para que adapte la 
norma legal al caso concreto, pero no podemos dejar 
en sus manos la decisión de si determinada conducta 
constituye o no delito, porque iríamos en contra del 
principio de libertad encartado en el artículo 10 de la 
Constitución, como también se señala en este infor- 
me que he estado comentando. 


En el artículo 9. se incrimina el simple hecho de 
tener armas en depósito, que es una conducta pasiva. 
Puede haber personas que, por distintas circunstan- 
cias como por ejemplo, haber heredado un arma de 
sus padres—, tengan guardada un arma de fuego en 
el ropero de su casa, situación que se viene dando 
desde hace equis tiempo, que pueden ser meses o 
años. Ahora bien, cuando esta ley entre en vigencia, 
esas personas se van a encontrar con que, prima fa- 
cie, incurren en un delito porque tienen en depósito 
armas de fuego. A juicio de algunos integrantes de 
la Comisión —quizás de todos—, esto no es así, sino 
que esta disposición debe leerse en conexión con el 
artículo 6.”, que dice que quienes ya posean armas de 
fuego en forma antirreglamentaria tendrán un plazo 
de ocho meses para regularizar la situación. Quere- 
mos dejar constancia de que, a los efectos de la in- 
terpretación de la norma, entendemos que mientras 
transcurre ese plazo de ocho meses, no constituye 
delito tener en depósito armas de fuego, etcétera. Es- 
peremos que quienes deban interpretar esta norma 
tengan en cuenta el criterio que ha prevalecido en el 
seno de la Comisión. 


Señor Presidente: por las razones que he expues- 
to, y que desarrolla con mayor amplitud y enjundia 
técnica el informe del Instituto Uruguayo de Derecho 
Penal, votaremos negativamente los artículos 8.” y 9.2 
de este proyecto de ley. 


Es cuanto quería manifestar. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Saludamos a alumnos y 
docentes de la Escuela de Tiempo Completo n.* 274, 
de Pando, a quienes agradecemos mucho su visita. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: el proyec- 
to de ley que hoy estamos considerando forma parte 
de un conjunto de iniciativas que fueron presentadas 
=sobre todo a la consideración de la opinión públi- 
ca- en abril del año pasado, apuntando a mejorar los 
niveles de seguridad ciudadana. Algunas de ellas ya 
fueron aprobadas, como la reforma del Código de la 
Niñez y la Adolescencia —por la que se impone la in- 
ternación preceptiva de menores infractores en casos 
de delitos gravísimos— y otra que extiende determi- 
nados plazos procesales. Asimismo, en la Cámara de 
Representantes está a consideración el proyecto de 
ley mediante el cual se despenaliza la comercializa- 
ción de cannabis, y en la Comisión de Salud Pública 
de esta Cámara tenemos a estudio otro relativo a la 
internación compulsiva de adictos. En definitiva, se 
trata de un paquete de medidas que fue presentado 
ante la opinión pública argumentando que el Minis- 
terio del Interior necesitaba de esos elementos para 
restablecer la tranquilidad de la población en cuan- 
to a sus condiciones de seguridad. Se han aprobaron 
algunas iniciativas en materia de minoridad infrac- 
tora -que nosotros acompañamos porque pensamos 
que en esos casos la sanción debe ser más rigurosa 
y no tan tutelar—, pero ya ha pasado más de un año 
y la seguridad pública sigue muy mal; es más, se ha 
constituido en la principal preocupación de todos los 
uruguayos. Creo que la aprobación de este proyecto 
de ley no va a ofrecer ningún resultado concreto, ni 
mejoría del estado de la seguridad pública. En su ex- 
posición de motivos se expresa: “Resulta primordial 
promover el desarme de la sociedad civil y educar en 
cuanto a que, quien decida adquirir un arma de fue- 
go, debe estar preparado psicológicamente y haber re- 
cibido la capacitación, preparación y entrenamiento 
necesario para lograr un uso adecuado y racional de 
la misma”. Y se plantean dos propósitos. Uno de ellos 
es promover el desarme de la sociedad civil, lo cual 
no compartimos en absoluto, y el otro es educar, pre- 
parar, dar idoneidad en el manejo de armas, lo cual 
sí compartimos. 


Promover el desarme de la sociedad civil en una 
sociedad que hoy se siente amenazada por una de- 
lincuencia cada vez más cruenta e irracional es algo 
absolutamente injusto y equivocado. Esto no signi- 
fica que estemos diciendo que todo el mundo deba 
armarse, pero sí aquellos que consideran que deben 
tener un arma a su disposición. En cuanto a la pro- 
moción del desarme de las sociedades, en el mundo 
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hay ejemplos muy variopintos. Hay países que han 
liberalizado la tenencia de armas —como es el caso de 
Suiza, que es un claro ejemplo- que registran índi- 
ces delictivos que son de los más bajos en el mundo. 
Lo propio sucede con un país como Finlandia, donde 
también está liberalizado el comercio y la tenencia 
de armas y tiene los índices delictivos más bajos del 
universo. Otro ejemplo en este sentido creo que es 
Nueva Zelanda. 


Entonces, el hecho de poner en una exposición de 
motivos que el propósito es desarmar a la sociedad civil 
no comulga con lo que es la realidad del Uruguay de 
hoy, donde han aumentado exponencial y lamentable- 
mente los episodios de legítima defensa; a veces son 
casi de exceso de legítima defensa pero, en definitiva, 
revelan la sensación de inseguridad que vive hoy la so- 
ciedad uruguaya, que ni siquiera es propia de Montevi- 
deo porque se ha extendido a todo el país. Actualmente 
esto es un denominador común de todo el territorio 
nacional. Los que recorremos el interior estamos escu- 
chando cosas que nunca habíamos oído antes. 


¿Qué se logra con este proyecto de ley? ¿Qué se 
innova con este proyecto de ley? A mijuicio, práctica- 
mente nada. Lo único que estamos haciendo acá es 
llevar a la ley disposiciones reglamentarias que ya se 
estaban aplicando en el Uruguay, por lo menos desde 
1943. De modo que aquí no vemos que haya innova- 
ción. Lo único que estamos planteando es que se in- 
corporen a este texto determinadas disposiciones que 
hasta ahora también fueron materia de ley, porque en 
el Parlamento hemos adoptado Convenciones inter- 
nacionales y hemos votado una norma que refiere a 
la competencia de los Jueces del crimen organizado 
para casos de tráfico de armas. Además, en el Uru- 
guay existen decretos desde el año 1943 que son muy 
rigurosos y minuciosos en cuanto a la adquisición, co- 
mercialización, tenencia y porte de armas. Es cierto 
que no hay una tipificación penal para el caso de que 
estas disposiciones sean vulneradas o violadas; no hay 
normas penales que sancionen estas conductas, salvo 
el artículo 365 del Código Penal, que establece que la 
tenencia de armas no registradas y su uso es una falta 
que se castiga con pena de multa. Podemos pensar 
que si hay un tráfico internacional de armas, penar 
esto como una falta, es poco. En ello podemos estar 
de acuerdo. 


Por otra parte, recordemos los decretos. Sobre la 
comercialización y tenencia de armas, ya sea por par- 
ticulares, tiradores o coleccionistas, hay decretos que 
establecen con lujo de detalle lo que debe hacerse. 
Por ejemplo, en el Decreto n.* 365 de 1969 se dice: 
“Toda operación de venta, traspaso, cesión o présta- 
mo entre particulares o entre particulares y firmas 
comerciales, de armas de fuego de libre comercio de- 
berá realizarse con la intervención previa del Servicio 
de Material y Armamento, a los efectos de documen- 
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tar la operación en la Guía correspondiente al arma”. 
Asimismo, se establece: “Todas las personas que se 
dediquen al comercio de armas o municiones, los co- 
leccionistas —-con excepción de los que se encuentren 
registrados como tales en el Museo Militar—, clubes 
de tiro y similares deberán registrarse en el Servicio 
de Material y Armamento especificando cantidad de 
armas y municiones”, etcétera. Por lo tanto, hay un 
registro muy detallado, sobre todo de aquellas armas 
que solo están permitidas para los coleccionistas. 
Además, hay decretos que establecen los calibres de 
las armas que puede tener un particular —es decir, 
revólveres calibre 38, pistolas hasta 9 milímetros-, 
que acotan el calibre en el caso de las armas largas 
y que también establecen el tipo de munición que se 
puede usar. En definitiva, todo está minuciosamente 
regulado por una serie de normas, algunas de ellas 
más modernas y otras más viejas, pero que dan una 
garantía en ese sentido. 


En la Comisión hemos trabajado en armonía — 
aunque con discrepancias—- sobre este proyecto de 
ley. Cuando concurrieron a ella los representantes 
del Servicio de Material y Armamento del Ministe- 
rio de Defensa Nacional, ante la pregunta de cuántas 
armas registradas había en el Uruguay, nos dijeron 
que eran 589.000. No son pocas; y es imposible saber 
cuántas armas no están registradas. Se han hecho es- 
timaciones y se dice que puede haber entre 150.000 
y 200.000. Lo cierto es que hay casi 600.000 armas 
registradas en el Uruguay, lo cual no es poco. 


De modo que, con todas estas normas, la Policía 
ya tiene para actuar, y el Servicio de Material y Arma- 
mento tiene este registro que mencionábamos. Hay 
una comunicación interinstitucional entre los dos 
Ministerios, aunque a veces hay capítulos escabrosos 
según pudimos escuchar en el seno de la Comisión-, 
alimentando alguna suerte de mirarse un poco de 
costado; son cosas que suceden en el funcionamiento 
del Estado. Entonces, existe una competencia com- 
partida sobre este tema. 


Actualmente, quien quiera adquirir un arma en el 
Uruguay, por lo menos en el camino de la legalidad, 
tiene que presentarse en una armería y sacar lo que 
se llama el Thata, es decir, el título de habilitación 
para la adquisición y tenencia de armas, que es ex- 
pedido por la Jefatura de Policía departamental. Para 
sacarlo, primero hay que presentarse ante la autori- 
dad policial, en la Seccional más próxima. Además, la 
persona tiene que acreditar que no tiene anteceden- 
tes judiciales con el certificado de buena conducta; 
presentar fotocopia de la cédula de identidad y certi- 
ficado de idoneidad en manejo de armas, para lo cual 
tiene que hacer un curso. 


De manera que no estamos en el campo de lo 
no regulado; por el contrario, estamos en uno que 
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está muy reglamentado. Y creo que muchos urugua- 
yos cumplen con ello. Obviamente: esto no incluye a 
aquellos que han heredado armas de su abuelo o de 
su padre, sobre todo en el interior de la República. 
En el campo existen armas de caza, muchas de las 
cuales no están registradas, y sus propietarios o te- 
nedores son personas que jamás van a cometer un 
delito con ellas. ¿Acaso por esta ley los delincuentes 
van a registrar sus armas? ¿Acaso los delincuentes 
van a adquirir sus armas en armerías o en casas de 
comercio? No; las van a robar o a traer de contra- 
bando, sobre todo, cuando ahora vemos que incluso 
usan metralletas. En la crónica policial de ayer vimos 
un asalto en el que se utilizó una ametralladora, las 
cuales no pueden ser compradas por un particular en 
las armerías. Tampoco los delincuentes podrían com- 
prar armas, ya que tienen que presentar certificados 
de antecedentes, y muchos de ellos los tienen como 
menores o como mayores. 


En lo práctico, creo que el resultado va a ser muy 
pobre, porque esto ya está regulado, y el hecho de 
sancionar penalmente nunca va a ser un factor di- 
suasivo para los delitos. Los delincuentes no andan 
mirando el Código Penal para ver qué pena les va a 
tocar; generalmente no hacen eso. Lo que quieren es 
que no los agarren, pero no andan consultando los 
textos legales para ver cuánto les toca. 


Por consiguiente, lo que debemos hacer es des- 
armar a los que delinquen mediante métodos de in- 
vestigación policial. Sin duda, los delincuentes no 
van a recurrir a este método. Si a esto le sumamos lo 
que decía el señor Senador Pasquet, es decir, que se 
sanciona como delito con una generalidad absoluta y 
extralimitada determinadas conductas, entramos en 
un terreno muy peligroso, en el que se restringen las 
libertades y las garantías propias de una sociedad de- 
mocrática. 


El señor Senador Pasquet leía un informe del Ins- 
tituto de Derecho Penal de la Universidad de la Re- 
pública en relación con este proyecto de ley y yo aquí 
tengo otro que redactó el doctor Miguel Langón —un 
penalista de nota—, que es más severo que aquel. Voy 
a leer parte del informe, con el que se podrá discre- 
par, aunque nadie puede negar que proviene de una 
autoridad en esta materia, ya que el doctor Langón es 
un catedrático grado 5 en Derecho Penal. Concreta- 
mente, el doctor Langón dice: «No está probado que 
sea “necesario” tipificar estos delitos, especialmen- 
te el de tráfico “interno” de armas que no se limita 
al tráfico, sino que incluye en su persecución otras 
conductas como la mera tenencia y el uso, que no 
deben ser a mi juicio criminalizadas en modo algu- 
no». También manifiesta: «No está probado que sea 
una prioridad “primordial promover el desarme de la 
sociedad civil”». Más adelante en el informe se dice 
que esto “nos aleja de un derecho penal mínimo o 
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nuclear, amplificando el campo de la prohibición so- 
bre materias que bien pueden controlarse, si eso es 
lo que se quiere, con instrumentos menos agresivos 
y más efectivos que el derecho penal”. A continua- 
ción expresa: “Se restringe el campo de la libertad in- 
necesariamente”. Luego, entre otras cosas, plantea: 
“No conozco ningún estudio serio que indique que el 
tema de la tenencia de armas por parte de la pobla- 
ción esté causando un grave problema de convivencia 
social que haga necesario acudir para remediarlo a la 
ley penal”. Sé que la señora Senadora Moreira dis- 
crepa con el doctor Langón, sin embargo, me parece 
que la posición de este penalista es muy atendible. 
Más adelante en el informe expresa: “En lo dogmá- 
tico debo decir que en general los dos delitos que se 
proponen aparecen como de mera desobediencia” y 
eso “plantea el problema de que el crimen no es la 
vulneración de un bien jurídico digno de protección, 
sino la simple desobediencia al que tiene poder de 
mandar. Es sencillo: es delito porque está prohibido. 


Se puede criticar porque es un delito de mera sos- 
pecha. No se pune un hecho criminal en sí mismo 
sino un acto anticipado del cual podría eventualmen- 
te resultar un hecho criminal en el futuro”. El hecho 
de que alguien tenga un arma en su casa, no significa 
que vaya a usatla para robar o matar; simplemente la 
tiene. La puede tener para cazar, porque la heredó; 
y tiene derecho a ello. Además, ya está previsto que 
tenga que registrarla, aunque no es un delito el hecho 
de que no la tenga registrada. 


Más adelante, en el informe se dice: “Se castiga 
la mera conducta no el resultado dañoso, cuando el 
Código Penal dice claramente que la existencia del 
delito depende de que el daño o el peligro resulten ser 
la consecuencia de la conducta (activa u omisiva) del 
agente”. Y continúa diciendo: “Son delitos de peligro 
abstracto, donde el Legislador presume (por las razo- 
nes que deberían acreditarse) que una conducta es 
peligrosa, que de ella deriva una alta probabilidad de 
daño, y por tanto la pune, anticipando así el momento 
consumativo a actos anteriores al comienzo de ejecu- 
ción de algún tipo penal”. Creo que en ello podemos 
estar de acuerdo. 


Luego, cuando habla de tráfico internacional, 
dice: “debería limitarse en todo caso a armas prohibi- 
das o de guerra o de destrucción masiva o nucleares” 
y a continuación expresa: “no concibo un tráfico in- 
ternacional de armas cuando se trate de una escopeta 
chumbera o incluso un revólver calibre 22”. Además, 
habla de que la pena de tres años como mínimo de 
penitenciaría para el tráfico internacional es exage- 
rada y dice: “rompe claramente con la dosimetría pe- 
nal, siendo un nuevo elemento que señala la línea de 
dureza y pura represividad del proyecto en cuestión 
que a mi juicio debería ser rechazado”. 
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Entonces, tanto el Instituto de Derecho Penal de 
la Universidad de la República como el doctor Miguel 
Langón —entre otros connotados penalistas— dan su 
parecer diciendo que estas dos figuras delictivas son 
excesivas. Como aquí ya se manifestó, una de ellas 
tiene catorce o quince verbos nucleares, lo que se 
puede ver en uno de los artículos del proyecto de ley 
cuando expresa: “El que de cualquier modo adqui- 
riere, alquilare, recibiere, transportare, distribuyere, 
ocultare, tuviere en depósito”, etcétera. Si una perso- 
na incurre en alguna de estas situaciones, se la pena 
con un mínimo de 20 meses de prisión a 6 años de 
penitenciaría, lo que es una verdadera barbaridad. 


En cuanto al tráfico internacional, ya se señaló 
aquí que puede darse la situación de alguien que cru- 
ce la frontera seca con Brasil portando una escopeta 
y, entonces, habría que aplicarle una pena mínima 
de tres años de penitenciaría, lo que es una locura. 
Entiendo que es un exceso total. 


Reitero que registrar y transparentar está muy 
bien; incluso la gente del Servicio de Material y Ar- 
mamento dijo que ha hecho publicidad en la mate- 
ria, que ha recorrido el país y ha logrado muy buena 
aceptación de la gente, entendiendo por ello que va 
a hacer el registro correspondiente. También se nos 
señalaban los impedimentos burocráticos que existen 
en el registro de las armas, el que, en algunos casos, 
demora meses, sobre todo en el interior de la Repú- 
blica. Por lo tanto, hay que simplificar este trámite, 
pero no creo de ninguna manera que haya que re- 
currir a normas penales tan rigurosas para penalizar 
conductas que los delincuentes no van a tener. Por 
supuesto, no va a haber delincuentes registrando ar- 
mas; esto no va a arrojar resultados concretos para 
desarmar a quienes deben ser desarmados. El tráfico 
ilegal no se va a parar con esto. 


De todos modos, vamos a acompañar los artículos 
de este proyecto de ley porque si bien no innovan, le 
dan al tema una categoría normativa superior y ma- 
yor estabilidad porque los decretos se modifican por 
la sola voluntad del administrador, del Poder Ejecu- 
tivo, mientras que la ley necesita la aprobación por 
parte de las dos Cámaras. Como decía, vamos a acom- 
pañar todos los artículos, menos los que tipifican las 
dos figuras delictivas. 


También quisiera reiterar que discrepamos con 
lo enunciado inicialmente en la exposición de moti- 
vos del proyecto de ley, en el sentido de que resulta 
primordial promover el desarme de la sociedad civil; 
creo que no hay que promoverlo y que está bien regla- 
mentada y regulada la tenencia, adquisición y porte 
de armas por normas que tienen muchos años, lo que 
además tiene un doble control de los Ministerios de 
Defensa Nacional y del Interior. 
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Por tanto, entiendo que, en los hechos, esta ley no 
va a aportar; después, en los hechos, cuando cuente 
con aprobación parlamentaria, veremos cómo funcio- 
na y qué efecto disuasivo pueda tener porque, reitero, 
muchas veces crear nuevos delitos no tiene el efecto 
disuasivo que quien lo propuso pretende que se dé 
en los hechos. Entiendo que eso no va a suceder, soy 
crítico en esa materia y creo que, lamentablemente, 
estamos asistiendo a un deterioro de las condiciones 
de la seguridad interior cada vez más alarmante. De 
todos modos, ese es otro tema y no queremos desviar- 
nos del asunto que nos ocupa. Insisto en que consi- 
dero que el aporte de este proyecto de ley será abso- 
lutamente insignificante en la materia. 


Muchas gracias. 
SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: el pro- 
yecto de ley que hoy está a consideración del Cuer- 
po tiene tres objetivos. Un primer objetivo es penal y 
apunta a convertir la tenencia y porte de armas an- 
tirreglamentarias en un delito, pues hasta ahora era 
una falta. El segundo objetivo lo denominaría de ade- 
cuación normativa, de adecuación de convenciones. 
Hemos firmado tratados internacionales —que son los 
que incluyen esa cantidad de verbos nucleares que 
tanto nos preocupan- y, por lo tanto, tenemos que 
ratificar mediante normas internas lo que volunta- 
riamente hemos acordado en ellos. El último objeti- 
vo apunta a generar una política pública de desarme 
de la población, de entrega voluntaria de las armas. 
¿Qué es lo que nos preocupa de las armas? Su le- 
talidad progresiva que surge del avance tecnológico, 
el hecho de que cada vez son más baratas y su dis- 
ponibilidad, que es bastante libre porque cualquiera 
sabe que se venden armas hasta en la feria de Tristán 
Narvaja. 


Los tres objetivos confluyen en una sola preocu- 
pación: aumenta la tenencia de armas por parte de 
particulares, se incrementa el tráfico de armas y au- 
mentan las muertes de civiles por armas de fuego. 
Entonces, se vuelve imperioso regular, controlar, pre- 
venir y reeducar en un mundo donde la violencia es 
creciente y donde el uso de armas entre la población 
civil aumenta. Además -insisto—, las armas son cada 
vez más letales, su disponibilidad es cada vez más li- 
bre y su presencia mediática es cada vez más intensa. 


¿Cómo está el Uruguay? Como dijo el Senador que 
me precedió en el uso de la palabra, hay alrededor de 
600.000 armas registradas en el país, lo que da un 
promedio de un arma cada 6 personas. Según se des- 
prende de los informes anuales que emite el Registro 
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Nacional de Armas, por cada arma registrada existe 
otra ilegal, por lo que habría un millón de armas en 
el Uruguay entre las registradas y las no registradas, 
en un país que tiene 3:300.000 habitantes. Los datos 
de 2008 indican que para entonces había 550.000 ar- 
mas no registradas; no estamos hablando de 100.000 
ni de 200.000, sino de 550.000. La inmensa mayoría 
de las armas no la tienen ni los coleccionistas ni el 
Ejército ni la Policía; el 89 %, que son 520.000 ar- 
mas, está en manos de particulares, personas físicas 
o jurídicas, incluyendo a las empresas que giran en 
el rubro seguridad, instituciones públicas y privadas, 
etcétera. Quiere decir que la Comisión ha hecho un 
gran esfuerzo para recoger las preocupaciones de los 
coleccionistas y ha trabajado con los Ministerios del 
Interior y de Defensa Nacional; pero, por lejos, los 
que tienen armas son los particulares. 


El 40 % de las armas se distribuyen entre Monte- 
video y Canelones. Y para aquellos que piensan que 
en el interior el que tiene un arma no va a usarla, 
quiero recordar que hace dos días un tambero mató 
a una muchacha de 31 años, que era asistente social 
en Goñi. Simplemente la mató porque tenía un arma. 
No era lo mismo entrar a la discoteca y agarrarla a 
puñaladas; pero sí era algo simple darle un tiro en la 
cabeza. Reitero que esto pasó en Goñi, departamento 
de Florida, hace dos días. O sea que no es que las 
armas se tengan en el interior para cazar, sino que se 
tienen y se usan para matar. 


En 2011 entraron al país en forma legal algo así 
como 6.500 armas. No son muchas. En 2012 el nú- 
mero bajó a 5.000, pero en 2007 entraban 1.500 ar- 
mas. Quiere decir que el número de armas que están 
entrando legalmente al país se multiplicó por tres. 
¿Cuáles son los pasos legales que hay que dar para 
comprar un arma en el Uruguay? El señor Senador 
Moreira señalaba que hay una reglamentación muy 
exigente. En primer lugar, la reglamentación más o 
menos exigente que existe la tenemos desde hace 
poco. Desde el año 2002 se precisa un test psicofísi- 
co, tener 18 años, certificado de ingreso, certificado 
de buena conducta y un curso de tiro en un institu- 
to habilitado. Esto lo hace el Ministerio del Interior. 
Después está la Guía del Arma que expide el Ejérci- 
to. Desde el año 2000 se emiten más o menos unos 
7.000 u 8.000 registros anuales. En el año 2010 hubo 
8.620 registros. Toda esta reglamentación viene de 
1984, pero el test psicofísico se modificó en el año 
2000. Por supuesto que la compra y tenencia de arma 
no habilita el porte, y para sacar el permiso —que tie- 
ne una vigencia de dos años- hay que hacer el Thata 
y luego obtener la habilitación correspondiente en el 
Ministerio de Defensa Nacional. 


Cuando se comenzó a discutir este proyecto de ley, 
el diario El Observador, de fecha 19 de abril de 2012, 
hizo una serie de entrevistas a los institutos que ex- 
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piden estos certificados. Estas declaraciones dicen lo 
siguiente: “Dieciocho tiros —reitero: 18 tiros- y algo 
de papeleo es lo que se necesita para acceder a la te- 
nencia de armas en Uruguay. Es más que lo que hacía 
falta hasta 2002, cuando se podía tener un arma de 
fuego solo presentando el documento. Sin embargo, 
las cuatro horas de curso no resultan suficientes si lo 
que se pretende es que esos 18 tiros basten para usar 
un arma de forma responsable. Tras la presentación 
de los papeles en la Jefatura de Policía, la tenencia 
se obtiene sin inconvenientes en 10 días: poseer un 
arma en Uruguay es un derecho”. O sea que no de- 
mora ni dos ni tres meses, sino diez días. Y en este 
artículo, más adelante, Albert Tártaro —uno de los dos 
hermanos responsables de la Primera Escuela Uru- 
guaya de Tiro, fundada hace veinte años por el padre 
de ambos, un exmilitar— señala lo siguiente: «Con el 
curso de tenencia “te vas sin ser un monito con una 
escopeta”». Y más adelante continúa diciendo este 
artículo: «Su hermano Luis, cree que con 18 tiros se 
aprende “a no ser un peligro”, pero no es suficiente 
para ser un buen tirador. El curso básico dura cuatro 
horas, vale $ 1.500...». Albert dice que se necesita- 
rían 500 tiros para hacerlo bien, y su hermano dice 
que la norma legal debería obligar a tener una ins- 
trucción mínima de 118 tiros y que ese curso tiene un 
costo de $ 3.500 y se imparte en tres días. 


Más adelante sigue diciendo este artículo del dia- 
rio El Observador: “Según datos en poder del instruc- 
tor —me refiero al curso de tiro, y esto que voy a leer 
a continuación es lo más importante—, el 85 % de los 
muertos o heridos por armas de fuego ocurren por 
una mala manipulación de las mismas, el 10 % por 
suicidio y solo 5 % por enfrentamientos con agreso- 
res. Á su juicio, esos datos demuestran que el riesgo 
por el uso indebido de las armas es mucho más alto 
que la posibilidad de morir por un balazo”. 


¿Qué se hace para deshacerse de un arma? Desde 
hace unos años el Servicio de Material y Armamento 
del Ejército tiene un programa de entrega voluntaria 
de las armas y por medio de esta ley nosotros estamos 
estimulando a actuar en este sentido, mediante una 
campaña de sensibilización, para la cual vamos a usar 
una norma que aprobamos en la Ley de Rendición de 
Cuentas, con el fin de que la gente entregue las ar- 
mas y, como lo señalaba el señor Miembro Informan- 
te, lo haga sin tener que indicar su procedimiento. 
Es decir que estamos estimulando una estrategia de 
desarme, lo que ya se ha realizado en varios países. 


Con relación a las importaciones de armas en 
Uruguay, en el año 2004 se importaban por un va- 
lor cercano a los US$ 1:000.000, específicamente 
US$ 800.000. Los proveedores eran Estados Uni- 
dos, España y Brasil. Y las importaciones van entre 
las 5.000 y 6.000 armas por año. Los homicidios por 
armas de fuego son los más importantes en el Uru- 
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guay, muy superiores a cualquier homicidio por arma 
blanca, objeto contundente, etcétera. Los homicidios 
son por armas de fuego. Quiero decir, además, que la 
mayoría de los homicidios —ahora hay una nueva tipi- 
ficación que habla de ajuste de cuentas— no son por 
hurtos y rapiñas, que constituyen el móvil del 14 %; 
la mayoría de los homicidios son crímenes de proxi- 
midad: intrafamiliares, problemas con vecinos, alter- 
cados y disputas entre vecinos, amigos, etcétera. El 
homicidio con arma de fuego aumentó en los últimos 
dos años en un 73 %. 


En cuanto a las normas de que se disponía, la 
Coalición Latinoamericana para la Prevención de la 
Violencia Armada en Uruguay, más lelsur, indicaba 
que la ley que teníamos -la n.” 10.415- y el Decreto 
Reglamentario —el n.” 2.605-— eran muy viejos. Quiere 
decir que no es que con esta ley no modifiquemos 
nada, sino que estamos avanzando respecto de una 
legislación muy vieja. Además, nos estamos poniendo 
a tono con algunas convenciones que firmamos, de 
las cuales extrajimos toda esa cantidad de verbos que 
ponemos en la ley: Convención de las Naciones Uni- 
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
y sus Protocolos, Ley n.” 17.861; Convención Intera- 
mericana sobre Transparencia en las Adquisiciones 
de Armas Convencionales, Ley n.” 17.342; Conven- 
ción sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo 
de Ciertas Armas Convencionales que puedan consi- 
derarse excesivamente nocivas o de efectos indiscri- 
minados —lo que nosotros llamamos armas ilegales-, 
Ley n.* 18.111. 


¿Qué dice la Coalición Latinoamericana para la 
Prevención de la Violencia Armada? Que en Uruguay 
uno de los principales problemas de salud, junto a 
los accidentes de tránsito, es el impacto de armas de 
fuego, cobrando particular sentido en los casos de 
violencia doméstica y suicidios. Asimismo, lelsur y 
la Coalición Latinoamericana, que relevan estos da- 
tos para todos los países de América Latina, llaman 
la atención en cuanto a que no hay campañas en el 
Uruguay que instalen la problemática de las armas 
en la agenda pública ni campañas publicitarias tanto 
para el control como para el desarme. 


Recientemente, la Asamblea General de Naciones 
Unidas, gracias a la nueva posición que tiene Estados 
Unidos -con su Obama segunda parte, este segundo 
Obama-, ha cambiado su postura y ha posibilitado 
que se apruebe un Tratado sobre el comercio de ar- 
mas. Este Tratado se aprobó en el mes de abril por 
154 votos a favor. ¿Qué es lo que busca el Tratado? 
Regular el flujo internacional de US$ 70.000:000.000 
anuales en armamento. ¿Quiénes son los principales 
países exportadores de armas? Estados Unidos, que 
exporta US$ 456.000:000.000 al año; Reino Unido 
US$ 5.200:000.000 —mucho menos-; y Rusia, Fran- 
cia y Alemania. La Coalición de Control de Armas, 
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que representa más de cien organizaciones no guber- 
namentales en 120 países, celebró el voto de la ONU 
y Amnistía Internacional también valoró que se haya 
llegado al acuerdo. 


Según los datos manejados por el FBI, en 2011 en 
Estados Unidos cada 25 segundos se produce un cri- 
men violento. De acuerdo con los datos manejados por 
el Centro para el Control y Prevención de Enfermeda- 
des, en este país se registra en cada hora una media de 
tres muertes relacionadas con armas de fuego y siete 
personas reciben un impacto de bala. Cada día, 53 es- 
tadounidenses se valen de un arma para quitarse la 
vida. En este país fallecieron en 2011 —según datos del 
FBI-, como consecuencia de delitos relacionados con 
armas, 32.163 personas, más del doble de las muertes 
que se registraron en todo el mundo como consecuen- 
cia de atentados terroristas, es decir, 12.500 muertes. 


Sabido es que la enmienda constitucional que 
Obama llevó al Congreso —creo que ello tuvo lugar 
el 17 de abril de este año- para extender el control 
de antecedentes penales y mentales a todas las tran- 
sacciones comerciales, fracasó. La iniciativa repre- 
sentaba la apuesta más ambiciosa en el Congreso de 
Estados Unidos en los últimos veinte años y una prio- 
ridad en la agenda política de la Casa Blanca tras la 
matanza de Newtown. 


En una emotiva rueda de prensa, el Presidente 
criticó la decisión adoptada por el Senado y expresó: 
“Hoy es un día de gran vergúenza para Washington”. 
Luego, agregó: “Hace unos meses, tras la tragedia de 
Newtown, este país adoptó el compromiso de luchar 
contra la violencia armada. Hace unos minutos, una 
minoría de Senadores ha decidido que proteger a las 
familias y a los niños no merece la pena”. 


Más adelante, se dice: «Sin ocultar su profunda 
decepción, el presidente ha responsabilizado al “lobby 
de las armas” y a los que tienen una “visión tradicional 
del apoyo de la Segunda Enmienda” -que garantiza 
el derecho a llevar armas para defenderse— de hacer 
fracasar en el Senado una medida que, sostiene, 
respalda el 90 % de los estadounidenses». Sin embargo, 
Obama dijo: “Veo esto como el primer round. Tarde o 
temprano vamos a arreglar esta situación”. 


El 23 de octubre de 2005, en Brasil, fracasó lo que 
fue el primer referéndum de alcance nacional sobre 
armas en el mundo y lo hizo por un margen muy im- 
portante: el 63 % de los brasileños votó en contra del 
desarme y solo el 37 % lo hizo a favor. Quiero decir 
que seguí muy de cerca esta instancia porque tengo 
amigos muy queridos que trabajaban en la ONG Viva 
Rio, que propiciaba el desarme y que fue creada como 
resultado de la matanza de ocho niños en la Iglesia 
de la Candelaria y de veintidós en la favela de Vigário 
Geral. 
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El mapa de la violencia 2013, que fue elaborado 
según datos del Ministerio de Salud de Brasil, in- 
dica que entre 1980 y 2010 murieron alrededor de 
800.000 personas por homicidios, suicidios a manos 
de armas de fuego, cuya inmensa mayoría eran jóve- 
nes de entre 15 y 29 años. 


Brasil tiene la cuarta tasa de homicidios más alta 
del mundo después de Colombia, África del Sur y El 
Salvador. Quiere decir que entre los países que tie- 
nen la tasa de homicidio más alta hay tres de América 
Latina. 


Ellos armaron la campaña para la entrega volun- 
taria de armas y, a diferencia de lo que señaló el se- 
ñor Senador preopinante, la campaña se hizo con el 
objetivo de entregar 80.000 armas por mes, con un 
incentivo de entre US$ 40 y US$ 120 —creo que nues- 
tra campaña también debe prever un incentivo para 
la entrega voluntaria de armas-, pero se recolectaron 
muchísimas más de las esperadas. A pesar de que la 
campaña tuvo este éxito e incentivó al referéndum 
sobre el desarme, la gente se fue volcando. Es cierto 
que hubo una gran diferencia entre el apoyo masi- 
vo de las fábricas de armamento y, por supuesto, la 
Asociación del Rifle, que financiaron la campaña por 
el “No” al desarme, y lo que pudieron recolectar las 
ONG que propiciaban el referéndum. 


Quiero hacer un comentario sobre el estudio refe- 
rido a la disposición de la gente a apoyar o no la tenen- 
cia de armas. Ellos estudian lo que dieron en llamar 
“la victimización o la exposición directa o indirecta a 
la violencia”. Habría que saber si es la victimización o 
la exposición directa o indirecta a la violencia lo que 
incrementa la inseguridad, lo que incentiva el apoyo 
a medidas de mano dura y lo que aumenta la dispo- 
sición a tener armas. A pesar de que entre los años 
1997 y 2002, en Río de Janeiro decreció el número de 
homicidios por armas de fuego, aumentó la sensación 
de inseguridad, producto de la asimetría que existe 
entre la sensación de inseguridad y la seguridad real. 


Del estudio realizado sobre lo acaecido durante 
dos décadas enteras en todo Brasil sobre inseguridad, 
etcétera, se desprende que no es la victimización o la 
exposición directa o indirecta, sino la exposición al 
sufrimiento de extraños, ese que se ve en la televisión 
o se lee en la prensa, lo que torna ese sufrimiento en 
una posibilidad del futuro inmediato para cada lector 
o espectador. No es el crimen de proximidad, como 
el “pasional” —que, tal como lo señalé anteriormente, 
es la principal fuente de crimen, porque nos matan 
los próximos y no los extraños—, lo que despierta el 
miedo, sino aquello que le puede ocurrir a cualquier 
persona. La conclusión de estos estudios arrojó que, 
a lo largo de dos décadas, la decisión sobre lo que 
es noticia en Brasil se desplazó de los dramas de la 
condición humana —-como lo denominan- a la cons- 
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titución de la audiencia como víctima virtual de algo 
que podría ocurrirle a cualquiera; cualquiera puede 
ser víctima. A su vez, constatan un aumento en los 
medios de comunicación del mensaje sobre la corrup- 
ción y la ineficiencia de la Policía, la fragilidad del sis- 
tema penal y judicial y la blandura de la legislación. 
Claro, si esa víctima virtual, además, se encuentra 
con un Estado que está siendo denunciado todos los 
días como que no funciona adecuadamente, se trans- 
formaría en víctima real. Frente a esto se pregunta: 
¿qué hago? Si el Estado no actúa, si la Justicia es 
ineficiente y la Policía es corrupta, “me defiendo a 
mí mismo”. De alguna manera, el referéndum sobre 
las armas en Brasil evidencia este contexto cultural. 


¿Qué se decía en la campaña por el “No” al desar- 
me? “Restringen su derecho. Restringen su derecho 
individual a tener un arma. El Gobierno no vela por 
su seguridad. Los delincuentes serán más temibles”. 
En cambio, la campaña por el “Sí” contrariaba el sen- 
tido común, pues expresaba: “El sentido común es: 
no estás más protegido por tener un arma. El sentido 
común indica: afuera es una jungla, el Gobierno no 
está para defenderte”. Por consiguiente, la descon- 
fianza en los políticos en Brasil, la desconfianza en el 
Gobierno, la creencia en la corrupción de la política 
y el predominio del “sálvate a ti mismo”, jugaron a 
favor de la campaña por el “No”, 


¿Qué pasa en Uruguay? Hay tres datos de la en- 
cuesta sobre armas realizada este año por Cifra que 
muestran que en Uruguay sucede lo mismo que en 
Brasil: los que sufrieron un ataque violento son los que 
menos disposición a armarse tienen. Quiere decir que 
la disposición a armarse, la actitud hacia las políticas 
de mano dura o la desconfianza de que el Gobierno 
me pueda proteger, no la tienen quienes han sufrido o 
estuvieron expuestos directamente a la violencia. Las 
actitudes hacia las armas y la cantidad de personas 
armadas aumenta a medida que aumenta el nivel so- 
cioeconómico de la población, lo que quiere decir que 
están más armados los ricos que los pobres. Dicho de 
otra forma: entre las personas de nivel socioeconómi- 
co medio alto y alto, una cuarta parte están armadas, 
mientras que entre las personas de estrato bajo, lo es- 
tán menos del 10 %. Al mismo tiempo, el relevamiento 
muestra —en palabras del señor Javier Donnangelo, ac- 
tual Director del Observatorio Nacional sobre Violen- 
cia y Criminalidad del Ministerio del Interior— que la 
relación entre la gente armada y el nivel socioeconó- 
mico es consistente con lo que muestran la mayoría de 
los estudios sobre el tema. No obstante, dice que esto 
también está vinculado con la orientación ideológica 
de esos segmentos de la población, que tienen una vi- 
sión del mundo bastante conservadora, tradicionalista, 
con algunos tintes autoritarios en muchos casos y, por 
lo tanto, en ese universo simbólico las armas calzan 
bastante naturalmente, son un elemento que no hace 
ruido, que más bien está en consonancia con el res- 
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to de la cosmovisión que tienen. El arma simboliza la 
fuerza, la imposición y, por lo tanto, los estudios de- 
muestran que es en esos niveles de la sociedad donde 
es más frecuente la tenencia de armas, y esto se repite 
en distintos países. 


Quiero decir que yo, en particular, pero también la 
sociedad uruguaya y la Bancada de mi partido, cree- 
mos profundamente en las tesis de la benignidad pe- 
nal, es decir que no hay que penar, salvo en aquello 
que puede ser penado, y no es mi intención entrar en 
otros temas relativos a los derechos humanos —ámbito 
en el que esta tesis ha sido muy discutida—, pero sí en 
un contexto en el que se advierte una letalidad cre- 
ciente de las armas, un abaratamiento de las mismas, 
una disponibilidad permisiva y cada vez mayor de 
ellas y, sobre todo, un creciente tráfico internacional. 


Decía Hobbes en el Leviatán —cuando propone 
que construyamos un Estado entre todos-, que para 
construir un Estado entre todos, los seres humanos 
tenían que renunciar al uso de su propia fuerza y el 
Estado debía tener el monopolio de la fuerza física, 
el monopolio de la violencia, porque no íbamos a te- 
ner paz si los ciudadanos continuaban armados y el 
Estado tenía que disputar con ciudadanos armados 
el monopolio de la fuerza. A partir de ese momento, 
el monopolio de la fuerza física por parte del Estado 
se transformó en una condición de supervivencia del 
Estado moderno. 


Personalmente, hubiera integrado el 37 % de la 
población brasileña que votó por el desarme, pero no 
es sobre esto que refiere la iniciativa. Este proyecto 
de ley procura la regularización del tráfico de armas, 
manteniendo vivo el derecho de las personas a por- 
tarlas dentro de ciertos límites y condiciones estable- 
cidas en la reglamentación. 


Quiero decir que esta iniciativa ha sufrido muchas 
correcciones, que hemos escuchado muchísimas vo- 
ces y que, seguramente, la Cámara de Diputados le 
introduzca más modificaciones. 


Algo que nos parece importante es la idea de que 
en el futuro el depósito y el registro de las armas pue- 
da estar bajo control civil; actualmente se encuentra 
a cargo del Servicio de Material de Armamento del 
Ministerio de Defensa Nacional, pero entendemos 
que no es un problema de defensa nacional, sino que 
tiene que ver con nuestra organización civil como so- 
ciedad. 


Han sido incluidas en este proyecto las preocupa- 
ciones manifestadas por los coleccionistas de armas, 
a lo que dedicamos un capítulo especial. 


De lo que no abdicamos es de transformar la pose- 
sión irregular de armas en un delito y, menos aún, de 
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que el tráfico internacional de armas sea un delito no 
excarcelable. Si en este Cuerpo hemos votado penas 
no excarcelables para el narcomenudeo, me parece 
que los traficantes internacionales de armas no me- 
recerían menos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: mu- 
chas veces asignamos a las leyes una suerte de poder 
mágico. Pensamos que a través de una norma se va 
a solucionar todo el problema y quizás la sobrecarga- 
mos de una capacidad que a veces no tiene, porque 
el problema es multicausal y es mucho mayor que 
aquello a que refiere la propia ley. 


El tema de las armas de fuego ha suscitado —no 
solo en Uruguay, sino en el mundo entero- encendi- 
das polémicas, al extremo de que —-como fue señalado 
por la Senadora preopinante- en Brasil se realizó un 
plebiscito, al que se convocó a 122:000.000 de brasi- 
leños para decidir al respecto. ¡Vaya si suscita discu- 
siones y polémicas! 


El poder mágico que en este caso se asigna al pro- 
yecto de ley sobre las armas de fuego no va a termi- 
nar con desgracias como la que ocurrió en Goñi hace 
dos días, porque la culpa no es solamente del arma 
de fuego que se utilizó, ya que podría haber sido un 
cuchillo o un objeto contundente. Las causas de esos 
incidentes son mucho más profundas. Quizás en este 
caso hay que buscarlas en el hecho de que la víctima, 
desde el año 2012, denunció ante la Policía que esta- 
ba siendo acosada y perseguida. Entonces, tal vez la 
verdadera causa no esté en la utilización por parte del 
matador de un arma de fuego, sino en la ineficiencia 
de las autoridades. Si no hubiera tenido un arma de 
fuego, hubiera tenido un cuchillo o un palo. Hace un 
rato se acaba de conocer la noticia de que el matador 
fue declarado inimputable, para agravar aún más las 
cosas de esta violencia doméstica que nos aflige to- 
dos los días. Pensar o decir que exclusivamente pro- 
hibiendo las armas de fuego se va a terminar con los 
hechos de violencia o se van a bajar los índices de cri- 
minalidad, me parece que es —por decirlo, de manera 
respetuosa—, un tanto ingenuo. 


Nosotros vamos a acompañar esta iniciativa por- 
que creemos que es un avance, un paso que se quie- 
re dar en algún sentido, pero nos gustaba más el 
proyecto de ley presentado por el Diputado Germán 
Cardoso, Presidente de la Cámara de Diputados, que 
buscaba desarmar a los delincuentes; nos parece que 
ese debe ser el objetivo. Su propuesta, presentada el 
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3 de mayo de 2011, modificaba el artículo 141 de la 
Ley n.? 17.296. Concretamente, establecía que era 
delito tener un arma por parte de aquellos que con- 
taran con antecedentes penales o fueran condenados 
en materia penal. 


Quiero señalar que antes de lo que nos imagina- 
mos va a pasar algo que echará casi que por tierra 
estas normas. Hoy aparecen en la prensa y en las 
noticias sobre innovación tecnológica las llamadas 
impresoras 3D, que ya están permitiendo fabricar 
armas. Entonces, ya no es cuestión de que una in- 
dustria o una fábrica pueda producir un elemento de 
tres dimensiones, porque antes de que lo imagine- 
mos, insisto, lo podremos hacer nosotros en nuestras 
casas. ¿Qué vamos a hacer? Las impresoras 3D van 
a permitir que se fabriquen armas; por consiguiente, 
lo que hoy estamos estableciendo como un delito —la 
fabricación, etcétera— no va a servir de nada, porque 
los delincuentes van a contar con ellas. 


Quizá para prevenir hechos de este tipo tengamos 
que ir por donde está yendo el mundo, adquiriendo 
escáneres que permiten identificar un arma a 80 o 
100 metros, en lugar de asignarle a un proyecto de ley 
—llegando tarde— una solución que no nos va a traer. 


Yo nunca he tenido armas ni las he manejado; no 
las sé manejar y tampoco me parece bien. Es más: 
recomiendo a mis hijos que no las tengan porque creo 
que hay que saber utilizarlas, no solamente desde el 
punto de vista mecánico o técnico, sino sobre todo 
emocional, como para enfrentar las situaciones de 
tensión a las que siempre se llega cuando se tiene un 
arma de fuego. 


Vemos que hay un cambio muy profundo en la 
posición de parte del oficialismo. Al preparar la se- 
sión estuvimos repasando declaraciones de quien hoy 
es Ministro de Defensa Nacional, el señor Eleuterio 
Fernández Huidobro, que hace 4 o 5 años manifesta- 
ba al diario La República: “No hay más remedio que 
armarse [...] Porque cuando el Estado falla, cuando 
falta, cuando resigna porque no tiene más remedio, 
cuando es superado, la ciudadanía tiene pleno de- 
recho a defenderse”. Luego repetía: “Recomiendo a 
la gente que se compre armas de fuego y contrate a 
alguien que le enseñe a usarlas [...] La delincuencia 
está traspasando líneas que nunca se traspasaron. No 
se respetan escuelas, niños, ancianos ni nada”. 


El Diputado Gamou —quien a veces ingresa al Se- 
nado-, respaldó la postura de Fernández Huidobro y 
dijo que él está “calzado” desde hace años. Y agregó 
que no va a entregar su arma calibre 38, que porta 
desde 1995, a menos que Uruguay se transforme en 
el jardín de las delicias. Yo creo que, lamentablemen- 
te, hoy no somos el jardín de las delicias. 
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Quizás para no asignarle al proyecto de ley resul- 
tados que no puede asegurar, conviene mirar alrede- 
dor para ver lo que han hecho otros países. No me 
refiero a Estados Unidos, que es dónde se está dando 
esta gran discusión y donde se habla de lobbies, sino a 
otras situaciones, como la de Suiza. Quizá la situación 
de Suiza sea la más comparable con la de Uruguay. 
En el mundo, Suiza es uno de los países con mayor 
cantidad de armas de fuego por ciudadano, pero tam- 
bién con la menor cantidad de homicidios; es más, 
dentro de los pocos homicidios que se cometen allí, el 
72 % no se lleva a cabo con armas de fuego, sino con 
armas blancas, cuchillos y bates de béisbol. 


En 1996 Australia fue por el camino que hoy se 
propone en Uruguay: prohibió las escopetas, los fu- 
siles y los rifles, y solo autorizó las pistolas en manos 
de competidores olímpicos y de clubes de tiro; pero 
a los dos años los asaltos con armas de fuego habían 
aumentado en un 44 %. 


Brasil resolvió este tema mediante un plebiscito 
que fue contrario al control de armas. 


Nosotros creemos que la política debe ser inten- 
tar desarmar al delincuente y no al honesto; tampoco 
se debe promover que este último se arme —no nos 
parece correcto, pero quien está en una situación 
extrema, como sucede actualmente con algunos ciu- 
dadanos en ciertas partes de Montevideo, en la zona 
metropolitana, va a cumplir la ley y va a entregar las 
armas que tenga en su poder, quedando indefenso 
frente a los delincuentes, que van a seguir siendo de- 
lincuentes y no van a entregar sus armas. 


Hay otro viejo antecedente —del 8 de enero de 1959 
de prohibición de armas en Cuba, donde Fidel Castro 
—posteriormente Presidente— pronunció un discurso en 
el que se preguntaba: “¿Armas para qué?, ¿para luchar 
contra quién?, ¿contra el Gobierno Revolucionario, que 
tiene el apoyo de todo el pueblo?”. Y más adelante agre- 
gaba que ahora no había censura en Cuba, que ahora 
la prensa era libre en Cuba y uno podía estar seguro de 
que la censura no iba a ser restablecida nunca; que hoy 
no había más asesinatos, solo felicidad. 


Creo que hay que diferenciar lo que es el Gobierno 
de lo que es la delincuencia y la criminalidad que está 
en todos los sistemas y regímenes políticos, porque 
lamentablemente criminales hay en todos los países. 


Quizá este proyecto de ley se podría haber enfoca- 
do en el objetivo de castigar más duramente al delin- 
cuente que tiene armas. Insisto en que se pretende 
asignar a la norma soluciones mágicas que por des- 
gracia no existirán, porque no las ha habido en otros 
lugares, tal como acabamos de analizar. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: formulo 
moción para que se suprima la lectura de los artícu- 
los y se voten en bloque —naturalmente, desglosando 
los artículos que indiquen los señores Senadores-, y 
que luego se vote el artículo aditivo que se pretende 
incorporar. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada en el sentido de suprimir la lectura y votar 
en bloque, con excepción de los artículos cuyo des- 
elose se solicite. 

(Se vota:) 

22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa solicita a los señores Senadores que in- 
diquen cuáles son los artículos que desean desglosar. 


SEÑOR MOREIRA .- Solicito el desglose de los ar- 
tículos 8.* y 9.%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más solicitudes 
al respecto, se va a votar en bloque todo el texto del 
proyecto de ley, con excepción de los artículos 8.* y 9.. 

(Se vota:) 

22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 8.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 9.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-16 en 23. Afirmativa. 
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Léase un artículo aditivo que ha llegado a la Mesa, 
firmado por varios señores Senadores integrantes de 
la Comisión que ha estudiado el proyecto de ley. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 7bis.- (Registro Adicional) Facúltese al 
Poder Ejecutivo, a través del Ministerio del Interior, a 
constituir un registro de balas y municiones usadas, 
como elementos testigos, de todas las armas existen- 
tes en el país”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone supri- 
mir la coma después de la palabra “testigos”, dado 
que no tiene ningún sentido y altera la comprensión 
de la frase. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
texto leído, con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 
23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si los señores Senadores me permiten, voy a ha- 
cer una sugerencia. Se supone que este texto iría 
después del artículo 7. del proyecto de ley, por lo 
que propongo alterar toda la numeración correlativa 
de los siguientes, porque no me gustan los artículos 
identificados con “bis”. Pido disculpas, pero es una 
especie de manía que tengo. 


En definitiva, se modificará correlativamente toda 
la numeración y se identificará con el número 8.” el 
artículo que acabamos de votar. 


SEÑOR ROSADILLA.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: simple- 
mente quiero destacar cinco aspectos, porque entien- 
do que los compañeros del Frente Amplio que han 
hecho uso de la palabra han puesto de manifiesto la 
opinión que en términos generales sostuvimos en la 
Comisión. 


Ante todo cabe acotar que trabajamos muy bien 
en la Comisión; la tarea fue extremadamente posi- 
tiva y se avanzó en acuerdos, a pesar de que, como 
bien decía el señor Senador Moreira, existe un en- 
tramado de reglamentaciones, decretos, etcétera, 
muchos de ellos muy estrictos. Se trata de una suer- 
te de normas dispersas, que creemos que con este 
proyecto de ley comenzarán a tener una unidad. El 
señor Senador Moreira decía que aunque se trataba 
de infracciones, estas normas no establecían pena- 
lidades. Precisamente, los artículos en los que hubo 
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dificultades fueron aquellos que empezaban a penar 
estos temas. 


Quiero dejar constancia de que creo que hay que 
penalizar, pero también entiendo que la redacción de 
estos artículos se puede y se debe mejorar mucho en 
el análisis que llevará a cabo la Cámara de Represen- 
tantes, para penar lo que efectivamente todos quere- 
mos penar -que acá no aparece como lo sustancial 
sino como un agravante-, que es la pertenencia a una 
organización criminal. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¡Apoyado! 


SEÑOR ROSADILLA.- Ese debería ser el núcleo a 
penar, y debería tener una consideración diferente el 
particular que sin integrar una organización criminal 
transgreda estas normas que estamos apoyando. 


Por último, quiero decir que esta iniciativa no 
alienta al desarme, pero sí obliga a la regularización. 
Nadie que quiera mantenerse armado está obligado 
o alentado a ser desarmado. A lo que se alienta es 
a mantener un arma regularmente establecida y re- 
gistrada, con una garantía, antes que nada, para ese 
propio ciudadano. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado aprobado el 
proyecto de ley, que se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


«ARTÍCULO 1.”. (Tenencia y porte no autori- 
zados).- Prohíbese la tenencia y porte de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales rela- 
cionados que no hayan sido debidamente autorizados 
por el Ministerio del Interior, por el Ministerio de De- 
fensa Nacional o por ambos, según corresponda. 


Se entenderá por armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados a los men- 
cionados en los numerales 3 a 6 del Artículo I de la 
Convención Interamericana contra la Fabricación y 
el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, 
Explosivos y Otros Materiales Relacionados aprobada 
por la Ley n.” 17.300, de 22 de marzo de 2001. 


ARTÍCULO 2.*. (Destino del material incau- 
tado).- Las armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados que no hayan sido debi- 
damente autorizados serán incautados, sin perjuicio 
de la aplicación de las normas administrativas y pena- 
les correspondientes. 


ARTÍCULO 3.. (Armas de fuego de caza, 
deportivas o de colección).- Cuando las armas de 
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fuego sean de caza, deportivas o de colección y se 
encuentren en la situación prevista en el artículo 1." 
de la presente ley, serán incautadas y depositadas en 
el Servicio de Material y Armamento del Ministerio 
de Defensa Nacional. 


Sus titulares o quienes acrediten tener derecho 
a que les sean reintegradas, tendrán un plazo de 3 
(tres) meses para acreditar dicho extremo y realizar 
los trámites necesarios para su regularización. 


Presentada la respectiva documentación en for- 
ma, serán devueltas a los mismos; de lo contrario 
se producirá su decomiso de pleno derecho una vez 
transcurrido el plazo. 


La reglamentación determinará las armas de fue- 
go que serán consideradas de caza, deportivas o de 
colección. 


ARTÍCULO 4.*. (Comercialización de armas 
de fuego).- Los establecimientos que comercializan 
armas de fuego, municiones y otros materiales rela- 
cionados deberán estar autorizados por el Ministerio 
del Interior y el Ministerio de Defensa Nacional. 


También deberán informar a dichas autoridades 
todas las operaciones comerciales que tengan por ob- 
jeto las mercaderías mencionadas dentro de las 72 
(setenta y dos) horas de realizadas. 


Los establecimientos deberán especificar en la 
factura o remito respectivo, el nombre y documento 
de identidad del comprador o vendedor, su domici- 
lio, así como la dirección de destino de la mercadería 
cuando corresponda, lo que permitirá justificar su 
transporte desde la casa comercial hasta el lugar de 
destino. 


ARTÍCULO 5.*. (Datos registrales de las ar- 
mas de fuego).- El Ministerio de Defensa Nacional, 
a través del Servicio de Material y Armamento, brin- 
dará al Ministerio del Interior, en un plazo no mayor a 
48 (cuarenta y ocho) horas, la información relativa a 
los datos registrales de las armas de fuego solicitada, 
así como la identificación de sus titulares. 


ARTÍCULO 6.*. (Plazo para regularización).- 
Concédese un plazo de 8 (ocho) meses, a contar des- 
de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
a efectos de que: 


a) Quienes ya posean armas de fuego en forma 
antirreglamentaria regularicen su situación ante las 
dependencias del Ministerio del Interior y del Minis- 
terio de Defensa Nacional habilitadas para tal fin. 


b) Se efectúe la entrega voluntaria de cualquier 
arma de fuego que se posea a las dependencias del 
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Ministerio del Interior y del Ministerio de Defensa 
Nacional habilitadas para tal fin, sin que deba jus- 
tificarse su procedencia. Las armas recibidas serán 
inmediatamente derivadas al Servicio de Material y 
Armamento del Ministerio de Defensa Nacional a los 
efectos previstos en el artículo siguiente. 


A tales efectos, el Ministerio del Interior hará una 
campaña de información y educación a la población, 
pudiendo hacer uso para la difusión de dicha campa- 
ña, en los medios correspondientes, de las facultades 
que otorga el artículo 141 de la Ley n.* 18.996, de 7 
de noviembre de 2012. 


ARTÍCULO 7.*. (Destrucción).- Transcurridos 
6 (seis) meses las armas de fuego, accesorios, mu- 
niciones, explosivos y otros materiales relacionados 
que fueran incautados, decomisados o entregados 
voluntariamente serán destruidos, salvo aquellos que 
pudieran ser utilizados por el Ministerio del Interior 
o por el Ministerio de Defensa Nacional para el cum- 
plimiento de sus funciones, según lo establecido en 
el artículo 2.? de la Ley n.” 18.087, de 5 de enero de 
2007. 


Aquellos efectos mencionados en el inciso prece- 
dente, que fueran objeto de procedimientos adminis- 
trativos o jurisdiccionales, no serán destruidos mien- 
tras dichos procedimientos se hallaren en trámite. 


ARTÍCULO 8.*. (Registro adicional).- Facúlta- 
se al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio del In- 
terior, a constituir un registro de balas y municiones 
usadas, como elementos testigos de todas las armas 
existentes en el país. 


ARTÍCULO 9.”. (Delito de Tráfico interna- 
cional de armas de fuego, municiones, explo- 
sivos y otros materiales relacionados).- El que 
realizare la importación, exportación, adquisición, 
venta, entrega, distribución, traslado o transferencia 
de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados desde o a través del territo- 
rio nacional a otro Estado sin obtener previamente la 
autorización de todos los Estados concernidos, será 
castigado con tres a doce años de penitenciaría. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien inte- 
gra una organización criminal, la pena será aumenta- 
da en un tercio. 


ARTÍCULO 10. (Delito de Tráfico interno, 
uso y fabricación ilegal de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales re- 
lacionados).- El que de cualquier modo adquiriere, 
alquilare, recibiere, transportare, distribuyere, ocul- 
tare, tuviere en depósito, fabricare, produjere, creare, 
armare, ensamblare o reensamblare, adulterare, ven- 
diere, o de cualquier forma utilizare armas de fuego, 


7 de mayo de 2013 


municiones, explosivos y otros materiales relaciona- 
dos sin autorización o contraviniendo las normas le- 
gales, será castigado con una pena de veinte meses de 
prisión a seis años de penitenciaría. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien inte- 
gra una organización criminal, la pena será aumenta- 
da en un tercio. 


ARTÍCULO 11. (Otras medidas).- Cuando el 
delito sea competencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Orga- 
nizado, serán de aplicación el artículo 9.% de la Ley 
n.” 17.835, de 23 de setiembre de 2004, en la redac- 
ción dada por el artículo 4.” de la Ley n.” 18.494, de 5 
de junio de 2009 y los artículos 5.%, 6.* y 7.” de la Ley 
n.” 18.494, de 5 de junio de 2009, en lo pertinente. 


ARTÍCULO 12. (Medidas especiales).- Se- 
rán de aplicación para los delitos establecidos por 
la presente ley las medidas cautelares y el decomi- 
so previstos en los artículos 62 y 63 del Decreto-Ley 
n.* 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la redacción 
dada por el artículo 2.” de la Ley n.” 18.494, de 5 de 
junio de 2009. 


En ningún caso los materiales incautados podrán 
volver al mercado, aplicándoseles las disposiciones 
sobre destino final establecidas en el artículo 2.” de la 
Ley n.* 18.087, de 5 de enero de 2007. 


ARTÍCULO 13. (Competencia).- Amplíase la 
competencia de los Juzgados Letrados de Primera 
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Instancia Especializados en Crimen Organizado pre- 
vista por el artículo 414 de la Ley n.” 18.362, de 
6 de octubre de 2008, incorporándose el delito de 
“Tráfico internacional de armas de fuego, acceso- 
rios, municiones, explosivos y otros materiales rela- 
cionados”. 


Incorpórase el delito de “Tráfico interno y fabri- 
cación ilegal de armas de fuego, accesorios, muni- 
ciones, explosivos y otros materiales relacionados”, 
cuando exista participación de una organización 
criminal. 


ARTÍCULO 14. (Derogaciones).- Derógase el 
numeral 12 del artículo 365 del Código Penal apro- 
bado por Ley n.” 9.155, de 4 de diciembre de 1933, 
en la redacción dada por el artículo 216 de la Ley 
n.* 15.903, de 10 de noviembre de 1987». 


13) PROTOCOLO DE LA RONDA DE SAN PABLO 
AL ACUERDO SOBRE EL SISTEMA GLOBAL 
DE PREFERENCIAS COMERCIALES ENTRE 
PAÍSES EN DESARROLLO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se aprueba el Pro- 
tocolo de la Ronda de San Pablo al Acuerdo sobre el 
Sistema Global de Preferencias Comerciales entre 
Países en Desarrollo, suscrito por el Mercosur en Foz 
de Iguazú, Brasil, el 15 de diciembre de 2010. (Carp. 
n. 773/2012 — Rep. n.* 802 /2013)”. 
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(Antecedentes:) 


Carp. n.? 773/2012 
Rep. n.* 802/2013 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 


Montevideo, 27 de diciembre de 2011. 


Señor Presidente de la Asamblea General: 

El Poder Ejecutivo tiene el 
honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la 
Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el PROTOCOLO 
DE LA RONDA DE SAN PABLO AL ACUERDO SOBRE EL SISTEMA 
GLOBAL DE PREFERENCIAS COMERCIALES ENTRE PAÍSES EN 
DESARROLLO suscripto por el MERCOSUR en Foz do Iguazu, Brasil el 
quince de diciembre de dos mil diez. 


ANTECEDENTES 


El 15 de diciembre de 2010 se reunieron en Foz do Iguacu, Brasil, los 
miembros del Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias 
Comerciales entre Palses en Desarrollo (SGPC). La sesión extraordinaria 
del Comité de Negociación se realizó con el objetivo de dar por finalizada 
la Ronda de San Pablo iniciada en 2004, la tercera ronda de 
negociaciones desde la creación del SGPC 
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Según el documento del Acuerdo, firmado en Belgrado (hoy Serbia), en 
abril de 1988 [1] el SGPC surge de la voluntad de cooperación económica 
en la búsqueda de un proceso equilibrado y equitativo de desarrollo e 
instalación de un nuevo orden económico mundial. En ese sentido, el rol 
del SGPC es actuar como un instrumento de cooperación Sur-Sur de 
promoción del comercio. la producción y el empleo en los palses 
miembros del Grupo de los 77 (G77),[2] reconociendo las necesidades 
especiales de los países menos adelantados(PMA). El Acuerdo hace 
referencia a la aplicación de derechos arancelarios y para-arancelarios, 
medidas no arancelarias, medidas comerciales directas y acuerdos 
sectoriales entre las Partes. . 

Algunas de las caracteristicas distintivas de las negociaciones en el 
marco del SGPC para el intercambio de concesiones es que éstas 
pueden ser tanto bilaterales, plurilaterales como multilaterales; cualquier 
concesión otorgada a cualquier pais dentro del G77 se extenderá al resto, 
excepto bajo ciertas condiciones y cuando la concesión sea hecha a un 
país del grupo de aquellos menos adelantados; permite la participación de 
conjuntos de países; contempla la aplicación de medidas de 
salvaguardias y de balanzas de pagos; tiene un régimen de consultas y 
solución de controversias: y además, existe la posibilidad de reducir o 
suspender las concesiones bajo ciertas circunstancias. Las condiciones 
para adherirse al Acuerdo incluyen la presentación de una oferta de 
concesiones, la recepción de una lista de peticiones por parte del resto de 
los miembros y posteriores negociaciones sobre las mismas. 
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El SGPC tiene un Comité de Participantes que se encarga de auspiciar 
las negociaciones y cooperar con organismos Internacionales, entre ellos 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo 
(UNCTAD, por sus siglas en inglés); además de facilitar el funcionamiento 
del SGPC y contribuir al logro de sus objetivos, examinar su aplicación, 
celebrar consultas y tomar decisiones. Cabe destacar que el Acuerdo 
sobre SGPC define a la UNCTAD como organismo responsable de la 
administración del Acuerdo, y con ese objetivo, el mismo estableció una 
Secretaría del SGPC la cual presta asistencia técnica y administrativa al 
Comité de Participantes y proporciona servicios en las rondas de 
negociaciones. 

La primera ronda del SGPC comenzó en 1986, con la participación de 50 
países, y finalizó en 1988 con la firma del Acuerdo. El mismo fue 
subscripto originalmente por 15 países y entró en vigor en abril de 1989. 
En dicha ronda se intercambiaron aproximadamente 1.800 preferencias 
arancelarias. 

La segunda, realizada entre 1991 y 1998 tuvo menos éxito: solo 
participaron 24 países y no se llegaron a ratificar los resultados obtenidos, 
Sin embargo, es preciso señalar que, en 1999, 42 países habian firmado 
el Acuerdo. [3] 

El 16 junio de 2004, en el marco de la Xi Conferencia Ministerial de 
UNCTAD, se lanzó la Tercera Ronda de Negociaciones del Acuerdo 
sobre SGPC, conocida como Ronda de San Pablo. Según el Proyecto de 
Declaración surgido del encuentro, los objetivos de la ronda incluirían: 
examinar la aplicación del Acuerdo desde su entrada en vigor en 1989, 
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adoptar medidas para un mayor aprovechamiento del potencial del 
Acuerdo. lograr una liberalización sustancial del comercio sobre la base 
de la reciprocidad y elaborar medidas preferenciales concretas para los 
PMA. En esta ocasión también se invitó a los demás miembros del G77 
que no son parte del Acuerdo, a los miembros del G15[4] y a China. 
Asimismo, como resultado del encuentro en el que se dio comienzo a la 
ronda, se establecieron modalidades de negociación en las que se acordó 
hacer un conte lineal de 20% sobre aranceles aplicados y realizar una 
oferta voluntaria combinada con ofertas y pedidos y negociaciones 
sectoriales para 70% de lineas arancelarias con aranceles mayores a 
cero, y 60% para los paises con más de la mitad de sus líneas libres de 
arancel, Adicionalmente, se creó el comité de negociaciones comerciales 
compuesto por un grupo de acceso a mercados y otro de normas de 
origen; se estableció el compromiso de revisar la implementación de las 
concesiones a más tardar 2 años después de su entrada en vigor, con 
posibilidad de negociar incrementos en los márgenes de preferencias y 
porcentaje de cobertura de productos al momento de la revisión. Las 
partes fijaron como fecha limite para la entrega de sus ofertas el mes de 
mayo de 2010, momento a partir del cual comenzarian las verificaciones y 
consultas para dar cierre a la ronda, 

De la Ronda de San Pablo participaron 28 miembros del Acuerdo, entre 
ellos el MERCOSUR, que se incorporó como miembro pleno del SGPC el 
2 de noviembre 2006, transformándose en el primer bloque en ser parte 


de este sistema. 
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Finalmente, el 15 de diciembre pasado se dio por concluida la Ronda de 
San Pablo con la aprobación del Protocolo y las Disposiciones para la 
Aplicación de los Resultados de la Ronda, además de la presentación de 
las listas de concesiones arancelarias. 

En el Protocolo de la Ronda de San Pablo al Acuerdo sobre SGPC las 
partes convinieron cuestiones relativas a las listas de concesiones de 
cada pais, certificaciones de origen, revisión de los resultados y requisitos 
para la adhesión al mismo 

Acordaron lo pautado en el documento de modalidades elaborado en 
2004 sobre la evaluación de los resultados en menos de 2 años de su 
entrada en vigor, con el fin de analizar el grado de incremento del margen 
de preferencias y la cobertura de productos; y la aplicación de la 
reducción lineal general. para cada [tem arancelario, de como mínimo 
20% sobre por lo menos el 70% de sus líneas arancelarias sujetas a 
derechos, o 60% para los participantes con más de 50% de sus lineas 
arancelanas libres de derechos. El Protocolo entrará en vigor el trigésimo 
día a partir del 15 de diciembre de 2010 y con la firma definitiva de al 
menos 4 participantes. 

Las listas anexadas al Protocolo hasta el momento pertenecen a Cuba, 
Egipto, República de Corea. MERCOSUR, Malasia, India, Indonesia y 
Marruecos; y se espera que otros países presenten sus ofertas en el 
futuro cercano. 

Tal como se destacó en la Carta Mensual INTAL N” 161 las preferencias 
solamente se harán extensivas a los países miembros del SGPC que 
participan de este acuerdo y que los recortes se harán sobre los 
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aranceles aplicados, muy inferiores a los consolidados que se toman 
como base para la reducción en la Ronda de Doha de la Organización 
Mundial del Comercio (OMC), por lo cual implicaria una mejora efectiva 
en el acceso al mercado. 

Estos once países representan cerca de un tercio de la población mundial 
y sus economías han tenido un crecimiento promedio mayor a la media 
mundial durante los últimos años. El comercio entre ellos alcanzó USS5 
758 mil millones en 2008, aumentando a una tasa promedio anual 
acumulativa (a.a.) de 24,3% desde 2004, en tanto que el comercio con el 
resto del mundo se expandió a un ritmo de 18,1% a.a. De esta forma, la 
participación de este grupo como destino y como origen de sus ventas se 
ha ampliado en los últimos años: en 2008 las exportaciones intra-SGPC 
representaron 30,3% del total de sus ventas. frente a 25,5% en 2004; por 
el lado de las importaciones, la expansión fue de 3,4 puntos porcentuales 
(p.p.), pasando de 23,8% en 2004 a 27,2% en 2008, 

Es importante destacar que el avance hacia la liberalización del comercio 
Sur-Sur se da en un contexto de gran dinamismo de las economías en 
desarrollo, de estancamiento de la Ronda de Doha y de rebalanceo de la 
economía mundial; adicionalmente, el comercio Sur-Sur presenta 
mayores oportunidades de tomar impulso mediante el recorte de 
aranceles, ya que estos aún se encuentran en niveles muy altos. 

En estas circunstancias, los países del sur se encuentran frente a una 
gran oportunidad para incrementar su relevancia en las corrientes de 
comercio internacional 
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[1] Aunque los parámetros para la creación del SGPC se acordaron en la 
Reunión de Ministros del G77 en Nueva York en 1982, el Acuerdo no se 
firmó hasta 1988. 

(2] El G77 se estableció el 15 de junio de 1964 en la tera Reunión 
Ministenal de la UNCTAD en Ginebra; en la actualidad el grupo está 
formado por 130 países. 

[3] Argelia, Argentina, Bangladesh, Benín, Bolivia, Brasil, Camerún, Chile, 
Colombia, Cuba, Corea , Ecuador, Egipto, Ghana, Guinea, Guyana, India, 
Indonesia, Irán, Iraq, Libia, Malaysia, México, Marruecos, Mozambique, 
Myanmer, Nicaragua, Nigeria, Pakistán, Perú, Filipinas, República de 
Corea, Singapur, Sri Lanka, Sudan, Teilandia, Trinidad and Tobago, 
Túnez, República Unida de Tanzania, Venezuela, Vietnam y Zimbabue. 

[4] Formado actualmente por 18 países: Argelia, Argentina, Brasil, Chule, 
Egipto, india, Indonesia, Irán, Jamaica, Kenia, Malasia, México, Nigeria, 


TEXTO 
El Protocolo consta de 1 Preámbulo, 5 Puntos y 8 Listas Anexadas. 


El Preámbulo establece : 


* Las partes del Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias 
Comerciales entre Paises en Desarrollo que participaron en la Ronda de 
Negociaciones de Sáo Paulo (denominados en la presente Acta Final los 
“Participantes”), 


7 de mayo de 2013 


7 de mayo de 2013 


CÁMARA DE SENADORES 


HABIENDO conducido las negociaciones de conformidad con el Artículo 6 
y el Entendimiento sobre la Aplicación del Artículo 9.1 de! Acuerdo sobre 
el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en 
Desarrolio (denominado en el presente documento el “SGPC”, 
RECORDANDO el SGPC y la Decisión Ministerial sobre Modalidades del 
2 de diciembre de 2009, 

HAN CONVENIDO en lo siguiente:" 


El Punto | — Listas de concesiones arancelarias 
El Punto 11 - Certificación de origen efectuada por autoridades 


gubernamentales y no gubernamentales 
El Punto III — Revisión de los resultados de la Ronda de Sáo Paulo 
El Punto IV — Adhesión al Protocolo de la Ronda de Sáo Paulo 


El Punto Y - Disposiciones finales 


Listas anexadas al Protocolo de la Ronda de Sáo Paulo al Acuerdo sobre 
el Sistema Giobal de Preferencias Comerciales entre Países en 


Desarrollo 
Lista | - Cuba 
Lista 11 - Egipto 
Lista 11! - India 


Lista IV - Indonesia 
Lista V - República de Corea 
Lista VI - Malasia 
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Lista VIIl- MERCOSUR 
Lista VIII - Marruecos 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de la 
suscripción de este tipo de Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más alta consideración 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Luis Almagro, Fernando Lorenzo. 
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PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1”.- Apruébase el PROTOCOLO DE LA RONDA DE SAN 
PABLO AL ACUERDO SOBRE EL SISTEMA GLOBAL DE 
PREFERENCIAS COMERCIALES ENTRE PAÍSES EN DESARROLLO 
suscripto por el MERCOSUR en Foz do Iguazu, Brasil el quince de 
diciembre de dos mil diez. 


ARTICULO 2*.- Comuniquese, etc. 


Luis Amagro, Fernando Lorenzo. 
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PROTOCOLO DE LA RONDA DE SÁO PAULO 
AL ACUERDO SOBRE EL SISTEMA GLOBAL DE PREFERENCIAS 
COMERCIALES ENTRE PAÍSES EN DESARROLLO 


Las partes del Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre 


Países en Desarrollo que participaron en la Ronda de Negociaciones de Sáo Paulo 
(denominados en la presente Acta Final los “Participantes”), 


> HABIENDO conducido las negociaciones de conformidad con el Artículo 6 y el 
Entendimiento sobre la Aplicación del Arículo 9.1 del Acuerdo sobre el Sistema Global de 
Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo (denominado en el presente documento 


el “SGPC”), 
RECORDANDO el SGPC y la Decisión Ministerial sobre Modalidades del 2 de 
diciembre de 2009, 


HAN CONVENIDO en lo siguiente: 
1 - Listas de concesiones arancelarias 


1. Cada lista de concesiones arancelarias anexada a este Protocolo y relativa a un 
Participante pasará a ser una Lista del SGPC relativa a ese Participante en la fecha en que el 
presente Protocolo entre en yigor para dicho Participante, de conformidad con el pérrato 
10(c) o 10(d). Asimismo, dichas concesiones se aplicarán solo entre los Participantes para 
los que haya entrado en vigor este Protocolo. 


2. El tipo arancelario básico NMF aplicado de la columna 3 de las listas de 
concesiones arancelarias es indicativo, El margen de preferencia del SGPC de la columna 4 
se aplicará al tipo arancelario NMF aplicado en la fecha de la importación. Los 
Participantes harán públicos sus tipos arancelarios aplicados en forma actualizada, incluso a 
través de hiperenlaces y comunicarán a los otros Participantes esas fuentes de información a 
través de la Secretaría del SGPC, 


3, El Artículo 10 del SGPC se aplicará mutatis mutandis a este Protocolo con 
efectividad a pertir de la fecha de entrada en vigor del presente. 


KI - Certificación de origen efectuada por autoridades gubernamentales y no 
gubernamentales 


4. La autoridad emisora de un certificado de origen del SGPC será un organismo 
gubernamental, En los casos en que la autoridad emisora sea un organismo no 
gubernamental, dicha entidad deberá estar acreditada por el gobierno para emitir 
certificados de origen. Los Participantes deberán notificar a todos los demás Participantes a 
través de la Secretaría su lista de organismos acreditados y los sellos de los organismos 
acreditados que emiten certificados de origen. Todos los cambios efectuados a dicha lista se 
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deberán proporcionar sin demora de la misma forma. La Secretariado del SGPC informará 
debidamente a todos los Participantes sobre la lista y los cambios de la misma. 


111 - Revisión de los resultados de la Ronda de Sáño Paulo 


e Los Participantes llevarán a cabo una revisión minuciosa de los resultados de la 
Ronda de Sáo Paulo en un plazo no superior a dos años después de fecha de entroda en 
vigor de este Protocolo. Durante el curso de la revisión, los Participantes considerarán, 
entre otras cosas, el aumento del margen de preferencia y de la cobertura de productos, asi 
como el funcionamiento y la revisión de las normas de origen del SGPC, incluso un 
examen de los criterios de clasificación arancelaria y de la morma de valor añadido actual. 


6. Durante el período que se extiende desde la entrada en vigor de este Protocolo 
hasta la revisión de los resultados de la Ronda de San Pablo, los Participantes acuerdan 
participar, en forma voluntaria, en negociaciones adicionales a realizarse mediante un 
procedimiento de petición y oferta, cuyos resultados se incorporarán al presente Protocolo 
mediante protocolos adicionales especificos y se aplicarán a todos los Participantes para los 
que entre en vigor el presente Protocolo, 


TV — Adhesión al Protocolo de la Ronda de Sido Paulo 


7. Cualquier Participante del SGPC puede, en cualquier momento después de la 
entrada en vigor de este Protocolo, presentar al Comité de Participantes su intención de 
adhesión al presente Protocolo, mediante la entrega de una propuesta de lista de 
concesiones arancelarias, de conformidad con los siguiente parámetros: 


(a) un reducción lineal general, linea por línea, de 20 por ciento como mínimo 
sobre el 70 por ciento como múnimo de sus líneas arancelarias sujetas a derechos; o 


(b) en el caso de los Participantes con lineas arancelarias libres de derechos que 
representen más del 50 por ciento del total de sus líneas arancelarias nacionales, una 
reducción lineal general, línea por línea, de 20 por ciento como minimo sobre el 60 por 
ciento como mánimo de sus lineas arancelarias sujetas a derechos; y 


(c) la propuesta de lista de concesiones arancelarias se deberá presentar en el 
mismo formato que las listas anexadas este Protocolo, 


8. Para los Participantes del SGPC que se encuentren en proceso de adhesión a la 
Organización Mundial del Comercio se establecerá un tratamiento diferencial y Mexibilidad 
dentro de las modalidades de acceso al mercado especificadas previamente en el párrafo 7. 


9. Los Panticipantes que hayan ratificado este Protocolo examinarán la conformidad 
de la lista de concesiones arancelarias con los parámetros previamente mencionados y sobre 
esa base, pueden convenir en un protocolo para la adhesión del solicitante al presente 
Protocolo 
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V - Disposiciones finales 
10 (a) Este Protocolo quedará abierto a la firma de los Participantes que han anexado 
sus listas de concesiones arancelarias, desde el 15 de diciembre de 2010 hasta el dia de su 
entrada en vigor en conformidad con el párrafo 10(c) a continuación, : 


(b) Cualquier Participante puede, en el momento de firmar el presente Protocolo, 
declarar que mediante dicha firma expresa su consentimiento a obligarse por este Protocolo 
(firma definitiva), o después de firmar este Protocolo, puede ratificar, aceptar o aprobar el 
niismo mediante el depósito de un instrumento a esos efectos ante el Secretario General de 
la UNCTAD. 

(c) Este Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 4 
Participantes como mínimo hayan depositado los instmimentos de firma definitiva, 
ratificación, aceptación o aprobación. ' 

(d) Para cualquier Participante que deposite un insirumento de ratificación, 


acepteción o aprobación después de la entrada en vigor de este Protocolo, el mismo entrará 
en vigor para ese Participante el trigésimo día después de dicho depósito. 


LL. Este Protocolo quedará depositado ante el Secretario General de la UNCTAD, 


quien remitirá con prontitud a cada Participante una copia certificada y una notificación de 
cada aceptación del mismo, de conformidad con el párrafo 10(b) anterior. 


EN FE DE LO CUAL, los que suscriben, debidamente autorizados a estos efectos 
por sus respectivos Gobiernos, han firmado este Protocolo. 


HECHO en Foz do Iguagu, Brasil el quince de diciembre de dos mil diez, en un 
solo ejemplar y en los idiomas árabe, español, francés e ingles, siendo cada texto 
igualmente auténtico. Las listas anéxadas al presente Protocolo son auténticas en árabe, 
español, francés e inglés, conforme a lo especificado en cada lista. 
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SAO PAULO ROUND PROTOCOL/ PROTOCOLE DU CYCLE DESÁO PAULO 
PROTOCOLO DE LA RONDA DE SÁO PAULO/%74 ju Usa 5 is 
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For MERCOSUR 
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For tho Federative Republic of Brazil 
Pour la République fédérative du Brésil 
Por la República Federativa del Brasil 


nep Republl ol Pereguay a e.) 
Pour la République du Paraguny cir 
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Ha 


AA es ie de 
For the Eastern Republic of Uruguay 
Pourla République crientale de Uruguay * 
Por la República Oriental del Uruguay 


A E Se de Loria, 


Pour lo Royaume du Maroc 
Por el Reino de Marruecos 
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CONFÉRENCE DES NATIONS UNTES SUR UNITED NATIONS CONFERENCE 
LECOMMERCE ET LE DÉVELOPPEMENT ON TRADE AND DEVELOPMENT 
CABINET DU SECRÉTAIREGÉNÉRAL SECRETARY-GENERAL'S 

DELA CNUCED 
Palxis des Nations 
Fof : GSTP Sao Parto Round Protocol CH-1211 Gendvo 10 
CERTIFICATION 


I hereby certify that the foregoing text is a true copy of the Sio Paulo Round Protocol to 
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Comisión de Asuntos Internacionales 
Informe 
Al Senado 


La Comisión de Asuntos Internacionales del Se- 
nado ha considerado el Protocolo de la Ronda de San 
Pablo al Acuerdo sobre el Sistema Global de Prefe- 
rencias comerciales entre países en desarrollo, sus- 
crito por el Mercosur en Foz de Iguazú, Brasil 15 de 
diciembre de 2010. 


Antecedentes 


El 15 de diciembre de 2010 se reunieron en Foz de 
Iguazú, Brasil, los miembros del Acuerdo sobre el Sis- 
tema Global de Preferencias Comerciales entre Paí- 
ses en Desarrollo (SGPC). La sesión extraordinaria 
del Comité de Negociación se realizó con el objetivo 
de dar por finalizada la Ronda de San Pablo iniciada 
en 2004, la tercera ronda de negociaciones desde la 
creación del SGPC. 


Según el documento del Acuerdo, firmado en Bel- 
grado (hoy Serbia), en abril de 1988,! el SGPC surge 
de la voluntad de cooperación económica en la bús- 
queda de un proceso equilibrado y equitativo de de- 
sarrollo e instalación de un nuevo orden económico 
mundial. En ese sentido, el rol del SGPC es actuar 
como un instrumento de cooperación Sur-Sur de pro- 
moción del comercio, la producción y el empleo en 
los países miembros del Grupo de los 77 (G77),*reco- 
nociendo las necesidades especiales de los países me- 
nos adelantados (PMA). El Acuerdo hace referencia a 
la aplicación de derechos arancelarios y paraarance- 
larios, medidas no arancelarias, medidas comerciales 
directas y acuerdos sectoriales entre las partes. 


Algunas de las características distintivas de las 
negociaciones en el marco del SGPC para el inter- 
cambio de concesiones es que estas pueden ser tanto 
bilaterales, plurilaterales como multilaterales; cual- 
quier concesión otorgada a cualquier país dentro del 
G77 se extenderá al resto, excepto bajo ciertas con- 
diciones y cuando la concesión sea hecha a un país 
del grupo de aquellos menos adelantados; permite la 
participación de conjuntos de países; contempla la 
aplicación de medidas de salvaguardias y de balanzas 
de pagos; tiene un régimen de consultas y solución de 
controversias; y además, existe la posibilidad de redu- 
cir o suspender las concesiones bajo ciertas circuns- 
tancias. Las condiciones para adherirse al Acuerdo 
incluyen la presentación de una oferta de concesio- 
nes, la recepción de una lista de peticiones por parte 
del resto de los miembros y posteriores negociaciones 
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sobre las mismas. 


El SGPC tiene un Comité de Participantes que se 
encarga de auspiciar las negociaciones y cooperar con 
organismos internacionales, entre ellos la Conferen- 
cia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desa- 
rrollo (UNCTAD, por sus siglas en inglés), además de 
facilitar el funcionamiento del SGPC y contribuir al 
logro de sus objetivos, examinar su aplicación, cele- 
brar consultas y tomar decisiones. Cabe destacar que 
el Acuerdo sobre SGPC define a la UNCTAD como ot- 
ganismo responsable de la administración del Acuer- 
do, y con ese objetivo, este estableció una Secretaría 
del SGPC que presta asistencia técnica y administra- 
tiva al Comité de Participantes y proporciona servi- 
cios en las rondas de negociaciones. 


La primera ronda del SGPC comenzó en 1986, 
con la participación de 50 países, y finalizó en 1988 
con la firma del Acuerdo. El mismo fue subscripto 
originalmente por 15 países y entró en vigor en 
abril de 1989. En dicha ronda se intercambiaron 
aproximadamente 1.800 preferencias arancelarias. 
La segunda, realizada entre 1991 y 1998 tuvo menos 
éxito: solo participaron 24 países y no se llegaron 
a ratificar los resultados obtenidos. Sin embargo, 
es preciso señalar que, en 1999, 42 países habían 
firmado el Acuerdo* 


El 16 junio de 2004, en el marco de la xi Confe- 
rencia Ministerial de UNCTAD, se lanzó la Tercera 
Ronda de Negociaciones del Acuerdo sobre SGPC, co- 
nocida como Ronda de San Pablo. Según el Proyecto 
de Declaración surgido del encuentro, los objetivos de 
la ronda incluirían: examinar la aplicación del Acuer- 
do desde su entrada en vigor en 1989, adoptar me- 
didas para un mayor aprovechamiento del potencial 
del Acuerdo, lograr una liberalización sustancial del 
comercio sobre la base de la reciprocidad y elaborar 
medidas preferenciales concretas para los PMA. En 
esta ocasión también se invitó a los demás miembros 
del G77 que no son parte del Acuerdo, a los miembros 
del G15 *y a China. 


Asimismo, como resultado del encuentro en el 
que se dio comienzo a la ronda, se establecieron mo- 
dalidades de negociación en las que se acordó hacer 
un corte lineal de 20 % sobre aranceles aplicados y 
realizar una oferta voluntaria combinada con ofertas 
y pedidos y negociaciones sectoriales para 70 % de lí- 
neas arancelarias con aranceles mayores a cero y 60 % 
para los países con más de la mitad de sus líneas li- 
bres de arancel. Adicionalmente, se creó el comité de 
negociaciones comerciales compuesto por un grupo 
de acceso a mercados y otro de normas de origen; se 
estableció el compromiso de revisar la implementa- 
ción de las concesiones a más tardar 2 años después 
de su entrada en vigor, con posibilidad de negociar 
incrementos en los márgenes de preferencias y pot- 
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centaje de cobertura de productos al momento de la 
revisión. Las partes fijaron como fecha límite para la 
entrega de sus ofertas el mes de mayo de 2010, mo- 
mento a partir del cual comenzarían las verificacio- 
nes y consultas para dar cierre a la ronda. 


De la Ronda de San Pablo participaron 28 miem- 
bros del Acuerdo, entre ellos el Mercosur, que se 
incorporó como miembro pleno del SGPC el 2 de 
noviembre de 2006, transformándose en el primer 
bloque en ser parte de este sistema. 


Finalmente, el 15 de diciembre del 2011 se dio 
por concluida la Ronda de San Pablo con la aproba- 
ción del Protocolo y las Disposiciones para la Aplica- 
ción de los Resultados de la Ronda, además de la pre- 
sentación de las listas de concesiones arancelarias. 
En el Protocolo de la Ronda de San Pablo al Acuerdo 
sobre SGPC las partes convinieron cuestiones relati- 
vas a las listas de concesiones de cada país, certifica- 
ciones de origen, revisión de los resultados y requisi- 
tos para la adhesión al mismo. Acordaron lo pautado 
en el documento de modalidades elaborado en 2004 
sobre la evaluación de los resultados en menos de 2 
años de su entrada en vigor, con el fin de analizar el 
grado de incremento del margen de preferencias y 
la cobertura de productos; y la aplicación de la re- 
ducción lineal general, para cada ítem arancelario, 
de como mínimo 20 % sobre por lo menos el 70 % 
de sus líneas arancelarias sujetas a derechos, o 60 % 
para los participantes con más de 50 % de sus líneas 
arancelarias libres de derechos. El Protocolo entrará 
en vigor el trigésimo día a partir del 15 de diciembre 
de 2010 y con la firma definitiva de al menos 4 par- 
ticipantes. Las listas anexadas al Protocolo hasta el 
momento pertenecen a Cuba, Egipto, República de 
Corea, Mercosur, Malasia, India, Indonesia y Marrue- 
cos; y se espera que otros países presenten sus ofertas 
en el futuro cercano. 


Tal como se destacó en la Carta Mensual INTAL 
n.? 161 las preferencias solamente se harán extensi- 
vas a los países miembros del SGPC que participan 
de este acuerdo y que los recortes se harán sobre los 
aranceles aplicados, muy inferiores a los consolidados 
que se toman como base para la reducción en la Ron- 
da de Doha de la Organización Mundial del Comercio 
(OMC), por lo cual implicaría una mejora efectiva en 
el acceso al mercado. 


Estos once países representan cerca de un tercio 
de la población mundial y sus economías han tenido 
un crecimiento promedio mayor a la media mundial 
durante los últimos años. El comercio entre ellos al- 
canzó US$ 758 mil millones en 2008, aumentando a 
una tasa promedio anual acumulativa (a.a.) de 24,3 % 
desde 2004, en tanto que el comercio con el resto del 
mundo se expandió a un ritmo de 18,1 % a.a. De esta 
forma, la participación de este grupo como destino 
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y como origen de sus ventas se ha ampliado en los 
últimos años: en 2008 las exportaciones intra-SGPC 
representaron 30,3 % del total de sus ventas, frente 
a 25,5 % en 2004; por el lado de las importaciones, 
la expansión fue de 3,4 puntos porcentuales (p.p.), 
pasando de 23,8 % en 2004 a 27,2 % en 2008. 


Es importante destacar que el avance hacia la li- 
beralización del comercio Sur-Sur se da en un con- 
texto de gran dinamismo de las economías en desa- 
rrollo, de estancamiento de la Ronda de Doha y de 
rebalanceo de la economía mundial; adicionalmente, 
el comercio Sur-Sur presenta mayores oportunidades 
de tomar impulso mediante el recorte de aranceles, 
ya que estos aún se encuentran en niveles muy altos. 
En estas circunstancias, los países del sur se encuen- 
tran frente a una gran oportunidad para incrementar 
su relevancia en las corrientes de comercio interna- 
cional. 


Contenido 


El Protocolo consta de 1 Preámbulo, 5 Puntos y 8 
Listas Anexadas. 


El Preámbulo establece: 


“Las partes del Acuerdo sobre el Sistema Global 
de Preferencias Comerciales entre Países en Desa- 
rrollo que participaron en la Ronda de Negociacio- 
nes de Sao Paulo (denominados en la presente Acta 
Final los “Participantes”). Habiendo conducido las 
negociaciones de conformidad con el Artículo 6 y el 
Entendimiento sobre la Aplicación del artículo 9.1 
del Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias 
Comerciales entre Países en Desarrollo (denominado 
en el presente documento el “SGPC”). 


RECORDANDO el SGPC y la Decisión Ministerial 
sobre Modalidades del 2 de diciembre de 2009, HAN 
CONVENIDO en lo siguiente”: 


El Punto I- Listas de concesiones arancelarias 


El Punto Il- Certificación de origen efectuada por 
autoridades gubernamentales y no gubernamentales 


El Punto III- Revisión de los resultados de la Ron- 
da de Sao Paulo 


El Punto V - Disposiciones finales 

Listas Anexadas al Protocolo de la Ronda de Sao 
Paulo al Acuerdo sobre el Sistema Global de Prefe- 
rencias Comerciales entre Países en Desarrollo 


Lista I- Cuba 


Lista II- Egipto 
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Lista I- India 

Lista IV- Indonesia 

Lista V- República de Corea 
Lista VI- Malasia 

Lista VIl- Mercosur 

Lista VIII- Marruecos 
Consideraciones 


El Protocolo de la Ronda de San Pablo aprobado 
en 2010, tuvo por objetivo profundizar las preferen- 
cias negociadas en el marco del Acuerdo de Belgrado 
y que comenzaron a negociarse en la tercera ronda de 
negociaciones del SGPC lanzada en San Pablo en el 
año 2004 (la segunda ronda fracasó). 


El mencionado protocolo definió las listas de con- 
cesiones arancelarias otorgadas por los participantes 
(aprobado inicialmente por el Mercosur más siete 
países participantes), entre sí. Cabe precisar que las 
nuevas preferencias negociadas aún no se encuen- 
tran vigentes. 


Los participantes del mencionado protocolo, revi- 
sarán los resultados del acuerdo por un período que 
no puede superar los dos años contados a partir de 
su entrada en vigor. Durante dicha revisión se bus- 
cará el aumento de las preferencias otorgadas y de 
la cobertura de productos, así como la revisión de las 
normas de origen del SGPC, incluso un examen de 
los criterios de clasificación arancelaria y de la norma 
de valor añadido. 


En el período mencionado, los participantes po- 
drán acordar de forma voluntaria —en negociaciones 
adicionales a realizarse mediante un procedimiento 
de petición y oferta—, incorporaciones al presente 
protocolo que se harán extensivas a todos los firman- 
tes como lo establece el Acuerdo de Belgrado. 


Con respecto a las adhesiones (de los 48 países 
que inicialmente suscribieron el Acuerdo sobre el 
Sistema Global de Preferencias Comerciales entre 
países en desarrollo?, el protocolo fue suscrito por el 
Mercosur más siete países (Cuba, Egipto, India, Indo- 
nesia, Malasia, Marruecos y Corea del Sur). 


Los países firmantes de la ronda comprenden el 
50 % de la población de todos los países del SGPC 
(alcanzando los 1.900 millones de habitantes), lo que 
supone un tercio de la población de los países en de- 
sarrollo. De acuerdo a datos de la UNCTAD, las im- 
portaciones entre los firmantes del protocolo descon- 
tando el comercio intra-Mercosur, explicó el 41 % del 
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total de las importaciones provenientes de los países 
del SGPC, 24 % de las adquisiciones externas de los 
países en desarrollo (excluyendo a China) y cerca del 
10 % de las importaciones del mundo. 


Cabe precisar que las concesiones otorgadas en 
la Ronda de San Pablo profundizaron la cobertura 
alcanzada por el SGPC hasta ese momento. En 
efecto, de un total de 650 líneas que fueron 
negociadas anteriormente en el marco del sistema, se 
incorporaron un total de 47.300 líneas arancelarias, 
registrándose en algunos casos una baja sustancial 
de los aranceles promedio. De acuerdo a los estudios 
realizados por la UNCTAD, de darse plena vigencia 
a las concesiones de la Ronda de San Pablo, estas 
tendrán un positivo impacto en el ingreso (ingreso 
en términos de exportaciones y empleo) de los 
once países firmantes (ingresos cercanos a los US$ 
2.500 millones), monto que rondaría los US$ 6.000 
millones de suscribirse dichas concesiones entre los 
22 países que participaron de la rondal, beneficios 
que en los dos casos habría que adicionarle los efectos 
dinámicos. 


Se prevé que cualquier participante del SGPC 
pueda adherirse mediante la entrega de una propues- 
ta de lista de concesiones arancelarias de conformi- 
dad con los siguientes requisitos: 


— Reducción lineal general, línea por línea, del 
20 % como mínimo sobre el 70 % como mínimo de sus 
líneas arancelarias sujetas a derechos. 


— En el caso de los participantes con líneas aran- 
celarias libres de derechos que representen más del 
50 % del total de sus líneas arancelarias nacionales, 
una preferencia del 20 % como mínimo sobre el 60 % 
de sus líneas arancelarias sujetas a derecho. 


El protocolo entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que cuatro de los participan- 
tes, como mínimo, hayan depositado los instrumentos 
de firma definitiva, ratificación, aceptación o apro- 
bación. A su vez, para cada participante, el protoco- 
lo entrará en vigor el trigésimo día después de que 
se deposite un instrumento de ratificación, acepta- 
ción o aprobación ante el Secretario General de la 
UNCTAD, organización que es administradora del 
SGPC. De acuerdo al seguimiento realizado por la 
UNCTAD, hasta la fecha el acuerdo fue ratificado por 
India y Malasia, si bien Corea del Sur y otros países 
están en camino de incorporar el acuerdo. 


Con respecto a la certificación de origen (el régi- 
men de origen del SGPC fue definido en el Acuerdo 
de Belgrado), se indica que será un organismo gu- 
bernamental o una entidad no gubernamental auto- 
rizada por el gobierno el responsable de la emisión 
de los certificados de origen. Todos los participantes 
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deberán comunicar a la Secretaría del SGPC dichos 
organismos habilitados. 


Al respecto, una decisión del Comité de Partici- 
pantes del SGPC estableció un sub-Comité de Signa- 
tarios del SGPC de la Ronda de San Pablo y un grupo 
de trabajo sobre normas de origen para darle un ma- 
yor seguimiento a lo negociado en la ronda. 


Preferencias otorgadas por el Mercosur 


En las listas de concesiones que son presentadas 
en el anexo del mencionado protocolo, el Mercosur 
otorgó preferencias a unas 6.367 líneas arancelarias 
de acuerdo a la NCM, excluyendo un 30 % del univer- 
so arancelario, que es el porcentaje de productos que 
permite excluir el sistema. 


A nivel de secciones del Sistema Armonizado (S.A.), 
“Productos de las industrias químicas” es la que incor- 
poró más líneas arancelarias a la desgravación, con un 
total de 2.560 NCM y representando el 40,2 % del total 
de la lista presentada por el Mercosur”. 


Las preferencias otorgadas entre los firmantes del 
protocolo son del 20 %. Este se computa de acuerdo 
al arancel NMF aplicado en la fecha de la importa- 
ción. A través de la secretaría del SGPC, los parti- 
cipantes deberán informar de forma actualizada los 
niveles arancelarios aplicados. 


Si se atiende al universo para el cual el Mercosur 
definió preferencias comerciales, el arancel promedio 
alcanzado por dichos productos (6.367 NCM) ascien- 
de al 9,5 %, porcentaje que baja al 7,6 % luego de 
computar las preferencias definidas en el protocolo. 


Seguidamente, se analizan los productos que pre- 
sentan un arancel igual o mayor al 10 % y que fueron 
incluidos en el acuerdo, entendiendo que en esos ca- 
sos, el Mercosur está otorgando preferencias en bie- 
nes para los cuales tiene un Arancel Externo Común 
(AEC) elevado, lo que indica cierta propensión a la 
protección del bloque para dichos bienes. 


En el caso de los productos que conforman el uni- 
verso y presentan un AEC del 20 %, 18 % y 16 %, se 
identifican un total de 896 productos (14 % del total), 
que computados en conjunto ascienden a un arancel 
promedio del 17,3 %, arancel que luego de computa- 
das las preferencias (del 20 %) desciende al 13,9 %. 


Entre los principales bienes que poseen los niveles 
arancelarios comentados, se encuentran NCM corres- 
pondientes a los capítulos 39 (plásticos y sus manufac- 
turas), 48 (papel y cartón), 73 (manufacturas de fun- 
dición de hierro o acero), 82 (herramientas y útiles, 
artículos de cuchillería...), 83 (manufacturas diversas 
de metal común), 84 (máquinas y aparatos mecáni- 
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cos), 85 (máquinas, aparatos eléctricos), 90 (instru- 
mentos de óptica, fotografía o cinematografía), 91 
(aparatos de relojería) y 96 (manufacturas diversas). 


Los países que se beneficiarían de las preferencias 
comentadas serían los siete países que suscribieron 
el protocolo; si bien como se comentó anteriormente, 
está prevista la incorporación de otras economías en 
desarrollo?. 


En ese sentido, si se relevan las importaciones 
uruguayas —-computadas en conjunto—- de los capí- 
tulos anteriormente mencionados originarias de las 
economías firmantes del protocolo de la Ronda de 
San Pablo (Cuba, Egipto, India, Indonesia, Malasia, 
Marruecos, Corea del Sur, más Tailandia que inició 
negociaciones posteriormente), las mismas ascendie- 
ron a los US$ 143 millones en 2011 (plásticos y sus 
manufacturas es la categoría mayormente importada 
desde dichos orígenes). 


Por otra parte, considerando los productos inclui- 
dos en las concesiones con un AEC del 14 %, 12 % 
y 10 %, se computan un total de 2.994 NCM (47 % 
del total), que registrados en conjunto presentan un 
arancel promedio del 12,5 %, guarismo que luego de 
computadas las preferencias (del 20 %) bajaría al 10 
%. En este caso, los principales NCM con esos niveles 
arancelarios corresponden a los capítulos 02 (carne y 
despojos comestibles), 03 (pescados y crustáceos), 15 
(grasas y aceites animales o vegetales), 28 (productos 
químicos inorgánicos), 29 (productos químicos orgá- 
nicos), 30 (productos farmacéuticos), 38 (productos 
diversos de las industrias químicas), 39 (plásticos y 
sus manufacturas), 41 (pieles y cueros), 44 (made- 
ra), 48 (papel y cartón), 69 (productos cerámicos), 
70 (vidrio y sus manufacturas), 72 (fundición de hie- 
rro o acero), 84 (máquinas y aparatos mecánicos), 85 
(máquinas y aparatos eléctricos), 90 (instrumentos 
de óptica, fotografía o cinematografía). 


Computando las compras externas uruguayas de 
los capítulos mencionados originarias de las econo- 
mías anteriormente mencionadas (eventuales bene- 
ficiarios del SGPC una vez entre en vigencia), las 
mismas superaron los US$ 206 millones en 2011 (las 
compras están lideradas por los plásticos, máquinas 
y herramientas, tanto mecánicas como eléctricas, 
productos de fundición de hierro y acero y productos 
químicos). 


El comercio de Uruguay con los países firmantes 
del Protocolo de San Pablo 


Las importaciones uruguayas desde los países 
firmantes del Protocolo de San Pablo más Tailandia 
(todos los países son miembros de la OMC) crecieron 
65 % en 2011 con respecto al año anterior, superando 
adquisiciones por un monto de US$ 490 millones. 
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Las compras externas desde este grupo de países 
estuvieron dominadas por Corea del Sur e India (si 
bien con este último país se cuenta con preferencias 
en el marco de un acuerdo con el Mercosur, hasta el 
momento las mismas son poco significativas). 


Entre los principales productos importados desde 
estos orígenes se destacan los plásticos, productos de 
fundición de hierro o acero, máquinas eléctricas y 
mecánicas, productos químicos y medicamentos. 


Por otra parte, las exportaciones con destino a los 
países con los cuales el Mercosur avanzó en la pro- 
fundización del SGPC son menos significativas que 
las importaciones, si bien también muestran un muy 
buen dinamismo. Las colocaciones con destino a di- 
cho grupo de países alcanzaron los US$ 207 millones 
en 2011. En el destino de las exportaciones se des- 
tacaron Cuba (país con el cual ya se cuenta con un 
acuerdo en el marco de la Aladi), Tailandia y Corea 
del Sur. 


En términos ofensivos, los productos exportados 
a dicho grupo de países son principalmente agrícolas 
con elevados niveles de competitividad internacional. 
En particular, se destacan leche en polvo, cueros y 
pieles curtidos de bovino, lana sin cardar ni peinar, 
manteca, cueros preparados, madera aserrada, trigo, 
grasas de animales, lana cardada o peinada, soja, ma- 
dera en bruto, quesos y requesón, pescado congelado, 
cítricos, lactosuero, cobre refinado, medicamentos 
para uso terapéutico o profiláctico, peletería curtida 
y carne de animales de la especie bovina congelada 
(productos que computados en conjunto explicaron 
el 97 % del total exportado por Uruguay a dicho grupo 
de países). 


Por lo expuesto, y de acuerdo a los fundamentos 
desarrollados en este informe, la Comisión de Asun- 
tos Internacionales de la Cámara de Senadores acon- 
seja la aprobación del Protocolo de la Ronda de San 
Pablo al Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferen- 
cias comerciales entre países en desarrollo, suscrito 
por el Mercosur en Foz de Iguazú, Brasil, el 15 de 
diciembre de 2010. 


! Aunque los parámetros para la creación del 
SGPC se acordaron en la Reunión de Ministros del 
G77 en Nueva York en 1982, el Acuerdo no se firmó 
hasta 1988. 


2 El G77 se estableció el 15 de junio de 1964 en 
la 1.2 Reunión Ministerial de la UNCTAD en Ginebra; 
en la actualidad el grupo está formado por 130 países. 


3 Argelia, Argentina, Bangladesh, Benín, Bolivia, 
Brasil, Camerún, Chile, Colombia, Cuba, Corea, 
Ecuador, Egipto, Ghana, Guinea, Guyana, India, In- 
donesia, Irán, Iraq, Libia, Malasia, México, Marrue- 
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cos, Mozambique, Myanmar, Nicaragua, Nigeria, Pa- 
kistán, Perú, Filipinas, República de Corea, Singapur, 
Sri Lanka, Sudán, Tailandia, Trinidad y Tobago, Tú- 
nez, República Unida de Tanzania, Venezuela, Viet- 
nam y Zimbabue. 


1 Formado actualmente por 18 países: Argelia, Ar- 
gentina, Brasil, Chile, Egipto, India, Indonesia, Irán, 
Jamaica, Kenia, Malasia, México, Nigeria, Perú, Se- 
negal, Sri Lanka, Venezuela y Zimbabue. 


5 De los cuales 43 presentaron concesiones. 


S£UNCTAD (2012): “Global System of Trade Prefe- 
rences among developing countries”. 


7 Debe tenerse en cuenta que dicha sección repre- 
senta el 30 % de la NCM. 


$ México mostró interés en incorporarse a las pre- 
ferencias de la tercera ronda de negociaciones del 
SGPC. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2013. 


Carlos Baráibar, Miembro Informante; Alberto 
Couriel, Luis Alberto Lacalle Herrera, Jorge 
Larrañaga, Ope Pasquet, Gustavo Penadés. 


ACTA N.? 74 


En Montevideo, el día dos de mayo de dos mil tre- 
ce, a la hora diecisiete y veinte minutos, se reúne la 
Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara 
de Senadores. 

Asisten sus miembros los señores Senadores Al- 
berto Couriel, Luis Alberto Lacalle Herrera, Jorge 
Larrañaga, Ope Pasquet, Gustavo Penadés y Rafael 
Michelini. 

Faltan con aviso la señora Senadora Mónica Xa- 
vier y los señores Senadores Carlos Baráibar y Enri- 
que Rubio. 

Preside el señor Senador Ope Pasquet, Presidente 
de la Comisión. 

Asiste el Director del Área Gestión Legislativa, se- 
ñor César González. 

Actúan en Secretaría el señor Vladimir De Bellis 
Martínez, Secretario de la Comisión y la señora María 
Victoria Lumaca, Prosecretaria. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada figura en el Distribuido n.* 
2043/2013, que forma parte de la presente. 

Asuntos tratados: 

- Designación del Vicepresidente de la Comisión 
(artículo 151 del Reglamento del Senado). 

Se posterga su designación hasta la próxima se- 
sión. 

- Carpeta n.” 809/2012 ACUERDO MARCO DE 
COMERCIO Y COOPERACIÓN ECONÓMICA EN- 
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TRE EL MERCOSUR Y LA ORGANIZACIÓN PARA 
LA LIBERACIÓN DE PALESTINA, EN NOMBRE DE 
LA AUTORIDAD NACIONAL PALESTINA. Aproba- 
ción. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
(Distribuido n.* 1285/2012). 

El señor Senador Rafael Michelini realiza el in- 
forme del proyecto de ley y posteriormente el señor 
Senador Ope Pasquet realiza una observación de ca- 
rácter formal respecto a si se debe aprobar el proyec- 
to de ley con ese texto, teniendo en cuenta el recono- 
cimiento que hizo nuestro país del Estado Palestino 
en marzo del año dos mil once. Se acuerda realizar 
una consulta con el Ministerio de Relaciones Exterio- 
res y postergar la consideración del proyecto para una 
próxima reunión. 

- Carpeta n.* 914/2012 ACUERDO DE DEFENSA 
DE LA COMPETENCIA DEL MERCOSUR. Aproba- 
ción. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
(Distribuido n.” 1469/2012). 

En virtud de las manifestaciones realizadas por 
varios integrantes de la Comisión, se acuerda poster- 
gar el tratamiento del proyecto de ley para una próxi- 
ma sesión. 

- Carpeta n.* 773/2012. PROTOCOLO DE LA 
RONDA DE SAN PABLO AL ACUERDO SOBRE EL 
SISTEMA GLOBAL DE PREFERENCIAS COMER- 
CIALES ENTRE PAÍSES EN DESARROLLO. Apro- 
bación. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
(Distribuido n.” 1226/2012). 

El señor Presidente informa a los integrantes de 
la Comisión que el señor Senador Carlos Baráibar ha 
hecho un informe del proyecto de ley, que se repartió 
para conocimiento de todos los miembros de la Co- 
misión. 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se vota: 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante, por 5 votos en 5 
Senadores presentes, al señor Senador Carlos Barái- 
bar, quien informará en forma escrita. 

- Invitación al señor Ministro de Relaciones Exte- 
riores, doctor Luis Almagro Lemes. 

El señor Senador Ope Pasquet propone invitar al 
señor Ministro de Relaciones Exteriores a una próxi- 
ma reunión de la Comisión, a efectos de tratar temas 
relativos a esa Cartera. 

Luego de intercambiar opiniones entre los inte- 
grantes de la Comisión, se resuelve, por 5 votos en 
5 Senadores presentes, invitar al señor Ministro, y 
remitirle la versión taquigráfica de las expresiones 
vertidas en Sala. 

A la hora dieciocho y veinte minutos se levanta la 
sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman los señores Presidente y Secre- 
tario de la Comisión. 


Ope Pasquet, Presidente; Vladimir De Bellis 
Martínez, Secretario». 
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SEÑOR PRESIDENTE..- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
—En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: La Comi- 
sión de Asuntos Internacionales del Senado conside- 
ró este proyecto de ley el pasado jueves y recomendó, 
por unanimidad de miembros presentes, su aproba- 
ción por parte de este Cuerpo. 


El Protocolo de la Ronda de San Pablo al Acuerdo 
sobre el Sistema Global de Preferencias Comerciales 
entre Países en Desarrollo fue suscrito por el Mer- 
cosur en Foz de Iguazú el 15 de diciembre de 2010, 
ocasión en la que se reunieron quienes suscribieron 
el Acuerdo. La sesión extraordinaria del Comité de 
Negociación se realizó con el objetivo de dar por fina- 
lizada la Ronda de San Pablo, iniciada en 2004, que 
fue la tercera ronda de negociaciones desde la crea- 
ción del Acuerdo sobre el Sistema Global de Prefe- 
rencias Comerciales entre Países en Desarrollo, cuya 
sigla es SGPC. 


El SGPC surge de la voluntad de cooperación eco- 
nómica, en la búsqueda de un proceso equilibrado 
y equitativo de desarrollo e instalación de un nuevo 
orden económico mundial. En ese sentido, su rol es 
actuar como un instrumento de cooperación Sur-Sur, 
promoviendo el comercio, la producción y el empleo 
en los países miembros del Grupo de los 77 -G77-, 
reconociendo las necesidades especiales de los países 
menos adelantados, conocidos por la sigla PMA. El 
Acuerdo hace referencia a la aplicación de derechos 
arancelarios y paraarancelarios, medidas no arance- 
larias, medidas comerciales directas y acuerdos sec- 
toriales entre las Partes. 


Algunas de las características distintivas de las 
negociaciones en el marco del SGPC para el inter- 
cambio de concesiones son: que estas pueden ser 
bilaterales, plurilaterales o multilaterales; que toda 
concesión otorgada a cualquier país dentro del G77 se 
extenderá al resto, excepto bajo ciertas condiciones y 
cuando la concesión sea hecha a un país del grupo de 
aquellos menos adelantados; que permite la partici- 
pación de conjuntos de países; que contempla la apli- 
cación de medidas de salvaguardias y de balanzas de 
pagos; que tiene un régimen de consultas y solución 
de controversias, y, además, que existe la posibilidad 
de reducir o suspender las concesiones bajo ciertas 
circunstancias. 


Las condiciones para adherir al Acuerdo incluyen 
la presentación de una oferta de concesiones, la re- 
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cepción de una lista de peticiones por parte del resto 
de los miembros y posteriores negociaciones sobre las 
mismas. 


El SGPC tiene un Comité de Participantes que se 
encarga de auspiciar las negociaciones y cooperar con 
organismos internacionales, entre ellos la Conferen- 
cia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desa- 
rrollo UNCTAD, por sus siglas en inglés—, además 
de facilitar el funcionamiento del SGPC y contribuir 
al logro de sus objetivos, examinar su aplicación, ce- 
lebrar consultas y tomar decisiones. 


Cabe destacar que el Acuerdo sobre el SGPC de- 
fine a la UNCTAD como el organismo responsable de 
la administración del Acuerdo, y con ese objetivo, el 
mismo estableció una Secretaría del SGPC que pres- 
ta asistencia técnica y administrativa al Comité de 
Participantes y proporciona servicios en las rondas de 
negociaciones. 


La primea ronda del SGPC comenzó en 1986 con 
la participación de cincuenta países, y finalizó en 
1988 con la firma del Acuerdo. El mismo fue suscri- 
to originalmente por quince países y entró en vigor 
en abril de 1989. En dicha ronda se intercambiaron 
aproximadamente mil ochocientas preferencias aran- 
celarias. 


La segunda ronda, realizada entre 1991 y 1998, 
tuvo menos éxito: solo participaron veinticuatro paí- 
ses y no se llegaron a ratificar los resultados obteni- 
dos. Sin embargo, es preciso señalar que en 1999, 
cuarenta y dos países habían firmado el Acuerdo. 


El 16 de junio de 2004, en el marco de la xi Con- 
ferencia Ministerial de UNCTAD, se lanzó la Tercera 
Ronda de Negociaciones del Acuerdo sobre SGPC, 
conocida como Ronda de San Pablo. Según el Proyec- 
to de Declaración surgido del encuentro, los objeti- 
vos de la ronda incluirían: examinar la aplicación del 
Acuerdo desde su entrada en vigor en 1989, adoptar 
medidas para un mayor aprovechamiento del poten- 
cial del Acuerdo, lograr una liberalización sustancial 
del comercio sobre la base de la reciprocidad y elabo- 
rar medidas preferenciales concretas para los países 
menos adelantados. En esta ocasión también se invitó 
a los demás miembros del G77 que no son parte del 
Acuerdo, a los miembros del G15 y a China. 


Asimismo, como resultado del encuentro en el que 
se dio comienzo a la ronda, se establecieron modali- 
dades de negociación en las que se acordó hacer un 
corte lineal del 20 % sobre aranceles aplicados y rea- 
lizar una oferta voluntaria combinada con ofertas y 
pedidos, y negociaciones sectoriales para un 70 % de 
líneas arancelarias con aranceles mayores a cero, y 
60 % para los países con más de la mitad de sus líneas 
libres de arancel. 
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Adicionalmente se creó el comité de negociacio- 
nes comerciales, compuesto por un grupo de acceso a 
mercados y otro de normas de origen; se estableció el 
compromiso de revisar la implementación de las con- 
cesiones a más tardar dos años después de su entrada 
en vigor, con posibilidad de negociar incrementos en 
los márgenes de preferencias y porcentaje de cober- 
tura de productos al momento de la revisión. 


En la Ronda de San Pablo participaron veintiocho 
miembros del Acuerdo, entre ellos el Mercosur, que 
se incorporó como miembro pleno del SGPC el 2 de 
noviembre de 2006, transformándose en el primer 
bloque en ser parte de este sistema. 


Finalmente, el 15 de diciembre pasado se dio por 
concluida la Ronda de San Pablo con la aprobación 
del Protocolo y las Disposiciones para la Aplicación 
de los Resultados de la Ronda, además de la presen- 
tación de las listas de concesiones arancelarias. 


En el Protocolo de la Ronda de San Pablo al 
Acuerdo sobre SGPC, las partes convinieron cuestio- 
nes relativas a las listas de concesiones de cada país, 
certificaciones de origen, revisión de los resultados y 
requisitos para la adhesión al mismo. 


Acordaron lo pautado en el documento de moda- 
lidades elaborado en 2004 sobre la evaluación de los 
resultados en menos de dos años de su entrada en vi- 
gor, con el fin de analizar el grado de incremento del 
margen de preferencias y la cobertura de productos; y 
la aplicación de la reducción lineal general para cada 
ítem arancelario de 20 % como mínimo, sobre por lo 
menos el 70 % de sus líneas arancelarias sujetas a 
derechos, o 60 % para los participantes con más de 
50 % de sus líneas arancelarias libres de derechos. 


El Protocolo entra en vigor el trigésimo día a partir 
del 15 de diciembre de 2010 y con la firma definitiva 
de al menos cuatro participantes. 


Las listas anexadas al Protocolo hasta el momen- 
to pertenecen a Cuba, Egipto, República de Corea, 
Mercosur, Malasia, India, Indonesia y Marruecos, y 
se espera que otros países presenten sus ofertas en el 
futuro cercano. 


Es bueno señalar que estos países representan 
aproximadamente un tercio de la población mun- 
dial, y sus economías han tenido un crecimien- 
to promedio mayor a la media mundial durante los 
últimos años. El comercio entre ellos alcanzó los 
US$ 758.000:000.000 en 2008, aumentando a una 
tasa promedio anual acumulativa (a.a.) de 24,3 % 
desde 2004, en tanto que el comercio con el resto del 
mundo se expandió a un ritmo de 18,1 % a.a. De esta 
forma, la participación de este grupo como destino 
y como origen de sus ventas se ha ampliado en los 
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últimos años: en 2008 las exportaciones intra SGPC 
representaron el 30,3 % del total de sus ventas, frente 
al 25,5 % en 2004; por el lado de las importaciones, 
la expansión fue de 3,4 puntos porcentuales, pasando 
de 23,8 % en 2004 a 27,2 % en 2008. 


El Protocolo de la Ronda de San Pablo del Acuerdo 
sobre el Sistema Global de Preferencias Comerciales 
entre Países en Desarrollo, contiene un Preámbulo, 
cinco Puntos y ocho Listas Anexadas. 


En el informe que fue presentado por escrito a la 
Comisión, realizamos distintas consideraciones que 
están a disposición de todos los señores Senadores. 


En concreto, el Protocolo establece: 
Punto I - Listas de concesiones arancelarias. 


Punto II - Certificación de origen efectuada por 
autoridades gubernamentales y no gubernamentales. 


Punto III - Revisión de los resultados de la Ronda 
de San Pablo. 


Punto IV - Adhesión al Protocolo de la Ronda de 
San Pablo. 


Punto V - Disposiciones finales. 


Entre todo el material que recabé para examinar 
un tema que, sin duda, es de mucha importancia, 
destaco un documento realmente exhaustivo —-que no 
ha sido incluido en este informe por ser muy extenso, 
pero que tengo en mi poder y está a disposición de los 
señores Senadores—, que examina el tema en profun- 
didad. Fue elaborado por el Licenciado Ignacio Barte- 
saghi en agosto de 2012 y presentado por la Cámara 
de Industrias del Uruguay a través del Departamento 
de Integración y Comercio Internacional de la Direc- 
ción de Investigación y Análisis. 


Al comienzo del citado informe se hace referen- 
cia a los objetivos y se dice: “En primer lugar, dar a 
conocer un instrumento que, por lo general, los ope- 
radores de comercio exterior del Uruguay no tienen 
presente, conocer el grado de profundidad alcanzado 
por el SGPC en los últimos años, caracterizar la re- 
lación comercial del Mercosur y de Uruguay con los 
países que integran el SGPC y diferenciarlo de otros 
sistemas preferenciales o acuerdos como el SGP”. 


Luego de efectuado un análisis muy pormenoriza- 
do, entre las conclusiones se establece lo siguiente: “Si 
bien las concesiones otorgadas por el Mercosur en el 
marco de la primera ronda de negociaciones del SGPC 
se encuentran vigentes en el caso uruguayo, hasta la 
fecha no se registra un aprovechamiento del sistema, 
ni por parte de los importadores ni tampoco por los 
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exportadores, lo que demuestra la escasa importancia 
presentada por el esquema preferencial bajo estudio”. 
Inmediatamente se agrega: “En los últimos años, dado 
el fuerte apoyo político otorgado por algunos de los 
miembros del SGPC, se le ha dado un mayor dinamis- 
mo al sistema, hecho que se concretó con la aproba- 
ción de los resultados de la Ronda de San Pablo lanza- 
da en 2004 y que culminó en 2010 en Foz de Iguazú”. 


En el informe se hace referencia también a la 
evolución de las negociaciones y a un dato que me 
parece especialmente relevante: el incremento del 
intercambio entre los países del sur, es decir, el co- 
mercio sur-sur. En concreto, se expresa: “Al respecto 
del comercio entre los países en desarrollo (no solo 
incluye a los miembros del SGPC), en los últimos 
años se ha registrado un crecimiento muy importante 
del comercio sur-sur. En efecto, las importaciones del 
Mercosur desde este tipo de países crecieron a una 
tasa anualizada del 18 % entre los años 2001-2011”. 


Asimismo, se señala que el presente instrumento 
—la Ronda que estamos ratificando— ha tenido una efi- 
cacia muy grande, pues las concesiones de los cuaren- 
ta y tres países miembros pasaron, entre la instancia 
anterior y la Ronda de San Pablo, de 651 a 47.324. Y 
más adelante se expresa: “De acuerdo a los estudios 
realizados por la UNCTAD, de darse plena vigencia a 
las concesiones de la Ronda de San Pablo, las mismas 
tendrán un positivo impacto en el ingreso (ingreso en 
términos de exportaciones y empleo) de los once paí- 
ses firmantes (ingresos cercanos a los US$ 2.500 mi- 
llones), monto que rondaría los US$ 6.000 millones de 
suscribirse dichas concesiones entre los 22 países que 
participaron de la ronda 17, beneficios que en los dos 
casos habría que adicionarle los efectos dinámicos”. 


Este informe, que contiene un pormenorizado 
análisis —caso por caso-— de las relaciones del Uruguay 
con los distintos países miembros, finaliza señalando 
la importancia de este Acuerdo, la poca utilización 
que de él se ha realizado hasta el presente y la conve- 
niencia de prestarle la debida atención. 


Finalmente quiero decir que el jueves pasado no 
estuve presente en la sesión de la Comisión de Asun- 
tos Internacionales por encontrarme en uso de licen- 
cia, debido a actividades que debía desarrollar en el 
extranjero y en virtud de ello presenté por escrito el 
informe, que figura en el repartido en la página 21. 


Agradezco a los miembros de la Comisión por el 
hecho de haber aprobado este Protocolo por unani- 
midad y haberme encomendado brindar el informe 
correspondiente en la sesión de hoy. 


Era cuanto tenía para manifestar. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 1.*.- Apruébase el Protocolo de la Ron- 
da de San Pablo al Acuerdo sobre el Sistema Global 
de Preferencias Comerciales entre Países en Desarro- 
llo suscrito por el Mercosur en Foz do Iguazú, Brasil, 
el quince de diciembre de dos mil diez”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Es para fundar el voto, 
señor Senador? 


SEÑOR BARÁIBAR.- No, señor Presidente; quiero 
proponer una pequeña modificación al texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debió haberlo planteado 
antes de la votación, señor Senador. De todas mane- 
ras, le doy la palabra, porque vamos a tener que re- 
considerar el punto. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Gracias, señor Presidente. 


Simplemente, en el texto debe figurar “Foz de Igua- 
zú”, en lugar de “Foz do Iguazú”; y donde dice “Brasil”, 
debe decirse “República Federativa de Brasil”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 


Se va a votar la reconsideración del proyecto de 
ley. 


(Se vota:) 
21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ahora corresponde votar nuevamente en general 
el proyecto de ley. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 


Léase el artículo único del proyecto de ley, con las 
modificaciones propuestas. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Artículo 1.%.- Apruébase el Protocolo de la Ronda de 
San Pablo al Acuerdo sobre el Sistema Global de Prefe- 
rencias Comerciales entre Países en Desarrollo suscrito 
por el Mercosur en Foz de Iguazú, República Federativa 
de Brasil, el quince de diciembre de dos mil diez”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Protocolo de la 
Ronda de San Pablo al Acuerdo sobre el Sistema Global 
de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo 
suscripto por el Mercosur en Foz de Iguazú, República 
Federativa del Brasil, el 15 de diciembre de 2010”. 


14) NUMERAL CUARTO DEL ORDEN DEL DÍA. 
VUELTA A COMISIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería pasar a 
considerar el asunto que figura en cuarto término del 
Orden del Día. 


SEÑOR LORIER.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: vamos a so- 
licitar que esta iniciativa vuelva a Comisión hasta que 
el Senado haya sido informado por el Poder Ejecutivo 
de la promulgación de la ley que eleva a la categoría 
de ciudad a Ecilda Paullier. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar la 
moción de vuelta a Comisión del proyecto de ley. 


196-C.S. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 


El proyecto de ley vuelve, pues, a Comisión. 


15) “MAESTRO JULIO CASTRO” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en quinto término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que por el que se designa 
con el nombre de “Maestro Julio Castro” la Escuela 
Técnica de Toledo, departamento de Canelones, 
dependiente del Consejo de Educación Técnico- 
Profesional, Administración Nacional de Educación 
Pública (Carp. n.* 1099/2012 — Rep. n.* 797/2013)”. 
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(Antecedentes: ) 


“Carp. n.” 1099/2012 
Rep. n.* 797/2013 
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Comisión de Educación y Cultura 
Proyecto de Ley Sustitutivo 


Artículo único- Desígnase con el nombre de 
“Maestro Julio Castro” a la Escuela Técnica de To- 
ledo, departamento de Canelones, dependiente del 
Consejo de Educación Técnico-Profesional, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. 


Sala de la Comisión, 17 de abril de 2013. 
Lucía Topolansky, Miembro Informante; Eduardo 


Lorier, Constanza Moreira, Gustavo Penadés, 
Enrique Rubio”. 
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Artículo único.- Desígnase con el nombre de "Julio Castro" a la 
Escuela Técnica de-Toledo, departamento de Canelones, dependiente del 
Consejo de Educación Técnico-Profesional, Administración Nacional de 
Educación Pública. 


Sala de Sesiones de la Cámara e Representantes, en 
Montevideo, a 5 de diciembre de 2012. 


VIRGINIA TIZ 
Secretaría 
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COMISIÓN DE 
EDUCACIÓN Y CULTURA 


— 


INFORME 


Señores Representantes: 

La Comisión de Educación y Cultura, por unanimidad, aconseja 
al Cuerpo aprobar este proyecto de ley mediante eí cual se designa "Maestro Julio Castro” 
a la Escuela Técnica de Toledo. Está ubicada junto al Batallón 14 donde fueron hallados 


sus restos. 
Julio Castro nació en el año 1908, en Estación la Cruz, 
departamento de Florida. Era el menor de once hermanos, ocho varones y tres mujeres. 


Concurrió a la Escuela Rural N” 9 de Pintado. Gracias a su 
buena escolaridad obtuvo una beca por concurso. para estudiar magisterio. Se trasladó 
entonces a Montevideo a cursar estudios en + el Instituto Normal de Varones "Joaquín R. 
Sánchez”. 

Vivió en pensiones mientras estudiaba. En el instituto conoció a 
media Ures, con quien se casó en primeras nupcias y tuvo dos hijos, Julio y Hebe. 

Se graduó en Montevideo, en el año 1927, de maestro de primer 
grado y en 1933, de maestro de segundo grado. 


Miguel Soler, ese otro querido maestro, nos destacaba que Julio 
comicas que estos niveles de formación, llamados de primero y de segundo grados, 
eran impropios del desarrollo alcanzado por la educación primaria nacional, por lo que 
propuso su reemplazo por fórmulas mucho más racionales". 


El medio rural, ese medio en el que nació y se crió, constituyó su 
fibra más íntima. Sus gustos y costumbres se formaron en la vida del campo y 
permanecieron inalterables, no las borraron ni la diaria convivencia con lo más destacado * 
de la intelectualidad uruguaya y de la vida pública, ni su sapiencia, inteligencia y 
sensibilidad. Por estas cualidades la UNESCO lo tuvo como uno de sus mejores técnicos. 


"El Canario" le decían sus compañeros de Marcha. "El Tropero 
se acuerda de nosotros" decía Carlos Quijano, cuando le llegaban las crónicas de Julio 
Castro para Marcha, en ese convivir con humildes y sufridas comunidades de América 
Latina, de Ecuador, de Cuba, de México, de Bolivia, de Venezuela. Fue objeto de su 
desvelo las condiciones de vida del hombre de campo, de quien mamó su forma sencilla y 
trato afable. Sufrió porque niños, mujeres y hombres vivieran “en condiciones 
infrahumanas en rancherios rurales, pueblos de ratas -como se les denominaba 
entonces-, sumidos en el olvido, en el atraso y en lugares apartados de los más 
elementales servicios. Padeció también por el trabajador de campo, por el changador, por 
el peón, por el arrendatario y por el medianero. Pero fue profundamente optimista para 
lograr las necesarias transformaciones que condujeran al progreso y a la justicia. A ello 
dedicó su vida entera, en el accionar educativo, social y político. Esa misma energía 
indoblegable que sólo el optimismo permite liberar, fue la que derramó generosamente en 
cada una de las comunidades indígenas y rurales de América Latina, por las cuales 
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trabajó, vivió, se identificó y se sintió uno más de ellos. 


Su segunda esposa fue Zaira Gamundi, maestra, quien vivió en Quito 1 
su marido estuvo en Ecuador y en Montevideo. Sufrió erotica el oo de lio, 
se movilizó. por comisarias, ministerios, hospitales y cuánto lugar arrojase una luz sobre 
su desaparición, También lo hicieron sus hijos, sus compañeros y amigos, y hombres y 
mujeres que sin distingos partidarios ni de nacionalidades clamaron y denunciaron en el 
Uruguay y en el exterior, la barbarie que produjo el oscurantismo autoritario. 


Los planos de su militancia. 


Julio Castro fue un militante de la vida, nada le fue ajeno. Vivió aprendiendo y 

enseñando. La educación, lo social, lo político, lo periodístico, fueron planos simultáneos 
de su militancia y de su vida, con un hilo conductor que los recorría a todos: la entrega a 
los demás, sentirse bien con ello. Cosechó amigos y compañeros, admiraciones y 
respeto, 
Fue maestro en varias escuelas. Director de escuelas comunes y de práctica en 
Montevideo. Por desempeñar esta segunda función fue profesor de Metodología en los 
institutos normales contribuyendo a la formación de maestros. Fue también subinspector 
de escuelas, inspector de escuelas en Montevideo y profesor de Filosofía de la Educación 
en institutos normales, cargos a los cuales accedió siempre por concurso y por mérito. 


Su primer gran obra "El analfabetismo”, obtuvo el primer premio en el Concurso 
Anual de Pedagogía del año 1939, organizado por el entonces Ministerio de Instrucción 
Pública y Previsión Social, la que fue publicada al año siguiente. 


Al ser premiado percibió la suma de mil pesos, que entregó al semanario "Marcha" 
para el equipamiento de sus talleres. Recuerda su hija Hebe que con ese dinero, el 
semanario compró una rotativa. Como recuerdo conserva su manija, que le obsequió el 
director del diario ACCIÓN de Mercedes, que fue quien la adquirió posteriormente. 


En el año 1940 dictó cursos de verano para maestros, organizados por el Consejo 
Nacional de Enseñanza Primaria y Normal. 


Fue un valioso colaborador de aquella publicación periódica que tenía el Consejo de 
Primaña y que fue fuente de formación para los maestros: los Anales de Instrucción 
Primaria. 

Allí publicó la obra "Los programas escolares vigentes. Modificaciones que podrían 
introducirse en ellos”, que obtuvo el primer premio del Concurso Anual de Pedagogía del - 
año 1940. Escribió en la revista "La Educación del Pueblo” dirigida por Selmar Balbi y en 
"Educación" de la Federación Uruguaya del Magisterio. 


En el año 1942 publicó “El banco fijo y la mesa colectiva. Vieja y Nueva Educación”, 
maravillosa obra pedagógica que nos atrapó en nuestra época de estudiante magisterial. 
El banco fijo, que todavía existe, es simbolo y consecuencia de la vieja educación, que 
considera al niño como un ciego que debe ser conducido por el lazarillo, con una 
disciplina escolar rígida que impide la interacción entre los alumnos y fomenta el 
aislamiento. En contraposición la mesa colectiva, simbolo y consecuencia de la nueva 
pedagogía, de la actividad del alumno y de la construcción colectiva, con un rol! del 
maestro de animador de esa creación. 

Escribió "Un ensayo en tomo a la cuestión religiosa”, fruto de la experiencia 
educativa que desarrolló en su escuela, como forma de contrarrestar la discriminación que 
sufrlan niños de ascendencia judía en ese lugar, durante la segunda guerra mundial. 
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" estudiantes de 

En el año 1944 publicó "La Escuela Rural en el Uruguay”. Con 
magisterio y de medicina, acompañó misiones sociopedagógicas en ¿ron er 
departamento de Tacuarembó y en Pueblo Fernández, departamento de , 


Concurrian a rancherios rurales a alfabetizar y a contribuir a generar mejores condiciones 


de vida, en el aspecto cultural, social y sanitario. Las misiones se constituyeron en 
cea aprendizajes para los estudiantes, los que conocieron las infrahumanas 
condiciones de vida del poblador rural. Denuncia viva que engendró malestar en quienes 
mostrar la realidad era sinónimo dé agitación. 


En el año 1948 viajó a México donde participó en el Congreso Nacional de Escuela 
Rural Mexicana y viajó por Bolivia, Perú, Ecuador, Colombia, Panamá, Costa Rica, 
Honduras y Guatemala. — * 

De regreso de ese viaje, brindó dos conferencias con sus experiencias en la sede de 
la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay. Fueron publicadas bajo el título 
"Como viven "os de abajo' en los países de América Latina”. "Los de abajo”, fue la 
expresión utilizada para titular una de las novelas de Mariano Azuela, médico del ejército 
revolucionario de Pancho Villa. Siempre relacionó ta educación con el medio social y 
económico. 

Participó en congresos de maestros rurales del Uruguay. En el año 1949 tuvo un rol 
de primera línea en el participativo proceso que dio como fruto ese maravilloso 
instrumento que fue el Programa para Escuelas.Rurales de 1949. Con medio siglo de 
existencia sus lineas de acción permanecen tan vigentes como entonces: la escuela rural 
como centro social y cultural de la comunidad, el niño como participe de su propia 

. formación, la educación adaptada al medio y el maestro comó animador de ese proceso. 


En el año 1949 publicó "Coordinación entre Primaria y Secundaria”. 


Por encargo de la UNESCO y del gobierno mexicano se desempeñó por tres años 
-con maravillosa entrega, como subdirector del Centro Regional de Educación 
Fundamental para América Latina (CREFAL), en Pátzcuaro. Vivió una honda experiencia 
de educación comunitaria y trabajó en áreas rurales y comunidades indigenas, en la 
promoción del ser humano como constructor de su destino, experiencia pedagógica que 
surgió al influjo de la revolución mexicana. 


En el año 1961, el Consejo de Primaria de aquel entonces, suprimió la Sección 
Educación Rural por no compartir su orientación. Los maestros rurales que no quisieron 
hacerle perder el hondo contenido social a la educación en su medio, se reunieron en el 
Paraninfo de la Universidad y fundaron el instituto Cooperativo de Educación Rural 
(ICER). A través del mismo se realizaron publicaciones entre las cuales se destacó la 
revista "Rumbo", seminarios y cursos que contaron con Julio Castro como miembro de la 
comisión asesora. Cuando el Consejo de Primaria suprimió la Sección Educación Rural, 
afectó a todo el movimiento del magisterio que ponia la educación en favor de la 
superación social del hombre de campo. En ese momento Miguel Soler se ve obligado a 
abandonar su experiencia educativa, quien recuerda a Julio Castro en plena calle una 
noche en 18 de Julio, denunciando la situación. 


Elaboró informes, estudios y asesoramientos por encargo de la UNESCO en 
Uruguay, en Perú, en Ecuador y en Cuba sobre América Latina en general. Dictó cursos y 
asesoró en otros países: 
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Tres veces estuvo en Cuba: en el año 1947 cuando informó sobre los privilegios 
irritantes, la ignorancia y el analfabetismo. En el año 1961, el año de la campaña de 
alfabetización y en el año 1970 como delegado de la UNESCO. 

Posteriormente en el año 1971 concurrió a Chile a una reunión sobre educación y 
entrevistó a Salvador Allende, 

En Perú realizó una importante tarea de estudio que publicó la UNESCO en el año 
1966 sobre el analfabetismo y constató un 40% de analfabetos. Escribió Julio Castro: 
"Cuando en una comunidad campesina de la Sierra, se enseña a leer y escribir a gente 
que duerme en el suelo, comen poco y mal, tienen un solo vestido que no pueden cambiar 
ni para lavarlo, habitan una choza miserable, usan arado de palo, viven aislados en lo alto 
de las montañas, ¿se están atacando las carencias en un orden correcto de prioridades? 
El hecho de leer y escribir ¿modifica en algo la vida del campesino cuando las demás 
condiciones permanecen intocadas?". 


El sindicalista 


Los sindicatos docentes contaron con su participación activa a nivel nacional y en 
eventos internacionales. 

Participó en la Unión Nacional del Magisterio, la Federación de Asociaciones 
Magisteriales del Uruguay, la Confederación Americana del Magisterio, la Unión del 
Magisterio de Montevideo y la Federación Uruguaya de! Magisterio. 

El periodista 

Como periodista fue un verdadero docente: profundidad en los planteos y sencillez 
en el lenguaje. También una cuota de humor. Y, por encima de todo, el periodismo como 
militancia, siempre con Carlos Quijano. La primera experiencia periodistica de Julio Castro 
es cuando Quijano funda el diario "El Nacional", que duró un año. La segunda es cuando 
funda el semanario "Acción", Hasta que el 23 de junio de 1939 aparece el primer número 
de “Marcha”, semanario comprometido, que marcó toda una época del periodismo 
uruguayo, treinta y cuatro años de vida, hasta su clausura definitiva por la dictadura en el 
año 1974. "Marcha" había llegado en ese entonces a publicar 30.000 ejemplares. 


Medio año antes, "Marcha" publicó el cuento "El guardaespaldas” de Nelson Winston 
Marra, que molestó a los que violaron la Constitución y quebraron la institucionalidad 
democrática: Julio Castro junto a Quijano, Onetti y Alfaro fueron internados en el Cilindro 
Municipal durante dos meses. 

"Marcha" fue parte de su vida. Hebe me contaba que los jueves permanecía allí 
desde las 8 de la mañana hasta las 10 de la noche. Redactor responsable, fue uno de los 
imprescindibles. 

Alí organizaba y comunicaba toda su pasión militante, como también la de muchos 
que volcaban la suya. 

¡Cuánto dolor cuando la dictadura comete la barbarie de querer destruir las ideas 
destruyendo lo material! En carta fechada el 7 de mayo de 1976 Julio Castro expresaba a 
Carlos Quijano: 

"Trataré de que 'Marcha' quede con el nombre limpio; aunque es lo único que queda. 


Se llevaron el archivo. Van cuatro camiones. Destino final: hornos de incineración del 
municipio. Les queda por llevar dos camiones más. Alrededor de tres a cuatro mil kilos 
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cada uno. He asistido personalmente, paciente y sufriente, al despojo. Amagaron con una 
selección; después se llevaron todo". 


El militante político 

Quien «siente la necesidad de servir y transformar la vida de la gente, tarde o 
temprano termina interesándose en la política. Por encima de las diferencias propias del 
pluralismo democrático, asi lo sentimos. Julio Castro no fue una excepción y más 
temprano que tarde, comenzó militando en la Agrupación Nacionalista Demócrata Social 
dentro del Partido Nacional Independiente que fundó Quijano en el año 1928. 


Su bagaje ideológico tuvo como pilares a la democracia, a la opción por los más 
humildes y a la lucha contra las acciones imperialistas. Se opuso a los golpes de Estado 
de Terra y de Baldomir. 


Participó en actividades de apoyo a la España Republicana y en la condena al 
nazismo. 

Múltiples publicaciones realizó en su accionar político, como "Vida de Basilio 
Muñoz”, "Bombas y Dólares sobre Guatemala”, “Tenencia de la tierra y reforma agraria". 


En el año 1946 fue candidato a la Cámara de Representantes por el Partido 
Demócrata. En la década del 60 trabajó por la concertación y la unificación de la 
izquierda. Participó así en la "Mesa para la Unidad del Pueblo” que tuvo seis meses de 
actividad en el año 1965, con la panicipación del Partido Socialista, del FIDEL y de 
dirigentes y personalidades de aquel momento, Junto con un grupo de ciudadanos 
independientes, Julio Castro emitió en 1970 una declaración con propuesta para un 
accionar concertado de la izquierda. 

Fue uno de los firmantes del Acta fundacional del Frente Amplio, que se suscribió el 
5 de febrero de 1971. 

Fue nuevamente candidato a la Cámara de Representantes, esta vez por el 
"Movimiento Independiente 7 de octubre" del Frente Amplio. 

Dijo Julio Castro poco después: "El Frente Amplio es un movimiento que recién 
empieza y que debe continuar sin desmayos hasta la victoria final. La elección no es más 
que un hito; un mojón que marca el comienzo de una nueva etapa". 


Julio Castro acompañaba a Seregni en mucha de sus giras. Pero la dictadura llegó y 
no sólo arrasó con los sueños del Frente Amplio, sino que ninguno de los partidos 
políticos pudo cumplir con el rol que le LN la democracia y que le confía con plena 
legitimidad el soberano. 

Julio Castro, que ya había sufrido un aneurisma en 1944, sufre un segundo 
aneurisma en el 74. Su salud estaba deteriorada y requería cuidarse mucho. A pesar de 
ello, alli seguía Julio batallando por la democracia, ayudando a que militantes perseguidos 
pudieran salir del pais. Acompañándolos hasta la Embajada de México para el asilo, 
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reuniéndose con Crottogini, que tenía una misión bien clara, yendo a la casa de Lily ' 


Lerena -Liíber Seregni estaba preso-, contactándose con José Pedro Cardoso y otros 
dirigentes del Frente Amplio. 


Se encontraba con el Capitán Lebel, quien el día del golpe de Estado de 1973 colgó 
un cartel en el balcón de su casa que decía "Soy el Capitán de Navío Oscar Lebel, ¡Abajo 


la Dictadural 
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Julio Castro frecuentaba también la casa de 'Etrain Quesada, con quien 
intercambiaba información. 

Escribía Alfaro: "Quesada era una excelente fuente porque por su casa desfilaba 
cuanto corresponsal extranjero de alguna importancia visitara Montevideo desde 
Niedergang, de 'Le Monde', hasta Flavio Tavares, del mexicano 'Exelsior'- y políticos 
influyentes como Jorge Batlle, Vasconcellos y Jude, que constituían el “triunvirato' 
colorado clandestino y Dardo Ortiz, Carlos Julio Pereira y Mario Heber, los 'triunviros' 
blancos. 

Con 68 años de edad, Julio Castro “Era un hombre sin miedo; más que trágico 
consideraba ridículo el aparato del Proceso. No iba a cambiar de manera de ser porque 
los militares se hubieran encaramado al poder y se movía de forma abierta, a todo riesgo". 
"No se preocupen -decía- no me van a hacer nada cuando les avise que estoy enfermo”. 


Ese año, 1978, Julio le escribía a Quijano: "Esto durará, pero se acabará. Aunque yo 
no lo vea". 

El secuestro 

El 1? de agosto de 1977, Julio salia de la casa de Efrain Quesada y caminando por 
calle Rivera se dirigió a su camioneta Indio. Dos hombres lo obligaron a entrar en un 
automóvil, un Oficial de la Policía y un soldado. Lo secuestraron y lo llevaron al Centro de 
Torturas de la Casona de la Avenida Milián, donde lo torturaron y terminaron cruelmente 
con su vida, dos dias después. 


La denuncia y la búsqueda 


Sus hijos, su esposa y sus amigos comenzaron su búsqueda en todos los lugares 
posibles, investigaron y formularon las denuncias. En el exterior, el caso recorrió el 
mundo. Educadores, medios de comunicaciones, organizaciones y personalidades de 
muchos países reclamaron por Julio. 


Había sembrado amigos, compañeros, solidaridad, respeto, estima y 
reconocimiento. De todas partes reclamaban por el maestro, por el sembrador. 


Juan Raúl Ferreira lo hizo en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 
la OEA, cuando recibió cartas con detalles de Zaira y de Quijano. 


La dictadura miente, informa que salió en el vuelo de PLUNA 159 del 22 de 
setiembre de 1977 y que llegó a Buenos Aires. La información de Argentina es distinta, 
pero su régimen militar también termina mintiendo y se desdice. Ni Julio Castro iba en ese 
vuelo, ni ese avión llegó a Buenos Aires porque por el mal tiempo, tuvo que regresar. Las 
dictaduras de Argentina y Uruguay, siamesas ambas, terminan acordando la mentira, 


Zaira intentó hablar con el Comandante del Ejército Gregorio Álvarez, que había sido 
alumno de Julio Castro en la escuela. Al no acceder a una entrevista le escribió una carta 
donde le reclamaba ayuda y saber donde estaba su esposo. Alli Zaira expresaba: "Es mi 
desesperación de esposa, que desde el 1? de agosto nada sé de mi marido, la que me 
lleva a pedirle, con todo respeto, me conceda una entrevista, Hace hoy 57 días de la 
desaparición de mi esposo, sin que se me comunique nada y sin que se responda a mis 
reiteradas gestiones ante las autoridades correspondientes. Mi esposo es Julio Castro, el 
que fuera su maestro en la Escuela Sanguinetti. Estoy segura que Ud. tiene que 
recordarlo por su excepcional calidad docente, su gran bondad, su sensibilidad humana, 
así como Julio Castro tenia presente en Ud. al pequeño escolar. Hay relaciones que no se 
destruyen y una es la que se establece entre maestro y alumno. En nombre de ello y 
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acuciada por mi creciente desesperación es que me decidí a insistir en mi pedido, porque 
creo que sólo Ud. puede ayudarme y orientarme para saber dónde está y cómo se. 
encuentra este maestro que, próximo a los 69 años, se halla en un estado de salud que 
requiere cuidados especiales. Por favor, Sr, General: permita que hable con Ud., permita 
que oiga de sus labios las palabras que tanto necesito, haciéndome llegar su respuesta”. 

La mentira y la cobardía ante el monstruoso hecho de quitarle la vida fue la 
respuesta cuando, desde el régimen, publican en la prensa un comunicado con la foto de 
Julio Castro, solicitando la colaboración de la población para ubicar su paradero. 


Final 

Julio Castro supo trascender los limites de la vida que le quitaron y hoy también le 
tenemos entre nosotros. 

En este homenaje, de nominación de un centro educativo, estamos haciendo parte 
de la justicia que se merece. 

Julio Castro vive en la democracia de su pueblo, vive en la gente humilde que tanto 
amó, está presente en los niños de todas las escuelas públicas, que sin saberlo recibieron 
su entrega. 

En 1980, en el exilio, Carlos Quijano le escribía una carta a Zaira y allí decia: "Nos 
tocó perder y sufrir, pero la derrota será transitoria. Un día nosotros le haremos justicia a 
Julio. Y si el tiempo se nos va, otros lo harán por nosotros”. Con sus muy limitados 
medios, ellos y muchos le hicieron justicia hasta que el tiempo se les fue. 

En el compromiso con la vida y con los niños, con el hombre y con la mujer que 
sufre, el compromiso es nuestro. 

Es por estas razones que aconsejamos al plenario la dorcbación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 24 de setiembre de 2012. 


ROQUE ARREGUI! 
MIEMBRO INFORMANTE * 
RODOLFO CARAM 
DANIEL MAÑANA 
MARTHA MONTANER 
SEBASTIÁN SABINI 
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Comisión de Educación y Cultura 
ACTA N.* 62 


En Montevideo, el día diecisiete de abril del año 
dos mil trece, a la hora dieciséis y trece minutos se 
reúne la Comisión de Educación y Cultura de la Cá- 
mara de Senadores. 

Asisten los miembros señoras Senadoras Constan- 
za Moreira y Lucía Topolansky y señores Senadores 
Eduardo Lorier, Gustavo Penadés y Enrique Rubio. 

Faltan con aviso los señores Senadores José Amo- 
rín Batlle y Eber Da Rosa. 

Preside el señor Senador Enrique Rubio, Presi- 
dente de la Comisión. Actúan en Secretaría la señora 
Secretaria de Comisión María Cecilia Fernández y la 
señora Prosecretaria María Victoria Lumaca. 

Asuntos entrados: 

1. Proyectos de ley remitidos por el Poder Ejecu- 
tivo: 

— Por el que se designa con el nombre de “Eneida 
Texeira de Basaldúa” la Escuela n.” 54 del departa- 
mento de Artigas (Carpeta n.* 1153/2013 — Distribui- 
do n.” 1984/2013). 

— Por el que se designa con el nombre de “Maestra 
Enriqueta Compte y Riqué” el Jardín de Infantes n.* 
81 del departamento de Treinta y Tres (Carpeta n.* 
1154/2013 — Distribuido n.” 1985/2013). 

2. Solicitudes de audiencia presentadas por: 

— Miembros de la Casa de los Escritores del Uru- 
guay, quienes desean proponer soluciones para la le- 
gislación social de los escritores. 

— El señor Horacio Castells para referirse al pro- 
yecto de ley de Derecho de Seguimiento, presentado 
por el señor Senador León Morelli. 

3. Versión taquigráfica de las palabras pronuncia- 
das por el Representante Nacional Rubén Martínez 
Huelmo, relacionadas con la nominación de la ruta 
nacional n.” 14 de la República Argentina con el nom- 
bre de “General José Gervasio Artigas”. 

Asuntos aprobados: 

— Carpeta n.* 1092/2012. Proyecto de ley aprobado 
por la Cámara de Representantes por el cual se desig- 
na con el nombre de “David Manuel Hugo Roher” la 
Escuela Técnica de villa Ecilda Paullier, departamen- 
to de San José. 

En consideración. La Comisión aprueba un pro- 
yecto de ley sustitutivo: 5 en 5. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. Se designa Miembro Informante al señor 
Senador Eduardo Lorier, quien lo hará en forma ver- 
bal. 

El texto del proyecto de ley sustitutivo aprobado se 
transcribe a continuación: 

“Artículo único.- Desígnase con el nombre de “Da- 
vid Manuel Hugo Roher”, a la Escuela Técnica de 
villa Ecilda Paullier, departamento de San José, de- 
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pendiente del Consejo de Educación Técnico-Profe- 
sional, Administración Nacional de Educación Públi- 
ca”. 

— Carpeta n.” 1099/2012. Proyecto de ley aproba- 
do por la Cámara de Representantes por el cual se 
designa con el nombre de “Julio Castro” la Escuela 
Técnica de Toledo, departamento de Canelones. 

En consideración. La Comisión aprueba un pro- 
yecto de ley sustitutivo: 5 en 5. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. Se designa Miembro Informante a la señora 
Senadora Lucía Topolansky, quien lo hará en forma 
verbal. 

El texto del proyecto de ley sustitutivo aprobado 
se transcribe a continuación: “Artículo único.- Desíg- 
nase con el nombre de “Maestro Julio Castro” a la 
Escuela Técnica de Toledo, departamento de Canelo- 
nes, dependiente del Consejo de Educación Técnico- 
Profesional, Administración Nacional de Educación 
Pública”. 

— Carpeta n.* 1153/2013. Mensaje y proyecto de 
ley remitido por el Poder Ejecutivo por el que se de- 
signa con el nombre de “Eneida Texeira de Basaldúa” 
la Escuela n.” 54 del departamento de Artigas. 

En consideración. La Comisión aprueba un pro- 
yecto de ley sustitutivo: 5 en 5. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. Se designa Miembro Informante al señor 
Senador Gustavo Penadés, quien lo hará en forma 
verbal. 

El texto del proyecto de ley sustitutivo aprobado se 
transcribe a continuación: “Artículo único. - Desígna- 
se con el nombre de “Eneida Texeira de Basaldúa” a 
la Escuela n.* 54 del departamento de Artigas, depen- 
diente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública”. 

— Carpeta n.? 1154/2013. Mensaje y proyecto de 
ley remitido por el Poder Ejecutivo por el que se de- 
signa con el nombre de “Maestra Enriqueta Compte y 
Riqué” el Jardín de Infantes n.” 81 del departamento 
de Treinta y Tres. 

En consideración. La Comisión aprueba un pro- 
yecto de ley sustitutivo: 5 en 5. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. Se designa Miembro Informante a la señora 
Senadora Constanza Moreira, quien lo hará en forma 
verbal. 

El texto del proyecto de ley sustitutivo aprobado 
se transcribe a continuación: “Artículo único.- Desíg- 
nase con el nombre de “Maestra Enriqueta Compte y 
Riqué” al Jardín de Infantes n.” 81 del departamento 
de Treinta y Tres, dependiente del Consejo de Edu- 
cación Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública”. 

Resolución: 

Los integrantes de la Comisión resuelven conce- 
der las audiencias solicitadas para la primera sesión 
del mes de mayo. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada figura en el Distribuido n.” 
2025/2013, que integra esta Acta. 
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A la hora dieciséis y veintitrés minutos se levanta 
la sesión. Para constancia se labra la presente Acta 
que, una vez aprobada, firman el señor Presidente y 
la señora Secretaria de la Comisión. 


Enrique Rubio, Presidente; María Cecilia Fer- 
nández, Secretaria». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
—En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora 
Senadora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: esta 
propuesta de designación a la Escuela Técnica de To- 
ledo con el nombre de “Maestro Julio Castro” parte 
de la institución y de la comunidad. Entre los varios 
fundamentos señalados para esta designación, figura 
que los restos de Julio Castro permanecieron sepulta- 
dos por un período muy prolongado en un área muy 
próxima a la que actualmente funciona esta escuela. 


En realidad, señor Presidente, fundamentar la de- 
signación con el nombre de “Maestro Julio Castro” 
podría parecer ocioso. La figura de este uruguayo, su 
valía y la vida de servicio a la sociedad, fuertemente 
orientada hacia las penurias de los más desposeídos, 
es conocida por todos nosotros. De todos modos, tra- 
taremos de señalar brevemente lo que consideramos 
más fundamental de su vida como educador y como 
periodista. 


Laura Pérez lo define de esta manera: “Julio Cas- 
tro pertenece a una brillante generación de educa- 
dores uruguayos que fueron forjadores de verdadero 
pensamiento pedagógico nacional. 


Nos enfrentamos a una personalidad polifacé- 
tica: fue educador (maestro, director de escuela e 
inspector), fue periodista (columnista permanente 
del semanario Marcha), profesión que abrazó y ejer- 
ció como otra forma de docencia, y tuvo además una 
comprometida actividad como dirigente gremial. 


Sin duda alguna, Julio Castro fue el precursor, 
a nivel nacional, de un pensamiento pedagógico de 
corte social, que situó a la Pedagogía en el escenario 
concreto de la sociedad y sus problemas. El análisis 
de las condiciones socioeconómicas y educativas de 
nuestra campaña, así como también de la realidad la- 
tinoamericana —particularmente el fenómeno del im- 
perialismo norteamericano en América Latina y sus 
consecuencias sobre la cultura—, fueron temáticas 
permanentes en su labor como docente y periodista. 
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Todo su pensamiento y su obra están atravesados 
por dos características: por un lado, un profundo 
humanismo realista; la realidad y particularmente 
la realidad socioeconómica y cultural fue siempre el 
punto de partida y de llegada de sus reflexiones. 


Por otro lado, toda su obra está elaborada sobre la 
base de un lenguaje riguroso, comprometido y de per- 
manente denuncia hacia las situaciones de opresión 
e injusticia. 


Su nombre sigue siendo hasta hoy, sinónimo de la 
gran transformación operada en la educación rural 
nacional, etapa fermental de la educación urugua- 
ya en la que se fue gestando desde la reflexión y la 
acción, una verdadera pedagogía nacional que pudo 
concretarse en propuestas educativas de avanzada”. 


Más adelante, la misma autora dice que Julio 
Castro pertenece a una generación que conformó 
toda una idea educativa en un momento en que en 
la educación rural el fracaso de la escolarización era 
del 58 % en los cursos y la mitad de los inscriptos no 
sobrepasaba el primer año. 


Luego expresa: “A partir de entonces se sucederán 
una serie de acontecimientos vitales para la educa- 
ción rural, en los cuales las ideas de Julio Castro se- 
rán absolutamente vertebradoras”. 


A modo de síntesis, vamos a enumerarlas: En 
1944-1945 se realiza el Congreso Nacional de Maes- 
tros sobre Escuela Rural; en 1945 se lleva a cabo la 
Primera Misión Socio-Pedagógica a Caraguatá —de- 
partamento de Tacuarembó; en 1946 se crean las 
“Escuelas Granjas”; en 1948 se funda el Instituto 
Normal Rural; en 1949 se celebra en Piriápolis el 
Congreso de Maestros de Escuelas Rurales y Granjas. 


En otro fragmento, esta autora expresa: «En sínte- 
sis, y tomando las palabras de Miguel Soler, se trató “de 
un movimiento de un par de generaciones de educa- 
dores de base que supieron pasar de la denuncia a la 
propuesta, de la propuesta a la acción y de la acción 
innovadora a formulaciones teóricas orgánicas”». 


En materia de concepción educativa, podríamos 
citar mil cosas. Sería larguísimo hacerlo, pero quere- 
mos rescatar la siguiente expresión de Julio Castro: 
“La educación es un hecho social por el que un gru- 
po humano trasmite a las generaciones que le suce- 
den su cultura y sus ideales. Esta transmisión está 
condicionada por el medio natural y por el desarrollo 
económico y cultural de los pueblos”. Este texto per- 
tenece a su obra “Experiencias de la escuela rural 
uruguaya”. 


Julio Castro también nos dio cátedra en el ámbito 
del periodismo. Por ello voy a leer algunos fragmen- 
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tos de un artículo publicado el 18 de marzo de 1933, 
para señalar la concepción de periodismo que tenía 
este insigne uruguayo. Decía Julio Castro: “La cáte- 
dra más popular, la enseñanza más ágil y viviente, la 
que alcanza a todos y llega a todos los rincones es la 
que encierra la prensa”. 


En ese mismo texto, más adelante dice: “La prensa 
de nuestro país está orientada hacia la defensa de sus 
intereses económicos, sociales, políticos, financieros. 
Y hacia esos fines se orienta desmintiendo la verdad, 
tergiversando conceptos, oscureciendo la claridad de 
los problemas, alimentando las bajas pasiones. En el 
terreno político no se hace polémica leal, ni siquiera 
se habla con altura. Se mistifica y se emplea la so- 
fística a sabiendas. Existe tan poca delicadeza en la 
política periodística que aún se emplea la propaganda 
a base de versitos ilustrados con monigotes o carica- 
turas burdas. Nadie que busque una orientación po- 
lítica clara, podrá encontrarla entre la miseria moral 
que rija nuestra prensa. 


En lo económico y financiero se busca por todos 
los medios la difusión del diario. Para ello se emplea 
todo medio de baja estofa. La crónica novelesca del 
crimen o del juicio criminal; las 3 o 4 páginas dedica- 
das a las carreras; las otras dedicadas a los deportes, 
o a la vida social; los grandes títulos anunciando ca- 
tástrofes y en fin todo lo que vemos todos los días en 
todos los diarios”. 


En otra parte del texto define cuál debe ser la ac- 
titud del periodista. Dice lo siguiente: “Ahora bien; 
el deber que nos exige nuestra convicción a los que 
encaramos el periodismo como misión noble y sagra- 
da es el de reaccionar contra esta prostitución de la 
prensa; es nuestro deber y lo cumplimos a la medi- 
da de nuestra fuerza. Fue nuestra directriz cuando 
desde El Nacional exponíamos con altura y nobleza 
nuestras ideas; ha sido nuestra guía en este último 
año en que contra viento y marea hemos sacado Ac- 
ción; lo seguirá siendo en el futuro. 


Como prueba de nuestra entereza moral y de 
nuestra acción por ella orientada está nuestra labor 
de más de dos años y esta labor será nuestra garan- 
tía y nuestro aliento para el futuro; para esta nueva 
etapa de titánica lucha que se inicia con el presente 
número”. Como verán los señores Senadores, era do- 
cente en el plano de la docencia en sí misma y en el 
plano del periodismo. 


También haremos un breve relato de la vida de Ju- 
lio Castro. Nació en el paraje La Cruz, departamento 
de Florida, el 13 de noviembre de 1908. Fue hijo de 
agricultores y perteneció a una familia numerosa, ya 
que tenía diez hermanos con quienes estudió en una 
escuela rural de Florida. 
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Desde muy joven se comprometió con la lucha por 
los cambios, que en 1928 le llevó a fundar, junto a 
Carlos Quijano, la Agrupación Nacionalista Demó- 
crata Social que pertenecía al Partido Nacional Inde- 
pendiente. También junto a Quijano en 1930 fundó 
el diario El Nacional y en 1933, con Carlos Quijano 
y Arturo Ardao, en 1933 fundó el semanario Acción, 
opositor a la dictadura de Terra. En 1935 participó 
junto a Ardao en el levantamiento armado liderado 
por el caudillo blanco Basilio Muñoz contra la dic- 
tadura de Terra, por lo que fue hecho prisionero en 
Rivera. En 1939, junto a Quijano y Ardao, fundó el 
semanario Marcha. Fue fundador de la Federación 
Uruguaya de Magisterio y militó en la Asociación de 
la Prensa Uruguaya. 


Este es apenas un párrafo que recorre 31 años de 
la vida de un hombre, que lo pinta como un incansa- 
ble luchador, dispuesto a llevar adelante sus ideas sin 
descartar ningún instrumento. 


Fue también un estudiante excelente, razón por la 
que accedió a una beca que le permitió estudiar ma- 
gisterio en el Instituto Normal de Varones “Joaquín R. 
Sánchez” en Montevideo. Desarrolló su pensamiento 
y apostó a formar opinión en torno al proceso social, 
el carácter y la necesidad de la educación, y fue autor 
de una serie de publicaciones que solo enumerare- 
mos: El Analfabetismo, que recibió el primer premio 
en el Concurso Anual de Pedagogía en 1939; Progra- 
mas Escolares Vigentes, en 1940; El banco fijo y la 
mesa colectiva: vieja y nueva educación, en 1944, 
publicado gracias al apoyo de una serie de persona- 
lidades de la cultura que aportaron para que se con- 
cretara; La escuela rural en el Uruguay, en 1944; Co- 
ordinación entre Primaria y Secundaria, en 1944. En 
1945 promovió e integró con 20 estudiantes la prime- 
ra misión sociopedagógica que se realizó en Caragua- 
tá, la que tuvo importantísima repercusión en el país 
a partir de las publicaciones que Castro realizó en 
el semanario Marcha, heredando una realidad des- 
conocida para muchos hasta ese momento. Así como 
en 1945 en Caraguatá Julio Castro tendía un puente 
hacia un Uruguay desconocido, el 30 de abril pasado, 
también en Caraguatá, se homenajeó y se instituyó 
otro reconocimiento a ese Uruguay que hemos ido 
acercando en estos últimos años con la creación del 
Día del Trabajador Rural. Creemos que Julio Castro 
habría estado totalmente de acuerdo con esta cele- 
bración. En 1949 fue redactor junto a Miguel Soler 
y Enrique Brayer Blanco del Programa de Escuelas 
Rurales y Granjas que se usó luego como modelo en 
toda América Latina. En 1952, la Unesco lo nombró 
Director de la rama de Producción de Materiales del 
Centro de Cooperación Regional para la Educación 
de Adultos en América Latina y el Caribe, CREFAL. 
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Como puede apreciarse en esta breve interven- 
ción, la vida de este hombre es un ejemplo de conse- 
cuencia con la búsqueda de los mejores instrumentos 
e ideas para cambiar la sociedad, haciendo un claro 
centro en la educación, pero también en el periodis- 
mo, como requisito imprescindible para formar ciu- 
dadanos responsables y libres. 


En el informe de la Comisión para la Paz de 2003, 
se señala que el maestro Julio Castro, a sus 69 años, 
“fue detenido en la vía pública, en la intersección de 
la calle Francisco Llambí casi avenida Rivera, el día 
1.2 de agosto de 1977, alrededor de la hora 10:30”. Se 
dice que murió el 3 de agosto de 1977 a causa de las 
torturas a las que fuera sometido. Miguel Soler sos- 
tiene que el secuestro de Julio Castro el 1.* de agosto 
de 1977 por la dictadura y su posterior desaparición 
truncaron su vida y su obra. Compartimos plenamen- 
te el pensamiento del maestro Soler. 


El 21 de octubre de 2011, luego de recibir dis- 
tintos datos, se hallaron restos en el Batallón de In- 
fantería Paracaidista n.” 14 y el 1.2 de diciembre se 
confirmó que pertenecían a Julio Castro. 


Por lo expuesto, nos parece que la designación de 
la Escuela Técnica de Toledo con el nombre “Maes- 
tro Julio Castro” es una iniciativa por demás acertada 
que exhortamos acompañar. 


SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: en virtud 
de que no me encontraba presente en la sesión de la 
Comisión en la que se aprobó designar con el nombre 
“Maestro Julio Castro” la Escuela Técnica de Toledo, 
quiero dejar expresa constancia en Sala de mi aproba- 
ción y mi coincidencia con el homenaje a este hombre. 


La acción que ha descrito la Senadora Topolansky, 
desde el punto de vista intelectual, periodístico y 
político, indudablemente es y ha sido gravitante y 
trascendente en su tiempo. En lo personal, rescato y 
quiero recordar muy especialmente el trabajo que el 
maestro Julio Castro desarrolló junto a un grupo de 
maestros y personas interesadas en los temas sociales 
y rurales en la zona de Caraguatá, a fines de la década 
del cuarenta y comienzos de la del cincuenta. Él 
realizó un trabajo muy interesante, ya que se adentró 
en lo más profundo del Uruguay rural en un tiempo 
en que allí había una concentración de población 
importante para la vida del país y eso hacía que la 
distribución poblacional de todo el territorio fuera 
más equilibrada. Buena parte de su acción, de sus 
misiones sociopedagógicas apuntaron, entre otras 
cosas, a trabajar con la gente, en el terreno de lo 
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real y no simplemente en el campo de la teoría, en lo 
relativo a las causas de la emigración de la gente del 
interior profundo hacia otros destinos. En una palabra, 
investigó sobre los orígenes y las causas del destino 
que el Uruguay tuvo en los cincuenta años siguientes, 
que en buena medida es el país en el que hoy vivimos. 


Julio Castro trabajó en torno a los problemas de 
la salud, de la caminería, de los servicios que eran 
absolutamente imprescindibles para que la gente pu- 
diera tener condiciones de vida digna, a los efectos 
de permanecer en un ámbito que posteriormente 
abandonaría, como efectivamente ocurrió a medida 
que la población se fue concentrando en las zonas 
urbanas y en otros centros poblados, por causas que 
están enraizadas en la disparidad que el país tuvo en 
el siglo xx en cuanto al desarrollo de los servicios en- 
tre las áreas urbanas y las rurales, particularmente 
en el norte del país. 


La señora Senadora Topolansky hacía referencia 
recién a que Julio Castro seguramente se habría sen- 
tido contento de celebrar el Día del Trabajador Rural 
el 30 de abril en la zona de Caraguatá y yo coincido 
con ese punto de vista. También digo que se habría 
sentido muy feliz de que ese mismo día, el 30 de abril, 
a muy poca distancia de donde se celebró el Día del 
Trabajador Rural, se inauguró un importante tramo 
de electrificación rural en toda esa zona del interior 
profundo de Caraguatá que carecía de ella y eso justa- 
mente coincide con la preocupación que se planteaba 
en los años cuarenta y cincuenta por la falta de ese 
tipo de servicios. Personalmente celebro estos hechos 
y me parece que es absolutamente justo y merecido 
el reconocimiento al maestro Julio Castro. Conozco y 
tengo amigos personales y compañeros políticos que 
trabajaron como maestros en esas misiones sociope- 
dagógicas y me han contado en directo lo que signifi- 
có el trabajo realizado en esa época. 


Naturalmente, quiero sumar mi voz a la aproba- 
ción del proyecto y me interesa especialmente que 
conste en la versión taquigráfica de esta sesión, ya 
que no pude ser firmante del proyecto de ley por el 
que se designa la Escuela Técnica de Toledo con el 
nombre “Maestro Julio Castro” por no haber estado 
presente. Incluso, pienso que alguna escuela de la 
zona de Caraguatá en el departamento de Tacuarem- 
bó, en algún momento tendrá que llevar el nombre de 
Julio Castro por un estricto y justo reconocimiento a 
la vida de este hombre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley en 
consideración. 


(Se vota:) 


-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Artículo Unico.- Desígnase con el nombre de 
“Maestro Julio Castro” a la Escuela Técnica de To- 
ledo, departamento de Canelones, dependiente del 
Consejo de Educación Técnico-Profesional, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública». 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado el proyecto de ley, que vuelve a la 
Cámara de Representantes a efectos de que se consi- 


dere la modificación introducida. 

(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do, por ser igual al considerado). 
16) “ENEIDA TEXEIRA DE BASALDÚA” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en sexto término del Orden del Día: 
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«Proyecto de ley por el que se designa con el nombre 
de “Eneida Texeira de Basaldúa” la Escuela n.” 54, 
departamento de Artigas, dependiente del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Administración Nacio- 
nal de Educación Pública (Carpeta n.* 1153/2013 — 
Repartido n.* 795/2013)». 


(Antecedentes:) 


«Carp. n.” 1153/2013 
Rep. n.* 795/2013 
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Comisión de Educación y Cultura 
Proyecto de Ley Sustitutivo 


Artículo Único - Desígnase con el nombre de 
“Eneida Texeira de Basaldúa” a la Escuela n.” 54 del 
departamento de Artigas, dependiente del Consejo 
de Educación Inicial y Primaria, Administración 
Nacional de Educación Pública. 


Sala de la Comisión, 17 de abril de 2013. 


Gustavo Penadés, Miembro Informante; Eduardo 
Lorier, Constanza Moreira, Enrique Rubio, 
Lucía Topolansky». 
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MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 


Montevideo, 18 de enero de 2013. 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 


Mensaje N” 05/13 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Alto Cuerpo con el 
fin de someter a su consideración el Proyecto de Ley que se acompaña, por el cual se 
designa a la Escuela N” 54 del Departamento de Artigas con el nombre de “Eneida 
Texeira de Basaldúa”. 


La propuesta efectuada por la Comisión Fomento y docentes del 
mencionado centro escolar cuenta con el apoyo de la Dirección de la escuela y con los 
informes favorables de las autoridades de la Administración Nacional de Educación 
Pública. 


: Sin otro particular, saluda al señor Presidente, y por su intermedio al 
resto de los integrantes de ese Alto Cuerpo, con su mayor consideración. 


Presidenta de la República 
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Artículo Único - Designase a la Escuela N* 54, del Departamento de Artigas, con el 
nombre de “Eneida Texeira de Basaldúa”.- 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
—En consideración. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Con este proyecto de ley se 
propone designar la Escuela n.* 54 del departamento 
de Artigas con el nombre “Eneida Texeira de Basal- 
dúa”. La referida ciudadana nació el 2 de agosto de 
1913 en la villa de San Eugenio. Fue una connotada 
y recordada maestra en el departamento de Artigas, 
donde llevó adelante una labor de más de 35 años de 
docencia. Además, desarrolló una importante activi- 
dad poética, la que fue realmente reconocida, y sus 
trabajos han sido publicados por periódicos locales de 
la época como: Orientación, La Voz del Norte, Prin- 
cipios, Crónica y Pregonero. Estos trabajos hablan de 
una mujer muy comprometida con la cultura y con la 
sensibilidad de una época y de su departamento de 
Artigas; departamento que ella quiso recordar y que 
a su vez la ha homenajeado en reiteradas oportunida- 
des de las más diversas maneras. 


Falleció en la ciudad de Artigas, el 26 de agosto 
del año 2000, y la comunidad educativa de la zona 
encuentra como un acto de justicia que se designe 
con su nombre a esta Escuela. 


En virtud de que no se han planteado objeciones, 
la Comisión recomienda al Senado que vote afirmati- 
vamente este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Artículo Único.- Desígnase con el nombre de 
“Eneida Texeira de Basaldúa” a la Escuela n.* 54 del 
departamento de Artigas, dependiente del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Administración Nacio- 
nal de Educación Pública». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo único del proyecto 
de ley. 
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(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do, por ser igual al considerado). 


17) NUMERAL SÉPTIMO DEL ORDEN DEL DÍA. 
POSTERGACIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería que el 
Senado pase a considerar el asunto que figura en sép- 
timo término del Orden del Día. 


SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera solicitar que la 
consideración de este proyecto de ley se postergue 
para la sesión del día de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada por la se- 
ñora Senadora. 


(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 
18) SOLICITUDES DE VENIAS DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESTITUIR DE SUS 


CARGOS A DOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa advierte a los se- 
ñores Senadores que restan once minutos de sesión. 


SEÑOR ROSADILLA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Rosadilla. 


SEÑOR ROSADILLA.- Habíamos acordado traba- 
jar hasta la hora 13 y 30 pero, habida cuenta de que 
los asuntos que quedan pendientes son extensos y no 
disponemos de tanto tiempo, propongo que se levante 
la sesión en este momento. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Penadés. 


7 de mayo de 2013 


SEÑOR PENADÉS.- Soy el Miembro Informante 
de los dos proyectos de ley que tenemos pendientes, 
provenientes de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos y me animo a informarlos ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Uno de ellos sería infor- 
mado por el señor Senador Bordabertry. 


SEÑOR PENADÉS.- Es así, señor Presidente, 
pero debido a que tenía que ausentarse me solicitó 
que, si no hay inconveniente, lo informe quien habla, 
lo que podría hacer rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Teniendo en cuenta que 
el señor Senador Penadés nos propone hacer un in- 
forme rápido sobre las solicitudes de venia de desti- 
tución, corresponde que el Senado pase a sesión se- 
creta para considerar el asunto que figura en octavo 
término del orden del día. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 22 minutos). 
(En sesión pública). 


—Habiendo número, se reanuda la sesión. 
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(Es la hora 13 y 23 minutos). 
—Dese cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- El Senado, en sesión secreta, concedió venias 
al Poder Ejecutivo para destituir de sus cargos a un 
funcionario del Ministerio de Defensa Nacional y a 
un funcionario del Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se realizarán las comu- 
nicaciones pertinentes. 


19) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 13 y 24 minutos, presidiendo 
el señor Danilo Astori y estando presentes los 
señores Senadores Agazzi, Antognazza, Baráibar, 
Couriel, Da Rosa, Fernández, Gallo Imperiale, 
Heber, Lorier, Moreira (Constanza), Nin Novoa, 
Penadés, Rosadilla, Rubio, Solari y Tajam). 
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